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D urante los últimos años hemos sido testigos de un retorno de los estudios sobre el 
trabajo a escala global. Como apuntó hace no mucho Marcel van der Linden, el re-
novado interés en dicha temática ha sido resultado, al menos en parte, de las impli-

caciones sociales de la crisis capitalista mundial —aún no resuelta— y del resurgimiento de lu-
chas de los trabajadores en diferentes lugares del planeta. Dicho aumento de la combatividad 
laboral se despliega sobre un proceso de incorporación de enormes masas de población du-
rante las últimas décadas a los circuitos de producción y realización del valor. Actualmente la 
fuerza de trabajo global está conformada por la conjunción de los aproximadamente 1400 mi-
llones de trabajadores que son completamente dependientes del salario, y una especie de «ejér-
cito de reserva» conformado por los cerca de 218 millones de desempleados, así como los 1700 
millones de trabajadores que han sido designados como empleados vulnerables. Además de su 
creciente peso numérico, el contingente de los trabajadores subsumidos de alguna forma a la 
reproducción del capital ha ido ganando en complejidad y diferenciación interna, dando paso 
a lo que Ricardo Antunes llama una nueva morfología del trabajo, que incluye no solo a los tra-
bajadores asalariados a tiempo completo, que fueron en algún momento el prototipo sobre el 
cual giraron los estudios laborales, sino también a una multitud de trabajadores a tiempo par-
cial, o con empleos ocasionales, así como a una infinita variedad de personas que desempeñan 
actividades no asalariadas, pero que no escapan del todo a la lógica de la explotación del trabajo.

El presente número de la Revista Economía se propuso recoger en el dossier El trabajo a 
debate: perspectivas transdisciplinarios sobre el trabajo en América Latina, una serie de apor-
tes que, con diversos enfoques disciplinarios, problematiza diversos aspectos de la señalada 
nueva morfología del trabajo en Nuestra América.

En primer lugar presentamos el trabajo Políticas públicas y empleo informal en el Ecuador: 
2007-2015 del economista Mauricio León Guzmán, quien, partiendo de las definiciones em-
pleadas por la Organización Internacional del Trabajo sobre la economía informal como la 
mezcla entre sector informal y empleo informal, argumenta que durante los últimos años y en 
el marco de una coyuntura mundial favorable la combinación de políticas laborales y de se-
guridad social en el Ecuador han coadyuvado a la disminución relativa del empleo informal, 
principalmente mediante la inclusión de importantes sectores otrora excluidos a la seguridad 
social, sobre todo a partir del año 2007, cuando hay un punto de quiebre positivo hacia el cre-
cimiento sostenido de las tasas de afiliación.

Siguiendo la problemática ecuatoriana, Erynn Masi de Casanova, en el artículo «Como 
cualquier otro trabajo»: Organizando a las trabajadoras remuneradas del hogar en Ecuador, ex-
pone algunos de los logros y retos del movimiento Organización de Trabajadoras del Hogar del 
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hogar en Guayaquil. En el marco de legislación sobre el trabajo doméstico pagado en América 
Latina, el estudio se pregunta por la estrategia de ese movimiento en torno a la redefinición 
del trabajo doméstico como un trabajo «regular», concluyendo que los factores que condu-
cen a la explotación excesiva de las trh y dificultan la organización y movilización de las mis-
mas no son las semejanzas del ese tipo de trabajo con los demás, sino sus particularidades.

También referido a las trabajadoras, pero a un universo diferente, se enfoca el estudio de 
Héctor Fabio Bermúdez, denominado El sujeto de las ventas directas en Colombia: en los lími-
tes del trabajo y el consumo. Aquí, el autor da un panorama general sobre una de las subramas 
económicas que se ha expandido rápidamente durante las últimas décadas en América Latina: 
conformado principalmente por mujeres, el trabajo de ventas queda velado en la esfera del in-
tercambio, como resultado de contratos mercantiles entre las grandes empresas y sus «clien-
tas». Sin embargo, detrás de ello existen relaciones laborales sui generis sobre las cuales vale 
la pena profundizar. El estudio de caso en una comuna de Cali nos muestra cómo dicho tra-
bajo puede ser abordado desde diferentes puntos de vista que permitan comprender mejor los 
distintos significados de ese tipo de trabajo entre las mujeres.

El tercero de los artículos que componen el dossier es una síntesis de la tesis de maestría de 
Yassiel Vázquez sobre las Inclusiones y exclusiones en el Código de Trabajo de Cuba. Haciendo 
explícita su participación en el proceso organizativo del movimiento lgbti cubano, el autor 
reseña los avatares de dicho movimiento para incluir el reconocimiento legal de algunos dere-
chos de ese grupo de población en el Código de Trabajo en Cuba discutido a lo largo de 2013. 
El estudio sostiene que pese a que el movimiento no consiguió todos los objetivos que se había 
propuesto, sí llegó a posicionar a las desigualdades en el trabajo como problema en la agenda 
pública del país, incorporando al texto legal algunas conquistas.

Finalmente, la investigación de Giovanny Manosalvas sobre la Racionalidad del trabajo y 
capital desde la tasa de ganancia de C. Marx, presenta los resultados de una investigación empí-
rica que, tomando como punto de partida la información de las cuentas nacionales de Estados 
Unidos y de Europa, pero enmarcándola en la crítica de la economía política marxista, nos 
muestra los vaivenes de la tasa de ganancia de esas regiones durante el último medio siglo. La 
aproximación heterodoxa del estudio de Manosalvas muestra cómo durante ese periodo la tasa 
de ganancia experimentó tendencias crecientes durante largos periodos, mientras que sus caí-
das se concentraron alrededor de la crisis de los setenta y durante años recientes, con la Gran 
crisis de 2008, de la cual aún no logra salir el capitalismo global.

En aras de convertirse en un espacio amplio de debate para las ciencias sociales ecuatorianas 
y latinoamericanas, y desde un espíritu interdisciplinario, la Revista Economía también incluye 
cuatro estudios adicionales sobre diversas temáticas de interés actual. Además, nuestra publi-
cación cierra con la reseña de uno de los últimos números de la revista ecuatoriana Ecuador 
Debate, que también versa sobre la temática del trabajo y el empleo. Sirva esta breve presenta-
ción como invitación a nuestros lectores para involucrarse de forma activa en la construcción 
de Revista Economía y profundizar los debates que el pensamiento crítico ecuatoriano requiere.

Miguel Ruiz Acosta
Universidad Central del Ecuador
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resumen  Este análisis identifica la relación entre las políticas públicas laborales y de seguri-
dad social implementadas en el Ecuador entre 2007 y 2015 y la reducción observada en el em-
pleo informal. La evidencia sugiere que influyó una política activa para hacer cumplir a los 
empleadores con sus obligaciones laborales: cambios legales que fortalecieron los derechos 
de los trabajadores; penalización de la no afiliación a la seguridad social; sistema de planifi-
cación que orientó las políticas hacia el aumento de la cobertura de la seguridad social; reac-
tivación de las inspectorías del trabajo; y reformas administrativas del Instituto Ecuatoriano 
de Seguridad Social.

palabras clave  Empleo informal, política pública, laboral, seguridad social.

abstract  This analysis identifies the relationship between the public working policies and the 
ones about social security which have been implemented in Ecuador between 2007 and 2015, 
as well as the reduction observed in informal work. The evidence suggests that it was an ac-
tive policy which influenced employers on making them comply with their labor duties. These 
legal changes strengthened workers’ rights and penalized the lack of affiliation of the workers 
to the social security. This planning system also oriented policies towards the increase of the 
social security coverage, reactivated work inspections, and permitted management reforms in 
the Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (Social Security System of Ecuador).

keywords  Informal work, public labor policy, social security.

jel codes  E26, H55, J08, J46, J48, J81, J88.

INTRODUCCIÓN

El objetivo de este análisis1 es comprender la relación entre las políticas públicas laborales y 
de seguridad social del gobierno de Rafael Correa y la reducción del empleo informal en el 
Ecuador en el período 2007-2015. Para ello se presentan estadísticas descriptivas de la evo-
lución del empleo informal y el sector informal, se detallan las principales políticas labora-
les y de seguridad social implementadas y se revisan los resultados relevantes de la literatura 
empírica reciente sobre la informalidad en el Ecuador. En particular se busca identificar las 
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reformas legales e institucionales que pueden haber contribuido a la reducción del empleo 
informal, mediante la revisión de las normas publicadas en el Registro Oficial, los informes 
de rendición de cuentas ministeriales y los documentos de planificación del gobierno. Por lo 
tanto, no se trata de un análisis exhaustivo de toda la política laboral y del trabajo. Tampoco 
se pretende explicar o demostrar las relaciones causales entre políticas y empleo informal ya 
que ello requeriría de evaluaciones de impacto rigurosas, experimentales o cuasiexperimen-
tales, que aíslen los efectos de cada una de las políticas indagadas de otros factores determi-
nantes posibles, las cuales están fuera del alcance de este estudio.2

El marco conceptual corresponde a las definiciones de informalidad establecidas por la 
Organización Internacional del Trabajo. Para esta institución, la economía informal com-
prende tanto el sector informal como el empleo informal. En la Decimoséptima Conferencia 
Internacional de Estadísticos del Trabajo de la oit se adoptó una definición de empleo infor-
mal que hace referencia a las características del puesto, empleo o trabajo (oit, 2003, pp. 51-58), 
en contraste con la definición de sector informal establecida en la Decimoquinta Conferencia 
Internacional de Estadísticos del Trabajo y referida a las características del establecimiento o 
unidad productiva (oit, 1993, pp. 1-16).

En el país, desde 2007, la nueva definición estadística del sector informal elaborada por el 
Instituto Nacional de Estadística y Censos, inec, comprendía los trabajadores que se encuentran 
en establecimientos de 10 trabajadores o menos y no tienen Registro Único de Contribuyentes 
(ruc), o no llevan contabilidad, o no tienen cuadernos de cuentas. En 2015 se ajustó la defini-
ción únicamente a la no tenencia de ruc.3 Es decir, comprende tanto los establecimientos de 
empleadores informales como los establecimientos informales de trabajadores por cuenta pro-
pia. El empleo informal, por su parte, abarca los patronos y trabajadores por cuenta propia del 
sector informal, los trabajadores no remunerados, y los asalariados y trabajadores domésticos 
que no reciben de su empleador seguridad social o seguro médico. En consecuencia, se puede 
tener empleo informal tanto en el sector formal como en el sector informal y el servicio do-
méstico. Entonces, se esperaría que las políticas públicas dirigidas a ampliar la cobertura de la 
seguridad social reduzcan el empleo informal y son éstas las que se enfatizan en este estudio.

Los datos al 2015 evidencian la gran dimensión de la informalidad en el mercado laboral 
ecuatoriano: cerca de seis de cada diez ocupados son empleados informales y cuatro de cada 
diez están empleados en el sector informal.4 Se observa también que entre 2007 y 2015 dis-
minuyó tanto la tasa de empleo informal como la tasa del sector informal (ver  Figura 1).5 En 
efecto, el empleo informal a nivel nacional cayó de 74,1% a 57,3%. La tasa de empleados infor-
males del sector formal, como porcentaje del total de ocupados, pasó de 16,3% a 10,2%. También 
se redujo la tasa de empleo informal del servicio doméstico de 2,9% a 1,5%. El empleo infor-
mal del sector informal disminuyó de 44,9% a 40,1% (ver Tabla 1). Por otra parte, la fuerza la-
boral nacional afiliada o cubierta por la seguridad social se incrementó de 26,3% a 44,2% entre 
2007 y 2015 (ver Figura 2). En particular, el porcentaje de la fuerza laboral urbana con seguri-
dad social subió de 29,2% a 47,1% entre 2007 y 2015.

El sector informal a nivel nacional pasó de 45,1% a 40,4% entre 2007 y 2015 (ver Figura 1). 
En contraposición, el aumento de los trabajadores por cuenta propia ha presionado al alza el 
sector informal: pasaron de representar el 29,8% de los ocupados en 2007 a significar el 31,2% 
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en 2015. Este incremento del trabajo por cuenta propia se explicaría parcialmente por la di-
ficultad que enfrentan los emprendimientos de baja productividad para absorber los mayo-
res costos que implica afiliar a los trabajadores a la seguridad social, pagar el salario mínimo 
y cumplir con los impuestos.

Figura 1. Ocupados en empleos informales y ocupados en el sector informal

Fuente: INEC, Encuestas de empleo, subempleo y desempleo de varios años.
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En resumen, el empleo informal disminuyó, hecho que se pretende comprender en el resto del 
artículo que contiene un análisis breve del comportamiento de la economía y la evolución del 
empleo informal, una descripción de las principales políticas públicas laborales y de seguri-
dad social implementadas entre 2007 y 2015 y que tienen relación con la disminución del em-
pleo informal, y una sección de conclusiones.

CRECIMIENTO ECONÓMICO, AUMENTO DEL GASTO 

SOCIAL E INCREMENTO DEL EMPLEO ASALARIADO

Entre 2000 y 2014, ayudada por el incremento del precio del petróleo, la economía ecuatoriana 
creció en promedio a una tasa anual de 4,3%, que en términos per cápita representa una tasa 
promedio anual de 2,4%. La economía no petrolera creció a una tasa anual de 4,9%. En el pe-
ríodo 2007-2014, a pesar el impacto negativo de la crisis económica y financiera mundial, la 
economía creció en promedio a una tasa anual de 4,3%, mientras que la economía no petro-
lera lo hizo a una tasa anual de 5,1%. Desde el segundo semestre de 2014, debido a la caída del 
precio del petróleo, la economía sufrió una fuerte desaceleración y se ha estancado. La proyec-
ción oficial de crecimiento para el 2015, elaborada por el Banco Central del Ecuador, es de 0,4%, 
mientras estimaciones del Fondo Monetario Internacional señalan una tasa negativa de -0,6%.

En este último período se produjo un aumento importante del gasto social en particular 
y del gasto público en general. Efectivamente, el gasto en educación y salud pasó de 3,9% del 
pib en 2007 a 5,7% del pib en 2014 y el gasto público total del gobierno central subió de 16,0% 
del pib a 26,0% del pib. Este aumento del gasto público y social estuvo aparejado de un incre-
mento de los asalariados gubernamentales, que en su mayoría corresponden a empleos forma-
les con afiliación a la seguridad social. A nivel nacional, los asalariados de gobierno se incre-
mentaron de 7,6% del total de ocupados en 2007 a 9,7% en 2015. En términos absolutos, según 
las encuestas de empleo, aumentaron de 460 mil a 689 mil (ver Tabla 2). Concordantemente, 
el consumo del gobierno general aumentó de 10,9% del pib real en 2007 a 13,9% en 2014.

Entre esos años se observa también un incremento de los asalariados privados de 29,7% 
a 32,8% y una disminución de los empleados tercerizados (de 1,1% a 0,1%) y los trabajadores 
auxiliares no remunerados (de 10,4% a 8,9%). Las empleadas domésticas disminuyeron entre 
2007 y 2015 (de 3,3% a 2,7%). La reducción de las empleadas domésticas tuvo su correlato en 
la disminución del valor agregado bruto del servicio doméstico, que presentó tasas de creci-
miento negativas en 2011 y 2012 (de -3,5% y -1,4%, respectivamente), recuperándose en 2013 a 
una tasa de 1,8% y en 2014 a 4,8%. Se observa, en general, cierto cambio en la estructura del 
mercado laboral urbano y una reducción del empleo informal en todas las categorías de tra-
bajo (ver Tabla 3). Los cuentapropistas aumentaron tanto en términos absolutos (en 439.000 
personas) como en su participación en el total de ocupados. Los patronos disminuyeron en 
72. 000 personas (ver Tabla 2).

Si bien el crecimiento económico de los períodos 2000-2006 y 2007-2014 son similares, se 
observa un punto de quiebre en la tendencia de la fuerza laboral afiliada a la seguridad social 
a partir de 2007 (ver Figura 2), lo que sugiere que su aumento podría estar relacionado con 
modificaciones en las políticas públicas antes que con el crecimiento económico. Se requiere 
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de evaluaciones de impacto de las políticas para tener mayor certeza sobre esta hipótesis, lo 
cual está fuera del alcance de este estudio. No obstante, en términos descriptivos, se observa 
que entre 2007 y 2014 las tasas de crecimiento económico promedio anual de las principales 
ramas económicas no petroleras están poco correlacionadas con las variaciones de la inciden-
cia del empleo informal (ver Tabla 4). El coeficiente de correlación es bajo (-0,085).6 Es decir, 
al parecer, las ramas con mayor crecimiento económico no han reducido relativamente más 
el empleo informal7 (oit, 2014, p. 6).

sectores 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015

Empleo informal 74,1 71,6 69,9 66,0 62,2 60,4 58,8 57,1 57,3
Sector formal 16,3 16,9 15,0 14,7 10,9 11,1 10,7 10,8 10,2
Sector informal 44,9 43,2 43,6 42,5 42,3 40,5 39,7 39,3 40,1
Servicio doméstico 2,9 3,1 2,9 2,3 1,6 1,8 2,1 1,8 1,5
No clasificado 9,9 8,4 8,5 6,4 7,4 7,0 6,4 5,2 5,6
Empleo formal 25,9 28,4 30,1 34,0 37,8 39,6 41,2 42,9 42,7
Sector formal 24,7 27,0 28,7 32,5 35,6 37,6 38,7 40,1 40,3
Sector informal 0,2 0,2 0,2 0,3 0,4 0,3 0,4 0,4 0,3
Servicio domestico 0,4 0,4 0,5 0,6 0,7 0,7 1,0 1,4 1,2
No clasificado 0,7 0,8 0,7 0,6 1,0 1,0 1,1 1,0 0,9

Tabla 1. Empleo informal y formal en la ocupación total (%)

Fuente: INEC, Encuestas de empleo, subempleo y desempleo de varios años.

Tabla 2. Empleo informal y formal (miles de personas)

Fuente: INEC, Encuestas de empleo, subempleo y desempleo de varios años.
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De hecho, el empleo informal se redujo en todas las ramas de actividad económica. No obs-
tante lo hizo en mayor medida en las ramas de servicios, particularmente en a) administración 
pública y defensa, b) en enseñanza, c) servicios sociales, y d) salud (ver Tabla 4); resultado 
que es consistente con lo que encuentra Banco Mundial (2014, p. 48). Esto último, posible-
mente se debe, por un lado, a que los ministerios de Educación y Salud llevaron a cabo un 
proceso de formalización de las relaciones laborales con maestros y personal de salud con-
tratados mediante aportes de los padres de familia, la comunidad o los gobiernos locales. 
Adicionalmente, en el Ministerio de Educación constaba un grupo de docentes denomina-
dos educadores comunitarios que recibían únicamente una bonificación mensual inferior al 
salario mínimo y no tenían afiliación a la seguridad social. La disposición transitoria deci-
monovena de la Constitución de 2008 dispuso que en el transcurso de tres años el Estado di-
señe las políticas para la regularización de la planta docente de educación popular. Por otra 
parte, en el período se amplió el número de maestros, personal de salud y policías. Al res-
pecto, Banco Mundial (2014) afirma que:

Otros sectores relacionados al sector público —como Enseñanza y Servicios sociales y de 
Salud— registraron importantes descensos en la informalidad, en áreas tanto urbanas como 
rurales, lo que resulta consistente con una campaña gubernamental para formalizar a los tra-
bajadores del sector público. (p. 48)

Por último, la eliminación de la tercerización laboral, que se explica luego, implicó que va-
rias empresas públicas contraten directamente e incluyan en su nómina a trabajadores que la-
boraban en las empresas tercerizadoras, excepto el personal de seguridad y limpieza. El em-
pleo informal entre los asalariados públicos urbanos disminuyó de 9,2% a 0,7% (ver Tabla 
3). Así, el aumento del empleo público formalizó empleo informal y agregó más formalidad 
al crecimiento del empleo. Al 2014, las ramas económicas con mayor empleo informal son 
la construcción, electricidad, gas y agua, agricultura, ganadería, caza y pesca, y alojamiento 
y servicios de comida (74,5%, 69,1% y 66,7% respectivamente). En contraste, las ramas con 
menor tasa de empleo informal son administración pública y defensa, enseñanza y servi-
cios sociales y de salud, actividades profesionales y técnicas (0,8%, 10,1% y 24,0% respectiva-
mente) (ver Tabla 4).

La tasa de empleo informal es mayor en los establecimientos de menor tamaño, se redujo 
de forma generalizada en todo tipo de establecimientos pero disminuyó relativamente más 
en las empresas más grandes. En efecto, cayó en términos relativos un 80% en las empresas de 
cien o más empleados, al pasar de 24,4% a 4,8% (ver Tabla 5). Las empresas más grandes son 
más formales y están en capacidad de sufragar los costos de la formalización, mientras las más 
pequeñas, generalmente de baja productividad, tienen mayor dificultad de cubrir esos costos 
y cumplir con las regulaciones. Además, las empresas de menos de treinta empleados no al-
canzan el número suficiente de trabajadores (30, según los artículos 442 a 447 del Código del 
Trabajo) para formar sindicatos, los cuales pueden ser mecanismos institucionales para pre-
sionar por la formalización del empleo. Esta situación es una gran limitante en un país como 
Ecuador en el que al año 2015 dos terceras partes de la población ocupada se encuentra en es-
tablecimientos de menos de 10 empleados.
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POLÍTICAS PÚBLICAS FAVORABLES AL TRABAJADOR

Desde 2007 se impulsó un conjunto de políticas favorables a los trabajadores. Por ejemplo, el 
Mandato Constituyente N.º 8 eliminó varias formas de precarización del trabajo; además, se 
implementaron políticas activas de salario mínimo y de fiscalización del cumplimiento por 
parte de los empleadores de su obligación de afiliar a sus trabajadores a la seguridad social (oit, 
2014, pp. 6, 7). El Mandato Constituyente N.º 8, emitido en mayo de 2008 por la Asamblea 
Nacional Constituyente encargada de redactar la nueva Constitución, eliminó la tercerización,8 

categoría 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 va vr

Cuenta propia 78,1 75,5 74,0 72,6 71,8 70,0 69,3 70,0 71,4 -6,7 -8,6
Patrono 31,1 31,9 26,9 22,5 24,9 25,3 17,2 21,1 24,4 -6,7 -21,4
Trabajador auxiliar 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 0,0 0,0
Asalariado privado 66,9 63,8 58,4 52,3 44,2 40,6 43,1 42,5 41,2 -25,7 -38,4
Servicio doméstico 87,5 86,9 83,1 77,5 65,8 71,1 64,6 58,8 55,3 -32,2 -36,8
Asalariado público 9,2 12,4 9,5 8,2 4,6 4,1 1,5 1,2 0,7 -8,5 -91,9
Total 65,1 62,8 59,8 55,0 51,4 48,9 48,4 48,8 48,4 -16,7 -25,7

rama de actividad económica

empleo informal vab
2007 2014 va vr vpa cpa 2007-2014

a b

Agricultura, ganadería, caza y pesca 83,9 69,1 -14,8 -17,6 -2,7 3,1
Manufactura (incluida refinería) 64,1 47,5 -16,6 -25,9 -4,2 2,9
Construcción, electricidad, gas y agua 85,0 74,5 -10,5 -12,3 -1,9 9,6
Comercio 72,4 55,9 -16,5 -22,8 -3,6 4,9
Alojamiento y servicios de comida 77,6 66,7 -10,9 -14,0 -2,1 5,9
Transporte, correo y comunicaciones 67,7 51,7 -16,0 -23,6 -3,8 7,1
Actividades profesionales y técnicas 46,9 24,0 -23,0 -49,0 -9,2 4,4
Adm. pública y defensa 8,1 0,8 -7,3 -89,9 -27,9 6,6
Enseñanza y servicios sociales y de salud 31,4 10,1 -21,2 -67,7 -14,9 4,7
Servicio doméstico 87,5 58,5 -29,0 -33,1 -5,6 3,3
Otros servicios 63,6 42,5 -21,1 -33,2 -5,6 2,9
Total 65,1 48,8 -16,3 -25,0 -4,0 5,1
Coeficiente de correlación -0,085

Tabla 3. Tasas de empleo informal urbano según categoría de trabajo (%)

Tabla 4. Tasas de variación del empleo informal urbano y tasas de crecimiento según ramas econó-
micas no petroleras

Fuente: INEC (2007-2015). Nota: VA = Variación absoluta; VR = Variación relativa.

Fuente: INEC, Encuestas de empleo, subempleo y desempleo de varios años. Nota: VAB = Valor agregado bruto; VA = Variación ab-

soluta (c=b-a); VR = Variación relativa (d=(b/a-1)); VAP = Variación promedio anual (e=(b/a)^(1/7)-1); CPA = Crecimiento prome-

dio anual (geométrico).
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la intermediación laboral y la contratación por horas.9 El artículo 2 eliminó y prohibió la con-
tratación laboral por horas y garantizó la jornada parcial con estabilidad, protección integral, 
remuneración proporcional y derecho a todos los beneficios de ley, afiliación a la seguridad 
social y fondo de reserva10 (Asamblea Constituyente, 2008, pp. 2, 3). El Código Orgánico de la 
Producción, Comercio e Inversiones, expedido a finales de 2010, flexibilizó relativamente las 
restricciones a los contratos temporales, permitiéndolos para períodos de alta demanda y pro-
ducción, reemplazo temporal de personal ausente y para actividades estacionales.

En el período 2007-2014 el salario mínimo en dólares corrientes aumentó anualmente, en 
promedio, 10,5% (pasó de usd 170 mensuales en 2007 a usd 340 en 2014), mientras que la 
tasa de inflación anual promedió un 4,4% y el crecimiento anual de la productividad laboral 
media un 3,3%. La política salarial consistió en aumentar el salario mínimo en el equivalente 
a la suma de la tasa de inflación, más el crecimiento de la productividad laboral y más un fac-
tor de equidad con el fin de cerrar la brecha entre este y el salario digno. La Constitución de 
2008, en el artículo 328, estableció que la «remuneración será justa, con un salario digno que 
cubra al menos las necesidades básicas de la persona trabajadora, así como las de su familia», 
y en su disposición transitoria vigésima quinta, que la «revisión anual del salario básico se rea-
lizará con carácter progresivo hasta alcanzar el salario digno de acuerdo con lo dispuesto en 
esta Constitución. El salario básico tenderá a ser equivalente al costo de la canasta familiar» 
(Asamblea Constituyente, 2008, p, 154).

Por su parte, los artículos 8 y 9 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e 
Inversiones definieron al salario digno como el costo de la canasta básica familiar dividido 
para el número de perceptores del hogar, y como sus componentes, entre otros, básicamente 
al sueldo o salario mensual y la parte proporcional del décimo tercero, décimo cuarto, parti-
cipación en utilidades y los fondos de reserva. Es necesario señalar que esta interpretación no 
es aceptada por las organizaciones de trabajadores, quienes defienden la interpretación lite-
ral del artículo 328 de la Constitución. Entre 2007 y 2014 mejoró la distribución funcional del 
ingreso a favor de los trabajadores al aumentar la participación de las remuneraciones en el 
valor agregado bruto de 33% a 39%.

CONSTITUCIÓN DE 2008, PLANES NACIONALES 

PARA EL BUEN VIVIR Y AGENDAS SECTORIALES

En la nueva Constitución de la República, aprobada mediante referéndum el 28 de septiembre 
de 2008, se ampliaron y fortalecieron los derechos económicos y sociales de la población, entre 
ellos el derecho a la seguridad social. En particular, el artículo 327 establece que será penali-
zado el incumplimiento de obligaciones y el fraude en materia laboral.11 La política activa fa-
vorable a la afiliación de los trabajadores a la seguridad social se evidenció también en los dis-
tintos niveles de planificación del gobierno ecuatoriano, desde el Plan Nacional para el Buen 
Vivir hasta las políticas ministeriales.

El Plan Nacional para el Buen Vivir 2009-2013 incorporó la política de ampliar la cobertura 
de la seguridad social, generar condiciones dignas para el trabajo y velar por el cumplimiento 
de los derechos laborales.12 Estableció como meta 1.2.1 Alcanzar el 40% de personas con seguro 
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social hasta el 2013 (senplades, 2009, p. 151; oit, 2014, p. 7). Estas políticas y metas fueron re-
cogidas tanto en la Agenda Social 2009-2011 como en la Agenda Social 2012-2013 del Consejo 
Sectorial de Desarrollo Social, que corresponde al segundo nivel del sistema de planificación 
nacional y comprende las políticas del gabinete social del Gobierno (Ministerio Coordinador 
de Desarrollo Social, 2010, p. 37; Ministerio Coordinador de Desarrollo Social, 2012, p. 37).

El Ministerio de Relaciones Laborales, ahora Ministerio del Trabajo, ajustó sus políticas ins-
titucionales al Plan Nacional para el Buen Vivir (oit, 2014, p. 7). De acuerdo con su informe 
de rendición de cuentas del año 2010, estableció como su objetivo estratégico institucional 3: 
«Desarrollar e implantar un sistema de evaluación y control público y privado sobre la aplica-
ción de las Leyes, normativa ministerial y el respeto de los derechos fundamentales de servi-
dores y trabajadores» (Ministerio de Relaciones Laborales, 2010, p. 4). El nuevo Plan Nacional 
para el Buen Vivir 2013-2017, en el objetivo 9, Garantizar el trabajo digno en todas sus formas, 
plantea la meta 9.7, aumentar la pea de 15 años o más afiliada a la seguridad social contributiva 
de 41,4% en 2012 al 60,0% en 2017, y a nivel rural de 32,7% al 50,0% (senplades, 2013, p. 289).

Además, las instituciones públicas están obligadas por la Ley de Seguridad Social de 2001 
a recabar de las empresas constructoras las certificaciones de que se encuentran al día en el 
pago de aportes al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (iess).13 Para cumplir con estas 
disposiciones, las entidades públicas incluyen en las cláusulas contractuales con las empre-
sas constructoras privadas la obligación de presentar dichos certificados.14 Esta normativa de-
bería haber contribuido a formalizar a los trabajadores de la construcción en un período de 
crecimiento económico basado en el aumento de la inversión pública en infraestructura (oit, 
2014, p. 7). La inversión del sector público no financiero pasó de 6,1% del pib en 2007 a 13,9% 
del pib en 2014 y los datos de las encuestas nacionales de empleo muestran un aumento de 
los ocupados en el sector de la construcción entre 2007 y 2014 de aproximadamente 80 000 
trabajadores. Sin embargo, la rama de la Construcción es la que muestra la menor reducción 
relativa del empleo informal, apenas 12,3% (ver Tabla 4). Al respecto, Banco Mundial (2014) 
encuentra que «A pesar de un aumento de contratos públicos en el sector Construcción, la in-
formalidad en Construcción mostró un mediocre descenso de 9% entre 2007 y 2013» (p. 48).

Tanto la Agenda para la Transformación Productiva 2010-2013 del Consejo Sectorial de la 
Producción como el Código Orgánico de la Producción, expedido en diciembre de 2010,15 plan-
tean a los empresarios el cumplimiento de las cuatro éticas: ética con los trabajadores, ética 

tamaño de empresa 2007 2015 variación absoluta variación relativa

De 1 a 4 empleados 87,7 79,4 -8,3 -9,5
De 5 a 9 empleados 85,8 70,3 -15,5 -18,1
De 10 a 49 empleados 68,1 37,3 -30,8 -45,2
De 50 a 99 empleados 49,1 18,5 -30,6 -62,3
De 100 o más empleados 24,4 4,8 -19,6 -80,1
Total 74,1 57,3 -16,8 -22,6

Tabla 5.  Tasa de empleo informal por tamaño de empresa (%)

Fuente: INEC (2007-2015).
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con la comunidad, ética con el Estado y ética con el medio ambiente. La ética con los trabaja-
dores implica que los empleadores cumplan sus obligaciones laborales y de seguridad social 
con sus trabajadores16 (Ministerio Coordinador de la Producción, Empleo y Competitividad, 
2010, pp. 15, 77). El Ministerio de Industrias y Productividad tiene a su cargo los sellos «Hace 
Bien» y «Hace Mejor» para certificar a las empresas que cumplen con las cuatro éticas y ha 
definido una lista de certificadoras y consultores calificados para su implementación. Sin em-
bargo, hasta finales de 2015, solo once empresas han sido certificadas con el Sello «Hace Bien» 
y dos con el sello «Hace Mejor», todas ellas grandes empresas.

PENALIZACIÓN DE LA NO AFILIACIÓN A LA SEGURIDAD SOCIAL

El presidente Rafael Correa convocó a un referéndum y consultar popular que se celebró el 7 
de mayo de 2011. La quinta pregunta de la consulta popular consultó a la población lo siguiente:

¿Está usted de acuerdo con que la Asamblea Nacional, sin dilaciones dentro del plazo esta-
blecido en la Ley Orgánica de la Función Legislativa, a partir de la publicación de los resulta-
dos del plebiscito, tipifique como infracción penal la no afiliación al Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social de los trabajadores en relación de dependencia?

Los resultados se proclamaron oficialmente el 12 de julio de 2011 y se publicaron el 13 de julio 
de 2011 en el Registro Oficial N.º 490. En la pregunta 10, los votos favorables al sí alcanzaron 
el 55,02% de los votos válidos y los favorables al no el 44,97% (oit, 2014, p. 7). La tipificación 
como infracción penal demoró y recién el 10 de febrero de 2014 la Asamblea Nacional expi-
dió, mediante publicación en el Suplemento al Registro Oficial N.º 180, el Código Orgánico 
Integral Penal que incluye las sanciones y multas por la no afiliación al iess. Son tres artícu-
los, el 242, que reemplaza al artículo 78 de la actual Ley de Seguridad Social,17 y los artículos 
243 y 244 que son nuevos (oit, 2014, p. 7). El artículo 242 establece una pena privativa de li-
bertad de uno a tres años por la retención ilegal de las aportaciones a la seguridad social y la 
clausura del local o establecimiento hasta que se cancele los valores adeudados en caso de en-
contrarse responsabilidad penal de la persona jurídica.18

Por su parte, el artículo 243 tiene relación con las empresas legalmente constituidas que no 
afilien a sus trabajadores a la seguridad social. En este caso la empresa, en su calidad de per-
sona jurídica, puede ser intervenida y sancionada con una multa de 3 a 5 salarios básicos unifi-
cados del trabajador en general por cada empleado no afiliado.19 El salario básico unificado del 
trabajador en general corresponde al salario mínimo y en el año 2014 ascendió a usd 340 dó-
lares mensuales, que equivalió en términos anuales al 64,8% del pib per cápita (usd 6297). Por 
último, el artículo 244 fija la pena privativa de libertad de 3 a 7 días para los empleadores por 
la falta de afiliación a la seguridad social de sus trabajadores.20 Las penas y multas previstas en 
los artículos 243 y 244 se imponen siempre que la persona infractora no abone el valor en mora 
dentro del término de cuarenta y ocho horas después de haber sido notificada (oit, 2014, p. 7).

Si bien la tipificación de la no afiliación a la seguridad social como infracción penal demoró 
más de cinco años desde la promulgación de la nueva Constitución a finales de 2008, el au-
mento en la afiliación y la reducción del empleo informal observado en este período sugieren 
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que la sola posibilidad de la penalización modificó el comportamiento de los empresarios y los 
indujo a afiliar a sus trabajadores, cambio de conducta que se habría ahondado con la Consulta 
Popular de 2011 y la discusión en la Asamblea del nuevo Código Integral Penal (oit, 2014, p. 7).

Al respecto, el Banco Mundial (2012, p. 70) afirma que el resultado de la consulta popular 
incrementó los costos de la informalidad y que la seriedad del mensaje de la penalización en-
viado por las autoridades probablemente estimuló el incremento en la afiliación de los trabaja-
dores a la seguridad social aún antes de que las infracciones penales entren en vigencia. De igual 
modo, Goñi (2013, p. 5) afirma que la protección laboral dispuesta por la nueva Constitución y 
la aplicación más rigurosa de las regulaciones laborales probablemente indujeron a la formali-
zación de las relaciones laborales. Asimismo, el Banco Mundial (2014) afirma que «Si bien la ley 
[Código Orgánico Integral Penal] no se implementó sino a comienzos del 2014, poco después 
del referéndum se observó un importante incremento en la tasa de afiliaciones al iess» (p. 84).

INSPECTORÍAS DEL TRABAJO Y CONTROL DEL 

CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES LABORALES

El gobierno, a través del Ministerio de Relaciones Laborales y el Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social,21 impulsó desde el año 2009 un programa activo de inspectorías del trabajo 
basado en la difusión de los derechos y obligaciones laborales a través de los medios de comu-
nicación y en la supervisión in situ de hogares y empresas a través de inspectores de las direc-
ciones regionales de esa entidad. En el año 2010 se emprendió la campaña Trabajo Doméstico 
Digno que se enfocó en fiscalizar directamente en las viviendas de los barrios de clase media 
y alta el cumplimiento por parte de los patronos de las condiciones contractuales y de los 
beneficios de ley para las empleadas domésticas. A partir de 2011, la campaña se denominó 
Trabajo Digno y añadió la fiscalización directa en las empresas del cumplimiento de las con-
diciones laborales con los trabajadores en general. En el caso de que los patronos incumplan, 
deben pagar multas y regularizar la situación laboral del empleado. El número de inspectores 
aumentó un 277% entre 2006 y 2011, al pasar de 65 a 245 inspectores. (oit, 2014, p. 9). La reac-
tivación de las inspectorías del trabajo se basó en la Disposición Final Segunda del Mandato 
Constituyente N.º 8, de mayo de 2008, que dispuso que:

Para un efectivo control y cumplimiento de las disposiciones del presente mandato, que con-
solide los derechos fundamentales de los trabajadores y la seguridad jurídica de los empleado-
res, el Ejecutivo fortalecerá la infraestructura organizacional, administrativa y financiera del 
Ministerio de Trabajo y Empleo.

Según el Informe de Rendición de Cuentas de 2012, el Ministerio de Relaciones Laborales 
(mrl) realizó 23.744 inspecciones en ese año y sensibilizó a 548.000 trabajadores (Ministerio 
de Relaciones Laborales, 2012, p. 6). En 2011 realizó 26.764 inspecciones (mrl, 2011, p. 4) y 
17.820 en el 2010 (mrl, 2010, p. 38). Hasta septiembre de 2013, el ministerio había realizado 
26.207 inspecciones (mrl, 2013, p. 3). En años previos al 2010, el número de inspecciones bor-
deaba apenas las 500 anuales y se basaba en un modelo pasivo en función de las denuncias 
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recibidas. Por su parte, el informe de rendición de cuentas 2011 del iess (2011, pp. 100, 101) se-
ñala que el número de empleadores registrados aumentó de 140.759 en 2008 a 320.823 en 2011 
(oit, 2014, p. 9). En este último año la tasa de crecimiento fue de 46,7% respecto de un total 
de empleadores en el 2010 de 218.752. Asimismo, el número de afiliados al seguro general obli-
gatorio, que es el régimen general de la seguridad social, subió en 126% entre 2006 y 2015, al 
pasar de 1.401.935 a 3.175.284.

Hay dos estudios empíricos del Banco Mundial que analizan los efectos de las inspectorías. 
El primero, basado en una encuesta realizada entre mayo y junio de 2011 a una muestra de 1.200 
micro y pequeñas empresas (de 1 a 50 empleados) en las ciudades de Quito, Guayaquil, Tulcán 
y Machala, encontró que el 8,5% de las empresas afirmaron haber sido inspeccionadas en el úl-
timo año por el Ministerio de Relaciones Laborales y el 11,1% por el Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social,22 con una correlación positiva entre las inspecciones de estas dos entidades 
de 0,50; es decir, que si alguna de ellas realizó una inspección a una empresa, aumenta la pro-
babilidad de que la misma empresa reciba la inspección de la otra (Banco Mundial, 2012, pp. 
66-70). Las inspecciones aumentaron la probabilidad de que las empresas cumplan las obliga-
ciones laborales, aunque no todas las que recibieron inspecciones lo hicieron. El estudio com-
paró las empresas que fueron inspeccionadas en el último año con las que no y encontró que el 
50% de las primeras cumplió con la afiliación a la seguridad social de sus trabajadores, frente 
a solo el 20% de las segundas. Finalmente, el estudio encontró que entre empresas con simila-
res características institucionales y del propietario, el impacto marginal sobre el porcentaje de 
empleados afiliados a la seguridad social fue positivo y mayor en aquellas inspeccionadas por 
el iess (0,17) que en aquellas inspeccionadas por el mrl (0,15) (oit, 2014, p. 9).

El segundo estudio se refiere a las inspecciones y al cruce de información entre el Ministerio 
de Relaciones Laborales y el Servicio de Rentas Internas como determinantes de una mayor 
formalización:

El Gobierno ha tomado varias medidas para asegurar que los empleadores cumplan la ley, 
incrementando significativamente el número de inspecciones del Ministerio de Relaciones 
Laborales y realizando campañas masivas de comunicación sobre la necesidad de respetar los 
derechos de los trabajadores y ofrecer un pago digno. Asimismo, el Ministerio de Relaciones 
Laborales está ahora verificando la información del empleo con el Servicio de Rentas Internas 
(sri), lo que ha incrementado la formalización de manera importante. (Banco Mundial, 2014, 
p. 84)

El Banco Mundial realizó una descomposición econométrica de los cambios en la probabili-
dad de informalidad en cambios en las características de los trabajadores y cambios en los pa-
rámetros o la propensión a ser informal. Encontró que la reducción de la informalidad de los 
trabajadores asalariados se debió principalmente a cambios en los parámetros; es decir, a la 
disminución de la propensión a ser informal (Banco Mundial, 2014, pp. 62, 63). Concluyó que 
esto «sugiere que los cambios en las regulaciones del mercado laboral y la mayor aplicación 
de las normas sí tuvieron importancia en la reducción de la informalidad» (Banco Mundial, 
2014, p. 10). En el caso de los trabajadores por cuenta propia, encontró que la reducción de la 
informalidad fue pequeña y que se debió principalmente a cambios en las características de 
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los trabajadores. En resumen, la reactivación de las inspectorías laborales aumentó la proba-
bilidad de que los empleadores sean descubiertos incumpliendo sus obligaciones y, por otro, 
la expectativa de la penalización incrementó el costo esperado de infringir la ley.

EMPLEO DOMÉSTICO

Un énfasis especial recibieron las políticas dirigidas a mejorar la calidad del empleo domés-
tico remunerado. Se aumentó el salario mínimo de las empleadas domésticas y se lo homo-
logó con el salario mínimo de los trabajadores en general.23 Además se exigió que los patro-
nos las afilien a la seguridad social, respeten el horario de trabajo reconozcan y otorguen las 
vacaciones de ley, paguen las horas extras, el fondo de reserva y los décimos terceros y cuar-
tos sueldos (oit, 2014, p. 10).

Como se describió antes, la campaña Trabajo Doméstico Digno del Ministerio de Relaciones 
Laborales emprendió, luego de las etapas de información y difusión de derechos y obligacio-
nes laborales, inspecciones directas en las viviendas a fin de verificar mediante entrevistas con 
las empleadas domésticas el cumplimiento de sus derechos laborales. En la entrada de las vi-
viendas que cumplían con las obligaciones laborales los inspectores ponían un sello de Trabajo 
Digno, a la usanza de los censos de población y vivienda (oit, 2014, p. 10).

Con esta política activa, el Servicio doméstico pasó de ser la rama de actividad económica con 
mayor incidencia de empleo informal en el 2007 a ser la cuarta en el 2014 (ver Tabla 4). Como 
se indicó antes, si bien aumentó el porcentaje de empleadas domésticas con afiliación a la se-
guridad social, en términos absolutos disminuyó su número de 201.000 a 158.000 entre 2007 y 
2012. Este comportamiento posiblemente indica que hubo hogares que despidieron a las emplea-
das domésticas en esos años porque no estuvieron en capacidad de sufragar el aumento del sa-
lario mínimo y los costos de la afiliación a la seguridad social o debido al temor de incurrir en 
infracciones penales por la no afiliación (oit, 2014, p. 10). Al respecto, Bosch, Melguizo y Pagés 
(2013) señalan que las inspecciones aumentaron la afiliación pero también destruyeron empleos:

Si bien es cierto que la iniciativa logró que un mayor porcentaje de trabajadores domésticos 
se afiliara a la seguridad social, también es verdad que se destruyeron muchos empleos para 
personas que no tienen demasiadas opciones en el mercado laboral. En resumen, la eviden-
cia, aunque escasa, tiende a confirmar los efectos que la teoría presume para una mayor fisca-
lización en el mercado de trabajo. Por una parte, el incremento en la creación de trabajo for-
mal. Por la otra, una reducción en el empleo total. Este último hecho obedece a que algunos 
trabajos que operan informalmente no son rentables si tienen que regularizarse y por lo tanto 
dejan de existir. (p.136)

Sin embargo, en los años 2013 y 2014 el número de empleadas domésticas volvió a subir 
(206.000 y 224.000 respectivamente), para caer nuevamente en 2015 (190.000). La recupe-
ración del número de empleadas domésticas estuvo acompañado de menos horas promedio 
trabajadas (Banco Mundial, 2014, p. 41). Sobre la reducción temporal del empleo doméstico y 
la posterior recuperación, el Banco Mundial (2014) señala que probablemente se debió a los 
efectos de la crisis financiera global:
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Es probable que la ayuda doméstica sea uno de los primeros gastos que cortan los hogares 
que afrontan un recorte presupuestal, y cualquier aumento de costos podría llevar a las fami-
lias a buscar alternativas más baratas (por ejemplo, trabajar ellos mismos). Esto parece haber 
ocurrido como resultado de la crisis financiera global: el número de empleados domésticos 
disminuyó después de 2009, pero retornó a los niveles anteriores a la crisis en el 2013. (p. 41)

La política salarial y las inspectorías del trabajo fueron acompañadas a finales de 2012 con la 
promulgación de la Ley orgánica para la defensa de los derechos laborales que en su artículo 
5 deroga el artículo 269 del Código de Trabajo que establecía que los empleados domésticos 
tienen derecho a un día de descanso cada dos semanas de servicio y en su artículo 6 garantiza 
a los empleados y trabajadores domésticos los mismos beneficios que los trabajadores en ge-
neral, especialmente en lo relativo a la jornada laboral y los días de descanso.24

INCENTIVOS A LA AFILIACIÓN A LA SEGURIDAD SOCIAL

Un conjunto de reformas que amplían el acceso al seguro de salud del iess y el acceso a los prés-
tamos del Banco del iess (biess) ha vuelto más atractivo el estar afiliado a la seguridad social 
(oit, 2014, p. 8): ampliación de la cobertura del seguro de salud a los hijos menores de 18 años 
con cargo a las mismas aportaciones personales y patronales del afiliado y a los cónyuges de 
los afiliados a través de un aporte adicional equivalente al 3,41% de la remuneración;25 dismi-
nución del período de carencia para causar el derecho a los beneficios del seguro de salud de 
6 a 3 meses;26 ampliación de la cobertura de la atención médica de salud mediante la deriva-
ción de pacientes a clínicas, hospitales y centros médicos privados, instituciones que reciben 
del iess el pago por las prestaciones de salud realizadas sobre la base de un tarifario;27 reanu-
dación y ampliación del volumen de créditos prendarios, quirografarios e hipotecarios para los 
afiliados a través del biess;28 y mejoramiento de los servicios, infraestructura y equipamiento 
de los centros de salud y hospitales del iess. Además, el iess implementó trámites en línea a 
través de su página web para la afiliación de trabajadores en general y empleadas domésticas 
y para el pago de los aportes (oit, 2014, p. 8). De igual manera, el Ministerio de Relaciones 
Laborales facilitó el registro de contratos a través de su página web.

Con el fin regularizar la afiliación de los trabajadores a la seguridad social, la disposición 
transitoria segunda de la Ley Orgánica para la Defensa de los Derechos Laborales del año 2012 
facultó a los empleadores por un período de seis meses a afiliar extemporáneamente a sus traba-
jadores al iess sin sanciones ni recargos por multas.29 Sin embargo, la mora patronal se estimó 
en usd 500 millones a finales de 2015, de los cuales usd 375 millones correspondían a aportes 
y usd 125 millones a intereses y multas. En el contexto de la recesión económica de 2015, los 
artículos 22 al 30 de la Ley Orgánica de Incentivos para Asociaciones Público Privadas y la 
Inversión Extranjera, Publicada en el Suplemento al Registro Oficial N.º 652 de 18 de diciem-
bre de 2015, dispusieron la remisión de intereses, multas y recargos por mora patronal con el 
iess, previa cancelación de los valores por aportes adeudados, como un mecanismo para con-
seguir ingresos de caja pero reduciendo los pasivos del sector patronal.

La ampliación en el 2010 de la cobertura legal del seguro de salud a hijos menores de 18 años 
y cónyuges implicó que se duplique el total de la población asegurada de 3 146 198 en 2009 a 
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6.380.927 en 2010 y a 8.151.385 en julio de 2013. Así, la cobertura legal pasó de 20% de la pobla-
ción total en 2007 a 52% en 201330 (oit, 2014, p. 8). Sobre esto, Banco Mundial (2012) sostiene 
que otras razones del incremento del porcentaje de trabajadores afiliados a la seguridad social:

Probablemente sean los recientes cambios que permiten la afiliación de trabajadores a tiempo 
parcial, cierta relajación de las normas que exigen un período mínimo de empleo continuo 
antes de poder tener acceso a las prestaciones y la posibilidad de recurrir a servicios médicos 
tanto en centros públicos como privados. (p. 70)

Plantea, además, que estas reformas y el control más estricto a los empleadores luego de la con-
sulta popular que dispone la penalización de la no afiliación «pueden haber incrementado los 
índices de afiliación y la percepción del valor de la seguridad social» (Banco Mundial, 2012, p. 
70). Así mismo, Goñi (2013) afirma que los préstamos hipotecarios han sido un incentivo no-
vedoso para ampliar la cobertura del sistema previsional:

Algunos intentos de expandir la cobertura a través de enfoques más novedosos han sido he-
chos en países como Ecuador, donde el Instituto de Seguridad Social tiene un banco que ofrece 
préstamos hipotecarios en términos competitivos a los trabajadores que califican y que han 
aportado regularmente al fondo de pensiones. (p. 7)

El Seguro Social Campesino también aumentó su cobertura de 704.000 a 1,1 millones de be-
neficiarios, jubilados y afiliados entre 2007 y 2014. En particular, los afiliados se incrementa-
ron de 164.000 a 330.000 en ese período. Sin embargo, las reformas descritas han ocasionado 
también un exceso de demanda de servicios de atención de salud, lo cual ha puesto tensión 
a una oferta insuficiente y ha generado un desfinanciamiento del seguro de salud (déficit de 
usd 550 millones en 2015). De hecho, en 2015 se modificó transitoriamente la distribución de 
los aportes, sin afectar el aporte total, destinando una mayor proporción al seguro de salud 

—resolución cd 501, de 13 de noviembre de 1015, del Consejo Directivo del iess—. En el caso 
de los trabajadores del sector privado bajo relación de dependencia, para el año 2016, se re-
dujeron el aporte al seguro de invalidez, vejez y muerte de 9,74% a 5,86% y el aporte al seguro 
de riesgos del trabajo de 0,55% a 0,20% y se aumentó el aporte al seguro de salud de 5,71% a 
9,74%. Esta distribución se revertirá paulatinamente año a año hasta alcanzar en el año 2021 
un 10,46% para el seguro de invalidez, vejez y muerte, un 5,16% para el seguro de salud y un 
0,20% para el seguro de riesgos del trabajo.

Mediante la Ley de Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, de abril de 
2015, se faculta la afiliación de las trabajadoras del hogar no remuneradas en el seguro social 
obligatorio con la cobertura de las contingencias de vejez, muerte e invalidez y bajo una mo-
dalidad de cotizaciones de la unidad económica familiar según su nivel de ingreso comple-
mentadas con un subsidio del Estado a las aportaciones individuales. La ley también eliminó 
el subsidio anual del gobierno central al iess equivalente al 40% de las pensiones compro-
metiéndose a pagar el saldo faltante únicamente cuando este haga falta y fijó que el incre-
mento anual de las pensiones sería de acuerdo a la inflación. Mientras la eliminación del sub-
sidio anual afecta la sostenibilidad actuarial del fondo de pensiones, el aumento anual de las 
pensiones según la tasa de inflación del año anterior la mejora, ya que el mecanismo vigente 
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previamente incrementaba las pensiones por sobre la inflación a un grupo importante de pen-
sionistas según una tabla escalonada.31 Adicionalmente, la eliminación del subsidio anual a las 
pensiones tiende a convertir en el tiempo al fondo de pensiones de uno de reparto con capi-
talización colectiva a uno de reparto simple, sin afectar la solidaridad del esquema entre afi-
liados y pensionistas.

Esta ley también faculta al Ministerio del Trabajo a establecer límites a las brechas remu-
nerativas entre los gerentes y los trabajadores de menor remuneración en la empresa, elimina 
el contrato a plazo fijo, fortalece las garantías laborales de los dirigentes sindicales, prohíbe el 
despido intempestivo de mujeres embarazadas y lo declara ineficaz, crea la figura de empre-
sas vinculadas con el fin de que sean subsidiariamente responsables de obligaciones laborales 
y, en el caso de que formen parte de una misma cadena de valor, con el fin de que se conside-
ren como una sola para el reparto de utilidades a los trabajadores. Sin embargo, esta norma 
legal también estableció un límite de hasta 24 salarios básicos unificados al monto de las utili-
dades distribuidas a los trabajadores, debiendo destinarse el excedente, en caso de haberlo, al 
régimen de prestaciones solidarias de la Seguridad Social.

Varias organizaciones sociales, de trabajadores y políticas interpusieron demandas de in-
constitucionalidad a distintos artículos de esta ley, especialmente a aquellos referidos al techo 
fijado a las utilidades de los trabajadores, los límites a las indemnizaciones de los servidores 
públicos, la eliminación del 40% del subsidio estatal a las pensiones del iess y el incremento 
de pensiones según la inflación (Audiencia por ley laboral se cumplió, 2016; Primera demanda 
contra la Ley de Justicia Laboral, 2015). También se cuestiona que la afiliación al iess de las 
trabajadoras no remuneradas del hogar no cubra las contingencias de salud ni de acceso a los 
préstamos quirografarios e hipotecarios (Sexta demanda contra la Ley de Justicia Laboral en 
la Corte Constitucional, 2015).

CONCLUSIONES E IMPLICACIONES DE POLÍTICA PÚBLICA

El empleo informal disminuyó principalmente en el sector formal de la economía y, parti-
cularmente, en las empresas grandes y en las instituciones de gobierno. Aunque no hay eva-
luaciones de impacto rigurosas que identifiquen la relación causal entre cada una de las po-
líticas implementadas y la reducción del empleo informal mediante métodos cuantitativos 
experimentales o cuasiexperimentales, la evidencia presentada apunta a que se debió a re-
formas legales e institucionales y a una política activa para hacer cumplir a los empleadores 
con sus obligaciones laborales. Éstas comprendieron políticas favorables al trabajador, aun-
que no sin contradicciones; cambios constitucionales y normativas que fortalecieron los de-
rechos de los trabajadores y las obligaciones de los empleadores y que penalizaron la no afi-
liación a la seguridad social; el sistema nacional de planificación que orientó las políticas en 
sus distintos niveles hacia el aumento de la cobertura de la seguridad social; el cambio de 
modelo y la expansión de las inspectorías del trabajo para controlar en las empresas y las vi-
viendas el goce de los derechos laborales; y reformas del Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social que volvieron más atractivo para los trabajadores el estar afiliado y que facilitaron los 
trámites administrativos (oit, 2014, p. 11).
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Las políticas estudiadas se concentraron principalmente en el sector formal de la economía y 
en los trabajadores en relación de dependencia. Una mayor extensión de la afiliación a la se-
guridad social y reducción del empleo informal requiere que los hacedores de política pública 
consideren la rigidez estructural a la baja del sector informal, el gran peso de las pequeñas em-
presas y de baja productividad, el aumento de los trabajadores por cuenta propia y la reduc-
ción de los patronos. Difícilmente se logrará la meta del 60% de la pea afiliada a la seguridad 
social al año 2017; de hecho a 2015 la cifra alcanzó únicamente 44,2%. Aún está pendiente una 
reforma de la seguridad social que permita el acceso de los trabajadores independientes, los 
que tienen una alta tasa de empleo informal (71,4% en 2015). Las políticas analizadas se con-
centraron principalmente en el empleo asalariado en relación de dependencia que representó 
al año 2015, incluidos los jornaleros, peones y empleadas domésticas, un 56,2% del total de 
ocupados. No obstante, los asalariados privados y las empleadas domésticas aún tienen im-
portantes niveles de empleo informal (41,2% y 55,3% respectivamente). Por otra parte, los ma-
yores niveles de informalidad se encuentran en las empresas de menor tamaño, las cuales son 
la mayoría en el país (66,9%). En efecto, las empresas de 1 a 4 empleados tienen una tasa de 
empleo informal de 79,4% y las 5 a 9 de 70,3%, mientras que en las de 100 o más empleados la 
tasa es de apenas 4,8% (ver Tabla 5).

Debido al carácter dual de los salarios, al ser tanto fuente de demanda y costo de pro-
ducción, la política activa de aumento de los salarios por sobre la productividad del trabajo 
luego de generar un efecto positivo de demanda efectiva pueden haber creado, junto con los 
mayores costos que implica la afiliación de los trabajadores, restricciones por el lado de la 
oferta, especialmente para micro, pequeñas y medianas empresas, las cuales por su baja pro-
ductividad tienen mayor dificultad de sufragar los mayores costos laborales. Al respecto, el 
Banco Mundial (2014) afirma: «Estas políticas pueden ser efectivas para reducir la informa-
lidad, siempre y cuando esta se origine únicamente de la falta de voluntad de cumplir, y no 
de la incapacidad de cumplir» (p. 10).

Asimismo, Goñi encuentra evidencia de efectos negativos de los incrementos de salarios 
mínimos en las ciudades más expuestas a estos cambios (ciudades con una mayor masa de tra-
bajadores entre el viejo y el nuevo salario mínimo): se reduce la probabilidad de pasar de des-
empleado a asalariado formal, aumenta la probabilidad de permanecer como asalariado in-
formal y aumenta la probabilidad de pasar de asalariado formal a asalariado informal (Goñi, 
2013, pp. 18, 19). Igualmente, para Banco Mundial (2014) los costos salariales podrían estar 
afectando la creación de empleos formales de baja calificación:

El salario mínimo se está acercando a la media del salario, y es alto para los estándares interna-
cionales con respecto a la productividad de los trabajadores […]. Si bien es deseable tener como 
punto de referencia el concepto de un salario que permita vivir dignamente, un salario mínimo 
que se establece en la media del salario —y, por lo tanto, por encima de la productividad de mu-
chos trabajadores— podría distorsionar los incentivos productivos, ser difícil de aplicar, y po-
dría afectar la creación de empleos formales que requieren menor cualificación. Además de sa-
larios más altos, los trabajadores formales acceden a beneficios no salariales de al menos el 40% 
del salario base, haciendo que los costos de formalización sean prohibitivos para muchas empre-
sas pequeñas y medianas, sobre todo si la productividad de los trabajadores es baja. (pp. 11, 12)
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Si bien la reducción observada en el empleo informal es relevante (17 puntos porcentuales), su 
nivel sigue siendo elevado (57,3% en 2015), lo cual indica un problema estructural. El Ecuador 
es un país capitalista subdesarrollado, con un patrón de especialización primario exportador y 
alta heterogeneidad estructural; es decir, siguen coexistiendo en la economía sectores produc-
tivos de alta y muy baja productividad del trabajo, con un gran peso relativo de estos últimos. 
El período 2007-2014 presentó un crecimiento económico redistributivo del ingreso y políti-
cas públicas que han contribuido a disminuir el empleo informal. Sin embargo, no se ha pro-
ducido un cambio relevante de la estructura productiva (Ponce y Vos, 2012, p. 24; León, 2015; 
Ordoñez, Samman, Mariotti y Borja, 2015, pp. 38, 39).

En los próximos años Ecuador tiene el desafío de disminuir el empleo informal en el sec-
tor informal, lo que dependerá básicamente de tres aspectos según oit: crecimiento econó-
mico con cambio estructural que amplíe el sector formal y que reasigne trabajadores desde el 
sector informal hacia el sector formal y desde sectores de baja productividad a sectores de alta 
productividad; reforma a la seguridad social contributiva que amplíe la cobertura de los tra-
bajadores independientes;32 y políticas que incrementen la productividad laboral de las micro, 
pequeñas y medianas empresas de manera que puedan sufragar los mayores costos laborales 
que impone el cumplimiento del pago de salarios mínimos y la afiliación a la seguridad social 
de sus trabajadores (oit, 2014, p. 11). A estos se pueden añadir tres aspectos más. Primero, la 
coexistencia dinámicamente ineficiente del aseguramiento contributivo obligatorio de salud 
en el iess y el sistema nacional de salud gratuita del Ministerio de Salud Pública. Para el largo 
plazo, el Ecuador debe optar por uno de los dos sistemas. Segundo, en el mediano plazo se re-
quiere resolver la sostenibilidad del financiamiento integral de la seguridad social, lo cual de-
mandará posiblemente reformas paramétricas y subsidios estatales. Tercero, se requiere pensar 
en un sistema integrado de protección social que articule y coordine el subsistema de seguri-
dad social contributiva con el subsistema de asistencia social no contributiva.

Buena parte del período de dolarización oficial de la economía ecuatoriana coincidió con el 
boom de precios del petróleo y una depreciación del dólar a nivel internacional. Estas tenden-
cias, junto con los cambios en los contratos con las empresas petroleras, otorgaron al gobierno 
de Rafael Correa espacio fiscal para impulsar la economía a través del gasto público y eludir las 
restricciones que impone la dolarización sobre el mercado laboral. Sin embargo, estas variables 
se han revertido desde el segundo semestre de 2014 conduciendo al país a un estancamiento eco-
nómico en 2015 y probablemente también de 2016. En este nuevo contexto, el país enfrentará las 
limitaciones que impone la pérdida de soberanía monetaria dirigiendo los ajustes al sector fis-
cal y al mercado laboral. En efecto, el gobierno ha recortado el gasto público, eliminado el sub-
sidio del 40% a la masa pensional del iess e impulsado el proyecto de ley de optimización de la 
jornada laboral y del seguro de desempleo que, entre otros objetivos, busca flexibilizar el mer-
cado laboral, lo que contrasta con la tendencia progresista de buena parte de las reformas previas.

Un aspecto positivo de esta propuesta de Ley para el propósito de reducir el empleo infor-
mal es que también eliminaría la voluntariedad de afiliación al iess de los trabajadores autó-
nomos, profesionales en libre ejercicio y patronos, lo que implicaría que deban afiliarse obli-
gatoriamente. Antes, el gobierno tuvo un intento fallido en esta dirección por la oposición de 
los grupos de interés. En efecto, el Consejo Directivo del iess en febrero de 2014 expidió la 
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Resolución cd 464 que disponía la afiliación obligatoria de los trabajadores independientes y 
en marzo de ese mismo año la derogó mediante Resolución cd 467 (Proyecto suprime volun-
tariedad en afiliación para los no dependientes, 2016). La obligatoriedad de la afiliación es un 
paso para extender la seguridad social y reducir el empleo informal entre los trabajadores in-
dependientes. No obstante, este es un grupo muy heterogéneo que va desde un vendedor am-
bulante hasta un profesional en libre ejercicio, por lo que se requiere un esquema diferenciado 
de aportaciones con subsidios estatales para los trabajadores de menores ingresos.

Para terminar, es necesario señalar las limitaciones de este estudio. La primera es que se 
enfocó únicamente en las políticas laborales y de seguridad social que posiblemente incidie-
ron en la reducción del empleo informal; en consecuencia, no es un análisis comprehensivo 
de la política laboral y de la protección social. La segunda es que se basó principalmente en un 
análisis estadístico descriptivo a partir de las Encuestas de Empleo, Desempleo y Subempleo 
del inec y, por tanto, no identifica en términos cuantitativos el impacto o la relación causal 
entre las políticas públicas estudiadas y el cambio en el empleo informal. Además, se revisó la 
literatura empírica existente sobre empleo informal en el Ecuador para el período analizado 
que proviene principalmente del Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo, lo 
cual muestra la falta de este tipo de estudios por parte de instituciones ecuatorianas, vacío que 
puede ser llenado a futuro por las universidades. No obstante, el uso de estudios empíricos de 
estos organismos de financiamiento multilateral no implica necesariamente la coincidencia 
con sus propuestas de política pública. Finalmente, se analizó la evolución de la legislación la-
boral y de seguridad social, informes institucionales y literatura empírica reciente, sin consi-
derar otras fuentes de información como entrevistas a actores clave de instituciones públicas, 
sindicatos y movimientos sociales. Estas son tareas que futuras investigaciones sobre el em-
pleo informal en el Ecuador pueden abordar.

NOTAS

1	 Este artículo se elaboró sobre la base de un informe previo preparado para la oit en el año 2014 
(León, 2014b) que fue utilizado como insumo para la publicación del documento Evolución del empleo 
informal en Ecuador: 2009-2012 (oit, 2014). Igualmente, se usaron como insumos varias columnas pu-
blicadas en el semanario MásQmenos de Diario El Telégrafo entre septiembre de 2013 y enero de 2014 
(León, 2013a a 2013e y 2014a).
2	 Diferencio el término comprender que significa en este caso interpretar las relaciones o vínculos en-
tre las políticas públicas laborales y de seguridad social y los cambios en el empleo informal del término 
explicar que significa demostrar relaciones causales entre ellas.
3	 En este artículo se utiliza la nueva definición oficial de sector informal del inec presentada en 2015 
y la definición aún no oficial de empleo informal del inec. Ésta es una diferencia con León (2014b), que 
utilizó la definición de sector informal del inec del año 2007 y una estimación del empleo informal 
realizada por el autor. Agradezco al inec y sus técnicos que me proporcionaron las tablas estadísticas 
respectivas para este estudio.
4	 Según Banco Mundial (2014, p. 37), la informalidad en el Ecuador es alta independientemente de la 
definición que se use y es relativamente alta en comparación con otros países de la región.
5	 El Instituto Nacional de Estadística y Censos, inec, modificó las definiciones de sector informal, 
desempleo y subempleo desde el año 2007, por lo que estos indicadores no son comparables con los de 
encuestas anteriores. El inec no presenta estadísticas oficiales de empleo informal.
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6	 Se debe tener la precaución de que una correlación entre dos variables igual a cero no implica necesa-
riamente que estas sean independientes. La correlación mide únicamente el grado de asociación lineal.
7	 El efecto neto del ciclo económico sobre la informalidad depende de los flujos de transición laboral 
que predominen. Goñi (2013, pp. 154-156) analiza la correlación entre los flujos de transición laboral y 
el ciclo económico en el Ecuador. Estudia el paso del desempleo al empleo, del empleo al desempleo y 
entre tipos de empleo (asalariado formal, asalariado informal y autoempleado). Encuentra que el paso 
de desempleo a asalariado formal y a autoempleo es procíclico, mientras que el paso de desempleo a 
asalariado informal es contracíclico. Asimismo, el paso de cualquiera de las tres categorías de empleo 
a desempleo es contracíclico. Finalmente, es procíclico el paso de asalariados informales a asalariados 
formales, de asalariados formales a asalariados informales y autoempleo a asalariados formales, mien-
tras que es contracíclico el paso de asalariados formales a autoempleados. Obtiene que la reducción 
de la informalidad entre el primer trimestre de 2007 y el cuatro trimestre de 2010 se debió a un efec-
to balanceado entre menores entradas relativas a la informalidad (53%) y mayores salidas relativas de 
la informalidad (47%). Asimismo, el proceso de formalización entre los trabajadores asalariados está 
conducido por un incremento en las entradas relativas desde la informalidad y una contracción en las 
salidas relativas hacia la informalidad.
8	 La tercerización quedó restringida únicamente a actividades que no son parte del negocio principal 
de la empresa tales como servicios de seguridad y limpieza.
9	 Mediante Decreto Ejecutivo N.º 1121, de 3 de junio de 2008, se expidió el Reglamento para la aplica-
ción del Mandato Constituyente N.º 8.
10	 La Disposición Transitoria segunda estableció que: Los trabajadores que se encontraban laborando 
bajo la modalidad de contrato por horas por más de 180 días con anterioridad a la aprobación de este 
mandato serán contratados de manera obligatoria bajo las distintas modalidades previstas en el Código 
del Trabajo según lo establecido en el artículo 2 del presente mandato. La Disposición Final Primera 
derogó los artículos relativos a la contratación por horas de la Ley para la Transformación Económica 
del Ecuador, publicada en el ro N.º 34 de 13 de marzo de 2000.
11	 Artículo 327. La relación laboral entre personas trabajadoras y empleadoras será bilateral y directa. 
Se prohíbe toda forma de precarización, como la intermediación laboral y la tercerización en las acti-
vidades propias y habituales de la empresa o persona empleadora, la contratación laboral por horas, o 
cualquiera otra que afecte los derechos de las personas trabajadoras en forma individual o colectiva. El 
incumplimiento de obligaciones, el fraude, la simulación, y el enriquecimiento injusto en materia labo-
ral se penalizarán y sancionarán de acuerdo con la ley.
12	 Política 1.2. Impulsar la protección social integral y seguridad social solidaria de la población con 
calidad y eficiencia a lo largo de la vida con principios de igualdad, justicia, dignidad, interculturalidad, 
literal b. Ampliar progresivamente la cobertura de la seguridad social con especial atención para adultos 
mayores, mujeres, personas con discapacidades y personas que realizan trabajos no remunerados; c. 
Ampliar progresivamente la cobertura del seguro social campesino, extenderla hacia sectores de pesca 
artesanal y crear una modalidad específica de afiliación para trabajadores y trabajadoras autónomas; d. 
Priorizar la asignación de recursos públicos para el incremento progresivo de la cobertura de la seguri-
dad social para las personas que realizan trabajo doméstico no remunerado y tareas de cuidado humano. 
Política 6.1. Valorar todas las formas de trabajo, generar condiciones dignas para el trabajo y velar por 
el cumplimiento de los derechos laborales, literal e. Proveer prestaciones de seguridad social eficientes, 
transparentes, oportunas y de calidad para todas las personas trabajadoras, cualquiera sean las formas 
de trabajo que desempeñen.
13	 El Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social es una entidad pública con autonomía administrativa y fi-
nanciera que se encarga de administrar el financiamiento y las prestaciones de la seguridad social en el Ecua-
dor (seguro de invalidez, vejez y muerte, seguro de salud, seguro de cesantía y seguro de riesgos del trabajo).
14	 Así, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, incorpora en los contratos de obra la siguiente 
cláusula: Requisito previo al pago de planillas: Previamente al pago de las planillas el contratista pre-
sentará el certificado de no adeudar al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social los aportes y fondos 
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de reserva de los trabajadores que estuviese empleando en la obra y una copia de las planillas de pago al 
iess. Sin este requisito el ministerio no realizará pago alguno, conforme a los arts. 86 y 87 de la Ley de 
Seguridad Social, publicada en el Suplemento del Registro Oficial N.º 465, de 30 de noviembre de 2001, 
excepto en el caso de que sus trabajadores estén bajo otro régimen de contratación laboral.
15	 El Código de la Producción contiene una serie de incentivos que buscan estimular la inversión pri-
vada orientada a la transformación de la matriz productiva del país. Entre los principales incentivos se 
encuentran reducciones del impuesto a la renta, zonas especiales de desarrollo económico y contratos 
de inversión que otorgan estabilidad jurídica.
16	 El literal d. del artículo 59 del Código de la Producción, Objetivos de la democratización, del Có-
digo de la Producción establece: Fomentar el cumplimiento de las éticas empresariales que promueve 
el Gobierno Nacional, a través de la creación de un sello de gestión de reconocimiento público, que 
permita alentar e incentivar a las empresas que realizan sus actividades respetando el medio ambiente; 
cumpliendo con sus empleados y trabajadores en sus obligaciones laborales y de seguridad social; y, con 
la comunidad, con el pago oportuno de sus obligaciones tributarias, conforme a la legislación aplicable.
17	 Artículo 78. sanción penal.- Sin perjuicio del plazo de quince (15) días para la remisión de aportes, 
descuentos y multas al iess, el funcionario público o el empresario privado que hubiere retenido los 
aportes patronales y/o personales y haya efectuado los descuentos por rehabilitación de tiempos de ser-
vicio o de dividendos de préstamos hipotecarios y quirografarios de sus trabajadores y no los deposite 
en el iess dentro del plazo máximo de noventa (90) días, contados a partir de la fecha de la respectiva 
retención, será sancionado con la pena de tres a cinco (5) años de prisión y una multa igual al duplo de 
los valores no depositados.
18	 Artículo 242. Retención ilegal de aportación a la seguridad social: La persona que retenga los aportes 
patronales o personales o efectúe los descuentos por rehabilitación de tiempos de servicio o de dividen-
dos de préstamos hipotecarios y quirografarios de sus trabajadores y no los deposite en el Instituto Ecua-
toriano de Seguridad Social dentro del plazo máximo de noventa días, contados a partir de la fecha de la 
respectiva retención, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años. Para el efecto, la 
o el afectado, el Director General o el Director Provincial del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, 
en su caso, se dirigirá a la Fiscalía para que inicie la investigación respectiva. Si se determina responsa-
bilidad penal de la persona jurídica, será sancionada con la clausura de sus locales o establecimientos, 
hasta que cancele los valores adeudados.
19	 Artículo 243. Falta de afiliación al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social por parte de una perso-
na jurídica: En el caso de personas jurídicas que no cumplan con la obligación de afiliar a uno o más de 
sus trabajadores al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, se impondrá la intervención de la entidad 
de control competente por el tiempo necesario para precautelar los derechos de las y los trabajadores y 
serán sancionadas con multa de tres a cinco salarios básicos unificados del trabajador en general, por 
cada empleado no afiliado, siempre que estas no abonen el valor respectivo dentro del término de cua-
renta y ocho horas después de haber sido notificado.
20	 Artículo 244. Falta de afiliación al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social: La o el empleador 
que no afilie a sus trabajadores al seguro social obligatorio dentro de treinta días, contados a partir del 
primer día de labores, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a siete días. Las penas pre-
vistas se impondrán siempre que la persona no abone el valor respectivo, dentro del término de cuarenta 
y ocho horas después de haber sido notificada.
21	 El Consejo Directivo del iess, mediante Resolución cd 346, de 18 de febrero de 2011, creó la Subdirec-
ción de Afiliación y Cobertura, con la competencia de diseñar y proponer programas, estrategias, accio-
nes e instrumentos para la ampliación de la cobertura y la afiliación, el mejoramiento de la recaudación 
de aportes y contribuciones, y el control de la afiliación y recaudación patronal.
22	 El estudio también indagó sobre las inspecciones del municipio, cuerpo de bomberos, el Servicio de 
Rentas Internas (sri), autoridades sanitarias y autoridades medioambientales. Encontró que dos tercios 
de las empresas afirmaron haber tenido una inspección en el último año y que las de mayor incidencia 
fueron las realizadas por el municipio (47,6%) y el cuerpo de bomberos (34%).
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23	 Los salarios mínimos de las empleadas domésticas, operarios de artesanía y colaboradores de la mi-
croempresa se equipararon con el de los trabajadores privados en general desde enero de 2010, mediante 
Acuerdo Ministerial 77, publicado en Registro Oficial 105 de 11 de enero de 2010. En 2007 el salario míni-
mo de las empleadas domésticas fue de usd 120 mensuales; en 2008, usd 170; en 2009, usd 200. Para los 
trabajadores en general, el salario mínimo fue, respectivamente, usd 170; usd 200; usd 218. Desde 2010, 
el salario mínimo de las empleadas domésticas es el mismo que el de los trabajadores en general, usd 
240, usd 264 en 2011, usd 292 en 2012, usd 318 en 2013, usd 340 en 2014 y usd 354 en 2015.
24	 Artículo 6. Añádase el siguiente artículo innumerado después del Artículo 268 del Código del Tra-
bajo: Art. … .- A los empleados y trabajadores domésticos se garantiza los mismos beneficios de cual-
quier otro trabajador en general, debiendo sus jornadas de trabajo y descanso ser de cinco días a la 
semana o sea cuarenta horas hebdomadarias y los días sábados y domingos serán de descanso.
25	 La Asamblea Nacional mediante la Ley Reformatoria a la Ley de Seguridad Social, publicada en el 
Suplemento al Registro Oficial N.º 323 de 18 de noviembre de 2010, reformó los artículos 102, 105 y 117, 
ampliando la edad de los hijos de los afiliados a ser cubiertos por el seguro de salud de 6 a 18 años. Pre-
viamente, el Consejo Directivo del iess, mediante Resolución N.º cd 265, de 8 de junio de 2009, dispuso 
que los hijos de los afiliados sean beneficiarios hasta que cumplan los seis años de edad de acciones 
integrales de fomento y promoción de la salud, prevención, diagnóstico y tratamiento de enfermedades, 
recuperación y rehabilitación de la salud individual, cobertura que no se había realizado a pesar de 
constar en la Ley de Seguridad Social vigente desde 2001. Asimismo, en septiembre de 2008, el Consejo 
Directivo había dispuesto el inicio de atención médica a los hijos menores de los afiliados, hasta los seis 
años de edad, en todas las unidades médicas del iess a nivel nacional, sin incluir provisionalmente el 
uso de medios de laboratorio clínico o de diagnóstico por radiología e imagen, ni tratamiento farmaco-
lógico.
26	 La disposición general tercera de la Ley Reformatoria a la Ley de Seguridad Social indicada arriba 
estableció que: Los afiliados aportantes podrán gozar del beneficio de atención médica, desde el primer 
día de su afiliación, en caso de accidente o emergencia; y luego del tercer mes de aportaciones gozarán 
de los beneficios que el sistema brinda en salud.
27	 El iess tiene también sus propios centros de salud y hospitales mediante los cuales presta atención de 
salud directamente a los afiliados. Según el informe de rendición de cuentas del seguro de salud del iess, 
del año 2012, entre 2010 y 2012 se acreditaron 417 prestadores externos. En el año 2012, el valor aprobado 
por el seguro de salud para pago a los prestadores externos fue de usd 479 millones, mientras que para 
los prestadores internos del iess fue de usd 657 millones (iess, 2012).
28	 El Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (biess), que es un banco público, fue creado 
en el año 2009 mediante ley publicada en el Suplemento al Registro Oficial N.º 587, de 11 de mayo de 
2009. Realiza inversiones con los excedentes de los fondos de pensiones, salud, riesgos del trabajo y 
cesantía. A finales de 2015 tenía un capital total de usd 16 500 millones, de los cuales un 45% estaban 
invertidos en bonos del Estado y un 47% en créditos a los afiliados. Empezó a operar con los afiliados 
al iess en octubre de 2010 otorgando créditos hipotecarios, quirografarios y prendarios. La cartera de 
crédito total del iess a finales de 2015 ascendió a usd 7 800 millones, que equivalieron al 7,8% del pib. 
Actualmente, el iess es el principal actor en el mercado hipotecario, habiendo desplazado a la banca 
privada. Representa el 68% del volumen de crédito total en este segmento. Entrega créditos hipotecarios 
a largo plazo y con menores tasas de interés que los bancos privados.
29	 Disposición transitoria segunda. Por esta sola vez los empleadores que no hubieren afiliado a sus tra-
bajadores con relación de dependencia en los últimos tres (3) años, así no se mantenga la relación laboral 
en la actualidad, no serán sujetos de sanción y podrán afiliarlos extemporáneamente al iess, dentro del 
plazo de seis (6) meses contados desde la expedición de esta Ley, pagando los valores correspondientes 
de aportación patronal y del trabajador, más el interés equivalente al máximo convencional permitido por 
el Banco Central del Ecuador, a la fecha de liquidación de la mora, sin recargos por multas, incrementos 
adicionales o de cualquier naturaleza, sin prejuicio de la responsabilidad patronal que se generare. Para 
los cálculos se exceptuarán los porcentajes correspondientes a los seguros de salud y riegos del trabajo.
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30	 Aquí se ha enfatizado el aumento de cobertura del seguro de salud como incentivo para la afiliación 
a la seguridad social. Sin embargo, la sostenibilidad futura de estas reformas dependerá del adecuado 
financiamiento del fondo de salud, lo cual requerirá de incrementos en las cotizaciones. Tampoco se 
ha abordado la tensión e ineficiencia que existe entre el aumento de la cobertura del aseguramiento de 
salud a través del iess, por un lado, y el incremento de la cobertura de salud mediante el Ministerio de 
Salud Pública, por otro.
31	 La política gubernamental respecto al incremento anual de pensiones ha sido errática. Inicialmente 
era el Consejo Directivo del iess el que establecía el aumento anual de pensiones sobre la base de infor-
mes actuariales. En marzo de 2009 se emitió la Ley Reformatoria a la Ley de Seguridad Social, a la Ley 
de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas y a la Ley de Seguridad Social de la Policía Nacional, que 
estableció la regla fija de que las pensiones se incrementarán al inicio de cada año en la misma propor-
ción que la inflación del año anterior. Luego, en octubre de 2010, se expidió la Ley Reformatoria a la 
Ley de Seguridad Social, que estableció que las pensiones se incrementarán anualmente a partir del mes 
de enero de cada año en base a un coeficiente de crecimiento que iba de 5,61% a 16,16% para pensiones 
menores o iguales a 2,5 salarios básicos unificados (sbu) y que era de 4,31% para pensiones mayores a 2,5 
sbu. Por último, en abril de 2015 se expidió la Ley Orgánica para la Justicia Laboral y el Reconocimiento 
del Trabajo en el Hogar que determinó que las pensiones se incrementarán al inicio de cada año de 
acuerdo a la inflación promedio anual del año anterior.
32	 El Ministerio de Coordinación de Desarrollo Social ha trabajado un proyecto de nueva Ley de Segu-
ridad Social que reforme integralmente el sistema; sin embargo, no ha sido enviada a la Asamblea y se 
ha optado por múltiples reformas parciales.
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resumen  El trabajo remunerado del hogar (trh) hace borrosa la distinción tradicional entre 
el trabajo productivo (que produce utilidades) y el trabajo reproductivo (reproducción social), 
lo cual influye el contexto en el cual se desarrollan movimientos laborales de trh. El presente 
artículo presenta un estudio de caso considerando tres retos que enfrenta un movimiento so-
cial de trh en Guayaquil, Ecuador. La organización investigada enfrenta estos retos con una 
gama de estrategias y actividades, entre ellas la redefinición del trh como «trabajo regular» o 
un «trabajo como cualquier otro». ¿Habrá ventaja en usar la táctica retórica de igualdad con 
otros empleos para promover los derechos de las que desempeñan la reproducción social?

palabras clave  Trabajo doméstico, empleo femenino, movimientos laborales, movimien-
tos sociales.

abstract  Home remunerated work (trh, for its acronym in Spanish) makes the distinction bet-
ween productive work (the one producing income) and the reproductive work (the one invol-
ving social reproduction) blurry. This affects the context where the trh working movements 
are developed. This current article reports a case study, considering three challenges that a trh 
work social movement faces in Guayaquil, Ecuador. The organization that has been investiga-
ted is facing challenges with an array of strategies and activities, among them the redefinition 
of trh as «regular work» or «a job as any other one». We wonder whether there is an advantage 
in using the rhetorical tactic of equality with other jobs to promote the rights for those women 
who perform the social reproduction.

keywords  Household work, feminine job, working movements, social movements.

jel codes  J16.

INTRODUCCIÓN

Este artículo tiene por objeto estudiar el proceso de organización de las trabajadoras remu-
neradas del hogar (trh) en el Ecuador y conocer las dificultades que enfrentan; para ello 
se ha hecho un estudio de caso de una organización de trabajadoras con sede en Guayaquil 
para examinar la estrategia retórica de la redefinición del trabajo doméstico como un trabajo 
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«regular», sin centrarse particularmente en las características y problemas que enfrentan las 
trh, también denominadas trabajadoras domésticas. Al final del artículo, queda la cuestión 
de si se pierde algo cuando estas especiales condiciones de trabajo se equiparan con situa-
ciones de empleo distintas de «otros trabajadores». ¿Habrá una ventaja estratégica en usar la 
táctica de igualdad con otros empleos en la movilización colectiva? ¿Tiene poder la compa-
ración de la reproducción social con el trabajo productivo? El marco o contexto más grande 
para esta investigación es el rompecabezas de legislación sobre el trabajo doméstico remu-
nerado en América Latina. Aunque se hayan aprobado leyes que protegen a las trh en paí-
ses como Argentina, Bolivia, Brasil, las trabajadoras del hogar en Ecuador todavía no tienen 
un marco jurídico. Tomando como estudio de caso a una organización ecuatoriana, se re-
saltan los retos prácticos que enfrentan los esfuerzos para organizar a las trh y se analiza el 
discurso que emplea la organización. Para lograr no solo el reconocimiento legal, sino tam-
bién para garantizar que las trh puedan ejercer sus derechos, hay que recuperar o valorizar 
el trabajo de la reproducción social de alguna forma.

El trabajo remunerado del hogar es un aspecto constante de la vida urbana en América 
Latina. El arreglo informal de este empleo sigue existiendo por la necesidad que tienen las 
mujeres de bajos recursos de trabajar para mantenerse ellas y sus familias, y por la entrada de 
las mujeres de clase media a la fuerza laboral. Se han realizado estudios importantes sobre el 
trabajo remunerado del hogar en América Latina y el Caribe (Brites, 2014; Chaney y Garcia 
Castro, 1991; Goldsmith 2006; Gorbán, 2013; Gorbán y Tizziani, 2014; Karides, 2002; Pereyra, 
2013), y en los Estados Unidos y otros países (Ehrenreich y Hochschild, 2004; Hondagneu-
Sotelo, 2007; Lan, 2006; Romero, 2002). Estos estudios investigan el trabajo del hogar en el 
contexto de la desigualdad socioeconómica, y examinan cómo este trabajo ayuda a mante-
ner esta desigualdad. La literatura académica también se enfoca en los aspectos raciales/ét-
nicos del trabajo remunerado del hogar. Algunos estudios han tratado la organización y mo-
vilización de las trh, pero ninguno de estos incluye a Ecuador como sitio de investigación 
(Bernardino-Costa, 2011; Cabezas Fernández, 2012; Cornwall, Oliveira, y Gonçalvez, 2013; 
Karides, 2002; Maich, 2014; Menon, 2013; Mose Brown, 2011).

EL TRABAJO REMUNERADO DEL HOGAR COMO TRABAJO INFORMAL

El crecimiento de la economía informal en América Latina ha sido asociado con el incremento 
del trabajo informal, mal pagado, inestable, precario, de tiempo parcial, y temporal (Benería, 
2003, p. 95). La fuerza laboral femenina se encuentra concentrada en la economía informal, 
y en Ecuador 63,7 por ciento del empleo femenino se caracteriza como informal (oit, 2013). 
El trabajo informal de las mujeres de las clases populares es estrategia de superviviencia más 
que una carrera o un vehículo para el ascenso socioeconómico (Benería, 2003, p. 112; Lautier, 
2003). Estas mujeres muchas veces tienen «múltiples estrategias de ingresos» (Rothstein, 1995).

En el mundo, 43,6 millones de mujeres son trh; este número representa el 7,5% de la po-
blación femenina empleada (oit, 2011). En América Latina, 14 millones de mujeres, equi-
valente al 14% de las trabajadoras de la región, desempeñan trabajos pagados en domici-
lios (Estrada, 2009). En Ecuador, aproximadamente el 18% de las mujeres que trabajan por 
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remuneración son trh: un total de 170.000 trabajadoras en el 2001, y 158.000 en 2012 (Reyes 
y Camacho, 2001; inec, 2013). La mayoría de estas trabajadoras se encuentran en las áreas ur-
banas del país. El carácter informal del trabajo remunerado del hogar implica que estas figu-
ras no captan las dimensiones exactas de esta fuerza laboral. Las mujeres de escasos recursos 
frecuentemente describen el trabajo remunerado del hogar como la opción de empleo menos 
atractiva, por el pago minúsculo y la posibilidad de explotación; muchas prefieren otros tra-
bajos informales (Casanova, 2011).

Así que el sector informal es donde la mayoría de las trh se ubican (Blofield, 2012). Sin 
embargo, si definimos al trabajo informal como una forma de empleo «sin protecciones» y 
«no regulado por el Estado» (Poster y Salime, 2002), vemos cómo el trabajo remunerado del 
hogar en Ecuador no encaja perfectamente con esta definición. Cómo describo más ade-
lante, el trabajo del hogar ha recibido atención —si no regulación sistematizada— de parte 
del gobierno ecuatoriano, que ha declarado que las trh tienen derechos laborales y mere-
cen las mismas protecciones sociales que otros trabajadores. No obstante estas regulaciones 
son ampliamente ignorados, y la manera en que el trabajo se organiza es informal (Moreno 
Zúñiga, 2013; Toledo González, 2013). Este empleo combina la participación en el mercado 
laboral, vista como una actividad pública, con la ubicación en una casa privada haciendo 
quehaceres que en muchas casas no son remunerados (véase la línea sobre el trabajo del cui-
dado, por ejemplo, Carrasquer Oto, 2013; Gutiérrez-Rodríguez, 2014; Torns, 2008). El trh 
ejemplifica, entonces, cómo «se van deshaciendo las dicotomías claras entre formal e infor-
mal» (Elson, 1999, p. 617). El primer convenio de la Organización Internacional del Trabajo 
(oit) «enfocado a trabajadores y trabajadoras del sector informal» (Goldsmith, 2013), el 
Convenio 189 trata sobre los trh y ha sido firmado por solo 22 naciones, indicando una 
falta de atención a nivel global.

En general, los ministerios del trabajo latinoamericanos ponen poca atención a las trh 
(la gran mayoría son mujeres, y por eso uso el marcador femenino). Política y políticos han 
mencionado lo que consideran la relación especial y delicada entre empleadores y emplea-
das del hogar, la cual puede ser perturbada por un aumento en los derechos legales. El es-
tudio de los códigos laborales y las reformas a dichos códigos en Latinoamérica hecho por 
Carnes (citado en Blofield, 2012) provee una comparación útil. Muestra que en la región du-
rante los 80 y 90, mientras se implementaban reformas neoliberales, los códigos laborales no 
experimentaron rupturas, de hecho se incrementó la protección laboral. Pero las cláusulas 
discriminatorias a trh no se reformaron. Entre 1980 y 2004 disminuyeron en cuatro países 
las máximas horas de trabajo legales por semana, después de las cuales se tendría que pagar 
horas extras. Ecuador bajó a 40 horas, Chile a 45, Venezuela y República Dominicana a 48. 
Sin embargo, este límite no aplicaba en muchos casos a los derechos legales de las trh, que 
no son consideradas como iguales, sino como ajenas a este marco legal. Esto explica la débil 
relación entre las reformas de los códigos laborales y las reformas específicas en los códi-
gos sobre trabajadores marginales como las trh, quienes trabajan fuera del sector formal 
(Blofield, 2012). Hay que estudiar el trabajo remunerado del hogar como parte de la econo-
mía informal (Lautier, 2003), que es menos afectado que el empleo formal por regulaciones 
e intervenciones del Estado.
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LA REPRODUCCIÓN SOCIAL DENTRO DEL CAPITALISMO

El presidente ecuatoriano Rafael Correa celebra y proclama las virtudes del socialismo y el 
posneoliberalismo, pero la economía ecuatoriana es esencialmente capitalista; por tanto, la 
teoría marxista-feminista puede ser especialmente útil para explicar los sucesos económi-
cos y laborales contemporáneos. En el sistema capitalista, el poder laboral se tiene que man-
tener y reproducir; extendiendo los argumentos de Marx, feministas marxistas han analizado 
el papel laboral (remunerado) de las mujeres de las clases trabajadoras, y también su «invo-
lucramiento en procesos que renuevan los productores directos»; es decir, procesos de repro-
ducción social (Vogel, 2014, p. 129). Se ha criticado la sobrevaluación de la producción eco-
nómica y la ignorancia de la reproducción social, que sostiene la producción atendiendo a las 
necesidades de los trabajadores productivos (Bryson, 2005). Las teorías de reproducción so-
cial frecuentemente se enfocan en el trabajo no remunerado que desempeñan las mujeres en 
la esfera doméstica (Benería, 2003; Giménez, 1990; mies, 1998; Torns, 2008), pero el trabajo 
pagado en casas privadas también es parte de la reproducción social. Siendo una forma de re-
producción social que genera remuneración, el empleo del hogar complica la división rígida 
entre producción y reproducción.

Las trh están vendiendo su poder laboral, y sufren explotación por parte de sus emplea-
dores, pero esta situación no corresponde con una visión típica de la relación entre capital y 
trabajo. Las actividades de las trh, además, son iguales a las que desempeñan otras personas 
(en su gran mayoría, mujeres) sin percibir ningún ingreso (Carrasquer Oto, 2013). De hecho, 
las trh ocupan el papel tradicional de la madre/esposa en la familia heterosexual: su trabajo 
en la casa hace posible el trabajo de otros fuera de la casa y apoya así la producción económica 
capitalista. El trabajo que antes le pasaba el hombre a su pareja mujer (sin pago), ahora se lo 
pasa esa mujer a otra mujer (con pago) cuando entra la empleadora al mercado laboral para 
participar de pleno en los procesos de producción. Todo este trabajo feminizado de reproduc-
ción social, incluso el cuidado de niños y adultos, se desvaloriza (Beneria, 2003; Carrasquer 
Oto, 2013; Pereyra, 2013). Las habilidades requeridas incluyen un rango de expresiones emo-
cionales e íntimas (afectivas) que contribuyen al estereotipo del trabajo del hogar como feme-
nino; esta labor emocional privilegia los sentimientos de la familia que emplea la trh, repro-
duciendo la desigualdad de clase (Brites, 2014; Gutiérrez-Rodríguez, 2014).

Desde una perspectiva marxista, todo trabajo en relación de dependencia —trabajo hecho 
como empleado o empleada— es explotador. Sin embargo, el trabajo remunerado del hogar 
tiene particularidades que lo distinguen de otros tipos de empleo. Es un trabajo que no tiene 
«los estándares mínimos que hacen al trabajo decente» (Pereyra, 2013, citando a Valenzuela y 
Mora, 2009). El trabajo del hogar se destaca por una dominación personalizada, porque nor-
malmente es una relación de empleo entre dos personas «con posiciones sociales asimétricas» 
(Toledo González, 2013; ver Borgeaud-Garciandía y Lautier, 2014; Casanova, 2013; Gorbán y 
Tizziani, 2014; León, 2013). En este contexto de desigualdad íntima, incluso la comida se vuelve 
un territorio de conflicto entre las personas de distintas clases sociales, parte de un fenómeno 
que he llamado la «inequidad encarnada» (Casanova, 2013; Gorbán, 2013; Saldaña-Tejeda, 2013). 
Bruno Lautier (2003) ha sugerido que es justo por esta desigualdad y por la forma en que se 
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benefician las élites de ella, los académicos han evitado estudiar la situación de las trh —no 
tienen la distancia suficiente, y sus hallazgos pueden amenazar los privilegios que disfrutan 
como empleadores de trh—. La particularidad del trabajo remunerado del hogar se refleja 
en la ley y en los códigos laborales, que históricamente y hoy en día, o excluyen a las trh, o 
les otorgan menos derechos que otros trabajadores (Abrantes, 2013; Goldsmith, 2013; Maich, 
2014; Pereyra, 2013). En su descipción del encuentro internacional que produjo el Convenio 
189 de la oit, Mary Goldsmith (2013) relata que:

Los empleadores y, en menor grado, algunos gobiernos enfatizaban que no se podían equipa-
rar completamente los derechos de las trabajadoras domésticas con los del resto de los traba-
jadores, por tratarse de una actividad que se desarrolla en un hogar para una familia. (p. 241)

Este discurso político reafirma la división entre el trabajo productivo y reproductivo, simbólica-
mente excluyendo a las trh de la fuerza laboral, tanto como al nivel micro lo hacen los discur-
sos «es como parte de la familia» o «es una ayuda» para oscurecer la relación laboral (Moreno 
Zúñiga, 2013). Simbólicamente subordina el trabajo de reproducción social al trabajo produc-
tivo, una jerarquía que tiene implicaciones para el trabajo informal, el trabajo del cuidado, y 
el trabajo no remunerado, comúnmente desempeñados por las mujeres.

UNA REALIDAD LOCAL COMO ESTUDIO DE CASO

Guayaquil es la urbe más grande del Ecuador, con casi dos y medio millones residiendo en 
la ciudad y unos tres millones en el área metropolitana (M. I. Municipalidad de Guayaquil, 
2016). Muchos guayaquileños viven en la pobreza; según Floro y Messier (2006), el 87% era 
pobre al comienzo de los 2000; según el gobierno actual, la pobreza se ha reducido a un 10 u 
11%, aunque hay dudas acerca de esta figura, ya que generalmente las familias de clase media 
y alta emplean trh, y para muchas de estas familias, la única señal concreta de que sí son de 
clase media es la presencia de una trh en su casa.

El período escogido (2010-2015) para esta investigación sobre el trh en Guayaquil fue 
ideal. En 2009, el gobierno de Correa había comenzado una campaña para hacer respetar las 
leyes laborales que protegían a las trabajadoras del hogar, pero no hubo una implementación 
de forma sistemática o sostenida. Desde esas fechas, la situación de las trh aparecía con más 
frecuencia en las noticias, y las organizaciones que apoyaban a estas trabajadoras incrementa-
ron sus esfuerzos educativos y publicitarios para aprovechar el nuevo interés de parte del go-
bierno, con la meta de mejorar las condiciones del trabajo. En 2010, cuando se empezó este 
trabajo de campo, funcionarios del Ministerio de Trabajo iban de casa en casa en los barrios 
de clase alta de Guayaquil, haciendo inspecciones para determinar si había trh y si éstas es-
taban recibiendo el salario mínimo —entonces era de usd 240— y los beneficios mandados 
por el gobierno, como, por ejemplo, la afiliación al seguro social. De acuerdo con miembros 
(«socias») de la organización estudiada, los empleadores, que se habían enterado de la pre-
sencia de los inspectores en su vecindario, solían borrar la evidencia física de la trh por va-
rios métodos: dándole un día libre, escondiéndola en otra parte de la casa, diciendo que era 
una prima del campo que estaba de visita. En 2012 este escenario había cambiado ya, se habían 
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terminado las inspecciones, aunque las clases medias y élites todavía se sienten amenazadas 
por la retórica populista-socialista del gobierno. Lo paradójico es que la luz pública sobre el 
tema de los derechos de las trh en este período dificultó aún más la situación de algunas trh. 
Empleadores temían ser investigados o demandados y las trabajadoras temían ser despedidas 

—si ya tenían trabajo— o no obtener empleo —si estaban buscándolo—.
La organización objeto de este estudio de caso —que aquí se denominará Organización de 

Trabajadoras del Hogar (oth)— se inició en Guayaquil a finales de los años noventa. La oth 
colabora con otras organizaciones sin fines de lucro y organizaciones no gubernamentales 
(ong), y disfruta de relaciones amistosas con algunos sindicatos. Tal vez como producto de su 
participación en cumbres y redes internacionales, la oth se enfocó por varios años en presio-
nar al gobierno ecuatoriano para la firma del Convenio 189 de la oit. Este esfuerzo fue exitoso: 
Ecuador ratificó el convenio en 2013. Las actividades de la oth incluyen: asesoría legal gratuita 
para trh cuyos derechos han sido violados por sus empleadores; talleres sobre derechos labo-
rales y otros temas (violencia doméstica, autoestima); campañas de concientización dirigidas a 
empleadores y al público; manifestaciones en sitios locales como el Ministerio del Trabajo y las 
oficinas del Seguro Social (iess). La oth difunde información sobre los derechos que las trh 
ya tienen bajo la ley: afiliación al sistema nacional de seguridad social (con aportes de emplea-
dores); vacaciones y licencia por maternidad; pago por horas extras; indemnización por des-
pido; un buen ambiente de trabajo; no ser discriminadas. La oth no tiene una lista de miem-
bros ni un sistema estructurado de afiliación al grupo, pero hay un núcleo activo de unas 20 a 
30 mujeres. En su mayoría, son ex-trh, aunque participan también algunas que actualmente 
trabajan como trh. La organización recibe fondos principalmente de ong con base en Europa.

Para este estudio de caso se usaron varios métodos de recolección de datos: observación 
participante, análisis de documentos (anuncios clasificados, noticias en la prensa) y entrevis-
tas. En 2010, 2012, 2014, y 2015 se realizó una observación participante con la oth y sus so-
cias en Guayaquil dentro y fuera de la oficina, asistiendo a reuniones formales e informales, 
talleres educativos, ruedas de prensa, eventos sociales (bingos), manifestaciones y plantones. 
Se hizo una entrevista formal a 14 trh —ex, actuales y desempleadas— que participaban en 
las actividades de la oth y también se entrevistó a tres empleadores de trh (Casanova, 2013). 
Ampliando estos métodos para profundizar más en el tema, en 2014 se hizo una investigación 
cuantitativa a base de encuestas, colaborando con la oth para recopilar datos de 400 trh ac-
tuales y ex (Casanova, Rodríguez Soto, y Bueno Roldán, 2015). Este trabajo comparte con la 
socióloga Rebeca Moreno Zúñiga sobre la utilidad de un estudio de caso para examinar el tra-
bajo del hogar: «El estudio de caso consiste en una descripción detallada de una situación en 
particular o de los actores que confluyen en ella para comprender sus acciones en circunstan-
cias concretas» (2013, p. 92). No se pueden sacar conclusiones generales en base a un estudio 
de caso, pero se puede profundizar en la realidad social de un lugar. Este estudio de caso es sig-
nificativo también porque con pocas excepciones, (Casanova, 2013; Radcliffe, 1999), Ecuador 
no ha sido representado en la literatura sobre el trabajo remunerado del hogar.

Las trabajadoras que han intervenido y han estado alrededor de la oth no se identifican 
usando el vocablo que prefieren los ecuatorianos de clase media: empleadas. Tampoco les gusta 
la palabra domésticas. En frase inolvidable de una de las participantes en esta investigación: no 
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es adecuada la palabra doméstica porque «no somos domesticadas». Prefieren el término tra-
bajadoras remuneradas del hogar, así que así se lo ha usado en este estudio. Se usa el sustantivo 
femenino trabajadora para referirse a las personas que trabajan en casas, que en su gran mayo-
ría son mujeres. Se usa empleadores para referirse a hombres y mujeres que emplean a las trh.

EL RETO DE LA DIVULGACIÓN DE INFORMACIÓN, 

DEL TRABAJO DE CAMPO Y DE LA EDUCACIÓN POPULAR

La oth enfrenta continuamente retos en sus esfuerzos para mejorar las condiciones de trabajo 
de las trh. Muchas de las actividades de la oth intentan, por ejemplo, concienciar a las traba-
jadoras sobre sus derechos, organizarlas y movilizarlas para defender esos derechos, de invo-
lucrarlas en la vida de la organización. Estas actividades son imprescindibles y son unas de las 
principales razones por la cual existe la oth, como explica la presidenta del grupo:

Nosotras, las que estamos en este camino que seguimos, tratamos de formar activistas o pro-
motoras en derechos laborales y seguridad social, [luchar por la] valoración del trabajo del 
hogar y poder mandarlas a las compañeras a hacer todo este tipo de réplicas […] directamente 
a los sectores. Si es de hacerlo de casa en casa, de puerta a puerta como se dice, mucho mejor, 
[…] para que las compañeras conozcan sus derechos y tratar de incentivarlas [a participar en 
la organización] porque ése es otro problema.

Muchas organizaciones tratan de construir la base de movilización comenzando con activida-
des educativas y servicios a la gente que quiere movilizar (Léon, 2013). Sin embargo, este tra-
bajo de campo, de ir de puerta en puerta, es difícil por la población de trabajadoras que vive 
en las casas de los empleadores —modalidad denominada puertas adentro— y por las largas 
jornadas de trabajo de las trh. Las trabajadoras puertas adentro muchas veces son migrantes 
de provincia y carecen de tiempo y oportunidades para hacer conexiones con gente fuera de la 
casa en la que trabajan. La línea de investigación sobre el aislamiento de las trabajadoras puer-
tas adentro (Borgeaud-Garciandía y Lautier, 2014; Lan, 2006; Lautier, 2003; León, 2013), cuenta 
sobre estas desventajas aunque también sabemos que en Latinoamérica las tasas de trh puer-
tas adentro están bajando rápidamente (Brites et al., 2013; Brites, 2013; Moreno Zúñiga, 2013). 
Las trh que conviven con los empleadores tienden a trabajar más horas y tener menos vaca-
ciones que trabajadoras que no conviven con los empleadores (puertas afuera).

En Guayaquil, la mayoría de las trabajadoras puertas afuera viven en lugares mal servidos 
por el transporte público, así que tienen un viaje bastante largo de la casa al trabajo. Tienen 
largas jornadas y muchas veces trabajan seis días de la semana. Muchas de las trh a quienes 
se quisiera organizar viven en barrios marginales y de bajos recursos en el sector suroeste de 
Guayaquil llamado Isla Trinitaria. Es un área algo separada de la ciudad y sus barrios más 
establecidos. Las que residen ahí a veces tienen que viajar hasta dos horas para llegar a sus 
trabajos. Las trh tienden a ser madres (y muchas, madres solteras), y su tiempo libre, los 
domingos, lo pasan con sus familias, descansando o poniéndose al día con los quehaceres 
de la casa y los asuntos de los niños, cosas que no pueden hacer entre semana. Varias tra-
bajadoras entrevistadas se preocupaban de no poder pasar tiempo suficiente con sus hijos; 
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cualquier rato que pueden compartir es valioso. El único día que las de la oth saben que 
las trabajadoras están en su propia casa y se las podría contactar, es el día que menos van a 
querer abandonar a la familia para participar en actividades que las llevan lejos de la casa 
y no les pagan nada.

A diferencia de trabajadores o trabajadoras en fábricas o en oficinas, muchas trh no se ven 
cuando llegan al trabajo en la mañana, y no se encuentran durante la hora del almuerzo o en 
eventos sociales dentro o cerca del trabajo. Su trabajo es invisible —no sólo para el público—, 
sino también para las otras trh, quienes trabajan en aislamiento en otros espacios privados por 
toda la cuidad (sobre la invisibilidad del trabajo del hogar, ver Borgeaud-Garciandía y Lautier, 
2014; Brites, Tizziani, y Gorbán, 2013; Gutiérrez-Rodríguez, 2014; Lautier, 2003; Pereyra, 2013). 
Al ser cuestionadas si trataban con otras trh cerca de las casas donde trabajaban, la mayoría 
de las trabajadoras entrevistadas afirmaban que eso no pasaba. El reto para la oth y organiza-
ciones similares (León, 2013) es buscar las formas de alcanzar, educar, involucrar y, en última 
instancia, movilizar a trabajadoras que pasan casi todo el día haciendo un trabajo físicamente 
agotador (Casanova, 2013), solitario y socialmente invisible. Éste es un reto que también enfren-
tan otros grupos que buscan organizar trabajadores informales y precarios (Kabeer, Sudarshan; 
Milward, 2013). Los espacios donde ocurre el trabajo remunerado del hogar son tan múltiples 
y fragmentados que incluso las vendedoras del mercado o los trabajadores agrícolas respon-
derían de mejor manera a las tácticas de movilización y organización tradicionales que una 
trh. En parte, la falta de movilización masiva en este sector de empleo tiene que ver con este 
reto logístico: no se puede persuadir a las trabajadoras a participar en acciones colectivas si 
no se puede físicamente localizarlas y alcanzarlas. Algunos de estos retos han sido menciona-
dos en estudios recientes sobre la movilización de trabajadoras domésticas en Brasil y en la 
India, pero parece que en estos casos existían otros factores que ayudaron a las organizaciones, 
como por ejemplo el uso de los colegios nocturnos como lugares de reclutamiento, vínculos 
con sindicatos poderosos u otros movimientos sociales, y el establecimiento de una agencia 
de empleo (Bernardino-Costa, 2014; Cornwall et al., 2013; Menon, 2013).

EL RETO DE HACER CUMPLIR LAS LEYES

Dado que predominan arreglos de empleo informales en vez de contratos escritos (Moreno 
Zúñiga, 2013; Pereyra, 2013), y la invisibilidad del trabajo en casas privadas (Brites et al., 2013), 
hacer cumplir las leyes laborales que existen para proteger a las trabajadoras remuneradas del 
hogar es una tarea casi imposible. En una ciudad tan grande como Guayaquil fue impracti-
cable hacer una inspección exhaustiva de casa en casa para identificar a trh y determinar si 
sus derechos legales eran reconocidos por los empleadores. Se supondría que la inspección 
conduciría a un proceso de seguimiento o unas consecuencias concretas para los que no esta-
ban cumpliendo con las normas laborales, pero al parecer no se produjo semejante resultado, 
según lo manifestado por los participantes en esta investigación.

No obstante, según los resultados de una encuesta hecha en 2014 (Casanova et al., 2015) 
y los relatos anecdóticos de socias de la oth, empleadores y otros ecuatorianos, los derechos 
de las trh se están respetando más que en el pasado. Más trh ahora están afiliadas al iess, lo 
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que les proporciona cuidado de salud, pensión/jubilación y otros beneficios. Según reportes 
de los medios de comunicación, la afiliación de trabajadoras domésticas en Guayaquil se ha 
incrementado, de 8% en 2005 a 12,5% en junio del 2010 y 20% en diciembre del 2010 (Expreso, 
2005; El Universo, 2010a; El Universo, 2010b). Una encuesta conducida en 2014 con una mues-
tra de trh encontró una tasa de afiliación de 56% (Paspuel, 2014) y la encuesta del mismo año 
de este trabajo reportó que menos de 20% estaban afiliadas (Casanova et al., 2015); de manera 
que es debatible el incremento exacto de la afiliación en este sector. En todo caso, parece que 
sí han aumentado las afiliaciones en la última década. Algo de este aumento resulta de los em-
pleadores que afilian a trabajadoras que ya estaban trabajando en sus casas; pero sin duda, tam-
bién resulta de los nuevos acuerdos entre empleadores y trh que ahora entablan una relación 
laboral conscientes de que la afiliación es un requisito legal.

Hay casos de trh —algunas de ellas asociadas con la oth— que han demandado a sus 
exempleadores en el Ministerio de Trabajo pidiendo pagos atrasados, pago de horas extras e 
indemnizaciones. Cuando comenzó la observación participante con la oth en 2010, el grupo 
estaba monitoreando 13 casos legales de trabajadoras asociadas con la organización, con los 
nombres de las reclamantes y a veces el valor en dólares que se estaba exigiendo, todo ello lis-
tado en un cartel. El mero hecho de que estos trámites se habían iniciado y que estos casos 
están siendo atendidos por las agencias del Estado, es un indicador del reconocimiento legal 
de los derechos de las trh. Aunque el proceso de demandar a exempleadores no ayuda a las 
trh en el momento en que están trabajando, es una de las pocas formas de hacer valer la ley, 
aunque sea de forma retroactiva. No debemos asumir que la situación de las trh ha cambiado 
completamente porque la encuesta revela que la mayoría no está gozando de todos los bene-
ficios de ley, incluyendo el seguro social (Casanova et al., 2015).

El gobierno de Rafael Correa ha implementado nuevos programas sociales y económicos 
desde 2007, cuando se instaló. Los esfuerzos del Estado para formalizar el trabajo remune-
rado del hogar y garantizar los derechos de estas trabajadoras parecían alcanzar su auge al-
rededor de 2010. Aunque hay cierta conciencia pública sobre el derecho de las trh a ganar 
el sueldo básico (usd 366 en 2016), y aunque ha habido más demandas en contra de emplea-
dores no cumplidores, existen límites a la ejecución de la ley. Estos límites resultan del hecho 
de que cada una es empleada por un hogar distinto; es decir, no hay un solo presidente de 
la compañía o una gerencia a donde puedan acudir colectivamente las trabajadoras. Otro 
reto, mencionado antes, es la invisibilidad del trabajo que se hace detrás de puertas cerradas 
en casas privadas. Incluso la idea tan sencilla de tener contratos escritos para las trh, que 
también sería algo ventajoso para los empleadores, no ha sido adoptada en Guayaquil, tam-
poco en Buenos Aires ni Monterrey (Toledo González, 2013; Moreno Zúñiga, 2013). Aun te-
niendo ciertos derechos garantizados, las trh siguen siendo trabajadoras precarias e infor-
males. El problema de cómo hacer respetar las regulaciones y leyes que les otorgan derechos 
a las trh ha sido mencionado por estudiosos del tema en América Latina (Blofield, 2012; 
Brites, 2013; Pereyra, 2013; Toledo González, 2013) y en Europa (Abrantes, 2013). Como han 
dicho las socias de la oth muchas veces —en relación a la aprobación de nuevas leyes (una 
meta importante)—, «el papel aguanta todo». Aprobar leyes es una cosa, y cambiar las con-
diciones de trabajo es otra.
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EL RETO DE LA RELACIONES CON EL ESTADO Y LA 

REDEFINICIÓN DEL TRABAJO REMUNERADO DEL HOGAR

Resulta necesario plantearse la relación entre la oth como movimiento social y el gobierno 
ecuatoriano. Siguiendo la teoría de los movimientos sociales «nuevos» en Latinoamérica, se 
destaca el papel del gobierno nacional como una entidad a la cual pueden acudir los trabaja-
dores y las trabajadoras para expresar sus preocupaciones (Escobar y Álvarez, 1992). Resalta 
también la capacidad de organizaciones como representantes de la clase trabajadora de re-
clamar al Estado y aplicar presión colectiva. El actual gobierno ecuatoriano, que al principio 
generó atención pública en cuanto a los asuntos de las trh por medio de ruedas de prensa y 
campañas en los medios de comunicación, se ha vuelto un aliado con el cual no se puede con-
tar. A pesar de que haber asistido a reuniones y eventos con el presidente hace un par de años, 
las líderes de la organización no han podido mantener la atención continua del Estado. El go-
bierno ha creado campañas sobre el trabajo remunerado del hogar (menos visibles que otras) 
y sin consultar con la oth. En 2010, la presidenta de la organización afirmó:

El gobierno ha sido muy amplio con nosotras [después aclaró que no quería insinuar que la 
oth hubiera recibido fondos del gobierno], todo esto del seguimiento y la que está haciendo la 
campaña del Ministerio de Trabajo es en base a la conversación que nosotros tuvimos un día 
con él [presidente Correa].

Apenas dos años después, ella y sus compañeras lamentaban no poder comunicarse con Rafael 
Correa ni con sus asistentes, y estaban recurriendo a enviarle correos electrónicos. También 
pusieron mensajes en su página de Facebook para tratar de llamar su atención y pedir una re-
unión donde podrían presentar sus reclamos y preocupaciones. Es poco claro por qué se había 
atenuado la relación antes estrecha entre la organización y el gobierno, y las líderes de la oth 
parecen estar algo confundidas por este cambio. Surgió una nueva apertura con la presenta-
ción pública en 2015 de los resultados de la encuesta que se hizo con la oth, que impulsó una 
serie de reuniones entre la organización y representantes del Ministerio de Trabajo y de la oit, 
pero hay que ver si este contacto se mantiene y da frutos. Una perspectiva longitudinal nos 
ayuda entender la evolución de las relaciones entre el Estado y los movimientos sociales. Tal 
vez por esto es poco estudiado el aspecto político-organizativo del trabajo del hogar (Brites, 
2013), con más estudios sobre otros temas como condiciones de trabajo, relaciones entre em-
pleadores y trh, migración internacional de trh, (Casanova, 2013; Gorbán, 2013; Gorbán y 
Tizziani, 2014; Saldaña-Tejeda, 2015, 2013).

La oth, mientras lidia con estos retos, desempeña una gama de estrategias y actividades 
concretas, como la concientización dirigida a los empleadores, el establecimiento de contac-
tos con organizaciones de trh en otros países latinoamericanos, el trabajo en conjunto con 
sindicatos y ong locales en proyectos de entrenamiento, y el apoyo de las luchas legales de las 
trabajadoras en contra de sus exempleadores. Aunque el movimiento de trh en Ecuador es 
más pequeño que el movimiento de trh en Brasil, se notan ciertas semejanzas, como el in-
tento de aliarse con otros grupos progresivos (Bernardino-Costa, 2014) y el énfasis en ofrecer 
servicios como punto de entrada para trh que después pueden unirse a las actividades polí-
ticas de la organización (Lautier, 2003).
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Considerando los retos enfrentados por la oth, relacionados a la estructura y la invisibilidad 
del trabajo del hogar y su papel en la reproducción social —que lo excluye del trabajo produc-
tivo en el esquema capitalista—, la táctica más interesante empleada por estas líderes es la re-
definición del trabajo remunerado del hogar como «trabajo regular» o como «cualquier otro 
trabajo». No solo las organizadoras más verbales y visibles, sino también las socias utilizan esta 
descripción. Un ejemplo de este discurso viene de una de las socias de la oth:

Parte de los principios es aplicar los derechos, para poder garantizar a las demás compañeras 
que todas tenemos derecho, como cualquier otro trabajador, como cualquier otra trabajadora.

La insistencia en reconocer el trabajo remunerado del hogar como trabajo, y la meta de «igual-
dad con otros trabajadores», es un discurso transnacional que surge de los encuentros inter-
nacionales de los movimientos de trh, como el encuentro que produjo el Convenio 189 de la 
oit (Goldsmith, 2013). En el folletín y otros materiales de la organización, solo se usa el sus-
tantivo masculino trabajador en esta frase. Por lo tanto, la estrategia retórica para valorizar el 
trabajo remunerado del hogar de las mujeres lo compara con el trabajo pagado hecho por los 
hombres, que tiene menos estigma social. El trabajador ideal en este discurso es hombre, como 
también es el trabajador ideal en el pensamiento de los sindicatos locales (según las activis-
tas de la oth). Usando más frecuentemente la forma masculina de la palabra, la oth no cues-
tiona, sino reproduce la asociación de los hombres con los conceptos de trabajo remunerado 
y de organización laboral o sindical (Borgeaud-Garciandía y Lautier, 2014). Simbólicamente 
acepta la división entre trabajo productivo y reproducción social.

Este discurse pone énfasis en el hecho de que la trabajadora del hogar es «una trabajadora» 
y «remunerada», no obstante la larga historia de «empleadas» y «muchachas» informales en 
los hogares ecuatorianos y de pago en especie. Una activista de la oth afirmaba que «las cosas 
están cambiando» como resultado de la nueva conciencia social y política de la situación de 
las trh y ahora se puede exigir al empleador o empleadora «que se nos dé un seguro [social], 
que se nos dé un sueldo básico, que sea un trabajo igual que cualquier otro trabajo». Ahí es-
taba la frase frecuentemente usada por la oth: un trabajo igual que cualquier otro trabajo. Las 
que pertenecían a la organización y sus líderes repetían constantemente esta frase en conver-
saciones dentro del grupo, en entrevistas con periodistas y en acciones colectivas como pro-
testas y ruedas de prensa.

CONCLUSIONES

Surge una contradicción en la estrategia de la oth de redefinir el trabajo remunerado del hogar 
como un trabajo regular. Los factores que conducen a la explotación excesiva de las trh y di-
ficultan la organización y movilización de las mismas no son las semejanzas del trabajo del 
hogar con otros tipos de trabajo, sino precisamente sus particularidades. Las condiciones es-
pecíficas de la reproducción social no se pueden reducir a las demandas más comunes de los 
trabajadores en la producción capitalista. Estas particularidades, como mencioné antes, ponen 
a prueba la capacidad de la oth para llegar a las trabajadoras y la capacidad del gobierno para 
hacer valer o regular sus derechos. Declarar que las trh son «iguales» que otros trabajadores 
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—aunque este discurso ha sido usado por movimientos sociales en otros países (Cornwall et 
al., 2013, p. 151; Goldsmith, 2013)— no supera estos retos. La informalidad de la mayoría de los 
arreglos de empleo doméstico, que persiste aún en un momento de crecimiento de concien-
cia sobre los derechos de las trabajadoras del hogar, es muy difícil de cambiar. Las trh son 
explotadas, mal pagadas, y se aprovechan de ellas por un sinnúmero de razones. Estas razo-
nes incluyen «la costumbre del lugar» —frase antes usada en la sección del Código de Trabajo 
ecuatoriano dedicada al trabajo doméstico—, la posición estructural de las trabajadoras como 
mujeres de bajos recursos —que pueden ser menores de edad y/o mujeres discriminadas por 
raza o color—, la invisibilidad de las trabajadoras porque laboran en espacios privados, la de-
nigración de las actividades de reproducción social que desempeñan, y los ingresos modera-
dos de los empleadores de clase media —que limitan su habilidad de pagar el sueldo mínimo 
y los beneficios—. Éste es un conjunto de condiciones que otros tipos de trabajadores no ex-
perimentan: condiciones relacionadas al bajo estatus de la reproducción social.

Cuando el trabajo remunerado del hogar se presenta como el equivalente de otros tipos 
de trabajo, la opresión y la explotación de las trh se entiende como un encuentro típico entre 
capital y trabajo. Pero empleadores en hogares privados son distintos a los capitalistas arque-
típicos —primero que nada, muchos no se ven como empleadores—, y usan técnicas distin-
tas para controlar a las trabajadoras; técnicas más personalizadas, a menudo incorporando 
elementos de parternalismo/maternalismo (Borgeaud-Garciandía y Lautier, 2014) o de domi-
nación racial, de género, y de clase (Brites, 2014; Gutiérrez-Rodríguez, 2014). Además, mu-
chas trh hacen trabajo de cuidado (Carrasquer Oto, 2013; England, 2005; Sarti, 2014; Torns, 
2008), que requiere un nivel de compromiso emocional (Gutiérrez-Rodríguez, 2014) que no 
existe en otros tipos de empleo. Si los trabajadores pueden reclamar colectivamente al Estado 
por sus derechos, entonces las trabajadoras del hogar podrían sacar provecho de su inclusión 
con otros trabajadores «regulares». Pero el desajuste entre la insistencia en que las son igua-
les a otros trabajadores, y las condiciones únicas que sufren, afectan su experiencia en el tra-
bajo y también son obstáculos para los grupos que tratan de organizar o concientizar a estas 
trabajadoras. Los movimientos de trh en Brasil han tenido éxito con otra estrategia: resaltar 
las opresiones múltiples que les afectan a las trh, usando un discurso «interseccional» que 
reconoce los aspectos de género, raza y clase que se combinan para explotar de forma única a 
estas mujeres (Bernardino-Costa, 2014). Para equiparar los derechos, no necesariamente hay 
que omitir las particularidades del trabajo del hogar.

Los hallazgos de este estudio de caso generan preguntas más amplias tanto para académicos 
como activistas: ¿Cuáles otros factores, aparte de las condiciones del trabajo en sí, que hacen 
posible o impiden la organización eficaz de trabajadores precarios como las trh? ¿Sería posi-
ble sindicalizar a las trabajadoras remuneradas del hogar en Ecuador, y cuáles serían las ven-
tajas y desventajas de tener sindicatos? ¿Cuáles desafíos específicos presenta el trabajo perci-
bido como femenino y de reproducción social —como el trabajo del hogar— a las estrategias 
tradicionales de organización laboral? Considérese, además, que por el momento, hay obstá-
culos legales para la creación de sindicatos en vez de organizaciones de movimiento social; por 
ejemplo, un requisito de un número mínimo de empleados por empleador para formar un sin-
dicato. Normalmente una trh es la única empleada de sus empleadores. Éstas son preguntas 
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que está enfrentando la oth en la actualidad y en un ambiente político donde las necesidades 
de las trh son a la vez divulgadas por las ong y algunas agencias del Estado y no tomadas en 
cuenta por los empleadores y la mayoría de los políticos.

Las mujeres trabajadoras remuneradas del hogar hacen labor reproductiva que beneficia a 
sus empleadores, en ocasiones a costa de sus propias familias. Esta transferencia de labor re-
productiva diferencia el trabajo del hogar de otros empleos, incluso de otros empleos infor-
males, a pesar de la estrategia retórica de presentarlo como cualquier otro trabajo. A las trh 
ecuatorianas todavía no se les otorga las condiciones laborales y los beneficios garantizados 
por la ley y asociados con el trabajo productivo formal. Desde luego se debe seguir exigiendo 
derechos iguales para las trh, pero se debería hacerlo de una forma que no ofusque las con-
diciones particulares de este empleo, sino que busque asignarle el valor merecido a la repro-
ducción social; así, este proyecto tendría beneficio para muchas mujeres y no solo para las tra-
bajadoras del hogar.
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resumen  La venta directa es una actividad económica que se ha expandido vertiginosamente 
en las últimas tres décadas, arraigando en algunas regiones caracterizadas por altas tasas de 
informalidad, acorde al impacto de la implementación de políticas neoliberales en los mun-
dos del trabajo. Las vendedoras directas son un sujeto laboral feminizado, recreado en la reor-
denación de las fronteras entre trabajo, consumo e intimidad. A partir de un trabajo empírico 
realizado en Colombia, discutimos su impacto en estas trabajadoras, así como las estrategias 
puestas en marcha tanto en relación a los riesgos y oportunidades que entraña.

palabras clave  Flexibilización laboral, feminización del trabajo, mundos de vida, identida-
des laborales

abstract  Direct selling is an economic activity that has grown rapidly in the last three deca-
des, settling down in some regions which are known for their high levels of informality, accor-
ding to the impact of the implementation of neoliberal policies. Direct saleswomen are a femi-
nine working subject, recreated in the reorder of the boundaries among work, consumption 
and privacy. Based on an empirical work done in Colombia, we discuss its impact on saleswo-
men, as well as the strategies implemented in terms of risks and the opportunities it involves.

keywords  Working relaxation, feminine work, life worlds, working identities.

jel codes  E20.

INTRODUCCIÓN

El resquebrajamiento del modelo de acumulación fordista desde mediados del siglo xx vino 
acompañado de fuertes procesos de informalización, tercerización económica y feminización 
de la mano de obra —incorporación femenina al mercado laboral en condiciones de preca-
riedad— que han influido en la modificación de los contenidos y condiciones del trabajo. Los 
contenidos desde entonces se orientaron al despliegue de capacidades y habilidades comuni-
cativas y relacionales; esto se relaciona con el fin del consumo de masas y el desarrollo del tra-
bajo inmaterial y el denominado posfordismo. Las condiciones de trabajo se han caracterizado 
por mayores niveles de cualificación, polivalencia y ritmos cambiantes, empleos inestables, 
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ausencia de seguridad social, subempleo, individualización de las relaciones salariales e in-
gresos precarios (Guzmán y Todaro, 2001).

Este fenómeno histórico trajo consigo un cuestionamiento de la centralidad del trabajo en 
la constitución identitaria, animado por la emergencia de identidades no asociadas al mundo 
laboral que requirieron ser conceptualizadas. Aun considerando estas circunstancias históri-
cas, ciertamente las que han perdido centralidad son aquellas lecturas ortodoxas, que al ocu-
parse estrictamente del trabajo asalariado han desconocido aquellos otros trabajos no clásicos 
cuya naturaleza requiere de nuevas aproximaciones y herramientas teóricas y conceptuales. 
Por lo tanto, sigue siendo necesaria una perspectiva amplia del trabajo, que al interesarse por 
las construcciones identitarias en torno a éste, considere los diversos espacios y elementos que 
escapan de la relación estrictamente laboral.

Este enfoque resulta apropiado para analizar el Sistema de Venta Directa (en adelante, svd), 
una ocupación que al estar situada en las fronteras del trabajo emocional, consumo y vida so-
cial nos plantea nuevos retos conceptuales. Como modalidad de comercialización el svd tiene 
como particularidad la distribución directa de los productos a los clientes, eliminando inter-
mediarios del circuito productivo. Diversas empresas que comercializaban sus productos de 
forma tradicional exhibiéndolos en locales y almacenes, actualmente apuestan por este canal 
de distribución. Las que han tenido éxito son sobre todo aquellas empresas orientadas a dis-
tribuir cosméticos, perfumería, ropa y nutrición naturista. Esta actividad económica que se ha 
expandido de manera vertiginosa en las últimas tres décadas a escala mundial, ha arraigado 
en algunas regiones geográficas caracterizadas por altas tasas de informalidad (Costhek, 2011). 
Según datos de la World Federation of Direct Selling Association (wfdsa), que agremia a las 
empresas de venta directa a nivel mundial), si bien Estados Unidos continúa encabezando el 
ranking mundial en ingresos por ventas con usd 34.470 millones, el mercado latinoamericano 
crece a pasos agigantados. En el año 2014, Brasil ocupó la primera plaza a nivel latinoamericano 
en este ítem con usd 13.037 millones, y también la primera en número de vendedores directos, 
con una población estimada de 4.495.153 en todo su territorio nacional. México, Argentina y 
Colombia no se quedan atrás. En el año 2014 las empresas colombianas facturaron usd 3125 
millones, mientras que la población de vendedores se estimaba en 2.023.948 direct sellers.

El presente artículo recoge los hallazgos de una investigación realizada en el 2014 
(Bermúdez, 2015) a un conjunto de vendedoras vinculadas a una o varias empresas comercia-
lizadoras de productos por catálogo de la Comuna 10 de Cali. Esta comuna está compuesta por 
dieciocho barrios y actualmente cuenta con aproximadamente 103.000 habitantes. Se empleó 
una metodología cualitativa sustentada en la observación de conferencias, acompañamiento en 
actividades de venta directa y la aplicación de cuarenta y cinco entrevistas a través de las cuales 
se indagó por las trayectorias escolares y laborales, condiciones ocupacionales y los sentidos y 
motivaciones que confieren a sus actividades. La población de vendedoras conforma identida-
des heterogéneas, según su posición socioeconómica, capital social, niveles de dedicación, etc.

El interés central de este artículo consiste en analizar los distintos elementos que inciden 
en la construcción social de la ocupación de la venta directa, mediante una perspectiva amplia 
de la identidad que trasciende el ámbito estrictamente laboral. En esa dirección, considero el 
peso de las políticas empresariales en la organización del trabajo y su impacto en la identidad 
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de las vendedoras directas: la ambivalencia entre el consumo y el trabajo, la conformación de 
redes y los procesos de cualificación social recreados en la actividad. A continuación, planteo 
la discusión teórica en que se inscribe la problemática, así como la metodología empleada, los 
principales hallazgos y las conclusiones más relevantes.

EL SVD: EN LOS LÍMITES DEL TRABAJO

En primer lugar, las transformaciones globales en los contenidos del trabajo conllevaron nue-
vas formas de control de la fuerza de trabajo en la relación entre el trabajador, los clientes y ac-
tores extralaborales. Tal componente afectivo y relacional ha suscitado un amplio debate en la 
literatura sobre trabajo emocional, si bien éste aún carece de estudios empíricos (Hochschild, 
1983; Tagliabue, 2011; Cahn, 2007). Siguiendo a De la Garza Toledo (2008), en los trabajos no 
clásicos la relación entre actores laborales y extralaborales cobra un peso considerable. Pero 
además, De la Garza propone el término construcción social de la ocupación, como una herra-
mienta conceptual para estudiar las construcciones identitarias, las cuales no se recrean en el 
ámbito estrictamente laboral, sino en los diversos mundos de vida. En segundo lugar, la cre-
ciente participación femenina en los mercados laborales despertó el interés académico de dis-
tintas disciplinas por la relación entre trabajo y género. Los estudios del trabajo con enfoque 
de género han dimensionado la relación entre capitalismo y sistema patriarcal, y los impac-
tos en las mujeres, tanto en su participación y permanencia en los mercados laborales como 
en las dificultades para constituir sólidas identidades en torno al trabajo (Guadarrama, 2008).

Tales aportes de la sociología del trabajo y de los estudios de género permiten comprender 
que los empresarios han implementado políticas neoliberales de flexibilización laboral con el 
objetivo de reducir costos y maximizar sus ganancias. La instauración de una relación de tra-
bajo erigida sobre el trabajador independiente conlleva una deslocalización y flexibilización 
del tiempo de trabajo, a través del establecimiento de una organización social del mismo, que 
ajena al anterior esquema tradicional fordista, horizontaliza las relaciones sociales, incrus-
tando lógicas del consumo en la esfera privada de las personas. Particularmente en el svd la 
relación laboral está regulada por contratos mercantiles a través de los cuales empleadores y 
vendedoras pactan deberes y obligaciones. Las empresas asumen que las vendedoras no son 
trabajadoras, sino clientes que compran sus productos. La base de la pirámide en los organi-
gramas empresariales está compuesta paradójicamente por quienes no gozan de una relación 
de dependencia laboral. Son las clientas quienes sostienen al sistema y sus jugosos ingresos —
en el 2014 la industria global movió 182.123 millones de dólares, según cifras de la wfdsa—.

La negación de una relación de dependencia sirve a los empresarios para externalizar cos-
tos (Orsatti, 2006), y se constituye como la piedra angular en la ambigüedad que nubla la com-
prensión de esta ocupación, la cual transita por los límites del trabajo y el consumo. Por una 
parte, con la firme intención de librarse del pago de seguridad social, los empresarios del svd 
sustentan sus ganancias en el modelo de la trabajadora independiente, (al menos aparente-
mente) dueña de su propio negocio. El sujeto de este modelo lo constituye un ejército de amas 
de casa mayores de cuarenta años, quienes asumen sus ingresos como un ‘extra’ para el sustento 
familiar. Ellas son la base de un organigrama empresarial que descansa en el establecimiento y 
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aprovechamiento de redes familiares, vecinales y de conocidas. En segundo lugar, anclado en un 
doble sistema, capitalista y patriarcal, el svd es un empleo que goza de un pobre estatus social, 
lo cual obedece a su propia naturaleza flexible. Al ser ejecutado por amas de casa en sus propios 
hogares o en los de sus vecinas, suele ser visto como una actividad doméstica que deja ingresos 
extras para gastos suntuarios generalmente familiares, pero al margen de un estatuto de trabajo 
productivo. Frecuentemente el discurso empresarial se corresponde con el de las vendedoras 
que no identifican mayores bondades en su trabajo, y asumen la venta directa como un trabajo 
extra. En el estudio de Ramírez y Rúa (2008), muchas mujeres afirmaron con resignación que 
aspiran a permanecer en el negocio debido a que no cuentan con otras posibilidades de empleo.

Acorde a tales imaginarios, el discurso empresarial dirigido a reclutar y mantener a las re-
presentantes bajo un contrato mercantil se sirve de un capitalismo emocional —término que 
retoma Mónica Tobar (2013) de Eva Illouz (2007)— a medida que los empresarios del svd mo-
vilizan las emociones de las vendedoras para fomentar el consumo entre ellas y sus familiares 
(Tobar, 2013). Además, hay un interés racional por construir un modelo de mujer supermamá 
que organiza bien su tiempo de trabajo y no se aleja del hogar. Dicho modelo recreado a tra-
vés de los discursos empresariales fracasa cuando ellas no logran conciliar la doble jornada, 
en la esfera del trabajo doméstico y extra doméstico (Casanova, 2011). En síntesis, la relación 
laboral flexible instituida en el svd dificulta la construcción de identidades definidas entre las 
vendedoras directas. Son un sujeto laboral que combina actividades remuneradas y no remu-
neradas, y por ende nace y se desarrolla en la reordenación de las fronteras difusas entre tra-
bajo, consumo y vida doméstica.

EL SVD EN LA COMUNA 10 DE CALI

En la Comuna 10 de la ciudad de Cali, que agrupa a dieciocho barrios de clase media —la es-
tratificación económica en Colombia oscila entre el estrato 0 y el 6; la Comuna 10 está com-
puesta especialmente por barrios de estrato 3; es decir, por una clase media—, se identificó que 
muchas mujeres y sus familias se dedican al cuentapropismo. La fuerza de trabajo de la zona 
es mayoritariamente femenina y está representada especialmente por una población de amas 
de casa que promedia los cincuenta años. Éste es un terreno propicio para el asentamiento de 
numerosas empresas de venta directa que se expanden en la ciudad, penetrando los tejidos fa-
miliares, vecinales y comunitarios. Durante los años ochenta y noventa del siglo anterior ha-
cían presencia en la zona unas cuantas empresas tradicionales como Yanbal, Belcorp y Avon. 
Actualmente se han establecido más de quince.

Durante la investigación se constató que las cuarenta y cinco mujeres entrevistadas se en-
contraban entre los veintiún y sesenta y siete años de edad; sin embargo, las mayores de cin-
cuenta años conformaron el 60% de la población. Las de mayor formación escolar —inclu-
yendo las más jóvenes— estudiaron en áreas del conocimiento feminizadas, tales como estética, 
modistería, secretariado. Reflejaron, por lo tanto, un sujeto feminizado cuyos rasgos sociode-
mográficos se adecuan a las lógicas de la flexibilización laboral. Se trata de mujeres con pocas 
posibilidades de encontrar otro trabajo y a las que les resulta atractivo el hecho de contar con 
tiempos y espacios flexibles para compaginar la vida doméstica y la extradoméstica.
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En ninguna empresa existe un tiempo mínimo de permanencia. Ello explica la alta rotación 
de esta ocupación, en la cual las trabajadoras ingresan y se retiran del negocio frecuentemente. 
El 40% de ellas aseguró haber desertado por lo menos una vez. Además, las empresas tampoco 
exigen a sus vendedoras vínculos de exclusividad; muchas mujeres trabajan simultáneamente 
en más de una empresa, aunque estos vínculos pueden ser contractuales o no —se dan casos 
en que en una familia dos vendedoras vinculadas a empresas diferentes se alían para ofrecer 
los productos de ambas marcas—. En ese sentido, la denominada venta multimarca es una es-
trategia comúnmente implementada por las vendedoras de Cali para ampliar sus posibilida-
des en el mercado. La remuneración se da en todos los casos mediante un descuento que pro-
media el 25%. Por cada venta de un producto del catálogo, la empresa las remunera con estos 
porcentajes. A esto se añaden los incentivos por ser consecutivas durante varias jornadas, sos-
tener determinados niveles de ventas y reclutar a nuevas vendedoras. Estos incentivos son ge-
neralmente premios en especie cuyo valor depende de los montos de la factura.

Los incentivos suelen ser muy apreciados por las vendedoras y se convierten en una razón 
de peso para continuar trabajando. Los premios legitiman el papel de ama de casa en tanto 
son productos para la cocina o electrodomésticos; sin embargo, son asumidos como parte de 
la ganancia y no como valores añadidos, incluso las líderes recomiendan a las vendedoras ob-
tenerlos para venderlos en cualquier ocasión. El hecho de ser asumidos como parte de la ga-
nancia y no como mero incentivo refleja la precariedad de la ocupación. Respecto a los ingre-
sos, el 22% de las vendedoras son cuentapropistas que improvisan pequeños negocios en sus 
hogares, en los que ofrecen los productos adquiridos del svd, complementando así los ingre-
sos obtenidos en sus negocios por cuenta propia. El 8,8% devenga un salario propio, y el 62% 
depende de otros ingresos familiares. A pesar de tal heterogeneidad, un patrón que marca el 
carácter precario de esta ocupación es la poca ganancia que obtienen. En el mejor de los casos 
difícilmente supera el equivalente en pesos colombianos a usd 125.

El éxito de las ventas depende también del capital social representado en las redes de clien-
tes. Las vendedoras situadas en círculos sociales de clientes solventes no sufren el riesgo cre-
diticio, ya que los «buenos clientes» generalmente gozan de un empleo estable que les per-
mite pagar las deudas sin mayores contratiempos. Contrario a esto, las vendedoras con poco 
capital social se hacen de clientes mucho más inestables, quienes también sufren las preca-
riedades económicas. Este elemento es determinante en las condiciones ocupacionales, en el 
sentido que además de la precarización de las condiciones económicas, las deudas generan 
malestares y conflictos.

LAS VENDEDORAS DIRECTAS: UN UNIVERSO

La flexibilidad espacial y temporal de la venta directa, en la cual las mujeres solapan las activi-
dades domésticas con las actividades de la venta, dificulta estimar cuánto tiempo dedican exac-
tamente a esta actividad. Sin embargo, la investigación del svd en Cali nos permitió hacer una 
tipología de vendedoras en función de su dedicación a la venta directa; en ese sentido, encon-
tramos tres grupos: a) aquellas mujeres que solamente consumen los productos —ocasional-
mente mujeres jóvenes que se identifican como consumidoras—; b) quienes complementan 
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la venta directa con otras actividades económicas —generalmente cuentapropistas que traba-
jan en locales comerciales—; y c) aquellas que se dedican a la venta directa de manera exclu-
siva —especialmente las líderes de venta—.

Las consumidoras obtienen los catálogos solamente para consumir los productos, cuyos pre-
cios encuentran más baratos que los de las tiendas. Algunas de estas mujeres se desidentifican 
como tales cuando afirman que el interés principal para vincularse a las empresas no es ven-
der los productos sino consumirlos. Esto es reiterativo especialmente en el discurso de las me-
nores de cuarenta años, quienes conforman una población del 11%. Esta desidentificación tiene 
que ver con el hecho de que son mujeres que aspiran a mejores condiciones de trabajo y, por 
tanto, asumen la venta por catálogo como una ocupación temporal y como espacio de consumo.

Las cuentapropistas asumen la venta directa para diversificar sus negocios (peluquerías, si-
tios de apuestas, modisterías, bazares). Una particularidad de este grupo poblacional consiste 
en que la mayoría de las transacciones de venta directa ocurre en el puesto de trabajo, en la 
medida en que aprovechan la clientela de sus puestos de comercio, a la cual le ofertan los pro-
ductos de los catálogos. Estas mujeres generalmente no se asumen como vendedoras directas.

Las líderes se dedican exclusivamente a la venta directa. Ellas, sin haber pactado una relación 
de dependencia deben encargarse de presionar a sus representantes, llamarlas incansablemente 
a través de una línea telefónica pagada por ellas mismas, para que realicen oportunamente sus 
pedidos de campaña, recorrer las calles bajo sol y lluvia para reclutar a nuevas representantes, 
etc. Se ponen sobre sus hombros una carga de trabajo que haría pensar que merecen estar (y de 
hecho están) bajo una relación de dependencia más allá de los incentivos y el reconocimiento 
social que hacen sus gerentes de zona y superiores, quienes sí gozan de una relación laboral for-
mal. Las vendedoras más dedicadas a su ocupación generalmente tejen mayores redes familia-
res y vecinales, hacen grandes recorridos por el barrio con su catálogo bajo el brazo. A conti-
nuación nos referimos especialmente a las que componen el segundo y tercer grupo.

DE LOS ORDENAMIENTOS EMPRESARIALES A LA 

CONSTRUCCIÓN SOCIAL DE LA OCUPACIÓN

Las empresas fomentan una organización del trabajo que horizontaliza las relaciones sociales 
(Miyata y Suzuki, 2011) instrumentalizando redes sociales y familiares (Ramírez y Rúa, 2008). 
De esta forma se tejen y aprovechan redes sociales en las que se involucran sentimientos, con-
fianzas, solidaridades y se conforma una vida comunitaria en la cual las trabajadoras establecen 
alianzas. Además, las empresas imponen el orden del riesgo crediticio. El lema «eres la jefa de tu 
propio negocio» debería ser completado con el verdadero interés de los empresarios: «ya que 
eres tu propia jefa, asume la cobertura social del riesgo crediticio». Cuando hablamos del riesgo 
crediticio, aludimos al hecho de que las ventas se hacen a crédito, siendo las vendedoras quie-
nes asumen las pérdidas económicas causadas por el incumplimiento de los clientes morosos.
A partir de este orden del riesgo crediticio externalizado por las empresas, las vendedoras cons-
truyen socialmente su ocupación a través de procesos de cualificación social. Despliegan una 
serie de saberes, destrezas y estrategias orientadas a fines lucrativos. Ellas pretenden incre-
mentar sus ganancias tratando de reducir al mínimo el riesgo. Partícipes de una actividad 
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económica para la cual no se exige ninguna experiencia ni formación, las vendedoras más 
dedicadas construyen una cualificación social en la medida en que se capacitan para enseñar 
los catálogos y vender los productos que aparecen en las imágenes de sus páginas, desarro-
llando destrezas emocionales y estableciendo niveles de confianza con las clientas. Las vende-
doras más experimentadas saben identificar la calidad y los atributos de los productos y tam-
bién a los buenos y malos clientes. Cuando las vendedoras se endeudan con clientes morosos, 
aparece el argumento de las buenas maneras de administrar el negocio propio. Las líderes de 
avon divulgan técnicas como el pasando-pasando, que consiste en cobrar a dos cuotas como 
máximo, una antes y otra al momento de entregar el producto. Otra técnica es la de hacerse 
un stock, que consiste en adquirir productos para revenderlos oportunamente a menor pre-
cio y obtener un margen de ganancia en esa transacción.

Para sintetizar, en este artículo se ha formulado que en la relación laboral del svd los em-
presarios niegan la relación de dependencia, y este elemento produce una ambigüedad en la 
ocupación de la venta directa, que se mueve en los límites del trabajo, el consumo y la vida so-
cial. Los empresarios imponen las reglas del juego a través de la organización del trabajo en 
redes, lo que significa la horizontalización de las relaciones sociales y la externalización del 
riesgo. El conjunto heterogéneo de vendedoras, también sujetos racionales como los empre-
sarios, constituye socialmente su ocupación mediante una cualificación social, configurando 
una serie de saberes orientados a incrementar las ganancias, reduciendo para ello los riesgos 
(crediticios y de otro tipo). En este proceso configuran subjetividades, en torno a las activida-
des laborales que representa el negocio de la venta directa.

CONSIDERACIONES FINALES

El objetivo principal de este artículo ha sido exponer los elementos que inciden en la construc-
ción social de la ocupación de la venta directa. Se ha hecho énfasis en los procesos de cualifi-
cación y las estrategias empleadas por las vendedoras para permanecer en la modalidad. Sin 
embargo, también hay otros aspectos que inciden en la ocupación, siendo uno de ellos los sen-
tidos que otorgan las vendedoras a sus actividades. En esa medida, a lo largo del trabajo de 
campo también hemos constatado que éstas encontraron aspectos positivos en la ocupación 
de la venta directa. Por ejemplo, la satisfacción de obtener ingresos para los gastos suntuarios 
de sus familias y para ellas mismas. Al igual que el contacto con otras personas, es decir, el 
hecho «de romper las cuatro paredes» y salir a la calle a socializar con otras personas. Es decir, 
que el svd les ha representado una oportunidad de autonomía y de distracción.

Además, la organización del trabajo en redes familiares y comunitarias, más allá del inte-
rés puramente lucrativo, permite el establecimiento de alianzas entre vendedoras, el intercam-
bio de favores y, en suma, la constitución de nichos de solidaridad que trascienden el simple 
interés mercantilista. No obstante, las dinámicas territoriales en los barrios, las alianzas y es-
trategias, el trabajo emocional, las solidaridades y sentimientos compartidos en la vida comu-
nitaria, no se dan al mismo nivel entre las vendedoras. Algunas de ellas incluso manifestaron 
no contar con ninguna «amiga». Dado que se trata de una población heterogénea, con distin-
tas experiencias y con distintas redes sociales, algunas obtienen beneficios de esta ocupación 
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flexible, mientras que otras sufren el estrés que produce el riesgo crediticio de los clientes y 
otra serie de conflictos comunitarios asociados a ello.

Una gran limitación, propia de una ocupación flexible como el svd, y que invita a emplear 
nuevas herramientas conceptuales para medir el tiempo de trabajo, consiste en que las mu-
jeres no estiman con claridad cuánto tiempo dedican a la venta directa, en tanto solapan sus 
actividades laborales con los quehaceres domésticos. Por tanto, es necesario diseñar y aplicar 
una encuesta de uso del tiempo entre las vendedoras directas y emprender una investigación 
en esta dirección. La ambigüedad entre trabajo, consumo y vida social también dificulta po-
sibles acciones colectivas. Está claro que las empresas construyen un sujeto feminizado que 
converge en idearios sexistas, y la puesta en marcha de distintas estrategias empresariales que 
fomentan el consumo y recrean la figura de la «trabajadora independiente». Sin embargo, las 
ventas directas no llegan a absorber por completo las vidas de las mujeres, quienes construyen 
sus identidades con ésta y con otras actividades domésticas y extradomésticas.

Ante este panorama de identificaciones y desidentificaciones, el svd se constituye como 
oficio en la negociación continua entre los ordenamientos empresariales y la organización del 
trabajo recreado por las vendedoras. Se trata de procesos de cualificación social, aprendiza-
jes y estrategias, alianzas y aprovechamiento de redes familiares y comunitarias. La interac-
ción de este conjunto de elementos, sumado a la acumulación de capitales sociales, culturales 
y económicos, constituye socialmente la ocupación.
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resumen  Se presenta un análisis sobre la aprobación del nuevo Código de Trabajo en Cuba 
(2013). Este código constituye la primera ley que en ese país reconoce algunos de los derechos 
de lesbianas, gais, bisexuales, transgéneros e intersexuales (lgbti). A partir del concepto de 
ciudadanía, se analiza cómo los discursos sexogenéricos de los diputados del Parlamento cu-
bano influyeron en la inclusión de la orientación sexual, pero no de la identidad de género y 
de los portadores de vih. En conclusión, este proceso posicionó a las desigualdades en el tra-
bajo como problema en la agenda pública del país.

palabras clave  Ciudadanía, desigualdades, trabajo, identidades sexogenéricas.

abstract  An analysis is presented of the approval of the New Work Code in Cuba (2013). This 
code is the first law in this country recognizing some of the rights to lesbians, gays, bisexuals, 
transgender people and intersex people (lgbti). Based on the citizenship concept, it is clear how 
the sex-and-gender legislators’ speeches influenced the inclusion of sexual orientation, but not 
of the gender identity or hiv-positive people. In conclusion, this process placed the inequali-
ties in work as a problem to be discussed in the public agenda of this country.

keywords  Citizenship, inequalities, work, sex-and-gender identities.

jel codes  J16, J83, D63.

introducción

El actual Código de Trabajo de Cuba constituye la primera ley que en este país reconoce al-
gunos de los derechos de las poblaciones de lesbianas, gais, bisexuales, transgéneros e inter-
sexuales (lgbti); sigla y nomenclatura más convencional en América Latina con que se iden-
tifica frecuentemente a este colectivo; sin embargo, adviértase que éstas pueden variar en su 
organización o composición. En este trabajo se analiza el proceso de aprobación del nuevo 
código laboral cubano; de manera específica, comprender las particularidades que marcaron 
la construcción del artículo 2 del código sobre los principios que rigen el derecho al trabajo.
En torno a este apartado, el movimiento por las diversidades sexuales y de género en la isla cari-
beña desarrolló una campaña para incluir las categorías orientación sexual, identidad de género 
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y portar «vih» como elementos de vulnerabilidad en el trabajo —por una decisión política, es-
cribo1 «vih» en minúsculas ya que se ha convertido en un sustantivo común a partir de la sigla vih 
(Virus de Inmunodeficiencia Humana) y es un modo de quitarle el poder y la significación estig-
matizadora que históricamente lo ha acompañado; caso igual que sida, que se ha lexicalizado to-
talmente—. Sin embargo, a pesar del activismo y la presencia estratégica en el parlamento cubano 
de actores claves del movimiento lgbti, algunos de estos elementos fueron excluidos de la redac-
ción final de la ley; actores importantes como la diputada Mariela Castro, presidenta del Centro 
Nacional de Educación Sexual (cenesex), psicóloga, sexóloga, diputada al parlamento cubano 
en el período 2013-2018; hija del presidente Raúl Castro y de la dirigente feminista Vilma Espín.

A partir de esto se planeta la pregunta de este trabajo: ¿Cómo los discursos sexogenéricos 
de los diputados y las diputadas del parlamento cubano influyeron en las exclusiones e inclu-
siones que finalmente registró el Código de Trabajo? Para identificar las matrices de opinión 
de estos actores se construye la estrategia metodológica desde una perspectiva cualitativa con 
un método de investigación documental, la técnica de análisis del discurso y las fuentes que 
constituyen las grabaciones de tres sesiones plenarias del parlamento cubano en el mes de di-
ciembre de 2013. En el proceso de discusión del Código de Trabajo este trabajo se posiciona 
activamente dentro del movimiento lgbti cubano y participa en la lucha por el derecho al tra-
bajo en condiciones igualitarias de estas poblaciones en Cuba.

Por ello, uno de los objetivos de este trabajo intenta reconstruir desde una visión perso-
nal el proceso por el cual la discriminación laboral por estatus positivo vih y por identida-
des sexuales y de género no normativas se posicionó como un problema de desigualdad en la 
agenda pública del país como parte el marco de discusión del Anteproyecto de Ley del Código 
de Trabajo. Este análisis se realiza a partir de pensar el concepto de ciudadanía como un marco 
interpretativo que permite reflexionar sobre cómo se construye ciudadanía desde el poder de 
manera desigual. Las nociones teóricas de ciudadanía dejan ver los límites que este concepto 
pone a las categorías de inclusión y exclusión en la elaboración de marcos legales.

identidades, desigualdades y ciudadanía: 
una aproximación teórica

Sobre todo desde la sociología se han presentado debates teóricos importantes respecto a cómo 
las desigualdades sociales se estructuran y se reproducen a partir de identidades de clase, gé-
nero, raza, etnicidad, sexualidad. A la larga, estas desigualdades identitarias han configurado 
los modos en que opera la ciudadanía, sobre todo en la creación de políticas públicas de reco-
nocimiento y redistribución de la riqueza. Considero que para entender estos procesos socia-
les primero debemos comprender cómo ocurre la producción de las identidades, con énfasis 
en las identidades sexuales y de género de interés clave en este estudio.

En este breve marco teórico se entienden a las identidades desde un paradigma posestruc-
turalista de tradición foucaulteana. Cuando hablo de identidades puedo señalar que son ca-
tegorías construidas en procesos sociales de subordinación y resistencia. Esto se puede en-
tender a través de la propuesta teórica del sociólogo jamaiquino Hall (1996), quien piensa las 
identidades desde los estudios culturales, detalla que la construcción de las identidades parte 
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de la articulación de dos procesos fundamentales en los individuos: la sujeción y la subjetiva-
ción. Esta articulación es lo que el autor llama «sutura» como un elemento relacional que junta 
ambos procesos para producir las identidades. Hall (1996) asegura que:

Las identidades se construyen en el punto de encuentro de los discursos y prácticas que inten-
tan interpelarnos, hablarnos o ponernos en nuestro lugar como sujetos sociales de discursos 
particulares y, por otro, los procesos que producen subjetividades, que nos construyen como 
sujetos susceptibles de decirse. (p. 20)

A partir de esa comprensión de las identidades se puede resaltar que evidentemente los resul-
tados serán complejos y diversos en las construcciones de las identidades. Podrían justificarse 
así las diversas formas en las que los individuos nos construimos, combinando elementos de 
la interioridad y la exterioridad, articulando nociones objetivas y subjetivas. Los resultados 
son entonces identidades construidas, diversas, múltiples, cambiantes y variables en cada in-
dividuo a partir de la sexualidad, el género, la raza, la clase. No obstante, estas identidades se 
organizan de modo complejo en la sociedad a partir de ciertas normatividades, como las se-
xuales y de género impuestas por la norma heterosexual/cisgénero. El concepto heterosexuali-
dad obligatoria pertenece a Rich (1999) y hace referencia a una institución política impuesta a 
partir de la sexualidad y el género; mientras que el término cisgénero lo utiliza Serano (2007) 
para describir a personas cuya identidad de género y género asignado al nacer son concordan-
tes. En este sentido, se han legitimado unas identidades sexuales y de género superiores sobre 
otras y ello ha producido desigualdades sociales.

Una de las propuestas teóricas que sobresalen en los debates actuales sobre desigualdades 
es la del sociólogo norteamericano Tilly (2000). Este autor se presenta en el análisis sobre des-
igualdades como una referencia obligada en los estudios provenientes de la tradición socioló-
gica radical y crítica a las formulaciones económicas neoclásicas. Aunque para él, todas las re-
laciones sociales acarrean desigualdades pasajeras, se concentra sobre aquellas que persisten, 
muchas veces a lo largo de la vida. Entiende que «la desigualdad humana en general consiste 
en la distribución dispareja de atributos entre un conjunto de unidades sociales tales como los 
individuos, las categorías, los grupos o las regiones» (Tilly, 2000, p. 38).

En su planteamiento teórico, Tilly (2000) asegura que las mayores desigualdades entre 
seres humanos son producto de las diferencias categoriales y no tanto de los atributos o com-
petencias que poseen. En esta concepción dicotómica de la realidad se tiende a sobrevalorar 
una parte del par categórico mientras el otro es inferiorizado. Algunos ejemplos de estas ar-
ticulaciones entre diferentes pares categóricos a partir del género y la sexualidad son las dis-
tinciones heterosexual/homosexual y cisgénero/transgénero. Estas sobrevaloraciones/inferio-
rizaciones no son ingenuas sino que a través de ellas se producen desigualdades mediante el 
acaparamiento de oportunidades. Entonces podríamos decir que los grupos heterosexuales/
cisgénero han acaparado mejor acceso a las leyes, a las nociones de la medicina, a la educación, 
al mercado de trabajo y, en sentido amplio, a ejercer ciudadanía plenamente.

Ser ciudadano es un privilegio otorgado desde un círculo de poder. La ciudadanía se trata 
de un concepto que en la actualidad se emplea de manera frecuente en los discursos políticos 
de los gobiernos, pero también en los movimientos sociales. La socióloga pakistaní Molyneux 
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(2008) refiere que la ciudadanía tiene sus orígenes en la filosofía política liberal occidental, pero 
que es un concepto polivalente, pluralizado a medida que los movimientos sociales, los plura-
listas legales y los teóricos democráticos han cuestionado y hasta cierto punto radicalizado su 
significado. Por tanto, podemos entender que en cualquier caso se trata de un término cons-
tantemente construido y repensado, que no posee un único significado. Por una parte, se ha 
comprendido usualmente a la ciudadanía como el hecho de conferir derechos a ciertos ciuda-
danos. En ese caso se identifica en la literatura esta comprensión de ciudadanía como ciuda-
danía pasiva y se entiende que «la ciudadanía es el fundamento legal de la inscripción como 
miembro social» (Molyneux, 2008, p. 28). Sin embargo, esta concepción de ciudadanía posee 
un carácter reduccionista porque se construye de manera unidireccional desde el Estado.

Por ello, sería interesante cuestionar esa noción de ciudadanía y ampliarla para entenderla 
como un escenario de disputas y luchas políticas. Eso es lo que se ha denominado como una 
ciudadanía activa que se construye en disputa entre el Estado y los movimientos sociales. Posee 
un carácter multidireccional y multidimensional toda vez que el Estado no es el único que 
construye ciudadanía. La autora peruana Vargas (2012) sostiene que este modo de entender la 
ciudadanía puede ser visto como un proceso de «descubrimiento» y construcción de nuevos 
derechos y como una renovada y nunca acabada construcción sociocultural. Justamente esta 
idea de ciudadanía activa es la que interesa destacar en este marco para pensar cómo la ciuda-
danía puede ser revolucionada desde el activismo.

En muchas ocasiones, cuando las personas son excluidas de la ciudadanía por sus identi-
dades sexuales y de género no normativas, se desatan procesos de ciudadanía activa. Esto se 
ha pensado de manera particular en América Latina a través del concepto de ciudadanía se-
xual, que sería:

Aquella que enuncia, facilita, defiende y promueve el acceso de los ciudadanos al efectivo ejer-
cicio de los derechos tanto sexuales como reproductivos y a una subjetividad política que no 
ha disminuido por las desigualdades basadas en características asociadas con sexo, género y 
capacidad reproductiva (Cabral y Viturro, 2006, p. 262).

A pesar de que la ciudadanía sexual se ha entendido más desde la óptica de lo simbólico y la 
discriminación, se debería ampliar esta noción para pensar tanto en desigualdades de recono-
cimiento como de redistribución a partir del género y la sexualidad no normativos. A través 
de la propuesta de la filósofa estadounidense Butler (1998), se puede explicar que la ciudada-
nía sexual no puede limitarse solamente a lo sexual porque las sexualidades no se reducen a 
lo biológico, sino que tiene implicaciones corporales. Se trataría, de acuerdo con Butler (1998), 
de cuerpos en relación y personas en relación que construyen dinámicas sociales, políticas y 
económicas a través de disputas ciudadanas.

Usualmente, a muchas personas de las poblaciones lgbti se les niega el acceso a recursos 
o se les ha relegado a ciertos nichos del mercado laboral a partir de patologizar, criminalizar o 
inferiorizar sus diferencias sexogenéricas. Sin embargo, muchos colectivos lgbti en América 
Latina, y en particular en Cuba, están reconfigurando el panorama político desde un enfoque 
de ciudadanía activa. En este punto se revela la importancia que tienen las regulaciones jurí-
dicas en las discusiones sobre desigualdades y para construir ciudadanía, sobre todo porque 
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ha habido en los marcos legales y en la construcción de los proyectos nacionales una predis-
posición hacia las identidades sexogenéricas no normativas.

Pensar las diversidades sexuales y de género en Cuba es un ejercicio de análisis que obliga 
a tomar en cuenta las particularidades de un contexto altamente politizado, donde ha habido 
una relación histórica de tensiones entre el Estado y el colectivo lgbti cubanos. La institu-
cionalidad en ese país pasó de castigar las identidades sexuales y de género fuera de la norma 
desde la década de los sesenta, a establecer atomizadas políticas públicas con carácter inclusivo 
a partir de la primera década del dos mil. El nuevo Código de Trabajo es uno de esos progra-
mas gubernamentales que trata de reconocer y acortar las brechas de las desigualdades entre 
personas heterosexuales y no heterosexuales en Cuba.

el código de trabajo: marco regulatorio, avances y límites

El Código de Trabajo cubano (Ley N.º 116/2013) fue actualizado en diciembre de 2013 aunque 
la entrada en vigor ocurrió en junio de 2014. Su reajuste estuvo en correspondencia con el con-
texto de flexibilización de la economía cubana a partir de la aprobación de los Lineamientos 
de la Política Económica y Social en el vi Congreso del Partido Comunista de Cuba (2011) y 
de la Primera Conferencia Nacional del Partido (2012).

Esta flexibilización toma en cuenta algunas medidas de perfil económico como mayor aper-
tura a la inversión extranjera y a la pequeña empresa privada. Sin embargo, también pudiera 
reconocer que el modo en que se discutió el Anteproyecto de Ley del Código de Trabajo cons-
tituyó un momento de flexibilización y de participación popular en un escenario de limitadas 
posibilidades democráticas. Estas posibilidades estuvieron a tono con las nuevas estrategias po-
líticas del gobierno cubano de mostrar un período de cambio y renovación en el país. El ante-
proyecto de ley fue dado a conocer un año antes de que finalmente se aprobara. Como pocas 
veces en Cuba, una propuesta de ley fue sometida a consulta popular a través de debates en casi 
70 mil asambleas sindicales a las que concurrieron más de dos millones de trabajadores y traba-
jadoras, según datos divulgados por el periódico Trabajadores, órgano oficial de la Central de 
Trabajadores de Cuba (ctc). Esta revisión llevó a modificar 101 artículos, entre otras variaciones.

Uno de los apartados transformados fue el artículo 2, el cual establece que «todo ciuda-
dano en condiciones de trabajar tiene derecho a obtener un empleo atendiendo a las exigen-
cias de la economía y a su elección, tanto en el sector estatal como no estatal; sin discrimina-
ción por el color de la piel, género, creencias religiosas, orientación sexual, origen territorial, 
discapacidad y cualquier otra distinción lesiva a la dignidad humana» (Código de Trabajo de 
Cuba, 2014). La propuesta desde el movimiento lgbti cubano fue incluir la orientación sexual, 
la identidad de género y portar vih como factores que pueden dar lugar a desigualdades en el 
ámbito laboral. En investigaciones sobre realidades laborales del colectivo lgbti se ha reve-
lado que el mercado de trabajo no es un espacio meritocrático. Muchas de las personas con 
identidades sexogenéricas no normativas son segregadas a nichos específicos del mercado la-
boral como al trabajo sexual y al trabajo de belleza.

La socióloga española Romero (2003) revela que el ámbito del trabajo es un escenario 
complejo donde se construyen y se reproducen desigualdades, jerarquizaciones excluyentes 
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y diferenciaciones, a partir de nociones de género, clase, raza, sexualidad, estatus migratorio, 
diversidad funcional, cualificación, pertenencia religiosa, edad. Si bien es cierto que la discri-
minación y la burla en el caso de las personas lgbti son elementos constantes en los espacios 
laborales, es necesario reconocer que no solo se trata de un problema simbólico o relacional, 
sino de acceso real al mercado laboral o de confinamiento solo a ciertos oficios. Por ello, desde 
los movimientos por las diversidades sexuales y de género se ha tratado de incidir en la pro-
tección legal ante estas desigualdades, de modo que se atiendan las demandas del colectivo 
tanto en los aspectos de redistribución como de reconocimiento.

El texto del artículo 2 en el anteproyecto de ley, que se sometió a debate y reelaboración, no 
tomaba en cuenta los intereses del colectivo lgbti en Cuba, ni mostraba un enfoque de género. 
Disponía que «los principios fundamentales que rigen el derecho al trabajo son: toda mujer u 
hombre en condiciones de trabajar, sin distinción de raza, color de la piel, sexo, religión, opi-
nión política, origen nacional o social, y de cualquier otra lesiva a la dignidad humana, tiene 
derecho a obtener un empleo», (Anteproyecto de Ley del Código de Trabajo, 2013). A pesar de 
que el parlamento legisló a favor de incluir únicamente a la orientación sexual como causa de 
desigualdades en el trabajo, las personas transgénero y portadoras de vih quedaron desprote-
gidas por el Código de Trabajo y expuestas a potenciales despidos y exclusiones en los centros 
laborales sin protección legal. En el caso de las personas transgénero, en muchas investigacio-
nes como en la desarrollada por la investigadora ecuatoriana Camacho (2007), se ha revelado 
la precariedad en la que viven muchas personas con identidades no cisgénero.

También sucede lo mismo con las personas que viven con vih. Una investigación desa-
rrollada por un equipo de especialistas en medicina tropical en Cuba conformado por Gala, 
Berdasquera, Pérez, Pinto, Suárez, Fiol, Sánchez, Aragonés y Díaz (2007) refieren los proble-
mas relacionados con las dimensiones sociales y culturales del vih. Estas dinámicas desiguales 
respecto a las personas consideras «sanas» (seronegativas) se concretan en el acceso a puestos 
laborales o el mantenimiento en el mismo cuando una persona es diagnosticada vih positiva. 
Por ello, tanto personas transgénero como seropositivas al vih son expuestas a la precariedad 
y en numerosos ejemplos terminan en estratos del mercado laboral específicos como el de la 
belleza o el trabajo sexual. A su vez, en estas poblaciones la incidencia del vih es catalogada 
de alta y ello junto a otros factores influye en que la esperanza de vida de las personas trans-
género, sobre todo transfemeninas, en América Latina sea de 35 años, según un reporte de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh) del año 2015.

el problema, la campaña y los actores

¿Cómo el problema de las desigualdades en lo laboral, que afecta a las personas con identi-
dades sexo-genéricas no normativas y estatus positivo al vih, logró posicionarse en la agenda 
pública de Cuba, particularmente en los debates de la Asamblea Nacional del Poder Popular? 
En este análisis no podría dejarse de lado el (auto)liderazgo del colectivo lgbti asumido por 
el Centro Nacional de Educación Sexual (cenesex). Su presidenta, Mariela Castro, ha venido 
organizando el movimiento por las diversidades sexuales y de género en Cuba desde el año 
2007. En este tiempo, ha encabezado varias acciones a favor de la visibilización de la población 
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lgbti, la construcción de algunas políticas públicas y la sensibilización de la sociedad cubana 
hacia los problemas que enfrentamos como sujetos y sujetas discriminados en varios espacios 
como la familia, la escuela, el trabajo, el ejército, las organizaciones políticas. De manera es-
pecial, han sobresalido en estas acciones las jornadas cubanas contra la homofobia y la trans-
fobia, en el marco del 17 de mayo de cada año.

El cenesex y sus jornadas constituyeron el embrión para que en varias ciudades del país 
se organizaran grupos de activistas, a veces de la mano de la institución rectora y otras de ma-
nera independiente, como la Fundación Arcoíris, Placetas lgbti, Hombres por la Diversidad, 
Fundación Cubana por los Derechos Humanos lgbti, entre otras. Muchos de estos activistas 

—de los cuales el autor de este trabajo forma parte y se identifica— pertenecen a la intelectua-
lidad cubana y desde los medios de comunicación, el arte, la academia científica y otras esfe-
ras profesionales, promovieron un fuerte activismo desde cada uno de sus ámbitos laborales. 
Se aprovechó así la apertura participativa que abría el gobierno cubano y se puso en la agenda 
pública el problema de las desigualdades laborales por orientación sexual, identidad de gé-
nero y portar vih. La campaña por la inclusión en el artículo 2 de estas categorías tuvo en el 
activista Francisco Rodríguez, periodista del periódico oficialista Trabajadores, uno de los pi-
lares en la constitución de este tema como un problema público.

Aseguran las autoras Araujo, Guzmán y Mauro (2000) que un ciclo ideal para construir 
una política pública, se inicia con la tematización y problematización de una experiencia por 
distintos actores que la conciben como inaceptable. En ese sentido, el propósito de la inicia-
tiva, lanzada a través de internet para conectar a muchos otros activistas de los medios de co-
municación, era que cada trabajador o trabajadora lgbti se convirtiera en activista dentro de 
su centro de trabajo y promoviera el debate a favor de incluir estos tres elementos como cate-
gorías de desigualdades en el trabajo.

Para entender cómo este problema se posicionó en la agenda pública de Cuba hay que tener 
presente el análisis apoyado en el referente que constituyó el caso de la violencia doméstica 
en Chile, sobre el cual reflexionan estas autoras. Refieren Araujo et al., (2000, p. 1) que «los 
problemas públicos no existen por sí mismos como meros fenómenos objetivos, sino que son 
construidos por actores que se mueven en distintos escenarios, intercambiando y confron-
tando discursos que se sustentan en marcos interpretativos variados». Esto no quiere decir 
que las desigualdades en el trabajo para los lgbti sean inventadas como si no existieran en 
realidad. Podría decirse que lo que sí se construye es el tema como un problema público que 
adquiere visibilización política.

Si se piensa en el caso cubano se puede comprender que las desigualdades a partir de la 
sexualidad, el género y el estatus vih no normativos se configuró como un problema público 
desde los propios centros de trabajo. En la asamblea sindical, donde se discutió el Anteproyecto 
de Ley del Código de Trabajo, el debate fue fructífero por los conflictos que desató y también 
los acuerdos. Tres activistas gais expusimos las razones por las cuales considerábamos necesa-
rio incluir la orientación sexual, la identidad de género y portar vih en el artículo 2 sobre dere-
cho al trabajo. Allí se obtuvo un apoyo considerable de la mayoría de los asistentes y en el acta 
quedó registrada la petición junto a otras del resto de trabajadores que promovían cuestiones 
contractuales, salarios, garantías para acceder al estudio, sobre la maternidad.



70  Revista Economía | 106 | noviembre 2015

De acuerdo con Araujo et al., (2000), el ciclo para construir una política pública continúa, 
luego de esa problematización, con la incorporación en las agendas institucionales del pro-
blema polemizado. A pesar de ello, todos los problemas públicos no llegan a formar parte de 
las agendas institucionales. Ése es otro elemento que revela el carácter construido de los pro-
blemas como asuntos públicos. Para el caso de Cuba no se podría precisar en cuántas asam-
bleas sindicales sucedió lo mismo. Sin embargo, el hecho de que el parlamento cubano, rea-
cio a tocar los temas de las diversidades sexuales y de género, haya discutido el problema de 
las desigualdades laborales para las poblaciones lgbti hace pensar que el caso no fue aislado 
y que la campaña por la inclusión en el artículo 2 de la orientación sexual, la identidad de gé-
nero y portar vih logró su principal propósito: las desigualdades en trabajo a partir del género, 
la sexualidad y el estatus vih no normativos se construyó como un problema público que al-
canzó entrar a la agenda pública del país.

discursos sexogenéricos de diputadas y diputados: el choque

En los debates parlamentarios sobre el Anteproyecto del Código de Trabajo uno de los temas 
que centraron las discusiones fue la construcción del artículo 2 sobre el derecho al trabajo. En 
esta apartado la pretensión del movimiento lgbti cubano era la inclusión en el mismo de las 
categorías orientación sexual, identidad de género y portar vih. Esta iniciativa no hubiera sido 
posible sin la presión en la propia Asamblea Nacional del Poder Popular de la diputada Mariela 
Castro, líder autotitulada del colectivo sexogénero diverso en la isla. La posición estratégica, por 
primera vez en el parlamento de la hija del presidente de la república, permitió que estas de-
mandas del movimiento no quedaran sin atenciones por la máxima entidad legislativa del país.

Sin embargo, todos sabían que nuestras propuestas debían lidiar con los prejuicios hetero-
normativos y machistas que usualmente han acompañado la ideología socialista cubana, en 
particular las concepciones sobre sexualidad al interior del Partido Comunista de Cuba. Pero, 
¿por qué la sexualidad ha estado cargada de tanta significación y puede entenderse a la vez 
como un terreno de conflictos? En la propuesta teórica de la socióloga ecuatoriana Argüello 
(2013) se pueden ubicar algunas pistas sobre las condicionantes que participan en el proceso 
de politización de la sexualidad. En este sentido, puede comprenderse que se trata de un esce-
nario de disputas donde los actores poseen nociones construidas de lo que es correcto e inco-
rrecto no solo en el ámbito de la sexualidad sino también del género. Por ello, el choque entre 
las propuestas del colectivo lgbti y los diputados cubanos fue un marco oportuno para com-
prender los discursos que en materia de sexualidades y género rigen las decisiones políticas 
en el país. Como bien asegura esta autora, «las sexualidades constituyen un campo de disputa, 
un ámbito de politicidad» (Argüello, 2013, p. 183). Así lo que se construye en torno a normas 
y valores tiene un fuerte componente político de un lado y del otro.

En el análisis de los debates televisados de las sesiones parlamentarias para la aprobación 
del Código de Trabajo se pueden apreciar discursos que establecen límites a las formas de re-
lacionamiento a partir de la sexualidad. Los asambleístas aceptarían las uniones civiles entre 
homosexuales pero no la adopción de niños. También son críticos respecto a la manifestación 
pública de las identidades transgénero. Algunos diputados entienden que tanto la orientación 
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sexual como la identidad de género son cuestiones similares que no requieren tanta atención 
por separado. Para muchos de ellos, en cualquier caso se trataría del mismo «tipo» de persona 
comúnmente conocida en Cuba como «maricón», aunque el puritanismo parlamentario im-
pide que se enuncie de esta forma.

La diputada Mariela Castro explicó en el debate las diferencias que encarnan estas ca-
tegorías identitarias y los sujetos variables que pueden construirse a partir de las mismas. 
Algunos diputados apoyaron el discurso de la directora del cenesex como la pastora pres-
biteriana Miriam Ofelia Ortega, el pastor episcopal Pablo Odén Marichal y el escritor y di-
putado Miguel Barnet, incluso Miguel Díaz-Canel, primer vicepresidente de los Consejos de 
Estado y de Ministros, llamó a tomar en cuenta la necesidad de justicia hacia las personas ho-
mosexuales, transgéneros y seropositivas.

A pesar de ello, para un auditorio deshabituado a explicaciones complejas sobre las identi-
dades sexogenéricas, estas nociones parecieron demasiado abyectas y ambiguas. Argumentaron 
en contra por supuestas razones de técnica jurídica el diputado Homero Acosta, secretario 
del Consejo de Estado, y José Luis Toledo Santander, presidente de la Comisión de Asuntos 
Constitucionales y Jurídicos de la Asamblea Nacional. Se decidió resolver la discusión en la 
comisión de estilo, que finalmente estaría encargada de redactar la ley. Así, vemos como la 
construcción de las desigualdades laborales como problema público quedó disminuido a una 
simple confusión lingüística o jurídica que debía ser resuelta en términos de estilo, pero ob-
viamente no en dimensiones políticas.

El resultado ya lo anuncié con anterioridad. La orientación sexual como protección espe-
cial para el derecho al trabajo solo quedó incluida en el Código de Trabajo. Con ello, esta ley 
se presenta como la primera victoria en materia jurídica en beneficio para una parte del movi-
miento lgbti cubano. Una de las matrices discursivas más frecuentes para sustentar este logro 
por parte de la mayoría de los diputados y las diputadas argumentaba que si queremos cons-
truir una sociedad socialista cada vez más igualitaria e inclusiva no pueden seguir dejándose 
fuera del proyecto a las poblaciones lgbti.

Mariela Castro afirmó en una entrevista sobre este asunto: «Cuando la sociedad excluye, 
simplemente pierde el concurso de las personas y, a la vez, ellas pierden oportunidades. Hay 
fragmentación, segregación; nada más parecido a las políticas neoliberales que solo les interesa 
privilegiar a determinados grupos. Nosotros inconscientemente no podemos reproducir esos 
mecanismos, porque lo que se quiere es el bienestar colectivo con la participación de todos», 
(Rodríguez, 2015). Pero a pesar de este discurso socialista e igualitarista, las propuestas iden-
tidad de género y portar vih fueron excluidas y con ello las personas transgénero y viviendo 
con vih quedaron expuestas a desigualdades y arbitrariedades en el ámbito laboral. También 
este hecho hizo que las disparidades al interior del colectivo lgbti, un grupo de por sí diverso 
y con conflictos internos, se profundizaran aún más.

¿Por qué resulta complicado entender a los cuerpos transgéneros o marcados por el estigma 
del vih? La interpretación que realiza Butler (1997) del continuo entre sexo, género, prácticas 
sexuales y deseo aporta algunas explicaciones para entender este asunto; también los análisis 
de Foucault (1992, 1995) constituyen referentes cuando se habla de cuerpos «enfermos». Butler 
(1997) entiende que este continuo se ha establecido como válido y normativo para reforzar la 
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estructura de la heterosexualidad obligatoria a través de elementos codificables como los gé-
neros inteligibles, que «son aquellos que instituyen y mantienen de alguna manera las relacio-
nes de coherencia y contigüidad entre sexo, género, práctica sexual y deseo», (Butler, 1997, p. 
17). En el imaginario heterosexual/cisgénero se espera que todos estos aspectos estén armóni-
camente dispuestos y tengan un continuo coherente. Entonces, es posible pensar que los su-
jetos que rompen esa unidad continua y coherente serían sancionados socialmente, como en 
el caso de los lgbti. En las personas transgénero, sus desórdenes del continuo sexo/género/
deseo y sus indefiniciones sexogenéricas hacen que sean vistas como peligrosas por el cues-
tionamiento a lo supuesta naturalidad del sexo, el género y el deseo.

No obstante, los cuerpos marcados por el estigma del vih viven de manera distinta esta re-
presión social que se estructura como desigualdades. Al ser el vih adquirido mayormente a 
través de relaciones sexuales, se considera que las ideas de perversidad, promiscuidad y sexo 
por placer son reforzadas en las personas que viven con vih. Habría que recordar a Foucault 
(1992, 1995) y sus reflexiones sobre la población como cuerpo que necesita ser higienizado. En 
nuestras sociedades, las personas seropositivas son vistas como enfermos que pueden conta-
minar al resto de la población y por tanto necesitan ser controlados. Este peligro es entendido 
más allá de la propagación física del virus para temer por la infección con las conductas se-
xuales no convencionales e «impuras» que llevarían, según este discurso, al contagio con el vih.

A partir de estas interpretaciones sobre los discursos de los diputados y diputadas se puede 
señalar que no solo las identidades sexuales y las identidades de género resultaron confusas, 
sino que a estas personas se les identifica usualmente como poblaciones vulnerables a contraer 
vih. O sea, en el imaginario del legislativo cubano lo más común es que una persona puede 
ser maricón, por ello vestirse de mujer y enfermar de sida. Cuando sabemos que sexo/género/
deseo no son necesariamente entendidos desde una única norma y que el riesgo a la infec-
ción con vih no proviene de la identidad sexogenérica por sí misma, sino que depende de las 
conductas de riesgo. A partir de ahí se puede comprender el porqué de los resultados inclusi-
vos pero a la vez exclusivos del Código de Trabajo para el movimiento lgbti. Los diputados y 
las diputadas nunca llegaron a entender estas realidades fuera de sus estereotipos, prejuicios y 
principios morales socialistas, a pesar del esfuerzo de Mariela Castro y otros diputados aliados.

la ciudadanía y el derecho de inclusión/exclusión

El Código de Trabajo de Cuba hizo miembros, por primera vez, del proyecto político cubano 
a lesbianas, gais y bisexuales. Esto resulta novedoso si se reconoce la historia de desigualda-
des, violencias y tensiones ocurridas entre el Estado y los grupos lgbti, sobre todo a partir 
de la década de los sesenta. No obstante, la transformación del sistema legal en el ámbito del 
trabajo a favor de las diversidades sexuales y de género fue incompleta y reforzó algunas des-
igualdades. Lo hizo en el sentido que otorgó derechos a partir de la sexualidad a una parte del 
colectivo lgbti y los negó a otra respecto al género y al vih.

¿Cómo es posible entender esta repartición de derechos de manera arbitraria? Argüello 
(2014) asegura que el sexo del Estado está constituido en el binario hombre/mujer, mascu-
lino/femenino. Pero también, sin duda, el Estado es construido a partir de una identidad 
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sexo-genérica hegemónica: la heterosexualidad cisgénero. Entonces, desde ese poder se impone 
el derecho de quien merece la ciudadanía a partir de una perspectiva de ciudadanía pasiva. En 
el caso cubano, las personas transgénero y viviendo con vih fueron excluidas de la ciudadanía 
desde el poder. Es posible, de este modo, entender la ciudadanía pasiva como profunda lógica 
de exclusión y desigualdades, sobre todo las que se producen desde la sexualidad, el género y 
el estatus vih. Retomando a Vargas (2012) se entiende que la perspectiva hegemónica, impe-
rante hoy sobre democracia y ciudadanía, ha obviado las consecuencias políticas, subjetivas y 
paradigmáticas de la diversidad y las consiguientes diferencias de acceso al poder y los recursos.

A pesar de esto, la iniciativa del movimiento lgbti cubano redefinió las nociones de ciuda-
danía históricamente legitimadas por un Estado socialista heteronormativo de tradición y prác-
ticas homofóbicas. Se apostó por la ciudadanía activa como mecanismo para construir derechos 
y se logró en una parte de los propósitos. En las propuestas de adición al Anteproyecto de Ley 
del Código de Trabajo se intentó crear, como dice Vargas (2012), permanentemente horizontes 
para la convivencia de lo diverso, en igualdad de condiciones y oportunidades, con derechos ga-
rantizados por el Estado y responsabilidades asumidas por las ciudadanías, específicamente en 
el ámbito laboral. Pero estas propuestas pugnaron con el discurso hegemónico de los diputados 
de la Asamblea Nacional opuestos a comprender la ciudadanía desde la diversidad. A pesar de 
las exclusiones de la identidad de género y portar vih de la ciudadanía laboral cubana, este caso 
resulta interesante analizarlo a partir de lo que sí se logró por el colectivo lgbti. Entonces, po-
demos pensar que lo sucedido en Cuba también es analizable desde la ciudadanía activa por el 
papel que jugaron los actores del movimiento lgbti cubano para que se pusiera en agenda pú-
blica el tema de las desigualdades en el trabajo. Y a pesar de que en esa disputa entre el Estado y 
el colectivo lgbti solo fueron aceptadas una parte de las demandas, la búsqueda por ampliar las 
dimensiones ciudadanas obligó a pensar por primera vez en nuevas formas de ciudadanía e in-
clusión y nuevas representaciones plurales y diversas en la Asamblea Nacional del Poder Popular. 
Como bien asegura Vargas (2012), los contenidos de la dimensión sexual de la ciudadanía han 
sido un aporte significativo de los movimientos feministas y de diversidad sexual, al posicionar el 
reconocimiento del cuerpo como portador de derechos, «cargado de ciudadanía» y por lo tanto 
sujeto político, sujeto de conocimiento y libertad de decisión.

Para el colectivo lgbti cubano «la ciudadanía se ha de concebir como una actividad conti-
nua y un bien en sí, y no como un compromiso momentáneo (o una revolución socialista) con 
la vista puesta en un objetivo final o en un arreglo social» (Dietz, 2001, p. 121). De este modo, 
la experiencia de la aprobación del Código de Trabajo servirá para establecer nuevas disputas 
en un futuro cuando finalmente se someta a discusión el nuevo Código de Familia y tal vez la 
misma Constitución de la República.

conclusiones

Aunque en la construcción del artículo 2 del Código de Trabajo de Cuba se incluyó a la orien-
tación sexual como categoría por las cual las personas no pueden ser sujetos de desigualda-
des en los espacios laborales, los discursos sexogenéricos de los diputados y las diputadas del 
parlamento cubano excluyeron la identidad de género y portar vih de la redacción final de la 
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norma. Con esta exclusión de la ley laboral las personas transgénero y viviendo con vih no 
solo se exponen a la precariedad y las arbitrariedades de empleadores y compañeros de trabajo, 
sino también se profundizan las desigualdades al interior de un colectivo tan diverso como el 
lgbti. A la vez, a ambas poblaciones se les prohíbe el privilegio de ser ciudadanos a través del 
Código de Trabajo. De este modo, son privados de ejercer el derecho al trabajo en condicio-
nes igualitarias para todos y de pertenecer y participar en la construcción del proyecto polí-
tico y social cubano como ciudadanos de derechos.

No obstante, mediante la inclusión de la orientación sexual en el Código de Trabajo de 
Cuba se reparó, tal vez por primera ocasión y en una ley, el daño por las invisibilizaciones y 
exclusiones que históricamente han vivido las lesbianas, gais y bisexuales cubanos. Esto re-
sulta novedoso si se reconoce la predisposición discriminatoria hacia las poblaciones lgbti 
que tradicionalmente ha mantenido el Estado cubano desde la instauración del modelo socia-
lista en 1959. Y a pesar de este logro histórico del movimiento de las diversidades sexuales y 
de género en Cuba, en el imaginario político cubano las categorías orientación sexual e iden-
tidad de género se entienden de manera ambigua e incluso se refuerzan las estigmatizaciones 
cuando se identifican a homosexuales, bisexuales y transgéneros como potenciales enfermos 
de sida. Esta propia idea de que las poblaciones lgbti nos identificáramos con el vih consti-
tuyó una acción estratégica por aunar fuerzas en una misma lucha, por los mismos propósi-
tos a favor de una ciudadanía sexual plena.

Sin duda, esta experiencia de participación política y activismo lgbti en torno a la apro-
bación del Código de Trabajo puede constituir una referencia para las venideras contiendas 
por el reconocimiento de derechos, la redistribución material y simbólica, y la representa-
ción en el Estado cubano de las poblaciones sexogénero diversas. Tal vez para que de una vez 
se someta a discusión el nuevo Código de Familia que pretende reconocer las uniones civi-
les entre parejas lgbti, o para que la Constitución de la República (1976) se ajuste a los nue-
vos tiempos que vive el país.

nota

1	 Este artículo fue un ensayo previo del autor escrito para la Flacso, en donde utiliza la primera perso-
na («yo escribo», «aprovechamos», etc.) para demostrar el apoyo, la pertenencia y la militancia del autor 
con el movimiento lgbti. Los editores de la Revista Economía, por evidentes cuestiones de estilo, han 
cambiado esta pronominalización por la tercera persona; a la vez que han respetado el uso lexicalizado 
de la sigla vih, que el autor la usa en minúsculas.
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resumen  Este trabajo constituye un acercamiento a la Ley del Descenso Tendencial de la 
Tasa de Ganancia propuesta por Marx a partir del análisis estadístico del Sistema de Cuentas 
Nacionales de los bloques económicos de la Unión Europea (15) y Estados Unidos de 
Norteamérica durante este último medio siglo. A partir de esto se pretende aportar algunos 
elementos de contrastación empírica que permitan la reflexión acerca de la racionalidad de 
esta dinámica en tanto se conjugan el trabajo y el capital a partir de 1) la dimensión de la dis-
posición de los medios de producción en relación con la fuerza de trabajo, y 2) la lógica de 
la distribución del excedente.

palabras clave  Ley del descenso tendencial de la tasa de ganancia, Marx, plusvalía, compo-
sición orgánica de capital.

resumen  This work is an approach to the Law about the Tendency of the Rate of profit to Fall 
proposed by Karl Marx based on the statistical analysis of the National Accounts systems of 
the economic blocks in the European Union (15) and The United States of America during the 
last fifty years. Starting here, we attempt to provide some empirical contrast elements that may 
allow the reflection on the rationality of this dynamics while work and capital are combined in 
terms of 1) the dimension of availability of the means of production in relation to workforce, 
and 2) the logic of surplus distribution.

keywords  Law about the Tendency of the Rate of profit to Fall, Marx, surplus value, organic 
composition of capital.
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INTRODUCCIÓN

La noción de la caída de la tasa de ganancia no constituye en sí una tarea demasiado exte-
nuante en el ámbito empírico, lo realmente importante, a nuestro parecer, es la interpretación 
de su comportamiento a la baja. Si miramos hacia atrás rápidamente, Adam Smith proponía 
que ello era el resultado del encuentro entre competidores, David Ricardo remitía su explica-
ción al agotamiento de la fertilidad de la tierra, consecuentemente, a la escasez de los bienes 
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alimentarios y los salarios. La corriente neoclásica (ortodoxa) explicaría el concepto de ren-
dimientos decrecientes del capital como resultado de su agotamiento y restricción en su dispo-
nibilidad. Keynes, por su parte, basaría su explicación en torno a las condiciones del conflicto 
especulativo de los mercados financieros. Schumpeter afirmaría que los aparatos burocráticos 
de las sociedades modernas obstaculizan el trabajo de la innovación, requisito necesario para 
evitar su descenso. En concreto, todas estas argumentaciones concurren a espacios donde la 
tasa de ganancia se ve enfrentada a problemas externos a la hora de valorizar el capital, sean 
estos: desproporción de competencia, escases de bienes de consumo, reducción de fondos del 
lado de la oferta, financiarización de la economía, desaliento para la innovación, y así una larga 
colección de etcéteras exógenos.

Sin embargo, a diferencia de lo apuntado, Marx (contrariamente) proponía que las razones 
que sustentan la caída tendencial de la ganancia residirían en la propia dinámica (interna) del 
sistema capitalista, postulándola como una ley de carácter general. Aquí, entonces, a nuestro 
parecer, se sitúa el carácter rupturista de la propuesta teórica de la tasa de ganancia. Así, la dis-
cusión alrededor de la Ley del Descenso Tendencial de la Tasa de Ganancia concreta uno de 
los tópicos más controvertidos del legado marxista. Siguiendo a Katz (2000), el propio Marx 
la definió como la ley más importante de la economía política. Su proposición fue el blanco de 
críticas e impugnaciones desde el momento en que fue planteada en la medida en que dicha 
ley pone de manifiesto la caracterización de los límites históricos del capitalismo por cuando 
su propia dinámica interna propulsa su (auto)decadencia.

Generalmente el análisis de la tasa de ganancia se dilucida en la esfera de su comporta-
miento cíclico, no obstante, se suele descuidar el hecho de que, en el largo plazo, dichos ciclos 
sufren un descenso tendencial. Esta segunda afirmación supondría históricamente el desgaste 
del proceso de acumulación capitalista. No obstante, otros autores defienden la tesis de que las 
tasas de ganancia y el ritmo de acumulación han experimentado, más bien, procesos de creci-
miento y recuperación hasta llegar a niveles de posguerra pese a la caída de los ritmos de cre-
cimiento de las últimas décadas (Husson, 2008).

Si, de manera intuitiva, consideramos a la generación de un valor añadido (nuevo) como 
premisa fundamental del proceso productivo, el concepto de tasa de ganancia supone implíci-
tamente la asociación entre dos magnitudes: el excedente generado (creado) frente al desem-
bolso de la inversión que el propietario de los medios (de producción) ha realizado con este 
fin. En otras palabras, la tasa de ganancia (g’) se representa como el coeficiente entre la masa 
de excedente o ganancia (g) y el monto de la inversión (i): g’=g/i. Evidentemente, en virtud de 
las inclusiones (o exclusiones) tanto del numerador como del denominador, existirá una va-
riedad muy amplia de tasas de ganancia que reflejarán los diferentes matices que puedan con-
tener las distintas medidas.

Al amparo de la Ley del Valor de Marx1 —es decir, el trabajo abstracto como fuente de 
valor— la tasa de ganancia se explica a partir de una premisa fundamental: el capital logra 
fructificarse no en base de la totalidad de la inversión que aplica, sino solo de la parte desti-
nada a la compra de fuerza de trabajo; es decir, de la mercancía cuya caracterización particu-
larísima consiste en la creación de un valor que excede al de su propia remuneración. La otra 
parte de la inversión capitalista que concreta los medios materiales (la maquinaria, materias 



Racionalidad del trabajo y capital desde la tasa de ganancia de Marx  79

primas) simplemente, traslada su valor contenido; es decir, contribuye indirectamente en la 
creación de valor. No obstante esta afirmación se convierte en una sentencia que pone de ma-
nifiesto una contradicción fundamental del propósito de la producción y acumulación del sis-
tema capitalista, pues el capital —concebido en tanto medios de inversión— se encuentra li-
mitado históricamente no por la disponibilidad física de los factores de producción (tierra, 
trabajo y capital), sino, por el contrario, encuentra en las relaciones de creación de valor un 
obstáculo insalvable: explotación del productor (de valor), el trabajador. En este momento se 
hace imprescindible determinar con absoluta claridad que la construcción de todo el apara-
taje teórico, sustento de la Ley del Descenso Tendencial de la Tasa de Ganancia, es posible (sí 
y solo sí) bajo la articulación de la Ley del Valor (de Marx), caso contrario ninguna explica-
ción derivada tendría sentido.2

Por otro lado, las tensiones de tecnificación causadas por un permanente estado de com-
petencia configuran un escenario productivo donde la fracción del capital que se orienta a la 
compra de fuerza de trabajo tiende a perder su peso relativo frente a su contraparte —la frac-
ción del capital sufragada en medios de producción o capital constante— como resultado de 
un proceso sostenido de mecanización del trabajo. Es así como a través de la lógica capitalista 
subyace una tendencia al incremento de la productividad del trabajo a la par de una disminu-
ción de la participación de los salarios en el proceso productivo, fruto del irrefutable avance 
tecnológico. Así, este efecto dinámico (contradictorio) configura la caída tendencial de la tasa 
de ganancia en virtud de que quien crea valor va siendo, sistemáticamente, sustituido por quien 
no lo crea, sino lo transmite.3 No obstante, atendiendo a estas contradicciones, la estabilidad o, 
inclusive, el crecimiento de la tasa de ganancia supone la incursión de dinámicas y/o factores 
contrarrestantes que, en términos estructurales, no anulan este posible descenso tendencial.

El análisis de la Ley del Descenso Tendencial de la Tasa de Ganancia, a la par del debate teó-
rico de partida, ha concertado contemporáneamente importantes investigaciones4 sobretodo 
en torno a su posible aproximación empírica. Un referente ineludible es, sin duda, Measuring 
the Wealth of Nations: The Political Economy of National Accounts, de A. Shaikh y A. Tonak 
(1994). Estos esfuerzos han culminado en una serie de propuestas metodológicas para el aná-
lisis de las categorías marxistas a través del estudio del Sistema de Contabilidad Nacional (es-
tadísticas y/o cuentas nacionales).

En este marco, nuestro trabajo pretende poner de manifiesto la validez de la dinámica del 
descenso tendencial de la tasa de ganancia y su potencia argumentativa para caracterizar la ló-
gica del sistema de producción capitalista y sus relaciones causales desde el ámbito empírico. 
El periodo de estudio abarca la evolución de las economías de los países de la Unión Europea 
(15) y Estados Unidos de Norteamérica entre 1960 y 2010. Se considera, pues, que la pertinencia 
de nuestra contribución, al final, se traduce en aportar a la discusión elementos de contrasta-
ción empírica a uno de los apartados teóricos más importantes del aporte marxista: La Ley del 
Descenso Tendencial de la Tasa de Ganancia. Para este fin dicha tasa cualitativamente se des-
mantela en: i) la composición orgánica del capital;5 es decir, una dimensión de la disposición 
de los medios de producción en relación con la fuerza de trabajo; y ii) la tasa de plusvalía; es 
decir, la dinámica de la distribución del excedente; en otras palabras, la relación entre la plus-
valía (ganancia) y el capital variable (fuerza de trabajo). De este modo, mediante la adopción 
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de varios ajustes metodológicos, se intenta recrear empíricamente la propuesta teórica de Marx 
a través de la revisión del Sistema Nacional de Cuentas.

En concreto, este trabajo empírico procura dotar de ciertos medios (elementos analíticos) 
que posibiliten al final dar respuestas a: i) ¿es plausible corroborar una caída tendencial de 
la tasa de ganancia? Si es así ¿cuáles son las causas que explican ese descenso?, caso contra-
rio ¿qué argumentos soportan su estabilidad e, inclusive, su ascenso?; y ii) atendiendo a sus 
elementos constitutivos, ¿es posible determinar una tendencia a la mecanización del proceso 
productivo que se exprese finalmente en un aumento del peso del capital constante respecto al 
variable? De ser así, ¿cuáles son los efectos derivados en la productividad del trabajo y apro-
piación del excedente? y ¿cuáles son los impactos en términos de tasa ganancia? Se pone, en-
tonces, a prueba la hipótesis de que, en base al análisis empírico de las economías de la Unión 
Europea (15) y Estados Unidos de Norteamérica, se verifican una serie de elementos compa-
tibles con la formulación teórica de la Ley del Descenso Tendencial de la Tasa de Ganancia.

el concepto de tasa de ganancia en marx6

Para entender algunas de las premisas más importantes que sirven de soporte al análisis mar-
xista es necesario conceptualizar el proceso productivo desde su composición más básica. Así, 
tenemos que el esquema de fructificación capitalista queda genéricamente representado por 
d-m…p…m’-p’, donde una cantidad inicial de dinero (d) adquiere mercancías (m) cualitati-
vamente distintas que pasan a materializar medios de producción y fuerza de trabajo y que se 
combinan dentro del proceso productivo (p) dando como resultado una mercancía distinta 
(m’) poseedora de un valor nuevo que, en su fase de realización, se convertirá en un valor di-
nerario (d’) superior al inicial (d). El paso de m a m’; es decir, la creación de valor nuevo (plus-
valía, pv), materializa la fuente de la ganancia, de este modo Marx alude al fundamento de la 
acumulación capitalista: la búsqueda incesante de la ganancia en relación con el capital inver-
tido (adelantado); es decir, la tasa de ganancia (g’) o (d’-d)/d.

Como complemento de lo anterior, cabe detenernos en una diferenciación esencial que 
pasa por el carácter cualitativo de las mercancías que entran en el proceso productivo: medios 
de producción (mp) y fuerza de trabajo (ft). A la luz de la Ley del Valor de Marx, solamente 
la mercancía que tiene la capacidad de incrementar el valor del capital adelantado es la fuerza 
de trabajo (ft); es decir, el trabajo vivo que constituye el trabajo presente, líquido, no mate-
rializado en ningún proceso productivo. Consecuentemente todos los restantes componen-
tes plasmados en los medio de producción (mp) carecen de esta posibilidad aumentadora del 
valor convirtiéndose en únicamente trasmisores de su valor contenido. Por lo tanto, la obten-
ción de la plusvalía se dilucida en la mercantilización de la fuerza de trabajo conjuntamente 
con la colaboración indirecta de los medios de producción.

La fracción del capital adelantado que se destina a la adquisición de los medios de produc-
ción únicamente transmite su mismo valor a las nuevas mercancías (no contempla creación 
de valor alguno); sin embargo, la fracción del capital que se invierte en fuerza de trabajo re-
produce su mismo valor añadiendo un nuevo margen. La diferencia entre el capital adelan-
tado que se destina al pago de la fuerza de trabajo y lo que ésta realmente produce se conoce 
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con el nombre de plusvalía (pv) o, dicho de otro modo, la diferencia entre el trabajo produ-
cido y el trabajo sufragado por el capitalista es el trabajo no pagado que sintetiza la esencia de 
la explotación, elemento consustancial del sistema de producción capitalista. En apego a las 
posibilidades cualitativas del capital adelantado en medios de producción (mp) y fuerza de 
trabajo (ft) se denomina, respectivamente, capital constante (c) y capital variable (v). La rela-
ción entre estas dos expresiones, dentro del proceso productivo, se conoce bajo el nombre de 
composición orgánica del capital o c/v, aludiendo a las condiciones técnicas bajo las cuales se 
combinan los medios de producción y el trabajo.

Hasta aquí hemos presenciado el ciclo de producción capitalista de manera esquemática 
bajo una perspectiva estática, no obstante como lo afirma Gill (1996) «la observación de la 
instantánea (fotográfica) de la producción del valor debe completarse con la visión de la pelí-
cula de su reproducción ininterrumpida» (p. 312); es decir, cabría entender al funcionamiento 
del sistema capitalista al amparo de su representación dinámica de la realidad que visibilice el 
movimiento contenido en sus fuerzas.

Esta concepción holística del proceso productivo que involucra a la creación permanente 
de un nuevo excedente (plusvalía) capaz de regenerarse, asume intrínsecamente el hecho de 
que el circuito d-m…p…m’-d’ tiene que ser renovado y además, forzosamente, ampliado. Así, 
después de la reposición de los medios consumidos,7 una parte del excedente (plusvalía) se en-
cuentra obligada a alimentar al siguiente proceso productivo configurándose su crecimiento 
o reproducción ampliada. Esta afirmación se sostiene bajo el hecho de que el capital, en cual-
quiera de sus expresiones (en este momento dineraria), no tiene otra finalidad que ser fructi-
ficado por la acción del capitalista. Aparentemente el destino del excedente obedece a la volun-
tad de los capitalistas (inversores); sin embargo, la presión de la competencia juega un papel 
decisivo que, al final, marca los patrones conductuales de las: i) reinversiones (nueva acumu-
lación); y ii) consumo improductivo. Concretamente, el circuito d1-m1…p1…m1’-d1’ se con-
vertirá en d2-m2…p2…m2’-d2’, manteniendo su carácter general, cuando d2>d1.

Una vez conocidos estos antecedentes estamos en condiciones de abordar el análisis de la 
tasa de ganancia (eje teórico vertebrador de nuestra investigación). La tasa de ganancia, con-
cebida genéricamente en términos de la relación entre un capital cualquiera y su correspon-
diente fructificación o rendimiento es, sin duda, el móvil de la acumulación, se constituye en 
sí misma su fuerza motriz, es, dicho de otro modo, el estimulante de la producción. Por esta 
razón, el índice de movilidad de los capitales para desplazarse intra o intersectorialmente de 
los espacios con bajas tasas de beneficio a aquellos que ofrecen beneficios mayores configura 
una condición de estabilidad sistémica. Así, una rama o sector que tiene una producción so-
breabundante tendrá, consecuentemente, problemas de realización que, pensando sobre los 
precios de mercado, originará localmente una disminución de la tasa de ganancia efectiva-
mente realizada. En consecuencia, los capitales se verán motivados a orientarse hacia otras 
ramas o sectores teniendo por efecto una reproducción reducida del capital y, finalmente, una 
disminución de la producción en la rama inicialmente excedentaria. Si esta reducción es, por 
ejemplo, excesiva, los precios de los bienes o los servicios, bajo la lógica de la oferta y demanda, 
tienden a aumentar y con ellos su tasa de ganancia, lo que estimulará (nuevamente) la reubi-
cación de los capitales en procura de su mejor fructificación.
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No obstante, volviendo a la noción clásica de la tasa de ganancia de Marx, el valor final total 
del proceso productivo es V=c+v+pv, donde el valor total (V) que corresponde a la suma de 
los capitales constante (c) y variable (v) más la plusvalía (pv). Por lo tanto la tasa de ganan-
cia (g’) puede expresarse en términos de pv/(c+v). Cabe mencionar que, conforme con la Ley 
del Valor de Marx, la única fracción de capital creadora de valor nuevo es la fuerza de trabajo 
o capital variable (v), por lo tanto la evolución de la tasa de ganancia pasa a depender de la 
proporción relativa del capital constante o medios de producción (c) y el capital variable o la 
fuerza de trabajo (v); es decir, de la composición orgánica del capital (c/v).

Otra consideración importante se desprende del hecho de que cuanto mayor sea la propor-
ción del capital variable (única fuente de creación) que genera efectivamente valor nuevo res-
pecto de su costo, mayor será la extracción de plusvalía en relación con todo el capital. Dicho 
de otra forma, cuanto más grande sea la brecha entre el trabajo producido y el trabajo real-
mente pagado, en relación con el capital invertido, mayor será la tasa de ganancia. La propor-
ción, cuota o tasa de plusvalía (pv’), por tanto, se manifiesta a través de la relación entre la masa 
de plusvalía (pv) y el elemento que lo genera; es decir, el capital variable (v) siendo pv’=pv/v. 
Así la relación entre la plusvalía y la ganancia es positiva. Así tenemo la Tasa de plusvalía-tasa 
de ganancia (Gill, 2002, p. 213):
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Así, la tasa de ganancia (g’) mantiene una relación positiva con la tasa de plusvalía (pv’) e in-
versa con la composición orgánica del capital (c/v). La noción de tasa de plusvalía pv/v (o 
dicho a la inversa, el salario relativo, v/pv), pone de relieve que lo más importante en el capi-
talismo no es la evolución del salario nominal —el precio de la fuerza de trabajo en moneda 
nacional— ni la del salario real —el precio nominal de la fuerza de trabajo en relación con el 
precio de las mercancías que consumen los trabajadores—, sino el peso relativo de la plusva-
lía y salarios cuya inversa es el salario relativo —el ratio que pone en relación el salario con la 
ganancia o plusvalía—, (Arrizabalo, 2014, p. 326).

Siguiendo lo anterior, cabe destacarse que el salario real podría experimentar, sin problema, 
ciertos momentos de crecimiento; sin embargo, un incremento del salario relativo supondría 
poner el riesgo la misma continuidad del proceso de acumulación y reproducción del capitalismo, 
por cuanto ello constituye una imposibilidad sistémica. Esta concepción sobre las limitaciones 
del salario constituye en sí mismo uno de los elementos centrales del planteamiento marxista.

ley del descenso tendencial dela tasa de ganancia y sus causas

El proceso dinámico de producción (re-producción) capitalista se soporta sobre el hecho de que 
una parte de la plusvalía obtenida, obligatoriamente, tiene que materializarse en nuevo capital 
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(capitalización de la plusvalía), lo que supone una nueva asignación eficiente para adquirir me-
dios de producción (capital constante) y fuerza de trabajo (capital variable). Esta tendencia de 
movimiento continuo configura dos efectos: i) inestabilidad en las proporciones del capital cons-
tante y variable; y ii) posiblemente la más importante, la sustitución continua de la fuerza de tra-
bajo por medios de producción.8 Esta última aseveración, además, ratificada por Katz (2002).

Marx sostiene que, en el contexto del sistema de producción capitalista, existe una mar-
cada tendencia a la acumulación de los capitales, así como también, paralelamente, subsiste la 
propensión al alza de la composición del capital. Por lo tanto, es claro que si c/v tiende a in-
crementarse, la relación pv/(1+(c/v)) decrecerá.

La sustitución de fuerza de trabajo por medios de producción fundamenta la continua meca-
nización del proceso de producción a efectos de mejorar los niveles de productividad con el obje-
tivo de maximizar el beneficio y así fructificar al capital. Este principio marca una de las pautas 
consustanciales para el sistema de producción capitalista: su mecanización creciente. No obstante, 
el hecho de que el propio sistema capitalista disminuya, en términos relativos, a la única fuente 
de creación de plusvalía, el trabajo humano, constituye una de sus mayores contradicciones, ya 
que la creación de plusvalía no es fruto del consumo de los dos tipos de mercancías (fuerza de 
trabajo y medios de producción), sino solamente de la acción directa del trabajo vivo.

En palabras más simples. Si suponemos, por ejemplo, que la tasa de plusvalía (pv’) perma-
nece constante, la tasa de ganancia (g’) varía en sentido inverso a la composición orgánica del 
capital (c/v); es decir, si ésta tiende a crecer, la tasa de ganancia caerá. Sin embargo, conocemos 
que la composición orgánica del capital tiende a crecer en el curso del desarrollo capitalista, por 
lo tanto, debe existir al menos una tendencia compensadora para evitar que la tasa de ganancia 
(g’) descienda efectivamente. Esta premisa constituye uno de los aportes más importantes del 
cuerpo teórico de Marx: la tendencia secular del descenso de la tasa de ganancia.

Con la progresiva disminución relativa del capital variable con respecto al capital constante, 
la producción capitalista genera una composición orgánica crecientemente del capital global, 
cuya consecuencia directa es que la tasa del plusvalor, manteniéndose constante el grado de 
explotación del trabajo e inclusive si éste aumenta, se expresa en una tasa de ganancia cons-
tantemente decreciente […]. (Marx, 1894, p. 271)

Según la tradición marxista clásica, la Ley del Descenso Tendencial de la Tasa de Ganancia 
subsiste sin cesar; sin embargo, no se materializa forzosamente en la realidad por un descenso 
efectivo, esto como resultado de ciertos efectos que pueden contrarrestar esta tendencia.9 Bajo 
este argumento se afirma que esta tendencia expresa un conjunto de relaciones entre la acu-
mulación de capital, la composición orgánica del capital, los progresos en la productividad del 
trabajo y el grado de explotación de la fuerza de trabajo.

causas contrarrestantes de la ley del 
descenso tendencial de la tasa de ganancia

A efectos de evitar la caída efectiva de la tasa de ganancia, como derivación del aumento 
de la composición orgánica de capital que, dicho sea de paso, materializa el progreso de la 
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productividad social, existen ciertas influencias que permiten que esta ley se manifieste de ma-
nera tendencial; es decir, que sea plausible considerar que su descenso se mantenga contenido 
debido a circunstancias contrarrestantes. En este sentido, Katz (2002) afirma:

Marx puntualizó al mismo tiempo la existencia de seis fuerzas compensatorias de este pro-
ceso. El aumento del grado de explotación (plusvalía absoluta obtenida a través de la inten-
sificación o prolongación de la jornada de trabajo), la reducción del salario por debajo de 
su valor, el abaratamiento del capital constante (derivado de la depreciación del capital exis-
tente), la superpoblación relativa (abundancia del trabajo asalariado disponible para incre-
mentar la explotación o reducir el salario), el comercio exterior (favorable a los países desa-
rrollados mediante el abaratamiento de las materias primas y los bienes de consumo de los 
asalariados) y el aumento del capital por acciones (cuyos dividendos permiten ganancias ex-
traordinarias). Marx destacó, además, que el incremento de la capacidad productiva, del vo-
lumen de las ventas y de la masa total de ganancias contrarrestan, pero no revierten la caída 
de la tasa de beneficio. (p. 6)

De esta manera, ante una caída tendencial de la tasa de ganancia los capitalistas se manten-
drán obligados a reaccionar en varios sentidos, por ejemplo, un aumento de sus esfuerzos con 
el fin de restablecer la rentabilidad de sus negocios a través de elevar la productividad laboral 

—reorganización de la tareas, incremento de los ritmos, acrecentamiento de las labores de ins-
pección, disminución de los tiempos de descanso, relajamiento de las normas de seguridad e 
higiene—, así como también la exigencia de un marco legislativo favorable a los empleadores/
capitalistas —congelamientos salariales, reducción de la reglamentación laboral, eliminación 
del derecho a huelga, caída del salario mínimo—, etc. Además, es posible diferenciar las con-
tratendencias que apuntan en los dos sentidos: la extracción de plusvalía (explotación y sobre-
población) de los que procuran una baja composición orgánica del capital (su abaratamiento) 
o, un tercer escenario alternativo, que contendría a la convergencia de estos dos vectores (la 
palanca del comercio exterior).10

A nuestro entender, la materialización de estas fuerzas contrarrestantes termina con-
cretándose, en última instancia, mediante: una desvalorización del capital constante, el uso 
del comercio exterior, el aumento del capital por acción y/o, fundamentalmente, la presión 
sobre el grado de explotación (pv’) que relaciona el valor creado con su fuerza creadora (en 
valor) de pago. Así, el aumento del nivel de explotación se sujetaría, por tanto, a dos ver-
tientes: i) a través del incremento de la plusvalía absoluta que consiste en la reducción de 
salario por unidad de tiempo que bien podría establecerse al aumentar la jornada laboral o 
al disminuir el salario; es decir, propender a un aumento relativo de plustrabajo;11 y ii) me-
diante la ampliación de la plusvalía relativa que radica en el aumento en la productividad 
de los trabajadores que, evidentemente, disminuye el tiempo de trabajo utilizado para la re-
tribución de los salarios aumentando, igual que en el caso anterior, el peso relativo del plus-
trabajo en la jornada laboral.12

En esta perspectiva, recordando la formulación genérica de la tasa de ganancia g’=pv’(1+(c/v)) 
podemos situar la discusión sobre un requisito indispensable para, al menos, impedir el descenso 
de la tasa de ganancia: el aumento de la tasa de plusvalía debe contrarrestar (o ser mayor) al in-
cremento de la composición orgánica del capital. Formalizando esto tenemos:
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Resumiendo esta contradicción de manera más simple, la problemática de la caída tendencial 
de la tasa de ganancia radica sobre el hecho de que cada vez existen más presiones sobre la ob-
tención de plusvalía (pv) a la par de que se minimiza el trabajo que la genera (v).

La tasa de ganancia no disminuye porque el trabajo se haga más improductivo, sino porque se 
torna más productivo. Ambas cosas, tanto el aumento en la tasa del plusvalor como la baja en 
la tasa de ganancia, sólo son formas particulares mediante las cuales se expresa en el modo ca-
pitalista de producción la creciente productividad del trabajo. (Marx, 1867, p. 307)

Hasta aquí, de manera breve, hemos tratado de sintetizar algunos de los aportes más relevantes 
de la Ley del Descenso Tendencial de la Tasa de Ganancia —en su estado más puro— de cara 
al análisis aplicado/estadístico. Consideramos, además, que es menester aclarar que la discu-
sión teórica tiene un recorrido muy rico en tanto a sus debates, elementos explicativos y rela-
ciones causales;13 no obstante, este primer acercamiento conceptual, sin que de modo alguno 
se encuentre zanjado,14 permite ubicar algunas herramientas analíticas que constituyen insu-
mos indispensables para hilar el trabajo aplicado.

TRABAJO APLICADO: MARCO METODOLÓGICO 

Y CONSTRUCCIÓN DE EQUIVALENCIAS

En primer lugar, es imperativo explicitar los aspectos que, en estricto apego a los objetivos de 
nuestro trabajo de investigación, se excluyen: i) la reacomodación del cuerpo teórico de Marx 
en vista de la multiplicidad de debates académicos surgidos a raíz del problema de la extrapo-
lación de los datos de las cuentas nacionales hacia las categorías marxistas; ii) una recomposi-
ción de las cuentas nacionales en estricto apego a los fundamentos de la teoría marxista; y iii) 
una explicación exhaustiva sobre la evolución de los bloques económicos examinados. La ex-
plicación de los aspectos (excluidos) i y ii que, evidentemente no son menos importantes, res-
ponde a que la intención primaria del trabajo aplicado es, a partir de los supuestos neoclási-
cos que sirven de base para la construcción de las cuentas nacionales, encontrar elementos de 
contrastación empírica compatibles con la propuesta de la Ley del Descenso Tendencial de la 
Tasa de Ganancia de por Marx. Ello, a primera vista, no está exento de controversias; sin em-
bargo, consideramos que a través del uso de las herramientas disponibles en las cuentas na-
cionales y mantenidas, por así decirlo, en su estado más puro —es decir, sin mayores arreglos 
o contaminaciones—, existe el potencial analítico para generar algunas explicaciones o apro-
ximaciones sobre la dinámica capitalista. En lo relativo a la exclusión iii, debemos afirmar que 
si bien la acotación del trabajo aplicado exige remitirnos de manera tangencial a algunas re-
ferencias históricas muy generales debido a la heterogénea composición de los bloques —es-
pecialmente en alusión al bloque de la Unión Europea (15)—; en rigor, una explicación (más) 
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específica desbordaría el carácter generalizante de las dinámicas explicativas de ambas econo-
mías que, intencionalmente, se pretende abordar.

En segunda instancia, la variable de estudio constituye, pues, la tasa de ganancia y, por 
tanto, eje transversal de nuestro análisis. Este baremo, en tanto indicador, acorde al plantea-
miento teórico marxista, como se ha afirmado, determina las pautas del proceso de acumu-
lación. Así, entonces para abordarlo se plantea la construcción de varios indicadores para las 
economías de los países de la Unión Europea (15) y de los Estados Unidos de Norteamérica 
durante el periodo de tiempo 1960-2010. Éstos, construidos a partir de la contabilidad nacio-
nal, pretenden reflejar aproximaciones a las categorías marxistas, realizadas mediante la adop-
ción de varios arreglos metodológicos.

Siguiendo la propuesta de Shaik (1984), instrumentalmente el concepto de tasa de ganancia 
(en general) y los demás elementos analíticos (en particular) pueden ser estudiados (observa-
dos) a través de sus equivalentes relativos, siendo: la masa del excedente bruto de explotación 
(ebe) como un indicador de la masa de plusvalía (pv), la masa de remuneraciones de los asala-
riados (ra) como una aproximación del capital variable (v), el stock neto de capital (K) como 
un indicador congruentemente compatible con la categoría de acervo de capital (c) y, además, 
el número de trabajadores (l) que, evidentemente, no contempla arreglo alguno. A partir de 
ello se calculan los índices: la tasa de beneficio15 (ebe/K) como un proxy de la tasa de ganancia 
(g’), (k/l) como un proxy de nivel de capitalización de la economía,16 (l/pib) como un acerca-
miento a la productividad del trabajo, (ebe/pib) como una representación de la pugna distri-
butiva o su opuesto (ra/pib) que encarna el concepto de salario relativo, y (ebe/ra) como una 
medición cercana de la tasa de plusvalía (pv’). Con base en el análisis de la evolución de estos 
indicadores se concretan varias reflexiones intentando aportar elementos de discusión de cara a 
los postulados propuestos por Marx en la Ley del Descenso Tendencial de la Tasa de Ganancia.

A la luz de esta propuesta de tratamiento empírico, surgen inmediatamente varias interro-
gantes: ¿Es posible, a través de la contabilidad nacional, considerando las limitaciones metó-
dicas, metodológicas y de fundamentación, abordar un análisis riguroso de las categorías pro-
puestas por Marx? Es decir, a través de las cuentas nacionales, ¿es factible visibilizar los aportes 
teóricos marxistas contenidos en la Ley del Descenso Tendencial de la Tasa de Ganancia? o, 
atendiendo estas incompatibilidades, ¿es susceptible la adopción de instrumentos metodoló-
gicos que aproximen la información contenida en las estadísticas nacionales a los postulados 
marxistas? En efecto. No obstante, la admisión de estos mecanismos de translocación supone 
inconvenientes no menores; aunque consideramos de obligatorio cumplimiento sobre todo si 
se trata de encarar un análisis empírico basado en las estadísticas convencionales.

Ciertamente, la más importante incompatibilidad, y por tanto todas sus derivaciones me-
todológicas, se concreta en torno al presupuesto teórico (analítico) de partida que sustenta la 
base de toda la información contenida en las cuentas nacionales17 que, claramente, no es com-
patible con la formulación marxista por cuanto desde el universo neoclásico, desde donde se 
articula la contabilidad nacional, se advierte que los factores productivos —por citar: tierra, 
capital y trabajo— reciben el equivalente justo de sus aportes dentro del proceso productivo; 
esta fundamentación keynesiana deja de lado la noción de explotación propuesta por Marx que, 
por citarlo brevemente, rebela la existencia de un valor no pagado (expropiado) al trabajador 
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que, por tanto, es apropiado por el capitalista.18 Por consiguiente, la contabilidad nacional no 
realiza (ni necesita tampoco) distinciones entre: trabajo productivo e improductivo, valor ca-
pitalista y no capitalista, actividades mercantiles y no mercantiles, que constituyen, pues, in-
sumos primordiales del análisis marxista. No obstante, existen varios arreglos metodológicos 
que razonablemente permiten una cierta aproximación de las estadísticas nacionales a las ca-
tegorías estudiadas por Marx. Este proceso de transición exige asumir, indefectiblemente, cier-
tos desfases gestionados de manera controlada.

En atención a lo que sostiene Shaikh (2011) respecto de las limitaciones del uso de fuentes 
o estadísticas convencionales,19 estamos de acuerdo en que si bien existe una diferencia siste-
mática entre la estructura teórica de análisis neoclásico y la del análisis marxista (más orto-
doxo), es comprensible que en la trayectoria de lo abstracto hacia lo concreto esta diferencia 
sea (relativamente) infranqueable; sin duda, los principios, métodos y categorías son diferen-
tes, el propósito en sí mismo es distinto, por definición el resultado final será necesariamente 
diferente; no obstante, consideramos que en vez de despreciar esta fuente de información se 
podría llevar a cabo un replanteamiento del análisis a fin de convertirlo en un instrumento 
capaz de rebelar algunas relaciones del sistema capitalista de producción. De esta manera se 
vislumbra, en principio, una posibilidad real a la hora de utilizar la información (intacta) de 
las cuentas nacionales para el análisis marxista.

Otro argumento que apuntala el uso de las cuentas nacionales y sus relativas consonancias 
con el análisis marxista, se fundamenta en base a la descripción del ciclo del capital produc-
tivo realizado por Shaikh (1984), que propone, en un primer nivel de abstracción —es decir, 
como punto de partida—, la posibilidad de relacionar al capital variable (vm) con la masa sa-
larial (racn) y a la plusvalía (pvm) con las rentas del capital (ebecn). Ello supone una relación 
de equivalencia de la tasa de plusvalía pv’m = (pv/v) con la razón ganancia salario20 φcn=(ebe/
ra). De este modo, puede establecerse que pv’≈ φcn. Donde los subíndices M representan las 
tesis marxistas y los subíndices cn las medidas de las cuentas nacionales —la revisión deta-
llada de estos conceptos y el marco general se verán más adelante—. Es importante mencio-
nar, además, que los subsecuentes análisis llevados adelante por Shaikh (1984), a partir de esta 
primera consideración, concluyen en un proceso de disgregación extremadamente minucioso 
lo que permite (al final) que las cuentas nacionales se aproximen con mayor corresponden-
cia a las categorías marxistas.21 No obstante, la intencionalidad particular de este trabajo de 
investigación empírica, plantea el uso de la contabilidad nacional en su estado más puro para, 
a partir de ello, llegar a inferir algunas compatibilidades con Ley del Descenso Tendencial de 
la Tasa de Ganancia. La utilización de las cuentas nacionales como elementos de referencia, 
dentro del análisis marxista, ha concertado la atención de varios investigadores cuyos trabajos 
han culminado en tesis doctorales; véase Guerrero (1989), Cámara (2003) y Mateo (2007). Del 
mismo modo, podemos encontrar publicaciones que contienen aportaciones y debates en el 
sentido teórico y del tratamiento empírico. Algunos referentes son: Shaikh, A. (1984), Mandel, 
E. (1985), Katz C. (2000), Tomé, J. P. M. (2007), Cámara I. y Mariña F. (2010), Heller, P. (2011), 
Maito, E. E. (2014), entre otros.

Por otro lado, a fin de desplegar el trabajo empírico se ha considerado apropiado uti-
lizar la fuente estadística ameco22 en virtud de varias ventajas: i) contiene las bases de datos 
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macroeconómicos, con una periodicidad anual, gestionada por la Dirección General de la 
Comisión Europea para Asuntos Económicos y Financieros (dg ecfin); ii) ofrece series tem-
porales desde 1960; y iii) recoge la información de los bloques económicos norteamericano y 
europeo (15) lo que constituye un marco de comparación y, posteriormente, de generalización. 
Concretamente, y en función de las consideraciones anteriores, se plantea asumir los siguientes 
supuestos: i) la masa del excedente bruto de explotación (ebe) puede mantener mayoritariamente 
similitudes con la masa de las rentas del capital; es decir, con la plusvalía (pv); ii) la masa de re-
muneraciones de los asalariados (ra) puede reflejar similitudes importantes con el capital varia-
ble (v); y iii) el stock neto de capital puede ser congruentemente compatible con la categoría de 
acervo de capital (c). Estas tres consideraciones metodológicas (de partida) se plantean con la pre-
tensión de utilizar la contabilidad nacional pura con el fin (pretendido) de compatilibilizarla con 
la Ley del Descenso Tendencial de la Tasa de Ganancia para así advertir el carácter de su vigencia.

Por último, es necesario precisar categóricamente que a través de estos supuestos simpli-
ficadores, que soportan al consecuente análisis empírico, se asumen ciertas premisas que son, 
obviamente, potencial fuente de discusión. No obstante, la adopción de estas condiciones de 
partida permite una aproximación razonablemente fiable a los postulados propuestos por Marx 
que, de otra forma, no serían posibles.

tasa de acumulación de la economía: 
inversión vs stock de capital (fnkf/k)

Con el fin de estructurar un análisis pretendiendo un cierto grado de complejidad en cada una de 
las explicaciones proponemos, en primera instancia, introducir el estudio de la tasa de ganancia 
revisando un primer elemento determinante: el ritmo de acumulación23 o velocidad de regenera-
ción del sistema de producción desde las perspectivas de la inversión, el stock de capital y el pib.

La capacidad de acumulación (regeneración) del sistema de producción capitalista puede 
aproximarse mediante el comportamiento de la tasa de acumulación que sintetiza la relación 
entre la formación neta de capital fijo (fnkf) con el stock de capital (k); es decir, la cantidad 
de recursos empresariales que se inyectan en la economía en relación con el capital acumu-
lado (ver Figura 1).

De lo observado se desprenden dos indicios. Por un lado se visibiliza, para el caso de ambos 
bloques económicos, la sensibilidad de la tasas de acumulación a los ciclos económicos evi-
denciando la variabilidad de la aceleración del proceso productivo. En segunda instancia, se 
constata un descenso tendencial de las tasas de acumulación a largo plazo (líneas segmenta-
das) aunque con una pendiente mucho más pronunciada para el caso de la economía de la 
ue-15. Estas aseveraciones pueden entenderse a la luz de la evolución de las tasas promedio 
(decenales) de acumulación. Así en los países de la ue-15 presenciamos cinco décadas de des-
censo ininterrumpido durante los años 60 (4,76%), 70 (4,34%), 80 (2,42%), 90 (2,26%) y dos 
mil (2,04%). De manera similar, aunque con una caída más tenue, durante tres de sus prime-
ras cinco décadas, la economía norteamericana experimenta, un descenso tendencial de sus 
tasas promedio de acumulación a lo largo de los años 60 (2,77%), 70 (2,76%) y 80 (2,46%). 
No obstante, en la década de los 90 la tasa de acumulación promedio (2,64%) rompe su ciclo 
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decreciente en relación a sus tres décadas anteriores como resultado de tasas ascendentes re-
gistradas desde 1991 hasta 1999; sin embargo, una nueva tendencia decreciente hace su apa-
rición en la década de los dos mil exceptuando el periodo 2003-2005, que recoge un creci-
miento de estas tasas; sin embargo, la década del dos mil, vista desde una panorámica decenal, 
supone un proceso de caída del ritmo de acumulación. Dicho esto, en principio, podemos co-
rroborar que la economía norteamericana mantiene una caída tendencial de su tasa de acu-
mulación en cuatro de sus cinco décadas.

Concretamente, a la luz de estos resultados, para ambos bloques, se detecta, al menos en 
principio, ciertas pautas que determinan una marcada incapacidad del sistema de producción 
capitalista para re-generar condiciones estables (aún más crecientes) de acumulación. Esta afir-
mación sienta un primer e importantísimo precedente.

TASA DE ACUMULACIÓN DE LA ECONOMÍA: 

PIB VS. INVERSIÓN (FNKF)24

Como complemento del análisis del apartado anterior, consideramos pertinente, además, abor-
dar una segunda discusión respecto del ritmo de acumulación pero desde otra perspectiva 
que parte de la relación entre el comportamiento del pib y la fnkf —entendida, para el efecto, 
como un vector de inversión empresarial—. Retomando el hecho de que la lógica del sistema 
de reproducción capitalista entraña que, una vez que se reponen los medios consumidos en 
el proceso productivo; es decir, la fuerza de trabajo y los medios de producción, el residuo re-
sultante (excedente) tiene dos alternativas: canalizarse hacia un consumo improductivo o re-
invertirse como nuevo capital y es, precisamente, en el proceso de reinversión donde se funda 
uno de los principios esenciales de la acumulación capitalista que concreta no solo el ánimo 
productivo de los capitales, sino, además, la presión competitiva entre ellos.
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Figura 1. Tasas de variación interanual del pib y de la formación neta de capital fijo (FNKF), UE-15

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de ameco.
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La importancia del vector formación neta de capital (fnkf) radica en que, de algún modo, 
éste condensa el movimiento empresarial en tanto representa la masa de recursos reinverti-
dos efectivamente en la economía por parte de los capitales. Complementariamente, otro de 
los termómetros del crecimiento de la actividad económica es, cotidianamente, la evolución 
del pib. Ambos indicadores proveen, también, una aproximación al proceso de reproducción 
y acumulación del capital (ver Figura 2).

De la observación anterior, podemos intuir, en términos de evolución del pib, respecto de 
la economía de los países de la Unión Europea (15), tres premisas: i) la presencia de periodos 
de crisis lo que manifiesta, de alguna manera, la incapacidad del sistema de producción capi-
talista para mantener un crecimiento equilibrado de largo aliento, así se confirma en 1975, 1993, 
2009 y 2012 (crisis derivada de 2009); ii) los procesos de recuperación de las crisis se mani-
fiestan cada vez menos intensos —expresado en la tasa de variación interanual promedio de 
los tres años de recuperación—, así, el periodo de crisis de 1975 lleva aparejado un 3,42%, el de 
1993 un 2,32%, el de 2009 un 1,02% y el de 2012 (sin datos disponibles); y iii) se vislumbra un 
posible declive (tendencial) de las tasas de variación interanual a lo largo de toda la serie —vi-
sibilizado con la línea segmentada de color negro— evidenciada, además, por las tasas prome-
dio para las décadas de los 60 (4,78%), 70 (3,49%), 80 (2,30%), 90 (2,30%) y del dos mil (1,51%).

Por el lado de la formación neta de capital fijo (fnkf) es posible detectar, en atención a la 
misma tabla, ciertas similitudes (gráficas) en relación a la evolución del pib, por lo tanto, las 
reflexiones anotadas (en el párrafo anterior) potencialmente son extrapolables. Por otro lado, 
en atención a los datos examinados se intuye, nuevamente, una dinámica de acumulación con-
tradictoria con crecientes dificultades conforme lo manifiestan las tasas de crecimiento inte-
ranual promedio durante las décadas de los 60 (5,96%), 70 (2,24%), 80 (2,62%), 90 (2,54%) y 
del dos mil (0,77%). Adicionalmente, la fnkf parece revelar mayor volatilidad además de un 
cierto grado de anticipación —en relación con las variaciones del pib— lo que, a nuestro jui-
cio, podría suponer la medida en que la inversión empresarial (fbkf) guía las pautas del pro-
ceso de acumulación (ver Figura 3).

Partiendo de estas observaciones, se pueden apuntar varios hechos suscitados en la econo-
mía norteamericana en relación con la evolución del pib: i) se suscitan periodos de crisis con 
alguna periodicidad independientemente de su contundencia, ello se manifiesta claramente 
en 1973-1974, 1980, 1982, 1991 y 2008-2009; ii) los procesos de recuperación de estas crisis se 
manifiestan con menor intensidad —expresado en la tasa de variación interanual promedio de 
los tres años de recuperación—, así, el periodo de crisis de 1973-1974 lleva aparejado un 5,23%, 
el de 1980 y 1982 un excepcional25 5,27%, la de 1991 un 3,46% y la de 2008-2009 un 2,13%; y iii) 
existe una bajada tendencial de las tasas de variación interanual a lo largo de toda la serie —
visibilizado con la línea segmentada en color gris— evidenciado, además, en las tasas prome-
dio de las décadas de los 60 (4,69%), 70 (3,32%), 80 (3,04%), 90 de forma contratendencial26 

(3,21%) y del dos mil (1,73%).
Considerando a la formación neta de capital fijo (fnkf) como un vector de inversión, es 

posible determinar tentativamente, en atención a la misma tabla, ciertos patrones de compor-
tamiento comunes en relación a la evolución del pib, así las premisas anotadas (párrafo ante-
rior) son, de algún modo, replicables. Del mismo modo atendiendo a los datos se evidencia, 
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igual que en la economía de la ue-15, una posible dinámica de acumulación contradictoria 
que denota dificultades crecientes. Así lo reflejan las tasas de crecimiento interanual promedio 
que muestran un tendencial descenso en las décadas de los 60 (5,62%), 70 (4,41%), 80 (2,69%), 
90 de forma extraordinaria27 (5,73%) y del dos mil (-0,36%). Adicionalmente, la fnkf revela 
mayor nivel de volatilidad sumado a un cierto grado de anticipación (en relación con las va-
riaciones del pib) lo que, a nuestro juicio, podría explicar, en alguna medida, que las pautas del 
proceso de acumulación vienen marcadas por el compás de la inversión empresarial (fbkf).
Concluyentemente, es posible apuntar tres elementos comunes que se destacan en ambos blo-
ques económicos: En primera instancia, se constata la presencia de las crisis con una cierta 
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regularidad; además, en una segunda instancia, se aprecia el hecho de que el ritmo de acu-
mulación (expresado como un símil de la evolución del pib y fnkf) tiende a ralentizarse. 
Adicionalmente, un tercer elemento, sin duda gravitante, parte del hecho de evidenciar la pre-
sencia de periodos de crisis cada vez más profundas. Ello se traduce, de alguna manera, en la 
incapacidad del sistema de producción capitalista para lanzar y relanzar el proceso de acumu-
lación de forma sostenida, no solo por la presencia de crisis con determinada regularidad, sino 
también debido a procesos de acumulación cada vez con mayores dificultades.

RENTABILIDAD Y TASA DE BENEFICIO

Una vez revisadas ciertas pautas del proceso de acumulación pasemos al estudio de los com-
ponentes de la tasa de beneficios sin perder de vista la premisa del apartado anterior: las eco-
nomías de la ue-15 y usa muestran evidencias de su incapacidad para lanzar y relanzar el pro-
ceso de acumulación del capital de forma sostenida. Haciendo una breve recapitulación de 
los postulados marxistas, tenemos que la tasa de ganancia se encuentra definida por: g’= pv/
(c+v) o g’=pv’/(1+(c/v)).

Adicionalmente, en el marco de la contabilidad nacional, la tasa de beneficio28 se define 
como: ∏=ebe/k, donde ∏ es la tasa de beneficio, ebe es el excedente bruto de explotación o 
las rentas del capital y K es el stock de capital y, como se verá más adelante, L es número de 
trabajadores. De este modo la tasa de beneficio representa una medida de los beneficios que 
captan las rentas del capital en relación al conjunto de inversiones que dispone una economía 
(capital fijo). Siguiendo esta formulación inicial, la tasa de beneficio (∏) puede desagregarse 
de acuerdo a Shaikh (1984) de la siguiente manera:
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De la expresión anterior se deriva el hecho de que la tasa de beneficio (∏) se encuentra com-
puesta por tres elementos: i) el ebe/pib que materializa, de algún modo, la lucha de clases o 
pugna distributiva por la apropiación de las rentas o lo que es su inversa: el salario relativo (ra/
pib); ii) un índice (pib/l) que refleja una virtual aproximación al concepto de productividad de 
la fuerza de trabajo;29 y iii) un indicador (k/l) que manifiesta, en alguna medida, el proceso de 
capitalización del proceso productivo; es decir, el grado o nivel de mecanización de la economía.
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Como se aprecia, a través del cálculo derivado, la tasa de beneficio (∏) se moverá: i) en el 
mismo sentido que la pugna distributiva o distribución funcional de la renta favorable al ca-
pital (ebe/pib) y, además, en consonancia con la productividad laboral (pib/l); y ii) en sen-
tido inverso a la mecanización del proceso productivo (k/l) o la cantidad de capital requerida 
por trabajador. Así, diríamos que la evolución de la tasa de beneficio, según la formulación de 
Marx, responde a la convergencia de estos tres comportamientos de forma simultánea, tal es 
así que, por ejemplo, una tendencia materializada en un proceso de mecanización creciente 
(k/l) haría descender la tasa de beneficio (∏) siempre y cuando tanto la distribución funcio-
nal de la renta (ebe/pib) como la productividad laboral (pib/l) de forma conjunta no gene-
ren efectos contrarrestantes; es decir, que el aumento de (k/l) sea mayor que los incrementos 
agregados de (ebe/pib) y (pib/L), o dicho formalmente que ∂∏/∂c/v > ∂∏/(∂ebe/pib) y ∂∏/
(∂pib/L). Esta reflexión supondría, por ejemplo, que en un escenario de mecanización cre-
ciente, con procesos de aumento de la productividad laboral (en menor medida), requiera ne-
cesariamente de ajustes (o presiones) sobre la esfera distributiva a fin de neutralizar una inmi-
nente caída de la tasa de beneficio. De este modo, inclusive si el efecto sobre el componente 
distributivo es lo suficientemente contundente como para anular el aumento neto de la meca-
nización —es decir, una vez imputado el efecto del incremento de la productividad laboral— 
la tasa de beneficio podría experimentar una evolución en ascenso.

La propuesta global de Marx afirma, en concreto, que es plausible sostener tasas de beneficio en 
niveles estables (inclusive al alza) en un contexto de mecanización creciente siempre y cuando exis-
tan dos condiciones: i) un incremento de la productividad del trabajo; y ii) sobretodo una recom-
posición (reorganización) de las rentas (cada vez más) favorables hacia el capital. Evidentemente, 
estas dos fuerzas «contrarrestantes» deben ser cada vez más potentes (ver Figura 4).

En atención a los datos, es posible apuntalar dos indicios: i) el comportamiento de las tasas 
de beneficio en ambas economías mantiene ciertas características de homogeneidad lo cual 

Figura 4. Evolución de la tasa de beneficio (%), ue(15) y ee. uu.

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de ameco.
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supone que, en el marco de la economía mundial, ambos bloques, en términos tendenciales, 
materializan un patrón de sinergias común matizado por los periodos de crisis; y ii) individual-
mente, a partir de 1960 la economía de la ue-15 mantiene un crecimiento sostenido durante 
casi una década hasta que de 1970 a 1973 se origina un primer periodo de declive. Por el lado 
de la economía norteamericana se aprecia, del mismo modo, un periodo de crecimiento cuyo 
punto de inflexión se sitúa en 1966 que da paso a una caída sostenida hasta la llegada de 1970 
a partir de lo cual experimenta una breve recuperación hasta 1973. A partir de este año, ambas 
economías, en términos generales, experimentan evoluciones sincrónicas donde las tasas de 
beneficios concretan una caída tendencial hasta los primeros años 80 cuya recuperación es 
materializada por una oleada de medidas neoliberales30 que provee una nueva propulsión du-
rante casi dos décadas según Arrizabalo (2014). A partir de los años dos mil, dichas tasas lo-
gran estabilizarse en espera de una nueva crisis mundial que hace su irrupción en 2008-2009.

No obstante, a la par de este análisis surge una primera reflexión que pone de manifiesto 
una de las contradicciones del sistema capitalista, por una parte —de acuerdo a las premisas 
inmediatas anteriores— el proceso de evolución de las tasas de beneficio, a partir de los prime-
ros años 80, denota el restablecimiento de la rentabilidad que se sostiene durante alrededor de 
tres décadas; sin embargo, este desempeño favorable en ambas economías no ha sido acompa-
ñado de un proceso de acumulación sostenido (aludiendo a los apartados anteriores en torno 
a su incapacidad para autorregenerarse) que, en todo caso, sería lo esperable. Recordemos que, 
bajo la lógica capitalista, la rentabilidad guía a la inversión y, por tanto, conduce el proceso 
de acumulación; sin embargo, a la luz de estas contradicciones yace el hecho de que una tasa 
de beneficios ascendiente, a la par de un proceso de acumulación que cada vez crece menos, 
remite consecuentemente su sostenibilidad hacia el plano de la disputa distributiva. En otras 
palabras, desde la década de los 80 hasta la llegada de la crisis de 2008, asistimos a un creci-
miento del pib (cada vez más) ralentizado; es decir, una acumulación cada vez menor —lo cual 
no significa que haya incrementos cero sino en escala descendiente—; sin embargo, la reparti-
ción de ese pib para los inversores aún genera proporciones crecientes de valorización del ca-
pital —tasas de beneficios en aumento; es decir, atractivas—.

análisis de los componentes de la tasa de beneficio

Según el marco teórico de Marx, en la tasa de beneficio convergen tres vectores: la producti-
vidad del trabajo, la composición orgánica del capital y la disputa distributiva por las rentas. 
Considerando que la tasa de beneficio, a partir de los 80, experimenta un periodo de recupe-
ración sostenida —hasta la llegada de la crisis de 2008-2009—31 a la par de una tasa de acumu-
lación que crece cada vez menos, surgen inmediatamente dos interrogantes: i) ¿cuáles son los 
elementos que están determinando ese aumento tendencial de la tasa de beneficio?; y ii) ¿en 
qué medida éstos interactúan provocando el movimiento ascendente de la rentabilidad (tasa 
de beneficio)? (ver Figura 5).

En vista de las interrogantes planteadas, y en atención a los datos, que muestra la evolución 
de los componentes de la tasa de beneficio de la economía de la ue-15, se establecen tres indi-
cios: i) un crecimiento moderado de la productividad del trabajo (pib/l) medido en términos 
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de la cantidad de valor producido por trabajador medio; ii) un incremento más acentuado de 
la composición de capital (k/l) en relación a la productividad laboral; y iii) a partir de las cri-
sis de los 70, un comportamiento tendencial ascendente del peso de los beneficios/rentas del 
capital en relación con la producción total (ebe/pib). De los indicios i y ii podemos destacar 
que el proceso de mecanización de la economía de la ue-15, produce un aumento en la pro-
ductividad del trabajo en menor proporción que el incremento de la composición orgánica 
del capital. Ello se puede demostrar analíticamente a través de regresiones lineales simples:

Figura 5. Evolución de los componentes de la tasa de beneficio, ue(15)

Figura 6. Evolución de los componentes de la tasa de beneficio, ee. uu.

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de ameco.

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de ameco.
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Siendo y1 la variable dependiente (K/L) y x1 la variable independiente (año) para la composición orgánica 
de capital. Del mismo modo y2 la variable dependiente estimada (pib/L) y x2 la variable independiente 
(año) para la productividad del trabajo.

De acuerdo a esta formulación, mediante regresiones lineales simples, se puede deducir que 
con un alto grado de fiabilidad (r2 superiores a 97%) el crecimiento del ratio k/l excede al 
aumento del ratio pib/L tal como lo demuestra el cálculo derivado. Dicho de otro modo, y 
de acuerdo con las estimaciones realizadas para la economía de la ue-15, cada año la compo-
sición orgánica del capital, en términos tendenciales, aumenta casi el triple del incremento 
de la productividad del trabajo. En virtud de lo anterior, en un contexto hipotético, si única-
mente considerásemos los efectos de estas dos vertientes (k/l y pib/l), la tasa de beneficio de 
la ue-15 mantendría una tendencia a la baja. No obstante la verificación este crecimiento, en 
particular a partir de los primeros años 80 supondría, tentativamente, que este incremento 
se dilucida fundamentalmente en el ámbito de la pugna distributiva que es corroborado, ade-
más, por la tasa interanual promedio de crecimiento de las rentas del capital (ebe/pib) que as-
ciende a 0,60% durante las tres últimas décadas (ver Figura 6).

En concordancia con lo anterior, se establece, de forma muy parecida al caso de los paí-
ses de la ue-15, tres premisas para la economía norteamericana: i) un crecimiento mediana-
mente moderado de la productividad del trabajo (pib/l); ii) un incremento más contundente 
de la composición de capital (k/l) en relación a la productividad laboral; y iii) a partir de los 
años 70, un comportamiento tendencial ascendente del peso de los beneficios favorables al 
capital en relación con la producción total (ebe/pib). De las premisas i y ii podemos subrayar 
que el proceso de mecanización de la economía norteamericana produce, paralelamente, un 
aumento en la productividad del trabajo en menor proporción que el incremento de la com-
posición orgánica del capital. Ello se puede demostrar analíticamente a través de regresiones 
lineales simples:
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Siendo y1 la variable dependiente (k/l) y x1 la variable independiente (año) para la composición orgánica 
de capital. Del mismo modo y2 la variable dependiente estimada (pib/l) y x2 la variable independiente 
(año) para la productividad del trabajo.

De acuerdo con esta formulación se puede deducir que, con un grado de fiabilidad superior al 
90% (R2), el crecimiento del ratio k/l excede al aumento del ratio pib/L tal como lo demuestra 
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el cálculo derivado. Dicho de otro modo, y de acuerdo con las estimaciones para la economía 
norteamericana, cada año la composición orgánica del capital, en términos tendenciales, au-
menta aproximadamente el doble del incremento de la productividad del trabajo.

Del mismo modo que para la economía de la ue-15, en virtud de lo anterior, en un contexto 
hipotético, si únicamente considerásemos los efectos de estas dos vertientes (k/l y pib/l), la 
tasa de beneficio de la economía norteamericana mantendría una tendencia decreciente. No 
obstante, la verificación de su crecimiento a partir de los primeros años 80 supondría, tentati-
vamente, que este ascenso se dilucida fundamentalmente en base al ámbito de la pugna distri-
butiva, mismo que se corrobora, además, con el crecimiento de las rentas de capital (ebe/pib) 
a una tasa interanual promedio de 0,43% durante las tres últimas décadas.

Al examinar la evolución de ambas economías, y en concordancia con lo que sostienen 
Guerrero (2006), Mateo (2007) y Cámara y Flores (2010), asumiendo que en la actualidad asis-
timos a un creciente proceso de mecanización de la economía, que potencialmente genera un 
efecto de sobreacumulación, deberíamos contemplar la posibilidad de un permanente colapso 
generalizado de la tasa de beneficio; sin embargo, ello no ocurre tal como lo verifican los datos. 
Lo que nos remite nuevamente a considerar, en base a las deducciones anteriores, que la soste-
nibilidad de la rentabilidad —particularmente explicada mediante la tasa de beneficio— ten-
tativamente se disputaría a través de las fuerzas contrarrestantes, esencialmente las que se re-
miten al plano de las relaciones de distribución de la renta entre los capitales (capitalistas) y 
la fuerza de trabajo (trabajadores).

un acercamiento a la idea lucha de clases

Generalizadamente, uno de los aspectos que tiende a soslayarse, y que intencionalmente des-
tacamos para complementar las aseveraciones contenidas en el apartado anterior (específica-
mente respecto de la pugna distributiva), es la dinámica de lucha de clases que acontece inmersa 
en el proceso productivo, donde se produce un primer acto de antagonismo entre el capitalista 
(inversor o, de manera más afinada, poseedor de los medios de producción) y el obrero (traba-
jador asalariado). Este aspecto fue considerado por Marx, quien, según afirma Mandel (1976) 
«integra lógicamente el desarrollo de la lucha de clases entre capital y trabajo a su análisis de la 
producción del plusvalor, en la medida en que considera que la lucha de clases se origina en ese 
proceso de producción» (p. 32). En atención de lo anterior se propone considerar como indica-
dores de la pugna de clases a: i) la distribución funcional de la renta; y ii) el dividendo de las ren-
tas del capital en relación con las remuneraciones de los asalariados (proxy de tasa de plusvalía).

Por un lado (literal i), la distribución funcional de la renta [ra/pib] o dividendo de las ren-
tas de acuerdo con la función material de los actores del proceso productivo (a saber, capita-
listas y asalariados), refleja la fracción de las retribuciones de la renta que se asigna a la clase 
trabajadora y que se manifiesta a través de la masa de remuneraciones de los asalariados (ra)32 
en relación al valor total creado (pib). En términos de categorías marxistas la distribución fun-
cional de la renta refleja un proxy de la fracción v/(c+v+pv) (ver Figura 7).
Así los datos de los países de la Unión Europea (15), muestran el peso relativo de los salarios en 
torno al conjunto de la producción, donde se aprecia un primer periodo de relativa estabilidad 
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entre los años 1960 a 1973 con una tasa que oscila en torno al 63,5%. A partir de los años 80, 
durante tres décadas, se evidencia, en cambio, una caída tendencial que supone una tasa de 
variación interanual promedio de -0,35% (o acumulada de -10.94%). O dicho de otra manera, 
en el periodo 1980-2010 la proporción de los salarios pierde 7,34 puntos porcentuales.

De manera similar, aunque con una caída menos marcada la economía norteamericana 
experimenta un decrecimiento tendencial del peso de los salarios respecto al pib. No obs-
tante, nos llama la atención, sobre todo el periodo desde los 80 hasta los dos mil, que muestra 
un desplome sostenido cuya la tasa de variación interanual promedio es de -0,25% (o acumu-
lada de -7,72%). O dicho de otro modo, para el periodo 1980-2010, el peso de los salarios res-
pecto al pib norteamericano retrocede 5,69 puntos porcentuales. En apego a estos dos resulta-
dos, se evidencia tentativamente un patrón evolutivo común: ambas economías experimentan 
un tendiente retroceso de la masa salarial en relación al pib (ver líneas punteadas en Tabla 7).

Por otro lado (literal ii) el dividendo de las rentas del capital en relación con la remunera-
ción de los asalariados [ebe/ra] que sintetiza la propuesta de un índice que relaciona el exce-
dente bruto de explotación (ebe), como una medida aproximada de la masa de plusvalía; es 
decir, del valor nuevo creado expropiado a la fuerza de trabajo, o simplemente el beneficio ca-
pitalista, en relación con la masa de remuneración de asalariados (ra), como un símil del ca-
pital variable; constituye un acercamiento a la categoría de tasa de plusvalía (pv’) propuesta 
por Marx. Así, el índice ebe/ra es congruentemente consistente con la formulación de la tasa 
de plusvalía pv’= pv/v; es decir, ebe/ra ≈ pv’. Otra forma de ver esta relación de acuerdo a la 
propuesta de Shaik (1984) sería:

	

!

'
1

'**
g

v
c

pv

L
K
L
RA

L
PIB

L
K
L
RAPIB

L
K

L
PIB

PIB
RAPIB

L
K
L
PIB

PIB
EBE b

a

≈
+

≈
−

=

−

=

−

==∏

"#"$%

 	 (6)

Teóricamente, remitiéndonos a la fórmula 6, diríamos que en a se representan (por trabajador): 
en pib/L la cantidad de valor creado en el proceso productivo, mientras en ra/L el valor pagado/
sufragado (a la fuerza de trabajo); el valor creado menos el valor pagado constituye el principio 
del valor expropiado al trabajador, el cual concreta, según Marx, a la masa de plusvalía que, ex-
presada de otra manera, constituye la tasa de plusvalía pv’ contenida en b. Empíricamente, el ratio 
ebe/ra se aproxima, de algún modo, la relación de las rentas apropiadas por el capital respecto 
de las rentas de los asalariados —principio constitutivo de la tasa de plusvalía— (ver Figura 8).

Se constata, en atención de lo anterior, que en los países de la Unión Europea (15), el peso 
de los beneficios de las rentas del capital en relación con las rentas de los asalariados eviden-
cia dos comportamientos plenamente identificados. En las décadas de los 60, 70 y 80 el ratio 
ebe/ra decrece en torno a una tasa de variación interanual promedio de -1,63%. No obstante, 
a partir de los años 80 estas tasas muestra señales de recuperación que se sostienen tenden-
cialmente durante tres décadas mostrando una la tasa de variación promedio interanual de 
0,53% exceptuando una fuerte caída para el periodo de 1990 a 1992 (donde la tasa de varia-
ción interanual promedio se sitúa en -2,44%) y entre 2008 y 2009 (donde ésta llega a -4,10%).
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Asimismo, podemos destacar que en la economía norteamericana el peso de los beneficios de 
las rentas del capital en relación con las rentas de los asalariados evidencia dos grandes fases. 
La primera con un marcado ascenso entre 1960 y 1965 (tasa de variación interanual promedio 
de 1,01%) y a partir de ello una caída precipitosa hasta 1970 con una tasa de variación interanual 
promedio de -3,66% como consecuencia de la crisis económica acontecida en los años 70 cuyo 
resurgimiento, en términos generales, se materializa mediante la adopción de políticas neoli-
berales cuyos íconos encarnan las figuras del presidente Ronald Reagan (Estados Unidos) y la 
Primera Ministra Margaret Thatcher (Reino Unido) siguiendo las tesis de Arrizabalo (2014). 

Figura 7. Remuneración asalariados en proporción al pib o salario efectivo (%), ue (15) y ee. uu.

Figura 8. Relación dividendo de rentas de capital y remuneración asalariados (%), ee. uu. y ue (15)

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de ameco.

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de ameco.
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De esta manera se logra reconfigurar la proporción ebe/ra permitiendo un crecimiento sos-
tenido cuya tasa de variación interanual promedio se sitúa en 0,87% que está presente desde 
1971 a 2006, para finalmente en 2007 y 2008 experimentar una caída en torno a una tasa de 
variación interanual de -3,57% producto de una nueva crisis económica.

En resumen se verifica que, para el caso de ambas economías, tanto la evolución de la dis-
tribución funcional de la renta como el comportamiento de dividendo de las rentas del capi-
tal (en relación con la remuneración de los asalariados), evidencian cualitativamente el entra-
mado de tensiones crecientes (pugnas distributivas) por la apropiación del excedente que (a 
partir de 1971 para ee. uu. y 1975 para ue-15) favorece habitualmente al capital.

A pesar de que en los apartados anteriores hemos abordado rápidamente algunas refe-
rencias empíricas que caracterizan la presencia de los periodos de crisis, resulta fundamental 
partir del hecho de que una tendencia decreciente de la tasa de beneficios puede constituirse 
como el principal factor que explicaría el cortocircuito del proceso de acumulación. La pre-
sencia, por tanto, de periodos de crisis supone, implícitamente, contratendencias insuficien-
tes (ver Figuras 9 y 10).

Para ilustrar conjuntamente el comportamiento de la tasa de beneficio (medida de rentabi-
lidad), el proceso de acumulación (medida de regeneración) y el crecimiento del pib (medida 
de evolución productiva) acudimos a sus correspondientes índices (ver Figuras 9 y 10). Aquí 
parece esclarecerse un patrón común en ambas economías que supondría dos planteamien-
tos: i) en la medida en la que la tasa de beneficio sufre decrecimientos considerables, la tasa 
de variación del pib cae, tal como lo demuestra, para el caso de los países de la ue-15, los años 
de 1975, 1981, 1993 y 2009, así como para el caso de la economía norteamericana los años 1970, 
1975, 1980, 1982, 1991, 2001 y 2009; y ii) menos acentuadamente el decrecimiento de la tasa de 
beneficio guarda relación con la tasa de acumulación tal como lo demuestran los años 1975, 
1981, 1993 y 2009 para los países de la ue-15, así como en los años 1970, 1975, 1982, 1991, 2001 
y 2010 para la economía norteamericana. Es fundamental esclarecer que la evolución de estas 
variables (tasa de beneficio, tasa de acumulación y evolución del pib) muestra sus niveles de 
correlación más no necesariamente sus relaciones de causalidad (ver Figura 11).

Recapitulemos de manera esquemática la serie de relaciones que entre los indicadores se 
han venido mencionando a lo largo del el tratamiento empírico (ver Figura 1). Así, en el sis-
tema de producción capitalista, la lucha de clases constituye el eje vertebrador sobre la base del 
cual se dilucida la disputa distributiva;33 es decir, la concreción del reparto de las rentas que van 
a manos de los asalariados o de los capitalistas. La disputa por la distribución de estas rentas 
es el primero de los tres componentes que inciden de manera directa en la tasa de beneficio. A 
continuación, es necesario clarificar el hecho de que la tasa de beneficio va a marcar el ritmo de 
acumulación del proceso productivo que, sinergialmente, impacta sobre el nivel de mecaniza-
ción de la economía o aumento en la composición orgánica del capital (segundo componente) 
y que, a su vez, genera un efecto sobre la productividad del trabajo. Ésta materializa el nivel 
de eficiencia laboral (tercer componente) que afecta, consecuentemente, a la tasa de beneficio.
Por otro lado, como hemos explicado, un incremento en la tasa de beneficio tira del ritmode acu-
mulación que, de forma simultánea, origina tensiones crecientes para la mecanización del proceso 
productivo que, a pesar de que incide positivamente sobre la productividad del trabajo (en un 
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grado menor al proporcional), en última instancia, instaura presiones para el descenso de la tasa 
de beneficio que, acompañado por la incapacidad para reestructurar la pugna distributiva (lucha 
de clases) en favor de las rentas del capital, desemboca, en definitiva, en los procesos de crisis.

conclusiones

La primera deducción (con un carácter introductorio) extensible al resto de conclusiones parte 
de la dificultad al transpolar linealmente la información contenida en el Sistema de Cuentas 

Figura 9. Tasa de beneficio, tasa de acumulación y tasa de variación interanual del pib, ue-15

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de ameco.

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de ameco.

Figura 10. Tasa de beneficio, tasa de acumulación y tasa de variación interanual del pib, ee. uu.
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Nacionales hacia el ámbito del pensamiento abstracto de Marx como consecuencia de las dis-
tintas fundamentaciones metódicas a las que responden ambas propuestas analíticas; esto cons-
tituye, por sí mismo, un limitante a ser considerado. No obstante, el aporte teórico marxista, 
concretamente la Ley del Descenso Tendencial de la Tasa de Ganancia, observado desde las 
estadísticas convencionales puras34 proporciona, sin duda, una matriz teórico-conceptual su-
ficientemente potente a la hora de interpretar ciertas correlaciones estructurales (capital-tra-
bajo) insertas en la lógica que opera el sistema de producción capitalista.

Primero, el ritmo de acumulación, en términos generales, concebido desde la evolución de 
la tasa de acumulación, que relaciona la inversión (fnkf) y el stock de capital, evidencia mues-
tras de agotamiento (ralentización), lo cual no significa que llegue necesariamente a cero, sino 
que cada vez es menos intenso. Ello supone la presencia de ciertas dificultades en el proceso de 
acumulación por lo que se clarifica, de alguna manera, la incapacidad del sistema de produc-
ción capitalista para lanzar y relanzar el proceso de acumulación de forma sostenida no solo 
por la presencia de crisis recurrentes —cada vez más contundentes y con periodos de recupe-
ración de menor intensidad—, sino también debido a tasas de acumulación cada vez menores.

Segundo, la evolución de las tasas de beneficio permiten esclarecer, en una primera instan-
cia, un comportamiento tendencial homogéneo en ambos bloques económicos lo cual supone, 
en el marco de la economía mundial, un patrón de sinergias que se va matizando por la pre-
sencia de periodos de crisis. Así se confirma que en la década de los 60 los países de la ue-15 
mantienen un crecimiento sostenido hasta que de 1970 a 1973 se origina un primer periodo 
de declive. Por el lado del bloque norteamericano se aprecia, del mismo modo, un primer pe-
riodo de crecimiento cuyo punto de inflexión se sitúa en 1966 que da paso a una caída hasta 
la llegada de 1970 a partir de lo cual experimenta una breve recuperación hasta 1973. A partir 
de este año, ambas economías, en términos tendenciales, experimentan evoluciones sincróni-
cas donde las tasas de beneficios concretan una caída tendencial hasta los primeros años 80, 
cuya recuperación se sostiene durante casi dos décadas de forma ininterrumpida. A partir de 
los años dos mil, estas tasas continúan con un crecimiento más sutil hasta la irrupción de la 
nueva crisis mundial que hace su aparición en 2008.

Bajo una perspectiva de largo alcance, en segunda instancia, es posible afirmar que las 
tasas de beneficio en ambos bloques económicos experimentan (mayoritariamente) un creci-
miento tendencial en las décadas de los años 60, 80, 90 y dos mil, con excepción del periodo 
de la década de los 70. De este modo, podemos intuir que las tasas de beneficio mantienen un 
crecimiento generalizado que se interrumpe con la llegada de la crisis de los años 70 y, poste-
riormente, con la crisis de 2008. Ello nos lleva a ratificar que la tasa de beneficio en términos 
generales (proxy de la tasa de ganancia) tiende de a crecer35 lo cual supone, de acuerdo al plan-
teamiento de Marx, la coexistencia de un conjunto de fuerzas contrarrestantes.

Tercero, en atención a los componentes de la tasa de beneficio, se establecen varios indi-
cios que apuntan en dirección a: i) un incremento (acentuado) de la composición de capital 
(k/l) en relación a la productividad laboral; ii) un crecimiento (moderado) de la productivi-
dad del trabajo (pib/L) medido en términos de la cantidad de valor producido por trabaja-
dor medio; y iii) en lo relativo al peso de los beneficios del capital en relación con la produc-
ción total (ebe/pib): un moderado descenso en la primera mitad de los 60 seguido por un 
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periodo de recuperación hasta la llegada de los 70 para el bloque de la ue-15; así como un as-
censo más pronunciado durante la primera mitad de los 60 para, después, marcar una caída 
importante durante la segunda mitad para el bloque norteamericano. Luego, ambas econo-
mías se encuentran afectadas por la llegada crisis de los 70, cuyos puntos de inflexión (1971 
para usa y 1975 para la ue-15) recomponen las condiciones distributivas (en pugna) favore-
ciendo las alícuotas de los capitales concretando así un ascenso sostenido hasta la llegada de 
la nueva crisis en 2008. De las premisas i y ii podemos destacar que el proceso de mecaniza-
ción de la economía, como efecto de las inversiones realizadas por el capital —fruto ente otras 
cosas de un contexto crecientemente competitivo— produce derivadamente un aumento en 
la productividad del trabajo en menor proporción que el incremento de la composición or-
gánica del capital; es decir, que el flujo de inversiones realizadas, en términos de capital por 
trabajador, no genera, en la misma proporción, un aumento de la productividad del trabajo. 
En virtud de ello, si consideramos el incremento acentuado de la composición del capital y 
el aumento, en menor medida, de la productividad laboral, y lo añadimos al descenso de la 
proporción de las rentas del capital respecto del pib (especialmente en los periodos 1965-1970 
usa y 1970-1975 ue-15), las tasas de beneficio concretan caídas reales —perfectamente expli-
cables en el contexto de la crisis de los 70—. No obstante, la verificación del crecimiento de 
la tasa de beneficio a partir de los 80, que marca la salida de la crisis de los años 70, supone 
que dicha recuperación se encuentra soportada fundamentalmente en el ámbito de la pugna 
distributiva que se corrobora a través de un acentuado crecimiento de las rentas favorables al 
capital (en relación a la rentas de los asalariados) a partir de 1971 para usa y 1975 para ue-15.
Adicionalmente, a través de la evolución de la tasa de beneficio, es posible abordar metodoló-
gicamente una posible explicación sobre los periodos de crisis. Esta premisa implica, por lo 
pronto, descartar tácitamente el hecho de que la génesis de las crisis descansa sobre una serie 
de elementos exógenos a la propia dinámica de acumulación capitalista. Así, es previsible 

Fuente: Elaboración propia.

Figura 11. Esquema de la tasa de beneficio
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considerar que las causas determinantes de las crisis económicas se sitúan en el ámbito (mismo) 
de la producción cuando una economía no es capaz de generar o, mejor, regenerar valores nue-
vos suficientes con la intensidad requerida por el capital.

Cuarto, a la par del planteamiento anterior, excluyendo los periodos de caída de la tasa 
de beneficio; es decir, considerando el restablecimiento de la rentabilidad (luego de la crisis 
de los años 70 y 2008), se esclarece el hecho de que este desempeño favorable, para el caso 
de ambas economías, no va acompañado de la recuperación del proceso de acumulación —
aludiendo a la incapacidad del sistema de producción para su autorregeneración visible en 
la caída tendencial de la tasa de acumulación [Conclusión 1]—. Recordemos que, bajo la ló-
gica capitalista, la rentabilidad guía a la inversión y, por tanto, conduce el proceso de acu-
mulación; sin embargo, a la luz de estas contradicciones yace el hecho de que una tasa de be-
neficios creciente [Conclusión 2], a la par de un proceso de acumulación que cada vez crece 
pero menos, remite su sostenibilidad al plano de la pugna distributiva. En palabras más sim-
ples, los datos demuestran que, desde los 80 hasta la llegada de la crisis de 2008, asistimos a 
un crecimiento de la tarta (pib) cada vez más ralentizado; es decir, una acumulación cada vez 
menor —lo cual no significa que haya incrementos cero, sino en escala descendiente—; sin 
embargo, la repartición de la tajada para los inversores aún generaría procesos crecientes de 
valoración del capital —tasas de beneficios en aumento; es decir, atractivas—. Surge, en este 
punto, un primer indicio que supondría la constatación empírica de una de las contradiccio-
nes inmanentes del sistema capitalista.

Quinto, la tensión del conflicto entre trabajo y capital (que menciona Marx) que, se apro-
xima a la dimensión de la pugna distributiva, se manifiesta empíricamente en dos dimensio-
nes: i) un decremento de la distribución funcional de la renta (ra/pib) o salario relativo con 
tasas de variación interanual promedio negativas de, aproximadamente, un tercio de punto 
(ue-15) y un cuarto de punto (usa); y ii) el aumento del dividendo de las rentas del capital en 
relación con la remuneración de los asalariados (ebe/ra), como un símil de la plusvalía, con 
tasas de variación interanual promedio de casi medio punto en los países de la ue-15 y tres 
cuartos de punto en la economía norteamericana.

Finalmente, la verificación empírica del ascenso de la tasa de beneficio en las economías 
de los países de la ue-15 y de los Estados Unidos de Norteamérica, durante el último período 
intercrisis, que involucra un incremento de la mecanización del proceso productivo acompa-
ñado por un aumento en la productividad del trabajo (en menor proporción) [Conclusión 3], 
a la par de un proceso de acumulación ralentizado [Conclusión 1], únicamente puede mate-
rializarse a través de un (mayor) aumento de las rentas apropiadas por el capital o, lo que es 
lo mismo, una disminución del salario relativo [Conclusión 3]. Todo ello apunta a ciertos ele-
mentos que nos acercan a la fundamentación abstracta de la propuesta teórica de Marx con-
tenida en la Ley del Descenso Tendencial de la Tasa de Ganancia. De este modo, a nuestro cri-
terio, aunque de forma aún muy acotada,36 es posible asumir las reflexiones citadas a lo largo 
de esta investigación que, evidentemente, no agotan discusiones ni posibles controversias; sin 
embargo, abren paso a futuras y siempre necesarias profundizaciones.
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NOTAS

1	 La Ley del Valor planteada por Marx alude a un principio normativo de la ciencia económica res-
pecto del intercambio de los bienes y servicios producto de la acción humana. Según Marx (1859), la 
relación de valores de intercambio de los productos, por lo general expresada por su precio en dinero, 
son proporcionales a las cantidades de trabajo humano medido en el tiempo gastado, llamado el tiempo 
de trabajo socialmente necesario para su producción.
2	 Si se desea profundizar este aspecto se recomienda la lectura de Guerrero (1997). Un Marx imposi-
ble: el marxismo sin teoría laboral del valor.
3	 Al respecto, Guerrero (2006, p. 7) sostiene: «Los economistas de la Universidad vienen luego a le-
gitimar de hecho, consciente o inconscientemente, esta manera de ocultar la realidad de la explotación. 
Para ello afirman que los salarios reales crecen, o que ya no hay auténticos proletarios sino cada vez más 
clase media. Olvidan que la explotación tiene que ver con la evolución del salario relativo (la participa-
ción de los asalariados en la renta nacional, y no con el salario real».
4	 Véanse trabajos de Guerrero (1989), Moseley (1991), Duménil y Levy (1993), Shaikh y Tonak (1994), 
Cámara (2003), Tomé (2006), Maito (2014), entre otros.
5	 En otras palabras, la relación entre la fracción de capital contante (medios de producción) y la frac-
ción de capital variable (fuerza de trabajo).
6 	 Al referirnos al concepto general de tasa de ganancia, nos remitimos a la sesión iii de El Capital. 
Crítica de la Economía Política (1894). Libro iii: El Proceso Global de la Producción Capitalista. Madrid: 
Akal, 1978.
7 	 A fin de esquematizar con mayor amplitud la dinámica del Proceso Productivo tengamos presente: 
Producción total = Medios de Producción + Fuerza de Trabajo + Excedente. A partir de lo cual: Exce-
dente = Cuota de acumulación (reinversión) + Consumo improductivo.
8 	 Al respecto, Tomé (2006, p. 9) afirma: «La tendencia hacia la mecanización progresiva del proceso 
productivo se funda en la especificidad de la producción capitalista como proceso de valorización o 
maximización de la rentabilidad del capital».
9 	 Para ilustrarlo con un símil: al contemplar el vuelo de un aeroplano ¿quién podría defender la idea 
de que la gravedad no opera? Claro, no es que esta fuerza (gravedad) no actúe, sino que existen contra-
fuerzas que hacen que el aeroplano se eleve.
10 	 Además, Marx (1894) apunta, también, otras fuerzas contrarrestantes; por ejemplo: invenciones, ace-
leración de rotación del capital e inversiones en ramas de baja mecanización.
11 	 Añadiendo a este conjunto de condiciones la presión de la abundancia del trabajo asalariado que, 
lógicamente, posibilita un mayor grado de explotación.
12 	 Suponiendo que el salario real no aumenta y la jornada laboral no disminuye, o, si lo hacen, propor-
cionalmente en menor medida que el aumento de la productividad.
13 	 Al respecto recomendamos los trabajos de Katz (2002) y Mateo (2007).
14 	 Pues esta no ha sido nuestra pretensión; sin embargo, véanse muy importantes análisis en los traba-
jos de Rubin (1923) y Robles (2005).
15 	 Nótese la diferenciación de nomenclatura entre la tasa de ganancia (propuesta por Marx) y la tasa de 
beneficio (calculada en función de las cuentas nacionales).
16 	 En estricto rigor, no es capitalización de la economía, sino aumento relativo del capital constante o 
como lo llamaremos: proceso de mecanización.
17 	 Creemos importante comentar (en esta parte) el carácter no neutral del Sistema de Cuentas Na-
cionales por cuanto su misma configuración genética responde, en última instancia, a presupuestos 
teóricos que marcan definitivamente la perspectiva de análisis; por ejemplo, el ámbito de creación del 
valor/riqueza, su pertenencia, retribución y distribución es absolutamente esclarecedor: el capital crea 
valor y, por tanto, es fuente generadora de riqueza. Muy al contrario, siguiendo la propuesta marxista, la 
única fuente que contiene la capacidad creadora de valor (nuevo) es el trabajo humano. Ambas propues-
tas teóricas tienen su propia intencionalidad. A nuestro criterio, un ejercicio de honestidad intelectual 
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pretendería, al menos, reconocer explícitamente la no neutralidad de la base teórica sobre la cual se re-
producen los posteriores desarrollos conceptuales. Por lo tanto, la supuesta neutralidad de Contabilidad 
Nacional (convencional) supondría, a nuestro entender, un error de partida.
18 	 Para mayor profundización consúltese a Guerrero (2006).
19 	 Término utilizado para referirnos al Sistema de Cuentas Nacionales.
20 	Denominado también como dividendo de las rentas del capital en relación con la remuneración de 
los asalariados.
21 	 Al respecto, Mateo (2007, p. 18) en su análisis sobre la tasa de ganancia de la economía mexicana, 
cita: «Las categorías esenciales a estimar son el plusvalor […]. Su cuantificación requiere una modifica-
ción del Sistema de Cuentas Nacionales de México (scnm) para adaptarlo a los postulados de la teoría 
laboral del valor, lo que agrava las dificultades del trabajo empírico».
22 	 ameco es la base de datos macroeconómicos de la Dirección General de la Comisión Europea para 
Asuntos Económicos y Financieros (dg ecfin por sus siglas en inglés). Recuperado de http://ec.europa.
eu/economy_ finance/db_indicators/ameco/
23 	 Este apartado prevé estudiar la evolución del proceso de acumulación del capital en virtud de que su 
análisis aporta algunos elementos introductorios claves que servirán al momento de abordar las relacio-
nes de los componentes de la tasa de beneficio.
24 	A efectos de dotar de un marco de comparabilidad, se considera dichas variables en términos de 
tasas de variación interanual.
25 	 Se ha utilizado la expresión excepcional en virtud del comportamiento de la tasa de variación interanual 
registrada en 1984 que desdibuja la tendencia y que eleva la tasa de variación interanual promedio de los 
tres años de recuperación. No obstante, es primordial considerar al conjunto de los datos como un todo.
26 	 Periodo en el cual más bien se manifiesta un movimiento ascendente de la tasa de variación interanual 
contraviniendo la tendencia decreciente del largo plazo. Este comportamiento podría explicarse consideran-
do la crisis de los años 90 que supone una fuertísima caída, en términos netos de 4,36 puntos entre 1988 y 1991.
27 	 El tratamiento de la década de los 90, en términos de formación neta de capital fijo (fnkf), requiere, 
sin duda, de una mayor profundización que desentrañe las razones de este comportamiento contraten-
dencial. Por lo tanto, a nuestro criterio, se sugiere integrar un nuevo análisis reevaluativo que, por efec-
tos del alcance de esta investigación, queda planteado para posibles continuaciones de nuestro trabajo. 
Obviamente esta objeción no queda fuera de nuestro análisis.
28 	Permítasenos insistir en la diferenciación de nomenclatura de la tasa de ganancia g’ (Marx) y su 
proxy tasa de beneficio ∏.
29 	Es necesario esclarecer el hecho de que la productividad laboral se encuentra fuertemente influen-
ciada por la masa de capital (inversión) disponible para materializar el trabajo; es decir, la productividad 
de los trabajadores mantiene una relación cercana (pero no proporcional como se evidenciará más 
adelante) con el grado de mecanización de la economía.
30 	Haciendo referencia a ajustes basados en el cuestionamiento del status quo salarial previo, impuesto 
a través de privatizaciones, desreglamentación, apertura exterior, etc., aupadas por los gobiernos de 
Thatcher en Reino Unido (desde 1979) y Reagan en ee. uu. (desde 1980).
31 	 Consideramos que dentro del periodo 1960-1980, en los tramos donde las tasas de beneficio caen, 
las posibles razones para estos descensos gravitan en torno a la misma explicación propuesta por Marx 
(a saber: mecanización de la economía, deficiente incremento en la productividad laboral, etc.). Sin 
embargo, lo realmente interesante de la propuesta de Marx es la ascensión de la tasa de ganancia y sus 
posibilidades para intentar explicar este comportamiento incremental. En otras palabras, el punto de 
partida es la década de los 80 porque a partir de allí la tasa crece.
32 	 Consecuentemente, la proporción restante pertenece a las rentas del capital (ebe/pib).
33 	 Cabe señalar que la lucha de clases no es un factor exógeno, está limitado por el proceso de acumu-
lación; es decir, hay que integrarla desde las posibilidades de apropiación de las diferentes clases sociales.
34 	 Aludiendo al hecho de que no hemos realizado mayores intervenciones en el procesamiento de la 
información contenida en el Sistema de Cuentas Nacionales.
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35 	 Lo cual no invalida las tesis marxistas. Recordemos que Ley del Descenso Tendencial de la Tasa de 
Ganancia, no implica una caída ni un ascenso real, sino más bien un conjunto de condiciones explicadas 
a través de sus elementos subyacentes.
36 	 Sobre todo en atención a los problemas de incompatibilidad de las estadísticas convencionales con 
las categorías marxistas.
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resumen  Desde el enfoque de la ciencia de la sostenibilidad se exploran los desafíos de la uni-
versidad en el contexto de las sociedades en las que aún prevalece la injusticia, la inequidad y 
la inseguridad acrecentados por los impactos científico-tecnológicos. Se propone que la uni-
versidad debe ser generadora de conocimientos socialmente relevantes mediante la integra-
ción docencia-investigación-vinculación a la luz de un nuevo modo de pensar y actuar de la 
universidad. Se concluye que desarrollar la responsabilidad social es altamente beneficioso 
en dos direcciones: el mejoramiento continuo de la calidad de los graduados y el mayor im-
pacto de sus investigaciones en el desarrollo sostenible del país.

palabras claves  Universidad, gestión del conocimiento, pertinencia social, ciencia de la sos-
tenibilidad.

abstract  From the sustainability science’s viewpoint, we explore the university challenges in the 
context of the societies where injustice, inequity, and insecurity still prevail increased by scienti-
fic and technological impacts. We propose that the university must be a generator of knowledge 
that is socially relevant, through the teaching-research-involvement integration, in the light of 
a new way of thinking and acting in the university. We conclude that developing social respon-
sibility is highly beneficial in both directions: the constant improvement of the graduated stu-
dents, and the greater impact of their research in the sustainable development of the country.

keywords  University, knowledge management, social appropriateness, sustainability science.

jel codes  D83, I29.

INTRODUCCIÓN

La situación de la ciencia a nivel mundial está cambiando en forma acelerada y sostenida. 
Según el último informe de la unesco (2015) sobre este campo, señala que muchos países —
independientemente de las regiones— están apostando por la ciencia, la tecnología y la in-
novación como estrategia para dinamizarse en procura de un desarrollo menos dependiente 
del capital o de los recursos naturales y más relacionados con la economía social del conoci-
miento. El mencionado informe pone a su vez en evidencia que «[…] Aproximadamente 7,8 
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millones de científicos e ingenieros están contratados en actividades de investigación en todo 
el mundo […]. Desde 2007, el número de investigadores ha aumentado en un 21%», (Unesco, 
2015, p. 12). Sin embargo, según el mencionado informe, la distribución del principal recurso 
estratégico para la creación de ciencia y tecnología sigue siendo altamente desigual, pues solo 
son cinco los polos de concentración del 72% de los investigadores del mundo: Unión Europea, 
China, Estados Unidos, Japón y la Federación Rusa.

De otra parte, la emergencia de una nueva época histórica (Castells, 2000) conduce a una 
crisis de identidad y de valores a escala planetaria, lo que conlleva a que las naciones, como 
las instituciones pongan cada vez más interés en comprender el origen de los cambios y a de-
sarrollar estrategias que les acerquen no solo a la superación de los problemas sociales y eco-
nómicos , sino a privilegiar políticas que promuevan cambios culturales en las nuevas gene-
raciones que permitan relaciones más sostenibles con el planeta, mediante la generación de 
modos de vida más solidarios, saludables y amigables con el medio ambiente.

Estos, entre otros elementos, apuntan a que la educación superior en nuestro país como 
en América Latina, requiere una transformación radical para responder a las demandas de 
la ciencia, tecnología e innovación que promuevan sociedades más eficientes, pero al mismo 
tiempo con mayor equidad y justicia social. Para alcanzar tal transformación, es imperativo 
modificar los sistemas de educación superior y con ello las universidades. Por consiguiente, 
las universidades —como actores fundamentales de los referidos sistemas— deben reformar 
su forma de pensar y actuar; es decir, deben modificar los paradigmas existentes, para imple-
mentar las tendencias que construyen y dan sentido socioeconómico a la producción de co-
nocimiento en el contexto actual, que no es otro que el de la emergencia de la sociedad del co-
nocimiento en un mundo caracterizado por el cambio, la complejidad y la violencia. En otras 
palabras, es imprescindible consolidar la institucionalidad de las Instituciones de Educación 
Superior (ies) como las representantes máximas de la calidad del graduado y de convertir la 
ciencia-tecnología en fuerza social transformadora para que estén en capacidad de la genera-
ción de nuevos, significativos y pertinentes conocimientos que contribuyan al desarrollo sos-
tenible del país; es decir, con compromiso social.

En el comunicado final de la Conferencia Mundial sobre Educación Superior de la unesco, 
en París 2009, se afirma que es hora de pensar y proponer una nueva organización para la 
universidad a fin de estar a tono con las demandas de los actores sociales y los retos que tiene 
la humanidad en procura de la sostenibilidad global, las que pueden resumirse en pertinen-
cia, calidad y equidad. Para este propósito, se debe trascender las estrechas visiones prove-
nientes de los paradigmas reductores y simplificadores, aun predominantes en los entornos 
académicos y políticos locales, desde las cuales se piensa —en el mejor de los casos— que 
las universidades son de calidad cuando logran ser plataforma para que grupos minoritarios 
alcancen, mediante la profesionalización, el éxito personal y la «movilidad social» (Castells, 
2000; Dridiksoon, 2015). La reflexión que se hace considera que es indispensable pensar desde 
otro paradigma a la universidad y a sus relaciones con la dialéctica ciencia-tecnología-inno-
vación y su impacto orientado a la sostenibilidad de la sociedad; es decir, a uno que permita 
concebirla como institución generadora de conocimientos significativos y pertinentes en el 
escenario de las grandes transformaciones sociales que provienen del denominado nuevo 
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paradigma científico-tecnológico imbricado con la necesidad del desarrollo sostenible de los 
países y del mundo (Lazo y De la Cruz, 2014), y que hacen necesaria la ciencia de la sosteni-
bilidad (Kauffman y Arico, 2014).

Este nuevo paradigma, sin embargo, aún no existe y es necesario construirlo desde el inte-
rior de la propia universidad en alianza estrecha con el entorno empresarial y con la sociedad. 
En tal sentido, las tareas más actuales para el liderazgo académico-administrativo se dan en el 
terreno de la deconstrucción del modelo universitario basado en la repetición y difusión de 
conocimientos; es decir, cambiar el modo de pensar y actuar, como única opción de la cien-
cia de la sostenibilidad que oriente a

que las universidades deben ser parte central de las estructuras de organización de nuevas pla-
taformas de producción y transferencia de conocimientos, para hacer posible un régimen de 
autonomía socialmente amplia que articule las actividades de las instituciones de educación 
superior en todos sus niveles, sus grados, trayectorias y reconocimientos con la sociedad […]. 
Su potenciación local y nacional debe ser el objetivo de los nuevos acuerdos interinstitucio-
nales y del Estado con la sociedad, a través de los cuales los actores locales puedan desempe-
ñarse como principales responsables del diseño y formulación de las propuestas, programas y 
proyectos de cambio y transformación. (Didriksson, 2015, p. 409)

El propósito de este trabajo es caracterizar la gestión del conocimiento en una universidad in-
novadora y socialmente responsable.

DESAFÍOS

Para las universidades latinoamericanas, y en particular para las del Ecuador, es válida la si-
guiente afirmación:

Emprender cambios de fondo en el sistema educativo y universitario es una decisión que se 
tomará muy tarde o que no se ha tomado desde la altura y visión que requiere lo importante 
[…]. Durante décadas, la preocupación de muchos gobiernos de la región estuvo definida por 
mantener la reproducción simple, con ubicación de tipo dependiente, en la división interna-
cional de los conocimientos, de la ciencia y la tecnología, subordinada y consumista, inmersa 
en el contexto de largos declives económicos y sociales que han catapultado un alto nivel en 
tasas de inseguridad e ingobernabilidad, indicadores de violencia insólita, desesperante nivel 
de desempleo de jóvenes con estudios superiores o sin ellos, extensión de miseria e ignoran-
cia, en una diversidad de conformaciones sociales, políticas, rurales y urbanas, donde preva-
lece la injusticia para millones de humanos. (Didriksson, 2015, p. 382)

Varios son los desafíos desde esa perspectiva para ir hacia otra forma de entender y de im-
plementar la calidad de la gestión universitaria. Entre otros, están los que provienen de la de-
manda social hacia la universidad, siendo el más esencial la consolidación en la comunidad 
universitaria (estudiantes-docentes) de la unidad creación-innovación-impacto que contri-
buya a la propia transformación de la universidad, al convertir a la dialéctica ciencia-tecnología 
en fuerza social transformadora (productiva) para responder al desarrollo sostenible del país.
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También están los desafíos que surgen desde la ética planetaria (Morin, 2009); es decir, desde 
la solidaridad y la responsabilidad ante la situación de injusticia e inequidad en la que viven las 
mayorías. En tal sentido, la universidad debe ser el espacio que propicia que los profesores y es-
tudiantes se apropien, durante el proceso de formación, de las dimensiones ética, solidaridad y 
profesionalidad sobre la base de un sólido sistema de valores que garantice dejar una huella so-
cial indeleble y se proyecten no solo en la individualización, sino en la socialización del cono-
cimiento; es decir, por sobre la búsqueda del éxito personal. De esta manera, la universidad po-
sibilita los escenarios académicos desde los cuales se proyecte un sentido de responsabilidad y 
autonomía social expresada en su principal impacto en la sociedad, la calidad de los graduados.

Otro reto para la universidad radica en transformar el modo de hacer docencia, investiga-
ción y vinculación con la sociedad en su integración. En tal sentido, es necesario que se supere 
la visión fragmentada y por estancos del quehacer docente, que desde el aislamiento de las cien-
cias expresadas en su asignatura, olvida cultivar las potencialidades creativas, solidarias, profe-
sionales y éticas de los estudiantes. Aquí se debe precisar que cuando hablamos de desafío no es 
de un hecho anecdótico en la vida académica, el desafío consiste en integrar docencia-investiga-
ción-vinculación con la sociedad durante todo el proceso de formación. En esa medida, el modo 
de actuación profesional adquiere una dimensión ética, competente, transformadora, solidaria 
y de compromiso social. Esto se entendería como un desafío del quehacer pertinente y de este 
modo la oferta puede ser contrastada con los resultados del aprendizaje; es decir, con la eficien-
cia del proceso de formación de profesionales de calidad para la sostenibilidad de la sociedad.

Comprender la pertinencia y la excelencia de este modo es un reto que coloca a la univer-
sidad en condición de ser parte de los avances de la dialéctica ciencia-tecnología y de cómo 
ésta transforma la relaciones sociales fundamentales, los modo de producir no solo los bienes 
y servicios, sino en cómo contribuir al crecimiento profesional y humano de los miembros de 
la sociedad para de modo más eficiente ser parte del desarrollo sostenible del país. Así, desde 
la influencia ciencia-tecnología-innovación en lo humano y lo no humano, se debe repensar 
el rol de la universidad ante lo grandes problemas de salud, empleo, seguridad, gobernabili-
dad expresados en la relación cambio-complejidad-violencia que caracteriza el mundo actual. 
Por el camino de consolidar la calidad de la gestión universitaria desde la cultura de la exce-
lencia, es como se debe socializar el nuevo modo de pensar y actuar para el logro de una uni-
versidad innovadora socialmente responsable.

Desde ahora, un reto sustancial será alcanzar una oferta académica pertinente que surge 
de una permanente vinculación con la sociedad en la que hacer investigación científica sea su 
base; además, esto permitirá que el vínculo dado por el desarrollo de tecnologías sea genera-
dor de la innovación que impacta en las transformaciones sociales. En esta dinámica está el 
sustento del currículo pertinente y la creación de una nueva matriz en la generación de cono-
cimientos. El cambio en la matriz de conocimientos, está en la relación virtuosa que resulta de 
la interdependencia de docencia-investigación-vinculación; una matriz que al mismo tiempo 
sea la gestora de una nueva y sólida formación profesional científica y didáctica, por lo tanto, 
de un nuevo profesional; pero también de un nuevo investigador que incorpore en su queha-
cer profesional el método científico transformador de la realidad objetiva en beneficio de la so-
ciedad, contribuyendo así a la consolidación de la ciencia de la sostenibilidad. La universidad, 
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con este modo de pensar y actuar, es potencialmente capaz de aportar de forma sistemática a 
su sociedad la ciencia de la sostenibilidad, contextualizada o, como diría Morín (1984), la cien-
cia con conciencia. La concreción de esta matriz social generadora de conocimientos significa-
tivos, se encuentra en la relación dialogante docente-estudiante. Por lo tanto, el esfuerzo prin-
cipal radica en comprometer a la docencia con los nuevos estilos de gestionar el conocimiento, 
integrándose como sistema a la investigación y a la vinculación con la sociedad.

Por esta lógica, llegamos al desafío de la investigación desarrollada en equipos inter y multi-
transdisciplinaria, que es la que permite la generación de conocimientos desde una diferente 
perspectiva epistemológica (Nonaka y Takeuchi, 1985; Gibbons, 1997); «donde el proceso di-
dáctico tiene personalidad propia y asume la función epistemológica y la lógica de la ciencias 
durante el proceso enseñanza aprendizaje que caracterizan el modo de actuación profesional» 
(Lazo y De la Cruz, 2012, p. 13). Esta perspectiva epistemológica obliga a pensar que la cien-
cia, más allá de la ciencia positivista y determinista, permite al binomio docente-estudiante 
estar en condiciones de superar la mirada solo disciplinar, con fronteras jerárquicas, aún es-
táticas, un mundo que se explica desde disciplinas aisladas, todo lo contrario a mundo cientí-
fico-tecnológico que garantice una visión de creación-innovación mediante la interacción de 
las ciencias presentes en los currículos sobre la base de la solución de los problemas que de-
manda la sostenibilidad de la sociedad. El reto radica en la construcción de un nuevo conoci-
miento vinculado con la resolución de problemas contextualizados del entorno, que obliga al 
binomio docente-estudiante a trabajar en equipo inter y multitransdisciplinario. Éste es el de-
safío: hacer posible el encuentro de todas las disciplinas y áreas del conocimiento y más allá 
aún, ir al encuentro con los desafíos que imponen los problemas sociales en esfuerzos conjun-
tos con la red de actores sociales involucrados y sus saberes.

Desde la perspectiva del necesario encuentro de lo humano con lo no humano (Latour, 
2005), es posible otro concepto de calidad de la gestión académica universitaria, en la medida 
que profesores, profesionales, científicos y estudiantes pasan a ser vistos como parte de un en-
tramado complejo de redes internas en la universidad, con otras universidades y con la socie-
dad en las que ellos son fundamentalmente actores sociales de cambio a partir de la función 
fundamental de la universidad, que es la conservación, generación y promoción de cultura. 
En consecuencia, la formación que ofrece la universidad debe, junto a la vocación humanís-
tica, alcanzar la concreción científico-tecnológica. Si se busca la calidad para los profesionales 
formados en la universidad, será en la medida que estos estén en condición de trabajar junto 
al otro colaborativamente, desarrollando solidaridad, honestidad y ética, para asumir juntos 
retos científico-tecnológicos que consolidan el desarrollo sostenible del país.

CAMBIAR EL MODO DE PENSAR Y ACTUAR DE LAS 

PERSONAS QUE CAMBIAN LA UNIVERSIDAD

Cuando se habla de cambio en las organizaciones, generalmente los actores piensan que el 
cambio no es posible, o también gatopardianamente: cambiar algo para que nada cambie. Por 
lo tanto, el cambio es un concepto un tanto ambiguo al que es necesario conferirle un sentido 
determinado. Aquí proponemos asumir el cambio desde la transformación de los actores —los 
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docentes y estudiantes— para que el cambio en su modo de pensar y actuar (de Souza, 2005) 
oriente sus acciones de forma eficiente en su labor docente metodológica en el proceso en-
señanza-aprendizaje hacia el cambio científico-investigativo de la universidad (Lazo, J. y De 
la Cruz, B. 2014). El cambio propuesto significa que tanto docentes como estudiantes pasan 
a verse a sí mismos como personas con capacidad para asumir retos y pensar de forma inde-
pendiente y con visión compartida durante la solución de los problemas contextuales, y que su 
papel fundamental está en la interacción de las ciencias en un trabajo de equipo, sistemática y 
proactivamente, antecediéndose a los resultados mediante determinaciones abstractas, análi-
sis y síntesis como la principal competencia a desarrollar en la concreción de la relación crea-
ción-innovación-impacto, mediante el constructo didáctico aprender haciendo e investigando.

La investigación científica como núcleo de la calidad de la gestión universitaria y de la cali-
dad del graduado, es el deber ser de la universidad innovadora socialmente responsable (Lazo y 
De la Cruz, 2014), pero no basta con decir lo que hay que hacer, sino ante todo hay que propo-
nerse el cómo. Lo primero es reconocer que las formas y estructuras académicas actuales obsta-
culizan este propósito, por eso se deben imaginar otras formas de organización del proceso de 
formación, flexibles, que revelen su carácter científico desde el ingreso a la universidad, al ele-
varse su rigor mediante evaluaciones grupales de los estudiantes en un clima científico-investi-
gativo, donde el estudiante observará un comportamiento organizacional científico-investiga-
tivo desde que ingresa a la universidad; es decir, en un ambiente de investigación-vinculación 
con la sociedad, que reconoce sus potencialidades y estimula su vocación del quehacer científico. 
Los estudiantes y docentes deben estar en condiciones de integrase a los equipos de investiga-
ción y de vinculación desde el inicio de su carrera y realizar trayectorias diferentes impregnadas 
de motivación que le permitan avanzar hacia la maestría y el doctorado, con un enfoque de sis-
tema con la carrera de grado y a partir de los problemas priorizados que demanda la sociedad.

Diálogo de saberes, rupturas epistemológicas que enriquezcan las ciencias concatenando 
sus categorías en función de la solución de los problemas, un proceso ineludible para cambiar 
a las personas que cambian la universidad y camino a la consolidación de una cultura cientí-
fico investigativa. Diálogo de saberes, interacción de las ciencias para resolver los problemas 
que impactan el entorno. Tal vez la forma más cómoda que tiene un docente para abordar los 
problemas es la que da la matriz epistemológica disciplinar, pero es la responsable de no ver 
el contexto objetivamente y las relaciones que se dan entre las ciencias, en las que se forman 
los problemas socialmente relevantes y su solución. Deconstruir los marcos tradicionales y 
dogmáticos que caracteriza a la docencia actual universitaria es un mecanismo necesario para 
cambiar la universidad que transforma la sociedad en sostenible, al concretar en beneficio de 
esta, la ciencia de la sostenibilidad.

CALIDAD DE LA GESTIÓN

¿Por dónde, o mejor desde dónde, orientar la gestión en nuestras universidades? En reali-
dad es un gran desafío organizar la universidad para generar conocimientos significativos 
y pertinentes mediante una enseñanza desarrolladora (Lazo y De la Cruz, 2012, pp. 14-15) y 
ser una institución —dentro del sistema de educación superior— que aporte para alcanzar la 
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independencia tecnológica y científica de la sociedad. Por esto, proponemos un cambio or-
ganizacional integral y, en consecuencia, redefinir las estructuras actuales basadas en una ar-
quitectura que concibe facultades-islas y carreras de corte disciplinar, para alcanzar una or-
ganización que se oriente por núcleos académicos científico-investigativos desde los cuales 
se interconectan carreras, programas y centros bajo la lógica de las ciencias, en una interac-
ción sistémica básica (nodos cognitivos, células del conocimiento, que operan en un contexto 
organizativo que pudiera estar representado por la geometría fractal, ingeniería de sistemas 
complejos y termodinámica del no equilibrio); es decir, interacción sistémica básica de la ló-
gica de las ciencias y sus aplicaciones en nuevas carreras, como por ejemplo: bioingeniería, 
nanociencias, biofísica, ingeniería biomédica, etc.

La apuesta está en guiar la nueva organización universitaria desde los principios del cambio 
y de la complejidad para interactuar con las realidades que están organizadas mediante sistemas 
complejos: patrones de organización, estados de contrastes, dinámicas no lineales, formación 
de patrones, emergencias, autoorganización (Sheard, 2006); es decir, lograr la contextualiza-
ción académica a través de un comportamiento organizacional de la cultura científica inves-
tigativa, mediante la solución de los problemas que demanda de la sociedad, al concretarse la 
dialéctica ciencia-tecnología-innovación en su conjugación con la relación cambio-compleji-
dad-desarrollo sostenible del país. Sobre la base de este concepto de organización científica-
investigativa se debe levantar una estructura flexible, que responda a los procesos sustantivos 
en su integración, mediante los cuales la institución se relaciona con un entorno turbulento y 
de rápidas transformaciones. Estamos haciendo referencia a la organización basada en redes 
internas y externas de conocimiento y aprendizaje, orientada y concretada por las cualidades 
del trabajo en equipo, generador de liderazgo académico-administrativo.

El trabajo en equipo es un eje transversal que debe estar presente en todos los niveles de 
gestión del conocimiento de la organización universitaria. Debe ser implementado por cada 
profesor cuando organiza su trabajo con sus estudiantes; en la relación entre docentes y en la 
relación de docentes con la dirección de la gestión académica-administrativa, hasta alcanzar 
su punto sobresaliente en la conformación de los equipos de investigación científica y de vin-
culación con la sociedad. Cada actor universitario no solo estará en un equipo, sino que si-
multáneamente será protagonista en la interacción con otros equipos, respondiendo a las di-
versas actividades de dirección científica investigativa y de evaluación grupal de estudiantes 
en múltiples proyectos desde los cuales se crea, innova e impacta al desarrollo sostenible del 
país mediante la solución de los problemas que demanda la sociedad.

Como parte del liderazgo social de la universidad, ésta debe comunicar los resultados de 
su gestión mediante la socialización de éstos a partir de su introducción y generalización, las 
publicaciones y patentes. Esto se constituye en el mecanismo natural para socializarlos en los 
diversos foros científicos nacionales, internacionales y comunitarios. La pertinencia y la ex-
celencia en lo que hacemos proviene de priorizar las áreas de dominio del conocimiento (ma-
croproblemas) en los territorios a los cuales deben estar orientada la investigación y la vin-
culación con la sociedad, concretadas mediante el emprendimiento como potencialidad que 
involucra a toda la sociedad. Esto conlleva a ser cada vez más precisos en el diagnóstico, actua-
lización, estructuración y sistematización de las referidas áreas priorizadas del conocimiento.
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Será necesario reflexionar, proponer, actuar y apoyar los programas y proyectos que provie-
nen de los planes estratégicos del Estado, del mundo empresarial y de los centros de investi-
gación científica para garantizar el futuro sostenible del país, aportando con la dialéctica cien-
cia-tecnología, con la sabiduría e inteligencia colectiva mediante el fortalecimiento del trabajo 
en equipo con énfasis en el principio del desarrollo y la visión compartida, para afrontar los 
nuevos escenarios que la globalización imprime en aspectos sensibles para la sostenibilidad 
de la especie y del planeta: el agua, los alimentos, los ecosistemas, las migraciones; para eso 
también se propone este cambio organizacional en nuestra universidad, orientado a enrique-
cer el comportamiento científico investigativo camino a la cultura de la excelencia universita-
ria, contribuyendo de este modo a transformar el quehacer universitario y, con ello, transfor-
mar la sociedad, impregnando de sólidos valores la formación integral de la personalidad de 
los profesionales graduados en nuestra universidad.

CONCLUSIONES

La universidad debe orientar sus reformas de tal manera que sea una institución socialmente 
responsable, generadora de conocimientos significativos y pertinentes, mediante la relación 
sinérgica de creación, innovación e impacto en los contextos de intervención de la universidad 
para el logro del desarrollo sostenible del país. Es imprescindible, para alcanzar la generación 
de conocimientos, enriquecer el proceso enseñanza-aprendizaje para modificar la matriz de 
generación de conocimientos y con ello aportar al cambio de matriz productiva, a partir del re-
conocimiento de que el estudiante es un sujeto proactivo del aprendizaje, mediante la integra-
ción de la lógica de la ciencia, la lógica informática y la lógica didáctica del modo de actuación 
de la profesión; es decir, de la adopción de un nuevo paradigma orientado hacia el aprender 
haciendo e investigando, antecederse a los resultados apropiándose del pensamiento lógico.

Para alcanzar la generación de conocimientos, la investigación debe responder a un enfo-
que de sistema con la docencia y la vinculación, como procesos sustantivos integrados, que exi-
gen relaciones flexibles en las formas organizativas del proceso enseñanza-aprendizaje durante 
el trabajo en equipo inter, multi y ransdisciplinarios. A partir de esta concepción se requiere 
definir áreas priorizadas del conocimiento contextualizadas como demandas de la sociedad, 
y de ellas derivar líneas de investigación claras que se traducen en los proyectos de investiga-
ción y de vinculación definidos por equipos conformados siempre por estudiantes y docentes.

El proceso sustantivo de vinculación con la sociedad es quehacer científico integrado a 
la docencia y la investigación y, por ello, debe estar enraizado a lo largo de la formación de 
grado con un enfoque de sistema con los programas de posgrado, traducido en programas y 
proyectos orientados a resolver los problemas priorizados en y desde las comunidades loca-
les. Vinculación que debe ser gestión territorial y nacional con los actores involucrados a par-
tir de la coordinación de varios dominios profesionales traducidos en proyectos inter, multi y 
transdisciplinarios, con impactos tangibles en el desarrollo sostenible del país.

La gestión del conocimiento debe estar basada en un liderazgo que fije escenarios alterna-
tivos bajo una visión y misión compartida (trabajo en equipo) desde los niveles de base: ca-
rrera y equipos de investigación y de vinculación. La nueva forma de entender la universidad 
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y su organización orientada a crear y consolidar un clima científico investigativo debe estar en 
cada profesor, estudiante, empleado y trabajador universitario. Ello garantiza un importante 
impacto de la dialéctica ciencia-tecnología como fuerza social transformadora, en la forma-
ción de valores en los graduados elevando la mejora continua de su calidad profesional y, por 
consecuencia, en el desarrollo sostenible del país y de la sociedad.
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resumen  En este trabajo se reflexiona sobre el sistema de pensiones jubilares como parte im-
portante del sistema de protección social para la población de adultos mayores en América 
Latina y particularmente en Ecuador. A partir de los avances y límites del desempeño social 
se proponen algunos criterios mínimos para una reforma integral a la seguridad social con 
visión universal para el caso de Ecuador. Se destaca la necesidad de una estrategia basada en 
acciones urgentes y estructurales, concentrar los subsidios en la población de menos recur-
sos excluida del sistema de seguridad social, complementar acciones con la política de salud 
a fin de promover un envejecimiento en mejores condiciones, y enfrentar los problemas es-
tructurales del mercado laboral.

palabras clave  Economía demográfica y laboral, economía de adultos mayores, políticas de 
jubilación, trabajo informal, bienestar y pobreza.

abstract  In this work, we reflect on the retirement pension plan as an important part of the 
social protection system for elderly population in Latin America, and, particularly, in Ecuador. 
Based on the progress and limits of social performance we propose some minimum criteria for a 
comprehensive reform in social security with a universal vision in Ecuador’s case. We highlight 
the need for a strategy based on urgent structural action, focusing the subsidies on the popula-
tion with the least resources, who is excluded from the social security system, complementing 
actions with health politics in order to promote growing old in the best conditions, and facing 
the work market structural problems.

keywords  Labor and demographic economics, elderly people’s economics, retirement poli-
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INTRODUCCIÓN

El presente trabajo —que es una versión ajustada de la ponencia «Sistemas de protección so-
cial para adultos mayores en América Latina: agenda pendiente desde la experiencia ecua-
toriana» presentada en el v Congreso de la Red Española de Política Social (reps) titulado 
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«Desigualdad y democracia: políticas públicas e innovación social» en Barcelona, España, el 
5 y 6 de febrero de 2015— analiza los sistemas de protección social para la población adulta 
mayor en América Latina y Ecuador, particularmente en lo que se refiere a los sistemas de 
pensiones. En el contexto de los avances y desafíos del desempeño y las políticas sociales de 
la región y de Ecuador se proponen criterios para la construcción de una agenda aplicable a 
Ecuador, y a países en desarrollo con características demográficas y socioeconómicas pareci-
das a las ecuatorianas. A diferencia del caso europeo, en América Latina existen Estados de 
bienestar más débiles, una gran variedad de políticas sociales que marcan desempeños dis-
tintos y diferentes alcances de universalidades enfocadas hacia servicios clave como la edu-
cación, la salud y la protección social, lo que, en conjunto con mercados laborales heterogé-
neos, reproduce la desigualdad. Los sistemas de pensiones presentan déficits importantes para 
apoyar a una población de edad avanzada que crece con rapidez y que, casi siempre, exclu-
yen a la población más pobre.

Los problemas estructurales que se evidencian en mercados laborales con alta informali-
dad y sectores de baja productividad que no logran capturar un empleo digno, están detrás 
de la baja cobertura de la seguridad social y las restricciones en los sistemas de protección so-
cial. Si bien se han dado avances importantes en la política y desempeño social, quedan algu-
nos cuellos de botella importantes para implementar sistemas universales de protección so-
cial, particularmente en los países de menor desarrollo relativo dentro de la región como es el 
caso ecuatoriano. Las políticas para la población en edad avanzada han sido las políticas menos 
desarrolladas, pues deben enfrentar grandes desafíos, tanto en recursos como en estrategias e 
instrumentos para promover un envejecimiento digno. El peor escenario lo enfrenta la pobla-
ción adulta mayor que no tiene pensión jubilar y que se encuentra en situación de pobreza, o 
que, desprovista de un seguro público o privado, se encuentra vulnerable ante una enferme-
dad o contingencia que le lleve a un estado de pobreza.

La región, por otra parte, experimenta un heterogéneo proceso de envejecimiento de su po-
blación. Ecuador, con una población mayoritariamente joven, integra el grupo de países con 
menor envejecimiento relativo respecto al promedio regional, ventana de oportunidad que sin 
embargo durará poco tiempo, por lo cual es fundamental pensar en una propuesta que permita 
estructurar y poner en funcionamiento sistemas de protección social adecuados y sostenibles 
en el tiempo en el cual las pensiones jubilares juegan un rol muy importante. En un contexto 
de desaceleración como el que actualmente vive la región, que afecta particularmente a la po-
blación adulta mayor —sobre todo aquella que cuenta con menos posibilidades de acceder a 
ingresos regulares— es preocupación común crear y consolidar un sistema de protección so-
cial para enfrentar riesgos y contingencias para los cuales ni las familias, ni la comunidad, ni 
el Estado se encuentran preparados.

Este trabajo parte de un breve análisis de la situación demográfica, el envejecimiento y 
la seguridad social en la región y Ecuador. En segundo lugar, analiza el contexto del desem-
peño social y los desafíos de la coyuntura económica. En tercer lugar, plantea el estado de arte 
de las políticas de protección social, particularmente del sistema de seguridad social y de las 
transferencias monetarias, para revelar los déficits en el sistema de pensiones para la vejez. En 
cuarto lugar, presenta el caso ecuatoriano. Finalmente, establece algunas conclusiones y algunos 
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criterios para la construcción de un sistema de pensiones jubilar más universal y solidario, que 
aporte a mejorar las condiciones de vida de los adultos mayores y disminuya la desigualdad.

ENVEJECIMIENTO Y SEGURIDAD SOCIAL EN AMÉRICA LATINA Y ECUADOR

La población de América Latina, como la de Ecuador, ha empezado un proceso de envejeci-
miento que va acelerándose en el tiempo, y si bien ese proceso es diferente en cada país, la rea-
lidad es que todos los países experimentan cada año la mayor presencia de población en edad 
avanzada (ver Tabla 1). La política pública y la sociedad en su conjunto deben prepararse con 
celeridad para proteger a este grupo poblacional.

Ecuador cuenta todavía con una población mayoritariamente joven, si consideramos la 
proyección de la población menor o igual a 29 años para el 2015 (inec, 2015). Este país, como 
el resto de países andinos y otros países de la región, sobre todo aquellos de menor desarrollo 

Tabla 1. Índice de envejecimiento en América Latina

Figura 1. Afilicación a sistemas de pensiones y de salud entre los asalariados de 15 años y más en 
América Latina

Fuente: cepal (2014). Observatorio demográfico 2013. Nota: Índice de envejecimiento: número de población de 65 años por cada 

100 personas menores de 15 años.

Fuente: cepal (2013).
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relativo, tiene un índice de envejecimiento menor al promedio regional. Según las proyeccio-
nes del Observatorio Demográfico para el año 2015 (cepal, 2014), Ecuador tendría 33,3 adul-
tos mayores (de 65 años y más) por cada 100 personas menores de 15 años, mientras el prome-
dio regional habría sido de 42,8 adultos mayores para ese mismo año. Ecuador forma parte, 
por tanto, de un grupo de países que todavía tienen abierta una ventana de oportunidad para 
establecer sistemas de protección social más adecuados para la vejez.

La seguridad social es una de las políticas más importantes para proteger a la población 
en edad avanzada, una vez que las personas se retiran del mercado laboral. Las prestaciones 
de salud y la pensión jubilar son particularmente importantes. La afiliación a la seguridad so-
cial en la región, sin embargo, es limitada, y se encuentran excluida sobre todo la población 
más pobre. Según las estimaciones de cepal (2013), para el 2011, el 45% de la población asala-
riada de 15 años y más no estaba afiliada a la seguridad social y el 34% de esa población no es-
taba afiliada a un sistema de salud, siendo la población pobre la más afectada (ver Figura 1).

Ecuador no está al margen de esta problemática, y si bien, la población afiliada crece más 
de lo que crece el promedio de América Latina entre el 2002 y 2011, incluyendo la cobertura de 
los asalariados en los quintiles de ingreso más bajo, es este grupo de población el que menos 
cobertura relativa tiene (ver Tabla 2).

Entre los problemas que limitan el acceso a la seguridad social y por tanto al sistema de 
pensiones, tanto en la región como en Ecuador, podemos considerar: i) La persistencia de un 
mercado laboral heterogéneo con un abultado empleo informal no afiliado a la seguridad so-
cial, trabajadores campesinos y trabajadores por cuenta propia que por sus ingresos limitados 
y/o volátiles no han podido ser incorporados al sistema. En la región, para el 2011, un 47,7% de 
trabajadores no agrícolas tuvieron empleo informal, y si bien la situación ha mejorado, sigue 
siendo una proporción importante de trabajadores no protegidos (oit, 2012). Para Ecuador, el 
empleo en el sector informal para diciembre del 2015 llegó al 40,36% (inec, 2015b). ii) Muy re-
lacionado con el problema anterior, está la alta desigualdad en la distribución del ingreso y la 
persistencia de la pobreza. La pobreza por ingresos en la región para el 2014 afectó al 28% de 
la población según cepal, y el índice de Gini por ingresos para ese mismo año fue de 0,486, el 
más alto respecto a otras regiones del mundo (2014c). Ecuador, para el 2014 registró un nivel 
de pobreza y desigualdad algo menor al promedio regional: 22.49% de incidencia de pobreza 
por ingresos, y un Gini por ingresos de 0,466 (inec, 2015c). Las brechas de productividad la-
boral están por detrás de la desigualdad de ingresos. iii) La existencia de una gran proporción 
de mujeres a cargo de los servicios de cuidado en el hogar que no se encuentran afiliadas. Un 
tercio de las mujeres de 15 años y más que no estudiaba en la región, no generó ingresos pro-
pios en el 2011 (cepal, 2014c). iv) Limitaciones para el acceso de los jóvenes, que se encuen-
tran sobrerrepresentados en el sector informal (Robles, 2012). v) Debilidades institucionales 
en las tareas de recaudación y control.

Aparte de estos problemas que explican sobre todo las dificultades de acceso a la seguri-
dad social, existen los temas de solidaridad y sostenibilidad del financiamiento que son muy 
heterogéneos según el país, pero que merecen una profunda reflexión a la hora de pretender 
avanzar hacia un sistema más universal y equitativo, en momentos de transición demográfica. 
Esta situación marca una distancia muy grande con los sistemas de seguridad social europeos 
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que cuentan con una mayor proporción de trabajadores en el sector formal, una mejor distri-
bución del ingreso y un alto cumplimiento de las leyes de seguridad social, a pesar de que en-
frentan un nivel relativamente mayor de envejecimiento poblacional y, actualmente, una co-
yuntura de crisis económica y desempleo todavía no resuelta. América Latina, sin embargo, 
cuenta todavía con una ventana de oportunidad en la mayoría de países, como en el caso de 
Ecuador, que todavía tiene una población relativamente joven, pero debe enfrentar los proble-
mas estructurales de su desarrollo y mercado laboral. Es debido a esta compleja problemática 
que la región no ha logrado universalizar la seguridad social contributiva y ha ido introdu-
ciendo programas de protección social no contributiva —como las transferencias monetarias— 
para compensar esos déficits, conforme se verá más adelante.

A continuación se hace un breve recuento del desempeño social y la coyuntura económica 
de la región y Ecuador, para contextualizar los desafíos de las políticas de protección y segu-
ridad social.

DESEMPEÑO SOCIAL Y CONTEXTO ECONÓMICO EN 

AMÉRICA LATINA: AVANCES Y CUELLOS DE BOTELLA

América Latina experimenta un período de desaceleración luego de un período de bonanza 
en lo que va del presente siglo. La Comisión Económica para América Latina, cepal (2015), 
estima que la región habría decrecido -0,4% en el año 2015, y que prácticamente se estancará 

quintiles
ecuador zonas urbanas américa latina

pensiones salud pensiones salud
2002

Total 42,0 45,0 46,1 54,4
Quintil I 17,6 18,1 17,3 27,8
Quintil II 24,9 26,9 28,3 37,3
Quintil III 34,3 36,3 39,2 47,5
Quintil IV 45,3 48,3 50,3 57,6
Quintil V 64,9 70,3 65,1 71,4

2011

Total 64,7 66,2 55,4 66,4
Quintil I 30,1 33,2 24,4 44,0
Quintil II 44,6 47,7 37,9 53,2
Quintil III 58,1 59,7 49,0 61,1
Quintil IV 70,3 71,6 59,8 69,5
Quintil V 86,3 86,7 73,0 70,6

Tabla 2. Afiliación a sistemas de pensiones/salud entre asalariados de 15 años y más, según quintil de 
ingreso per cápita (%)

Fuente:  CEPAL (2014a).
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en el 2016, con un 0,2% de crecimiento del Producto Interno Bruto, pib, regional. Éste también 
es el caso de Ecuador, pues, aunque su tasa de crecimiento de la economía está sobre el pro-
medio de la región, esta habría llegado apenas a 0,4%, en el 2015, según la última previsión del 
Banco Central del Ecuador. Si bien han existido avances importantes, tanto en términos polí-
ticos por una mayor estabilidad de sus democracias, como en términos del desempeño social, 
quedan muchos desafíos pendientes en grupos poblacionales sensibles y altamente vulnera-
bles como la población adulta mayor, que debe enfrentar un contexto de desaceleración eco-
nómica. Esta sección presenta un breve balance del desempeño social y los principales cuellos 
de botella, particularizando la información sobre adultos mayores, para fundamentar la cons-
trucción de una agenda urgente para un sistema de pensiones en Ecuador, que puede ser ex-
tensivo a países de parecidas características socioeconómicas en la región.

En términos generales, la región ha experimentado un mejoramiento de sus indicadores 
sociales. La pobreza ha bajado persistentemente en lo que va del presente milenio, como se 
puede observar en la figura 2, si bien en los últimos años tiende a estacionarse. Ecuador tiene 
un desempeño similar, incluso con mayores avances en la reducción de pobreza y la desigual-
dad que el promedio regional (cepal, 2014a). Estos avances se explican no solo por el buen 
desempeño económico que la región experimentó en los años previos, dado por una coyun-
tura favorable en el precio de sus materias primas, sino por la creciente importancia macroeco-
nómica y presupuestal del gasto y la política social. De hecho, Ecuador subió 5 puntos su par-
ticipación del gasto social en el pib entre 2006 y 2014, pasando de 4,2% al 9,2% (mcds, 2014), 
sin considerar los subsidios a pensiones jubilares de la seguridad social (1,3% del pib aproxi-
madamente para el 2012, según Naranjo (2013)) y el gasto en educación superior, mientras la 
región, partiendo de una participación promedio del gasto social más alta, subió 2 puntos en 
el pib, del 13,2% al 15% entre 2006 y 2013 (cepal, 2014c), (ver Figura 2).

Si bien se ha hecho un esfuerzo importante en incrementar el gasto social de la región, existe 
una recaudación tributaria relativamente baja respecto a los países de la ocde, y la que existe 
es regresiva (cepal, 2014c). Ello limita la capacidad redistributiva del Estado y la posibilidad 
de corregir ex post la dinámica excluyente de los mercados, particularmente del mercado la-
boral. Cabe aclarar que Ecuador avanzó mucho en recaudación tributaria aumentando 5 pun-
tos entre el 2006 (9,1% del pib) y el 2014 (14,3% del pib), según la información estadística del 
Banco Central; sin embargo, sigue lejos de la recaudación tributaria promedio observada en 
los países de la región que para el 2014 alcanzó el 17,9% del pib (cepal, 2015). Las necesidades 
para financiar los gastos que implicaría impulsar políticas relevantes como la universalización 
de la seguridad social, de la educación y de los servicios de salud, siguen siendo muy grandes. 
Por tanto, los análisis y las decisiones sobre prioridades, vías de transición hacia esas metas, 
fuentes de financiamiento y mecanismos de progresividad son claves para lograr los resulta-
dos anhelados. Más aún cuando se enfrenta un ciclo económico desfavorable.

Los avances sociales de la región también alcanzaron al mercado laboral, sobre todo en lo 
referente a la tasa de desempleo que ha venido disminuyendo; sin embargo, el empleo informal, 
muy correlacionado con pobreza y baja productividad, sigue siendo un gran problema estruc-
tural. Como se observó en la sección previa, según la oit (2012) para el 2011 el empleo infor-
mal no agrícola afectaba al 47,7% de la Población Económicamente Activa (pea) de la región, 
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pese a las mejoras de los últimos años (oit, 2012; Banco Mundial, 2012), y en Ecuador el em-
pleo en el sector informal llegó al 40,36% del total de empleados, lo que explica, en parte, la li-
mitada movilidad social a través del trabajo y la limitada afiliación a la seguridad social. Pese 
a los avances evidenciados en el desempeño social, América Latina sigue siendo la región más 
desigual del mundo (cepal, 2014a), y la pobreza por ingresos para el 2014 siguió afectando a 
un poco más de uno de cada cuatro personas (inec, 2014).

En este escenario de avances sociales, pero limitada dinámica económica, mayor enveje-
cimiento de la población, pero con un punto de partida de mayor población joven, es impor-
tante desarrollar políticas para enfrentar las rigideces estructurales y las contingencias en un 
mundo de mayor incertidumbre para las etapas de la vida de mayor vulnerabilidad. El sis-
tema de seguridad social, y particularmente el sistema de pensiones merece particular con-
sideración entre las políticas públicas para personas de edad avanzada a fin de contrarrestar 
su empobrecimiento en una etapa de la vida de mayor necesidad, sobre todo para la atención 
de salud y cuidado.

En la siguiente sección se analizan las políticas de protección social contributiva y no con-
tributiva, particularmente los sistemas de seguridad social y las transferencias monetarias.

POLÍTICAS DE PROTECCIÓN SOCIAL

Las políticas de protección social son una dimensión muy importante de las políticas so-
ciales destinadas a proteger a la población contra los distintos riesgos y contingencias que 
se presentan durante su ciclo de vida. Estas políticas, sin embargo, son solo un eje de varias 

Figura 2. Evolución de la pobreza y la indigencia 1990-2014 (en porcentaje de personas) en América 
Latina

Fuente: cepal (2014).
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dimensiones de política social que deben caminar de la mano, como las políticas de promo-
ción social, incluidas aquellas que fortalecen capacidades como educación y salud; pero que 
también favorecen el acceso a activos como vivienda, tierra, agua, financiamiento, políticas la-
borales y de empleo, entre otras (Robles, 2012). Las políticas sociales, por otra parte, no pue-
den ser políticas netamente sectoriales, deben ser políticas altamente articuladas a las políticas 
económicas fundamentales como la política fiscal, la política productiva, la política macroeco-
nómica, sobre todo cuando se trata de enfrentar problemas estructurales como la desigual-
dad y el empleo informal.

Si bien se han hecho esfuerzos muy importantes, sobre todo en los últimos años, tanto en 
Ecuador como en otros países de la región, no se han podido garantizar derechos universales 
de ciertos servicios sociales básicos como salud, seguridad social y educación (excepto edu-
cación primaria). El país, como la mayoría de países de la región, cuenta con un Estado de 
bienestar en ciernes y, por tanto, tiene desafíos muy grandes para enfrentar los problemas de 
desigualdad. Esta realidad, sumada a la heterogeneidad del mercado laboral, con un sector in-
formal abultado y muy relacionado con pobreza y baja productividad, hace que los factores de 
movilización social clásicos no operen de igual manera en las sociedades latinoamericanas. La 
política de protección social es una necesidad para todos y particularmente para la población 
excluida que tiene muy pocas posibilidades alternativas de protección en el sector privado, o 
en las redes familiares y comunitarias para enfrentar contingencias, menos aún durante una 
etapa del ciclo de vida sensible como la vejez.

Los debates sobre sistemas de protección social actual en la región, no están restringidos a 
las crisis o a la pobreza, sino que además confrontan derechos básicos universales e incluyen 
una complejidad de políticas y coordinaciones interinstitucionales, aunque ciertamente con 
énfasis diferenciados según la historia de cada país en la consolidación de las políticas socia-
les, y sus características socioeconómicas y demográficas.

Si bien el concepto «protección social» tiene distintas interpretaciones (Robles, 2012; Naranjo, 
2013) y existen varias experiencias en la región, este trabajo considera su sentido más univer-
sal en el aseguramiento de derechos básicos y la protección frente a contingencias (Ceccini y 
Martínez, 2011; Robles, 2012). Supone, además, en sociedades altamente desiguales como las 
latinoamericanas, un financiamiento solidario que apoye a la igualdad y disminuya la pobreza. 
Acogiendo la propuesta de Ceccini y Martínez (2011), los componentes básicos de este sistema 
son: la protección social contributiva, que en este trabajo se asociará con la seguridad social 
contributiva; la protección social no contributiva, que en este documento considerará las trans-
ferencias monetarias no contributivas; y la regulación del mercado laboral destinada a prote-
ger a los trabajadores contra riesgos y contingencias. Si bien existen otros estudios como el de 
Naranjo (2013), que consideran como políticas de protección y promoción social no solo las 
políticas aquí consideradas, sino también las políticas sociales sectoriales y focalizadas como 
educación, salud, vivienda y desarrollo humano, inclusión económica social y empleo, en este 
artículo se considera a la protección social en el sentido de Ceccini y Martínez (2011), siendo 
solo una parte de la política social que es mucho más amplia e integral, e incluye no solo la po-
lítica sectorial en educación, salud, vivienda, sino políticas transversales como la inclusión y 
promoción económica y social, el empleo y su necesaria articulación a la política económica.
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En este marco, este trabajo se concentra en el sistema de protección social contributivo y no 
contributivo, y particularmente en el sistema de pensiones de la población en edad avanzada. 
Con tal fin, los siguientes apartados analizan el sistema de seguridad social, particularmente 
su sistema de pensiones jubilares y las transferencias monetarias para adultos mayores en el 
nivel regional, y colocan el caso ecuatoriano como una experiencia relevante para países de 
desarrollo relativo medio en la región.

LA SEGURIDAD SOCIAL

Un sistema de seguridad social se basa normalmente en un sistema contributivo y, excepcio-
nalmente, no contributivo, financiado sobre todo por las contribuciones de los trabajadores 
formales, en el que también aportan los empleadores y el Estado. Generalmente, su protección 
contempla una cartera de prestaciones destinadas a cubrir las contingencias de desempleo, ma-
ternidad, enfermedad, discapacidad, viudez, vejez y muerte. Este sistema es clave no solo para 
proteger a los trabajadores y sus familias del riesgo de contingencias sino también para apo-
yar la equidad. En América Latina existe una heterogeneidad de modelos; según Mesa-Lago 
(2004), existen al menos tres grupos de países en consideración del origen y desarrollo de sus 
sistemas de seguridad social: i) los países pioneros —primer cuarto del siglo xx— de mayor 
desarrollo relativo, mercados laborales más formales y mayor cobertura no solo de la seguri-
dad social, sino de educación y salud, como Uruguay, Argentina, Chile, Brasil, Cuba y Costa 
Rica; ii) los países intermedios que desarrollaron sus sistemas alrededor de la mitad del siglo 
xx, con mayor proporción de trabajadores en el sector informal y menor expansión de otros 
servicios como educación y salud, donde se sitúan los países andinos, entre ellos Ecuador, ade-
más de México y Panamá; y iii) los países tardíos, que impulsaron sus sistemas entre los años 
sesenta y setenta del siglo xx y que tienen menor desarrollo social relativo, alta participación 
de los trabajadores en el sector informal y alta pobreza, donde se encuentran sobre todo los 
países centroamericanos, caribeños y Paraguay.

Varias reformas han ocurrido en el tiempo, particularmente entre los años setenta y no-
venta (Mesa-Lago, 2004). Algunos países como Chile, Bolivia, México, El Salvador, República 
Dominicana y Nicaragua, privatizaron servicios sociales y promocionaron la capitalización 
individual. Otros países impulsaron reformas tanto en los seguros públicos como privados, 
como en los casos de Perú y Colombia. Otros emprendieron reformas mixtas como en el caso 
de Argentina, Uruguay, Costa Rica. También se dieron reformas paramétricas como en Brasil, 
Cuba, Guatemala, Haití. En Ecuador se mantuvo el sistema de seguridad social público, pese 
a los varios intentos de privatizarlo.

Actualmente existe una gama muy variada de modelos de seguridad social que fluctúa entre 
público, privado y mixto. En lo que a cotizaciones de pensiones y jubilaciones se refiere, te-
nemos: i) sistema de reparto (beneficio definido); ii) capitalización parcial colectiva; y iii) ca-
pitalización plena (contribución definida), (Mesa-Lago, 2004). Ecuador tiene un sistema hí-
brido de reparto y capitalización parcial colectiva.
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LAS TRANSFERENCIAS MONETARIAS

Las transferencias monetarias en América Latina, como parte del sistema no contributivo de 
protección social, se financian del presupuesto fiscal; es decir, del ingreso tributario general. 
Sus orígenes se encuentran en la compensación a los más pobres frente a los ajustes fiscales 
implantados luego de la crisis de la deuda de los años ochenta, pero su visión ha cambiado en 
el tiempo y hoy conviven varios enfoques que abarcan, desde los enfoques más comprensivos 
para enfrentar la multidimensionalidad de los factores que influyen en la pobreza, hasta aque-
llos que apuntan a cubrir derechos universales y plantean sendas articulaciones con la polí-
tica social y económica.

Estos programas han tenido una amplia difusión en América Latina y en la actualidad al 
menos 18 países los incluyen en sus políticas sociales (Robles, 2012), debido posiblemente a su 
bajo costo, amplia cobertura, acceso inmediato a ingresos por parte de los hogares en situa-
ción de pobreza (Robles, 2012; Ceccini y Martínez, 2011), y procesos de difusión de actores in-
ternacionales (Osorio, 2014), entre otros. Existen diferentes grupos de programas, según sus 
objetivos claramente diferenciados (Robles, 2012): aquellos que buscan asegurar un ingreso 
básico para la población en situación de vulnerabilidad (crisis o riesgos) articulado en la ma-
yoría de casos a la promoción de la acumulación de capital humano (educación y salud) de los 
hijos en los hogares pobres; aquellos que buscan erradicar la pobreza atendiendo a su natu-
raleza multidimensional, coordinándolos con políticas sociales y económicas; y aquellos que 
buscan promover derechos sociales y económicos ciudadanos de carácter universal al margen 
de su situación de pobreza, como son los que buscan promover la renta básica, o los que bus-
can universalizar el sistema de seguridad social y particularmente el sistema de pensiones, ar-
ticulando instrumentos no contributivos. 

Este documento se centra en el último objetivo de las transferencias monetarias, como me-
canismo de apoyo a la transición hacia un sistema más integrado de seguridad social, parti-
cularmente dirigido a proteger a la población adulta mayor como una de sus misiones fun-
damentales. En la región, las transferencias monetarias, materializadas como pensiones no 
contributivas para quienes no tienen prestaciones contributivas han sido ampliamente utili-
zadas en los casos de Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Paraguay, 
Uruguay (Robles, 2012), Bolivia y Ecuador. La participación de este tipo de transferencias ha 
crecido en el tiempo y son parte importante de las pensiones en la población adulta mayor 
(ver Tablas 3 y 4).

En consideración de su gran difusión, sus demandas de financiamiento y las demandas de 
otras políticas, es importante desarrollar una articulación más adecuada con el sistema de se-
guridad social contributivo, mirar los mecanismos de progresividad en función de los tipos 
de financiamiento y plantear un estrategia de transición que aliente el trabajo digno y la se-
guridad social contributiva, para que dinámicamente hagan menos falta estos mecanismos 
no contributivos. A continuación se expone brevemente el caso ecuatoriano, para provocar 
una reflexión sobre la protección a adultos mayores, particularmente a través de un sistema 
de pensiones, en países de desarrollo relativo intermedio en la región con alta participación 
del sector informal.
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CASO ECUATORIANO

Ecuador, como se anotó previamente, es un país con una población relativamente joven en 
América Latina, pero con un proceso dinámico de envejecimiento. De acuerdo a las proyec-
ciones de población del inec (2015), el 54,1% de la población es menor o igual a 29 años, y 
como advirtió anteriormente su tasa de envejecimiento (33,3) proyectada al 2015 es alrede-
dor de 9 puntos más baja que la tasa de envejecimiento promedio de la región (42,8), según 
el Observatorio Demográfico de cepal (2014). Según las proyecciones poblacionales de la 
celade (2015), el país contará con una ventana de oportunidad por un par de décadas más, 
mientras siga aumentando la población en edad productiva —población entre 15 a 64 años, 
para el año 2015 fue el 62,5% de la población total— y baje la tasa de dependencia de la po-
blación —población menor de 15 años y población mayor o igual a 65 años respecto a po-
blación de 15 a 64 años—. Pero pese a contar con una población relativamente joven, la po-
blación adulta mayor, de 65 años y más, está creciendo y crecerá más aceleradamente que el 
conjunto de la población (ver Figura 3). Por ello, es fundamental que el Estado, las familias y 
las comunidades estén preparados.

De este modo, frente al proceso de envejecimiento inexorable que va ocurriendo en la po-
blación ecuatoriana, es importante aprovechar la ventana de oportunidad demográfica para 
hacer reformas a la seguridad social y a la política social dirigidas a adultos mayores que nos 

Tabla 3. Cobertura de los programas de transferencias condicionadas en América Latina y el Caribe

Tabla 4. Cobertura de los programas de pensiones en América Latina y el Caribe

Fuente:  CEPAL (2014).

Fuente:  CEPAL (2014).

año cobertura de los programas de transferencias condicio-
nadas (en porcentajes del total de la población)

2000 5,7
2005 13,5
2008 15,4
2009 18,2
2010 18,7
2011 19,5
2012 20,3

año cobertura de los programas de pensiones (en por-
centajes del total de la población)

2008 33,2
2009 35,8
2010 37,2
2011 38,3
2012 40,7
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lleven a un nivel de protección social más adecuado, con mayor equidad y sostenibilidad, así 
como políticas económicas, laborales y productivas, que confronten los problemas estructura-
les del mercado laboral advertidos. El sistema de pensiones jubilares tanto contributivas como 
no contributivas es un eje muy importante de la política de protección social para promover 
un envejecimiento más digno de la población. En términos de desarrollo social, si bien se han 
dado avances en Ecuador, al igual que en América Latina, como se refirió previamente, los 
adultos mayores todavía enfrentan situaciones de pobreza y desprotección social complejos. 
Según el censo de población del año 2010, el 45% de la población adulta mayor se encontraba 
en condiciones de pobreza y extrema pobreza por necesidades básicas insatisfechas. Sólo uno 
de cada cuatro adultos mayores tenía pensión jubilar contributiva (26%), el 22% no tenía nin-
gún seguro, y el 52% recibía una pensión asistencial no contributiva en el 2014 (MCDS, 2014b). 
Quedando, por tanto, un reto muy grande para avanzar hacia la universalización de la pensión 
jubilar con una estrategia de financiamiento sostenible y solidaria.

Desde la perspectiva de las políticas sociales, Ecuador ha vivido una importante dinámica 
que ha seguido el paradigma del Estado de bienestar que busca garantizar la universalización 
de servicios clave como educación, salud y seguridad social, en el contexto de un pacto social 
expresado en la Constitución de 2008, que se plantea la búsqueda de una sociedad más justa 
y el objetivo del Buen Vivir para su población. En términos prácticos, esto se ha expresado en 
una mayor atención al sector social, y el impulso a políticas redistributivas que contaron con 
mayores ingresos fiscales. De hecho, el presupuesto social más que duplicó su participación 
en el pib, del 4,2% en el 2006 al 9,2% en el 2014. Las políticas de educación, de salud, de vi-
vienda, de inclusión social y económica, así como las políticas de protección social y de segu-
ridad social, dinamizaron propuestas y ampliaron coberturas (Naranjo, 2013, Sánchez, 2012).

Los avances en el desempeño y política social, sin embargo, enfrentan una coyuntura eco-
nómica adversa en el país, como en el resto de la región, debido al abaratamiento del precio 
del petróleo, su principal producto de exportación, y por la grave apreciación monetaria que 
ha reducido la competitividad de la producción ecuatoriana. Las previsiones de crecimiento 
económico, según el Banco Central del Ecuador, para el 2015, son de apenas el 0,4%. El 2016 
tampoco aparece muy alentador en términos de crecimiento, lo cual pone en tensión los logros 
avanzados en el campo social, planteando un gran desafío para el financiamiento sostenible de 
la política social y, particularmente, de las pensiones jubilares en el mediano y largo plazo. En 
este contexto, el sistema de pensiones jubilares merece particular consideración en el marco 
de políticas sociales y particularmente de protección social dirigidas a la población en edad 
avanzada, que prevengan su empobrecimiento y permitan un envejecimiento con dignidad.

A continuación se considerará la situación de la seguridad social, particularmente de las 
pensiones jubilares contributivas, y de las transferencias monetarias, concentradas en el tema 
de pensiones jubilares no contributivas.

LA SEGURIDAD SOCIAL EN ECUADOR Y LOS ADULTOS MAYORES

El tipo de Seguridad Social en el caso ecuatoriano corresponde a las características del grupo 
intermedio de países en la tipología de Mesa-Lago (2004); es decir, un país con una proporción 
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importante de trabajadores informales (40,36% de la pea en diciembre del 2015) y por consi-
guiente con limitaciones en la cobertura de su sistema de seguridad social. La pea afiliada a la 
seguridad social no llega a la mitad (44,34% para el 2014) pese a los esfuerzos realizados por 
ampliar la cobertura en los últimos años, tanto en el sector urbano como rural (ver Figura 4).
El gran crecimiento que de todas maneras ocurrió en la cobertura de la población afiliada a la 
seguridad social en la última década, obedece a políticas activas conducentes a captar mayor 
población afiliada. Entre estas políticas se puede mencionar: la penalización de la no afilia-
ción a la seguridad social para los patronos incumplidos, que fue incorporada en virtud de 
una consulta popular realizada en el 2011; el incremento de los beneficios de la afiliación, que, 

Fuente: inec (datos a diciembre de cada año). Ministerio Coordinador de Desarrollo Social de Ecuador.

Figura 3. Tasa de crecimiento de la población mayor o igual a 65 años y de la población total en 
Ecuador

Figura 4. Participación de la pea afiliada a la Seguridad Social en Ecuador (%)

Fuente: inec (2015a).
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entre otros, extendió la cobertura de servicios de salud a hijos menores de 18 años y cónyuges; 
la reducción del período requerido para acceder a las prestaciones de salud; el apoyo en pres-
tadores privados de salud; la reactivación de los créditos quirografarios e hipotecarios, que son 
parte de los beneficios de la seguridad social en el caso ecuatoriano; por último, la mayor ac-
tivación de las inspectorías del trabajo y campañas puerta para asegurar el cumplimiento de 
las normas de afiliación.

Según la Constitución de 2008, el sistema de seguridad social ecuatoriano, como en la mayo-
ría de sistemas de seguridad social de la región, debe atender las contingencias de enfermedad, 
maternidad, paternidad, riesgos del trabajo, cesantía, desempleo, vejez, invalidez, discapacidad, 
muerte y aquellas que defina la ley. Existe un pacto tácito de que el sistema de seguridad social 
en Ecuador es público y universal, conforme lo define la Constitución (2008) que fue aprobada 
por la sociedad ecuatoriana a través de un referéndum en el 2008. Este pacto no es reciente, se 
ha ido forjando en el tiempo, si bien la población beneficiaria ha sido acotada, hay la aceptación 
mayormente generalizada entre los principales actores de la sociedad de que el sistema de la se-
guridad social debe ser público y debe cubrir a todos, de manera progresiva. En este sentido, se 
podría decir que hay un pacto cercano al tipo de pacto definido por el enfoque neoestructura-
lista histórico de políticas, conforme lo refieren Maldonado y Palma (2013), cuando existe un 
acuerdo en torno a una política pública basado en paradigmas compartidos por los principales 
actores. En ese contexto, aquí se tratará particularmente el tema de pensiones.

El sistema de seguridad social en Ecuador se basa en un sistema contributivo y, excepcio-
nalmente, no contributivo, financiado por las contribuciones de los trabajadores, los emplea-
dores y el Estado. Es un sistema híbrido de reparto y capitalización colectiva parcial. La se-
guridad social es provista por tres instituciones públicas y autónomas como son el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social, iess, el Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, 
issfa, y el Instituto de Seguridad Social de la Policía, isspol. Si bien existen prestadores pri-
vados de seguros de salud, de pensiones, entre otros, los asegurados se encuentran sobre todo 
en la seguridad social pública. La seguridad social contempla una cartera de prestaciones des-
tinadas a cubrir las contingencias de desempleo, maternidad, enfermedad, discapacidad, viu-
dez, vejez y muerte. El iess se articula mediante un seguro general para la población civil, que 
afilia obligatoriamente a los trabajadores dependientes y voluntariamente a quien realiza otro 
tipo de actividades e incluye un régimen especial para el trabajo en el campo y la pesca arte-
sanal, a cargo del Seguro Social Campesino. El iess maneja los siguientes seguros: el seguro 
de pensiones (invalidez, vejez y muerte), el seguro campesino, el seguro de salud, el seguro de 
riesgos del trabajo y el seguro de cesantía.

Uno de los problemas del sistema de seguridad social en Ecuador es su limitada cobertura, 
que como se anotó, si bien ha mejorado visiblemente en los últimos años, todavía mantiene 
un déficit importante. Los problemas de la cobertura de la afiliación de la seguridad social tie-
nen que ver como lo interpreta Mesa Lago (2014), con la estructura del mercado laboral ecua-
toriano y la presencia de una alta informalidad, y relacionado con ello, con la situación de po-
breza y desigualdad, que pese a las mejoras sociales —bajaron 15 y 7 puntos respectivamente 
entre 2006 y 2014— todavía persisten en el país. Si bien existen problemas de evasión y exis-
ten grupos profesionales independientes que no están afiliados, el déficit de cobertura afecta 
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sobre todo a los trabajadores del sector informal, que es donde se encuentran la población más 
pobre y los trabajadores por cuenta propia. El empleo en el sector informal —entiéndase éste 
al empleo ocurrido en empresas que no cuentan con registro único de contribuyente— en la 
última década ha afectado a alrededor de cuatro de cada diez personas ocupadas (inec, 2015). 
El sector informal está altamente relacionado con las condiciones de pobreza y baja produc-
tividad (Banco Mundial, 2012).

Esta realidad plantea un desafío estructural importante, pues ya no se trata solamente de 
un sector económico que no quiere cumplir con las normas, sino de un sector que por condi-
ciones estructurales tiene bajos niveles de productividad y, por tanto, bajos niveles de ingre-
sos para poder cumplir con los costos de afiliación y formalización en general. La incorpo-
ración de este sector requiere de políticas dirigidas a mejorar sus niveles de productividad, la 
consideración de un tratamiento especial en los parámetros de contribución y alcance de be-
neficios, de políticas de apoyo al financiamiento o subsidio a la contribución para los secto-
res de menores ingresos, al menos en un período inicial de transición, y no solo de normas y 
exigencia de cumplimiento. Adicionalmente, otros grupos de baja cobertura de afiliación son 
las mujeres a cargo de las tareas del hogar sin remuneración, cuyo volumen equivale a algo 
más de la mitad de la población actualmente afiliada (mcds, 2014) y el grupo de los jóvenes.

En el caso de las mujeres, la reciente Ley Orgánica para la Justicia Laboral y Reconocimiento 
del Trabajo en el Hogar (2015), abrió la opción de la afiliación al iess de las personas que reali-
cen trabajo no remunerado en el hogar para que sean protegidas de las contingencias de vejez, 
muerte e invalidez, con la contribución de la unidad económica familiar y un subsidio progresivo 
del Estado a la cotización hasta cuando los ingresos iguales o sean inferiores al 150% del salario 
básico unificado (Resolución cd N.º 492, 2015). Quedan, sin embargo, pendientes, la reglamen-
tación de la incorporación de los trabajadores independientes y el tratamiento y posible subsi-
dio a la cotización de aquellos de menores ingresos. De este modo, existe un desafío muy impor-
tante para pensar en la universalización de la seguridad social y su financiamiento en Ecuador.

Las limitaciones históricas en la afiliación a la seguridad social han provocado una baja co-
bertura en las pensiones jubilares, que enfrenta una mayor dinámica de envejecimiento po-
blacional, como se analizó previamente. Apenas 1 de cada 4 adultos mayores, recibe pensión 
jubilar contributiva, 2 reciben pensión jubilar no contributiva y 1 no tiene ninguna pensión. 
Esta situación pone una presión muy importante en las necesidades de financiamiento, por lo 
que es fundamental encontrar las fuentes y las corresponsabilidades más adecuadas con cri-
terios de equidad y solidaridad, para evitar el empobrecimiento de este grupo poblacional.

Más allá de la limitada cobertura, el sistema de la seguridad social ecuatoriano y su sis-
tema de pensiones jubilares, históricamente ha mantenido problemas de regresividad (Durán, 
2008), porque ha subsidiado más a la población afiliada que a la población no afiliada, nor-
malmente la más pobre. Hasta el primer trimestre del 2015, el Estado ecuatoriano subsidió el 
40% de las pensiones jubilares del iess y hasta la presente fecha subsidia el 60% de las pen-
siones jubilares del issfa y el isspol. Este subsidio representó para el 2012, 1039,8 millones de 
dólares, lo que fue el 1,3% del pib en ese año (Naranjo, 2013). Si bien en el contexto de la crea-
ción de un programa de transferencias monetarias (Bono de Desarrollo Humano) también se 
crearon pensiones no contributivas destinadas a los adultos mayores más pobres, sin afiliación 
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a la seguridad social, en el 2012 estos recursos apenas representaron un quinto de las transfe-
rencias del Estado por pensiones a la seguridad social (mcds, 2014c).

En abril del 2015, sin embargo, el gobierno retiró el subsidio del 40% a las pensiones jubi-
lares del iess, reservando el subsidio a las pensiones jubilares sólo para cuando éste sea ne-
cesario, tanto para el Seguro Social Obligatorio como para el Seguro Social Campesino (Ley 
orgánica de Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar, 2015). De este modo, 
queda pendiente pensar en la sostenibilidad futura del financiamiento de las pensiones ju-
bilares, sabiendo que el Estado, según la Constitución ecuatoriana, debe garantizarlas. En el 
caso de los seguros de las Fuerzas Armadas y Policiales, se mantiene, sin embargo, el subsi-
dio del 60% a las pensiones, considerando, adicionalmente, que los topes de pensiones ju-
bilares en el issfa e isspol son más del doble del tope de las pensiones en el caso del iess, 
aspectos que ameritan mayor discusión. De este modo, resulta importante pensar en el finan-
ciamiento de largo plazo del sistema de seguridad social que todavía adolece de insuficiente 
cobertura, sobre todo para población que requerirá del subsidio del Estado para su cotiza-
ción, hasta que mejoren las condiciones estructurales del mercado laboral y de la producción 
de una amplia población rural y urbana. Ello plantea el gran desafío de incluir a los jóvenes 
en empleos dignos, para que puedan contribuir a la seguridad social oportunamente y pue-
dan ser protegidos durante su ciclo de vida.

En Ecuador, por otra parte, los servicios de salud se entregan a través de un sistema mixto. 
En el ámbito público, existe la atención a salud manejada por el Estado a través de una red de 
hospitales y centros de salud del Ministerio de Salud Pública financiado directamente por el 
presupuesto del Estado, y la atención a la salud brindada por el iess, el issfa, el isspol para su 
población afiliada y sus beneficiarios cubiertos (hijos hasta los 18 años y cónyuges), donde el 
Estado también está obligado a hacer transferencias para cubrir los gastos correspondientes a 
enfermedades catastróficas y la atención a los adultos mayores. A pesar de la insuficiencia del 
sistema de seguridad social ecuatoriano para cubrir las necesidades de pensiones jubilares con-
tributivas, Ecuador, al igual que otros países de la región, ha avanzado en materia de protección 
social no contributiva, como se analiza en la siguiente sección.

TRANSFERENCIAS MONETARIAS EN ECUADOR: 

EL CASO DE LOS ADULTOS MAYORES

Las transferencias monetarias no contributivas enfocadas en los más pobres como respuesta 
a la crisis económica de fines de los años noventa y como compensación por la reducción de 
subsidios de los combustibles, aparecen en Ecuador en 1998. El programa cuenta con dos com-
ponentes: una transferencia para los hogares pobres, llamada actualmente Bono de Desarrollo 
Humano (bdh), que es entregada a las mujeres en representación del hogar y que se condiciona 
a la atención escolar y control de salud de los hijos; y una transferencia, denominada Pensión 
Asistencial para adultos mayores y personas con discapacidad.

El programa, en su parte orientada hacia los hogares pobres, fue incorporando un enfo-
que dirigido a enfrentar la pobreza de manera más integral. Incorporó a la condicionalidad del 
bdh, la posibilidad de un anticipo acumulado, llamado Crédito de Desarrollo Humano para 
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actividades productivas que, junto a programas de capacitación, becas escolares, acceso a vi-
vienda, servicios de salud, fomento del empleo digno, desarrollo rural y fortalecimiento de la 
economía popular y solidaria, buscó apoyar una movilidad más integral (mcds, 2009; mcds, 
2012; mcds, mcds, 2014; senplades, 2014) (ver Figura 5).

En la última década el programa incrementó tanto la magnitud del Bono de Desarrollo 
Humano, bdh, como la cobertura, en parte por la actualización del registro social mantenido 
para identificar los hogares pobres como por la decisión política de ampliar la cobertura en los 
grupos en situación de mayor vulnerabilidad como adultos mayores y personas con discapa-
cidad, como se observa en la figura 5. A partir del 2013 se tomó la decisión de focalizar el bdh 
en hogares de mayor pobreza y se bajó la línea de corte de los beneficiarios del bdh, por ello 
se observa un quiebre en la cobertura de madres beneficiarias del bdh.

En el caso de las pensiones asistenciales para adultos mayores, se ha buscado conectarlas con 
el sistema de seguridad social, concibiéndolas como pensiones jubilares no contributivas, en una 
estrategia de progresividad que empieza con la atención a los más pobres. Esta pensión jubilar 
no contributiva cubrió al 52,2% de la población adulta mayor en el 2014 (mcds, 2015), compen-
sando la gran subcobertura de la pensión jubilar contributiva, que apenas cubre a un cuarto de 
la población adulta mayor. Claramente, la pensión jubilar no contributiva para la población en 
edad avanzada y de mayor pobreza es importante en una transición hacia la universalidad, para 
proteger los ingresos de la población de mayor vulnerabilidad en la etapa final de su ciclo de 
vida. Sin embargo, debido al peso de su financiamiento, es fundamental activar políticas labo-
rales, económicas y productivas más allá de las normas de afiliación y su cumplimiento. De este 
modo, debería ir disminuyendo en el tiempo la proporción de la pensión jubilar no contributiva.

Existe todavía un desafío importante en cuanto a la integración de un sistema de segu-
ridad social contributivo que también incluya las pensiones jubilares no contributivas bajo 

Figura 5.  Bono de Desarrollo Humano y Pensión Asistencial por tipo de beneficiario en Ecuador 
(en miles)

Fuente: MIES-RIES (2000-2014)
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un mecanismo de adecuada progresividad y sostenibilidad en el tiempo. Ecuador y los paí-
ses de la región con sistemas de seguridad social con algunas características similares, tie-
nen un desafío pendiente para lograr integrar sistemas de seguridad social más comprensi-
vos hacia la universalidad, incluyendo la seguridad social contributiva y la protección social 
no contributiva, que consideren mecanismos de progresividad de los recursos públicos, so-
lidaridad y sostenibilidad adecuados.

A continuación, se anotan algunas conclusiones y criterios que pueden apoyar ese proceso, 
pensando sobre todo en un sistema de pensiones más progresivo y sostenible, parte fundamen-
tal de un proyecto de protección social integral, universal y solidaria para la vejez.

CONCLUSIONES Y CRITERIOS PARA LA CONSTRUCCIÓN DE UNA AGENDA

La población de América Latina tanto como de Ecuador ha venido envejeciendo. Ecuador, sin 
embargo, pertenece a un grupo de países, al interior de la región, con población relativamente 
joven, por lo que tiene todavía una ventana de oportunidad de un par de décadas para prepa-
rar sus políticas sociales y, particularmente, su sistema de protección y seguridad social para 
apoyar un envejecimiento digno de su población.

Al igual que la región, Ecuador avanzó en el desempeño y la política social disminuyendo la 
pobreza y la desigualdad, sin embargo, subsisten desafíos muy grandes para lograr mayor pro-
tección social, inclusión y equidad, sobre todo en poblaciones en crecimiento como los adultos 
mayores, para quienes la sociedad, las familias y el Estado no están suficientemente preparados 
para atender. El sistema de protección y seguridad social es muy importante para proteger esa 
etapa sensible de la vida y evitar la pobreza y sus consecuencias en la calidad de vida, cuando 
más se necesita de cuidado y atención de salud. Sin embargo, todavía existe una gran propor-
ción de adultos mayores desatendido en la región y Ecuador sin ninguna pensión jubilar. En 
Ecuador solo uno de cada cuatro adultos mayores recibe pensión jubilar contributiva, la mitad 
recibe una pensión jubilar no contributiva pequeña y el resto no tiene pensión jubilar. Dado 
que no existe suficiente oferta de espacios de cuidado y atención al adulto mayor más que para 
los abandonados, o las escasas iniciativas privadas pagadas, la pensión jubilar es un ingreso 
clave para apoyar, en lo que sea posible, una vida digna e independiente de los adultos mayores.

El Estado ecuatoriano, como muchos de los Estados de la región, es un Estado de bienes-
tar en ciernes, con varios desafíos para enfrentar los problemas de pobreza y desigualdad. La 
heterogeneidad del mercado laboral, con un sector informal abultado y muy relacionado con 
pobreza y baja productividad, hace que los factores de movilización social clásicos no operen 
del mismo modo que en otros contextos, como el europeo. Estos problemas estructurales del 
mercado laboral están detrás de la baja cobertura de la seguridad social y de las restricciones 
en los sistemas de protección social. La política de protección y seguridad social es una nece-
sidad para todos y particularmente para la población excluida que tiene muy pocas posibili-
dades alternativas de protección en el sector privado, o en las redes familiares y comunitarias 
para enfrentar contingencias, menos aún durante la vejez.

En Ecuador se ha avanzado mucho en establecer normas y protocolos de seguimiento y 
exigencia de cumplimiento para la afiliación a la seguridad social, que ha dado sus frutos en 
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el incremento notable de la cobertura desde el 2007. Sin embargo, la posibilidad de incorpo-
rar a más afiliados enfrenta la realidad de sectores económicos de baja productividad, o gru-
pos poblacionales excluidos del mercado laboral con pocos recursos para enfrentar los costos 
de afiliación. El Estado ha venido subsidiando anualmente un 40% de las pensiones jubilares 
del iess, y un 60% de aquellas del issfa e isspol, estructura de financiamiento regresiva en 
el gran contexto de la sociedad ecuatoriana, porque subsidia mucho más a la población afi-
liada que a aquella que carece de un seguro social. Las pensiones jubilares no contributivas 
compensaron en parte esta deficiencia, sin embargo, no equilibraron la balanza en la estruc-
tura de subsidios. El retiro del subsidio del 40% de las pensiones y la disposición de usar el 
subsidio solo cuando éste sea necesario, deja, por otra parte, pendiente la necesidad de pen-
sar fuentes de financiamiento sostenibles en el tiempo para el pago de pensiones que, inelu-
diblemente, irá creciendo en el tiempo.

De este modo, el sistema de protección y seguridad social enfrenta una insuficiencia más 
estructural en la cobertura y la necesidad de pensar más sosteniblemente el financiamiento 
de una expansión de la misma para sectores que requerirán más apoyo de recursos públicos 
(sector informal, mujeres y jóvenes). Por otro lado, el sistema enfrenta una coyuntura econó-
mica adversa, que conduce a tratar el tema del financiamiento y la corresponsabilidad entre los 
trabajadores, los empleadores, la unidad económica familiar, y el Estado con mucho cuidado.

El problema del financiamiento, además, enfrenta un contexto donde se busca no solo uni-
versalizar la pensión jubilar, sino también la educación y la atención de salud. Por tanto, cual-
quier solución debe considerar estos múltiples objetivos que demandan ingentes cantidades de 
recursos y observar los criterios de equidad, solidaridad, suficiencia, progresividad y sostenibi-
lidad. Ello implica la necesaria construcción de pactos de largo plazo entre los actores de inte-
rés sociales y políticos, donde se incluyan no solo a los grupos organizados afiliados a la segu-
ridad social, sino a los grupos que no cuentan con seguridad social. El pacto se ha construido 
constitucionalmente por el lado de los beneficios, pero no por el lado del financiamiento, aquí 
todavía queda un largo camino a recorrer.

Los siguientes criterios buscan impulsar un sistema de pensiones que garantice opcio-
nes económicas y sociales para un envejecimiento digno e impida el empobrecimiento de 
la población en esa etapa de la vida. Gran parte de estos criterios están siendo discutidos en 
Ecuador, algunos ya han sido aprobados legalmente y otros son parte de los análisis de los 
actores institucionales y políticos.

Existen al menos cuatro requisitos claves para cualquier reforma a la seguridad social: 1) 
Una visión clara e integral del sistema de pensiones, dentro de un sistema de protección so-
cial universal que incluya tanto el análisis de la evolución fragmentada de la seguridad social 
—como en el caso ecuatoriano— como el dinamismo y las complejidades del mercado labo-
ral. Por tanto, es importante e ineludible construir una visión sistémica. 2) Una arquitectura 
institucional de la seguridad social sólida y coherente. Por una parte, preparada para una ges-
tión adecuada que tiene que adaptarse a los cambios demográficos y del mercado laboral y ser 
capaz de gestionar estrategias innovadoras de afiliación y prestaciones. Por otra parte, prepa-
rada para la coordinación de acciones entre la seguridad social y la protección social no con-
tributiva, producto de una planificación integral e integradora de todo el sistema de protección 
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social. 3) Financiamiento sostenible, basado en principios de solidaridad y progresividad, que 
requiere la corresponsabilidad entre trabajadores y empleadores, pero también del Estado, las 
familias y la sociedad en su conjunto. La factibilidad de ello requiere de la construcción de un 
pacto social de largo plazo que vaya más allá de la buena voluntad de la universalización de 
la seguridad social y llegue a la contribución efectiva y justa de los actores de interés. 4) Alta 
voluntad, liderazgo y legitimidad política de las autoridades de gobierno, que deberán sopor-
tarse en acuerdos políticos y sociales para apoyar el financiamiento, la progresividad del sub-
sidio público, el soporte al empleo digno y a la afiliación a la seguridad social.

La complejidad de una reforma orientada a la universalización de las pensiones jubilares 
que parte de una situación de desigualdad aguda, requiere de acciones inmediatas y de accio-
nes estructurales que implican plazos más largos:

Acciones inmediatas: i) La pensión jubilar no contributiva es muy importante en la transi-
ción hacia una mayor cobertura de la seguridad social, y hay que extenderla progresivamente 
en función de los recursos disponibles, empezando por los más pobres. Para ello, es impor-
tante redirigir subsidios hacia quienes más lo necesitan; es decir, para aquellos que han per-
manecido al margen de la seguridad social porque no han podido generar ingresos o sus in-
gresos han sido muy bajos. Estas pensiones no contributivas deberán ir disminuyendo en el 
tiempo, conforme se vayan enfrentando y resolviendo los problemas del mercado laboral y de 
la afiliación. ii) Adicionalmente, la provisión de servicios de salud progresivamente gratuitos 
por parte del Estado es clave para evitar el rápido deterioro de la población envejecida, pues la 
pensión jubilar solo es un soporte básico de ingresos, insuficiente para las necesidades de cui-
dados de la salud. En el caso ecuatoriano, se debe consolidar la red pública integral de salud 
con una adecuada coordinación de las prestaciones de salud de los distintos institutos de la 
seguridad social y del Ministerio de Salud Pública. Si bien se ha avanzado en esta coordina-
ción, restan todavía desafíos muy grandes, tanto en términos de manejo presupuestal, como 
de funcionamiento y articulación real.

Acciones estructurales. Ampliar la cobertura de la seguridad social es el tema de fondo 
para mejorar las condiciones de protección de la ciudadanía y asegurar en el largo plazo una 
pensión jubilar adecuada para la población en edad avanzada. Es importante incorporar a los 
grupos excluidos de la seguridad social a la afiliación, sobre todo aquellos grupos que se en-
cuentran en situación de mayor vulnerabilidad, que no tienen alternativas de protección como 
son los siguientes: i) Trabajadores independientes del sector informal. Reconociendo que el gran 
volumen de trabajadores independientes está en el sector informal y que existen restriccio-
nes objetivas a la cotización a la seguridad social por su bajo nivel de ingresos, el Estado debe 
reorientar sus subsidios para apoyar parcialmente la cotización bajo un nivel definido de in-
gresos —en función del salario básico unificado— y promover cotizaciones de los trabajado-
res de acuerdo a su capacidad de pago. Esto no es del todo nuevo en Ecuador, el Seguro Social 
Campesino lo hace en el sector rural para campesinos sin relación laboral, pero es prudente 
adecuarlo de mejor manera para mejorar los beneficios que básicamente se concentran en 
pensiones y salud. La idea es extender esta lógica al nivel urbano donde se tiene una gran pro-
porción de trabajadores independientes, en gran parte informales, que debería ingresar pro-
gresivamente al sistema de seguridad social con cotizaciones parcialmente subsidiadas. Será 



Sistemas de protección social para adultos mayores en América Latina  141

menos costoso subsidiar la cotización actual que, al final, pensiones jubilares no contributivas. 
ii) Trabajadores independientes formales e informales. Se deben considerar mecanismos más 
flexibles para el pago de cotizaciones y recaudación, que se adecúen a su tipo de trabajo, rit-
mos y frecuencia de generación de ingresos. Los pagos podrían ser permanentes o eventuales 
según la estabilidad o la estacionalidad del ingreso. iii) Personas no remuneradas a cargo de las 
tareas de cuidado en el hogar, que normalmente son mujeres. En este caso, Ecuador ya dio un 
paso con la apertura de la opción de afiliación de este grupo poblacional y la instauración de 
una contribución corresponsable entre la unidad económica familiar y el Estado para el caso 
de ingresos menores al 150% del salario básico unificado. Los beneficios cubren pensiones ju-
bilares, de invalidez, mortuoria, viudedad y orfandad.

La afiliación en estos grupos puede ser voluntaria y captar progresivamente una mayor pro-
porción de la población. El impulso a la afiliación de estos grupos debe ir acompañada de una 
activa estrategia de comunicación, información y capacitación para que la población conozca 
las ventajas de contar con un sistema de seguridad social y su protección durante el ciclo de 
vida. Dicha estrategia debe prestar particular atención a los jóvenes.

El cuidado de la salud es muy importante y requiere de políticas de salud que apoyen un 
envejecimiento en mejores condiciones (Buen Vivir) y una red pública integral de salud forta-
lecida y consolidada (operadores del Ministerio de Salud Pública y de la seguridad social) que, 
como manda la Constitución de Ecuador 2008, garanticen la promoción, prevención, curación, 
rehabilitación y atención integral en salud y fomenten prácticas saludables en todos los ámbitos 
de la vida. Por supuesto, los temas de financiamiento son claves y ameritan por un lado una es-
trategia bien pensada de progresividad de la gratuidad de las prestaciones, por otro, una orien-
tación hacia las actividades preventivas para reducir los costos y minimizar la enfermedad, y 
finalmente un pacto social que redunde en un pacto fiscal para asignar los recursos posibles.

Finalmente, las políticas laborales y económicas. Se requiere de políticas laborales que im-
pulsen el empleo y el salario dignos, con un sistema de protección social adecuado, aspecto que 
en Ecuador ha tenido un gran avance. Sin embargo, quedan por resolver los problemas del sec-
tor informal que tienen que ver con la supervivencia de sectores excluidos del mercado labo-
ral formal que gestionan sus propios emprendimientos en condiciones de muy baja producti-
vidad, que a su vez redunda en bajos ingresos y poca capacidad de cotización. En este campo, 
las políticas económicas más inclusivas y orientadas a dinamizar sectores como las pymes, que 
generan empleo formal, y las políticas sectoriales para fortalecer a los pequeños productores 
campesinos y a la llamada economía popular y solidaria en Ecuador son claves, y son las que 
en el largo plazo pueden ir resolviendo los problemas estructurales del empleo, junto a las po-
líticas sociales de fortalecimiento de capacidades.

Si se resuelven en el tiempo los profundos problemas estructurales de la población, sobre 
todo en el mercado laboral, en casos como el ecuatoriano, la necesidad de asistencia social 
para la protección en la vejez se irá reduciendo en el tiempo. Es importante, sin embargo, en 
la transición dar una protección mínima a quienes están desprovistos de una pensión jubilar 
y asistir las cotizaciones de quienes no pueden cubrirla totalmente en su fase laboral activa.

En suma, el esfuerzo por construir un sistema de protección social más integrado para los 
adultos mayores, en la parte correspondiente a pensiones, requiere de una estrategia integral 
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de corto, mediano y largo plazo. Ecuador enfrenta este esfuerzo frente a ineludibles restric-
ciones presupuestarias y un ciclo económico desfavorable, que obligan a pensar en el finan-
ciamiento y la sostenibilidad dinámica de un sistema que proteja derechos básicos de la po-
blación. Es necesario concentrar los subsidios en quienes más lo necesitan, sobre todo en los 
excluidos de la seguridad social. El país ya ha dado varios pasos para reformar la seguridad 
social, algunas decisiones se han tomado y otras están en estudio, pero siempre conviene re-
flexionar sobre ciertos criterios para esa necesaria reforma —desde la realidad ecuatoriana— 
que pueda aportar a la construcción de sistemas de seguridad social para países con parecido 
desarrollo relativo y similares características sociodemográficas en la región.
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resumen  El artículo aborda la situación de las mujeres en zonas del circuito petrolero: en la 
ciudad de Esmeraldas, donde hay una larga historia de incorporación a la industria petrolera, 
y en zonas de la Amazonía norte del país (Sucumbíos) en las que proyectos de desarrollo local 
acompañan la extracción del petróleo. Se sintetizan y comparan las situaciones de trabajo de 
las mujeres en Esmeraldas y en Sucumbíos en base a una investigación efectuada con meto-
dologías cualitativas y revisión documental. Asimismo se profundizan en las formas de ex-
clusión social que se generan en la medida en que los territorios donde habitan están engra-
nados a la acumulación de capital y al flujo de commodities para el mercado global.

palabras clave  Trabajo, exclusión, informalidad, cuidado, extractivismo.

abstract  This article addresses the situation of women in oil circuit areas: in Esmeraldas city, 
where there is a long story of their incorporation to the oil industry, and in the northern 
Amazon area in Ecuador (Sucumbíos), where local development projects accompany oil ex-
traction. We summarize and compare women’s work situation in Esmeraldas and Sucumbíos 
based on some research carried out with qualitative methodologies and a documentary revi-
sion. Likewise, we analyze the social exclusion ways that are generated to the extent that the te-
rritories where they dwell are linked to the accumulation of capital and the flow of commodi-
ties for the global market.

keywords  Work, exclusion, informality, care, extractivismo.

jel codes  J16, L72.

INTRODUCCIÓN

Desde los inicios del auge extractivo en los setenta, la economía ecuatoriana se ha sustentado 
sobre el extractivismo petrolero.1 Pese a su ciclicidad y a la contracción económica, crisis econó-
mica y desbalance presupuestario2 generado por la caída de los precios del barril de petróleo en 
distintas coyunturas mundiales, se ha continuado profundizando la matriz extractiva en el país.

El peso de las exportaciones primarias y petroleras durante la Revolución Ciudadana au-
mentó, en detrimento de las exportaciones no petroleras. Así, si al 2007 las exportaciones 
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petroleras en millones de dólares, eran de 8328 (58% del total de exportaciones) y las expor-
taciones no petroleras eran al 2007 de 5993 (42% del total de exportaciones); al 2013 las ex-
portaciones petroleras eran de 14.108 (56,5% del total de exportaciones) y las no petrole-
ras de 10.850 (43,5% del total), (Caria y Domínguez, 2014, p. 149).3 Si bien el gobierno de la 
Revolución Ciudadana en los últimos años ha puesto énfasis en que se potenciaría el cambio 
en la matriz productiva,4 no consiguió diversificar la estructura productiva del país, ni avan-
zar la sustitución selectiva de importaciones. En los últimos ocho años, el petróleo ha susten-
tado la base económica para la implementación del Plan Nacional del Buen Vivir en sus dis-
tintas versiones (2009-2013 y 2013-2017), con una cantidad mayor de ingresos recibidos por 
exportaciones petroleras que en cualquier otro gobierno anterior manteniéndose la esencia 
extractivista (Acosta, 2012; 2013).

El extractivismo petrolero se ha profundizado integrando nuevos territorios para campos 
y bloques petroleros en la Amazonía norte y otras zonas de la Amazonía,5 así como desde el 
2012 se ha intentado ampliar las fronteras extractivas hacia el suroriente, con la xi Ronda.6 
Esto acelera formas de «acumulación por desposesión» (Harvey, 2004) y de «cercamiento 
de los bienes comunes naturales» (Harvey, 2014, p. 245)7 que afecta a comunidades locales, 
en gran mayoría indígenas, a la vez que trastoca las economías locales, la autonomía de las 
mujeres y sus prácticas de aprovisionamiento y sustentabilidad. En la misma dirección de 
afianzar el extractivismo, la refinería en la ciudad de Esmeraldas ha sido repotenciada para 
el procesamiento de mayores volúmenes de crudo,8 lo que igualmente impone sufrimiento 
ambiental en la población, en su mayor parte afrodescendiente y con especial carga de cos-
tes en el trabajo de las mujeres.

En este marco, si bien el Estado ha redirigido mayor inversión de infraestructura de ser-
vicios en lugares aledaños a sitios estratégicos donde se realizan actividades extractivas, con 
el ofrecimiento de la redistribución de la renta petrolera, los lugares donde se refina y se ex-
trae el petróleo no son sitios donde existan condiciones de bienestar. Las mujeres en estos 
lugares están situadas en economías no formales, en el sector informal en Esmeraldas y en 
trabajos de agricultura, silvicultura y pesca en Sucumbíos. En ambos casos, estas inversio-
nes estatales han significado una mayor integración de las poblaciones locales a circuitos de 
consumo de bienes y servicios.

Desde que empezaron a funcionar en Esmeraldas la refinería y TermoEsmeraldas se han 
direccionado a políticas de compensación, denominadas contemporáneamente de inclusión 
social. Es así como en los barrios del sur se han ejecutado estudios de agua potable, obras 
como alcantarillado, asfaltado, ampliación y repotenciación del sistema de agua, subcentros de 
salud; estas inversiones se han incrementado con las políticas redistributivas de la Revolución 
Ciudadana, con especial atención a la reconstrucción de centros educativos y el establecimiento 
de Unidades Educativas del Milenio. Pese a ello, muchos de los barrios continúan sin alcan-
tarillado, o con uno colapsado; sus calles en gran parte de los barrios aún no están asfaltadas 
y carecen de agua. Con más de cuarenta años de funcionamiento de la refinería, la población 
esmeraldeña no se beneficia precisamente con fuentes de empleo remunerado relacionados 
con la actividad de refinamiento de petróleo u otras conexas. Una gran mayoría de la pobla-
ción afroesmeraldeña, principalmente las mujeres, se insertan en actividades dentro del sector 
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informal de la economía, sin beneficiarse de la localización de Esmeraldas dentro del circuito 
petrolero. La refinería ha generado en la población de Esmeraldas impactos ambientales y de 
salubridad más que beneficios económicos e inclusión social, pese a la mayor inversión que 
ha habido en los últimos años en obra física e infraestructura.

Sucumbíos también ha experimentado una importante inversión de la renta petrolera be-
neficiándose de una de las acciones más emblemáticas del gobierno en zonas de interés estra-
tégico: la construcción de Ciudades del Milenio. Hay dos Ciudades del Milenio ya construidas 
en la Amazonía norte en la provincia de Sucumbíos y una tercera en construcción en la misma 
provincia. A partir de negociaciones entre sus comunidades y el gobierno, en Pañacocha (en 
el cantón Shushufindi) y Playas de Cuyabeno se construyeron Ciudades del Milenio con ac-
ceso a infraestructura de servicios y tecnologías, además de vivienda y Unidades Educativas 
del Milenio. Estos proyectos de desarrollo local se construyen a manera de compensación por 
permitir el inicio de actividades extractivas en sus territorios, sobre los cuales se superpuso el 
bloque 12 (Edén-Yuturi) operado por la estatal PetroAmazonas.9 Una de las principales expec-
tativas de la población fue la generación de fuentes de empleo, tal como lo fue en Esmeraldas 
con el establecimiento de la refinería. Si las mujeres esmeraldeñas se han incorporado en gran-
des números al trabajo informal, veremos cómo en Sucumbíos la incorporación de mano de 
obra masculina de manera coyuntural y no sostenida a las actividades extractivas ha generado 
mayor carga de trabajo para el aprovisionamiento familiar (en labores agrícolas) en las adul-
tas mujeres y una pérdida de autonomía en el caso de las mujeres jóvenes.

Lo que se evidencia en ambos casos es los efectos contradictorios de la incorporación de las 
mujeres y las economías locales dentro de la economía monetizada global. Como se observa 
en el caso de las Ciudades del Milenio, el extractivismo acelera transformaciones conducen-
tes a la incorporación y dependencia en la economía monetaria, integrando a poblaciones lo-
cales en una mayor mercantilización de la vida económica. Federici (2004) demuestra que la 
creación de condiciones materiales para un nuevo régimen monetario, en el que solo la pro-
ducción para el mercado es considerada como actividad creadora de valor, tuvo lugar con la 
acumulación originaria del capital. Pero sus argumentos, que demuestran la consecuente des-
valorización económica de las actividades reproductivas y de cuidado, bien pueden ser extra-
polados a la acumulación en la fase ampliada del capital que integra a nuevos territorios y po-
blaciones. La importancia económica de la reproducción de la mano de obra llevada a cabo 
en el hogar y su función en la acumulación del capital, se hacen invisibles.

En zonas extractivas, la economía tiende a monetizarse, lo que siguiendo a Federici (2004), 
redefine la posición de las mujeres en la sociedad y en relación a los hombres. La división se-
xual del trabajo que aparece tiende a sujetar a las mujeres al trabajo reproductivo y aumenta 
su dependencia respecto de los hombres, permitiendo al Estado y a los empleadores usar el 
salario masculino como instrumento para gobernar el trabajo de las mujeres. De esta manera, 
«la separación de la producción de mercancías de la reproducción de la fuerza de trabajo hace 
posible el desarrollo de un uso específicamente capitalista del salario y de los mercados como 
medios para la acumulación de trabajo no remunerado», (Federici, 2004, p. 112). En una so-
ciedad cada vez más dependiente de la economía del mercado, las mujeres sin acceso a los sa-
larios, pueden ser forzadas «a la condición de una pobreza crónica, la dependencia económica 
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y la invisibilidad como trabajadoras», (Federici, 2004, p. 113). Esto se observa con una inten-
sidad brutal en el caso de Esmeraldas.

Tanto las mujeres afrodescendientes en Esmeraldas, como las kichwas y mestizas en 
Sucumbíos realizan trabajo reproductivo, con lo que nos referiremos al cuidado de los niños, 
las familias y sus ambientes, y «todo el trabajo involucrado con la producción de las condi-
ciones de producción, incluyendo la naturaleza en sí misma», (Turner y Brownhill, 2006, p. 
89). Se trata de mujeres que no son proletarias, tampoco «trabajadoras libres», son «trabaja-
doras no-asalariadas, que son la base fundante de la acumulación y el crecimiento», (Turner y 
Brownhill, 2006, p. 88). Son las reales productoras que crean las condiciones generales para la 
reproducción social, puesto que el capitalismo en su dinámica depende y se aprovecha de las 
trabajadoras no asalariadas del mundo. El extractivismo como forma de acumulación capita-
lista, reduce la autonomía de las poblaciones campesinas, indígenas y afrodescendientes, di-
námica en la que las mujeres quedan insertas sin mayor asidero y limitadas en poder; lo que 
ocurre cuando en la contemporaneidad se reproduce una agresiva incorporación de comuni-
dades y poblaciones, otrora sustentables y autónomas, a la economía de mercado. En contex-
tos extractivos, las mujeres no son integradas como trabajadoras proletarizadas y, potencial-
mente, como vemos en la politización antiextractiva de mujeres en el suroriente amazónico, 
podrían tener mayor interés por prevenir la commoditzación capitalista de las relaciones co-
munales, del ambiente, de sus espacios públicos y comunales frente a los encerramientos (en-
closures) que implica una mayor integración al circuito petrolero.

MUJERES AFRODESCENDIENTES Y TRABAJO EN ESMERALDAS

Una precarización extrema de la situación de las mujeres se ve en Esmeraldas, donde el pueblo 
afrodescendiente lidia cotidianamente con la discriminación laboral que se expresa como ne-
gación a la ciudadanía históricamente racializada. La discriminación laboral opera desde mu-
chas dimensiones, en especial cuando el empleador ejerce el poder y la dominación no solo 
sobre la fuerza laboral, alcanzando su máximo nivel de explotación y plusvalía, sino cuando la 
acción discriminante del empleador atenta sobre el derecho del trabajo en condición de digni-
dad y plena satisfacción por parte del trabajador. En este sentido, la operación de la discrimi-
nación laboral va en contra de los derechos de la igualdad al trabajo y a la no discriminación 
consagrados tanto en la Constitución de 2008 (arts. 1, 3, 11), como en los instrumentos inter-
nacionales de derechos humanos, en especial el Convenio 111 de la oit y la Convención con-
tra la Discriminación Racial y la Declaración de Durban de 2001.

Se observa la discriminación laboral que sufren los afrodesciendientes ecuatorianos en la 
ciudad de Esmeraldas, donde viven 86.968 afroecuatorianos, 56,45% del total de 174.035 afro-
descendientes en el país, lo que constituye el 7,2% de todos los ecuatorianos. Además de que 
los afrodescendientes presentan un conjunto de indicadores sociales adversos que reflejan la 
desigualdad crítica y persistente, muestran una serie histórica de alta tasa de desempleo ur-
bano. Así lo demuestran las encuestas de empleo del 2003 hasta el 2011, donde la tasa de des-
empleo urbano de la Población Económicamente Activa (pea) afroecuatoriana es la más alta 
en todos los años, siendo superior en los jóvenes y las mujeres. De manera particular, según el 
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Censo de 2010, en el país los afroecuatorianos poseen una tasa de desempleo del 11%, en tanto 
que en los indígenas llega al 4%, en los mestizos al 8% y montubios 7%, siendo el promedio de 
desempleo nacional de 7%. Si se desglosa esta cifra por género, las mujeres afroecuatorianas 
muestran una tasa de desempleo de 17,5% y los hombres de 7%; las mujeres ecuatorianas, por 
tanto, se encuentran desempleadas en una proporción de dos veces y medio mayor (inec, 2011).

En Esmeraldas, la tasa de desempleo para el año 2006 era de 8,9%, mientras que subempleo 
equivalía al 69,7%. El desempleo de la provincia se concentra en las áreas de mayor densidad; 
es decir, las urbanas, con una clara brecha en detrimento de las mujeres. Tanto a nivel urbano 
como rural, el desempleo de la mujer casi duplica el de los hombres, lo que involucra proble-
mas de exclusión, inequidad, desigualdad y falta de oportunidades en acceso al mercado laboral.

EL CONTEXTO LABORAL EN ESMERALDAS

El censo del 2010 determinó la categoría de ocupación de la pea del cantón Esmeraldas de la 
siguiente manera: el 26% trabaja por cuenta propia y en la mayoría de los casos en el sector in-
formal de la economía; el 20% es empleado privado; el 18% es jornalero o peón; el 14% es em-
pleado del Estado o de los gobiernos locales; el 11% no declara; el 4% empleada doméstica; el 
4% patrono, el 2% trabajo no remunerado y el 1% socio (inec, 2010).

La participación de las mujeres en pea remunerada decrece respecto de su participación en 
la pea total. Ocurre en todos los casos con excepción del servicio doméstico, donde se man-
tiene igual. Esto es una muestra de la incidencia del trabajo no remunerado entre las mujeres. 
En el caso de los hombres sucede exactamente al revés: su participación en la pea remune-
rada es mayor que en la pea total. La mayor diferencia se presenta en el sector moderno, en 
el cual, si consideramos a todas las personas que trabajan, 56% son hombres, pero si nos re-
ferimos solamente a quienes son remuneradas, el porcentaje de hombres sube a 61,2% (inec, 
2006). Las brechas en el ingreso laboral mensual según grado de instrucción son muy reve-
ladoras (ver Tabla 1).

Las mujeres con el mismo nivel de instrucción reciben en promedio entre el 62% y el 80% 
de lo que reciben los hombres por cada mes de trabajo (inec, 2006). Las brechas en Esmeraldas 
son mayores que a nivel nacional, excepto en el caso de personas sin instrucción; la brecha en 
el nivel secundario es la menor, mientras que primaria y posgrado son casi iguales. A su vez, 
las mujeres dedican el triple de tiempo que los hombres a actividades relacionadas con la ges-
tión del cuidado: en el aprovisionamiento, la preparación de alimentos, en el cuidado de hijas 
e hijos, cuidado de mayores, cuidado de la salud del grupo familiar y en la limpieza, entre otras. 
La situación de la provincia respecto al indicador es similar al promedio nacional, existe poca 

Tabla 1. Esmeraldas y Ecuador: brechas en el ingreso laboral por horas

Fuente: inec (2006).

región brecha edu. primaria brecha edu. secundaria brecha edu. superior

Brecha Esmeraldas 63,8 79,3 62,4
Brecha país 66,8 86,8 70,8
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diferencia si comparamos las brechas de trabajo doméstico y trabajo voluntario, la brecha del 
cuidado de hijos o hijas sí es más elevada en Esmeraldas que en el país.

Lo reseñado constituye un panorama que contribuye a dificultar la autonomía de las mu-
jeres: con la carga de trabajo de gestión del cuidado que soportan, sus posibilidades de par-
ticipación en actividades laborales remuneradas se reducen, y las condiciones en las que las 
realizan son inequitativas respecto a los hombres. Además, el peso del trabajo reproductivo 
ocasiona dificultades para los ascensos y, en general, para los empleos a tiempo completo. 
Así, las mujeres esmeraldeñas dedican en promedio por semana 25 h y 21 min a actividades 
como cocinar, limpiar, lavar, cuidar niños y enfermos, mientras que los varones apenas dedi-
can a las mismas actividades solamente 6 h y 2 min. Las mujeres trabajan dentro y fuera del 
hogar en promedio 77 horas a la semana, lo cual significa 20 h más que los hombres en las 
mismas condiciones. En el caso de las personas que no trabajan fuera del hogar, las mujeres 
trabajan 22 h más que los hombres.

Si bien los ingresos laborales masculinos pueden ser percibidos como familiares y las 
mujeres en muchos casos dependen completamente de ellos, en los barrios marginales de 
Esmeraldas, las mujeres tienen en una gran mayoría de casos la jefatura familiar y buscan va-
riadas formas de obtener ingresos. Las mujeres que no disponen de ingresos propios10 son las 
que, con mayor probabilidad, tienen menos opciones de resistir la violencia ejercida contra 
ellas y las que más difícilmente pueden acceder a mayores niveles de educación y a tener ma-
ternidades optadas y saludables. En promedio, 68% de todas las mujeres esmeraldeñas ma-
yores de 15 años carece de ingresos propios, frente a un 41% de hombres en la misma situa-
ción. Del total de personas sin ingresos propios en Esmeraldas, el 73% son mujeres. La tasa 
es marcadamente más alta entre la población entre 15 y 24 años porque se trata, en su ma-
yoría, de personas que se encuentran todavía estudiando. Pero entre las mujeres mayores de 
60 años la tasa es muy parecida, lo que refleja su dependencia en otras personas durante una 
etapa vulnerable de la existencia.

Los mayores frenos para la igualdad y la autonomía de las mujeres de Esmeraldas se en-
cuentran en el ámbito económico. No solo que es difícil ingresar al mercado laboral, sino que 
mientras mayor educación alcanzan las mujeres, aumenta la brecha de ingresos respecto de 
los hombres. Aun si tienen la misma instrucción, edad y experiencia, las mujeres ganan menos 
que los hombres. Si bien para toda persona un incremento en el nivel educativo se refleja en 
un incremento en los ingresos laborales, ese incremento es aún mayor para los hombres que 
para las mujeres. Además, las mujeres experimentan una situación de sobrecarga de trabajo, 
dedicando el triple de tiempo que los hombres a la gestión del cuidado, que si bien se invisibi-
liza económicamente, es precisamente lo que permite la reproducción social; es decir, «la pro-
ducción de todas las condiciones de producción», (Turner y Brownhill, 2006).

LOS BARRIOS DEL SUR Y CENTRO DE ESMERALDAS

Con base a la investigación cualitativa realizada en Esmeraldas en 2014-2015 se constató que en 
la gran mayoría de hogares en los barrios del sur aledaños a la refinería, y también en ciertos 
barrios del centro, las mujeres ejercen la jefatura familiar. Esto corrobora y sobrepasa el dato 



Mujeres y trabajo en lugares de extracción
y refinamiento petrolero en Ecuador  151

de la jefatura femenina en el cantón Esmeraldas, que alcanza el 57,8 % según el último censo 
nacional. Se observa que las mujeres son las que permanecen al frente de sus unidades domés-
ticas, mientras los hombres tienen una presencia más itinerante. Las mujeres afrodescendien-
tes pasan por distintas uniones y compromisos a lo largo de sus vidas y son quienes se ocupan 
del cuidado de los hijos, del aprovisionamiento de agua (y otros recursos) y también de la ge-
neración de ingresos económicos. Son invisibilizadas en el pea, pero ejercen cotidianamente 
el trabajo reproductivo necesario y en el sector informal de la economía.

En entrevistas a mujeres lideresas e integrantes de directivas barriales, la percepción es que 
la situación de la mujer en los barrios es especialmente difícil, puesto que son las que sienten 
los mayores impactos del desempleo. Consideran que se efectúa un nulo reconocimiento del 
trabajo en el hogar y existe una sobrecarga no solo del trabajo en el hogar, sino también del tra-
bajo comunitario, ya que la mayoría de los dirigentes en estos barrios son mujeres. Igualmente 
son las mujeres quienes perciben de manera más intensa el impacto ambiental de la refinería y 
de otras actividades —como la maderera con la empresa de Contrachapados de Esmeraldas s. 
a. (codesa)—, con efectos de manera especial en niños y niñas, a quienes deben atender y cui-
dar. Los barrios del sur de Esmeraldas comprenden dos partes identificadas por la población:

Toda el área de los barrios Unidos Somos Más, 15 de marzo, Lucha de los Pobres, los barrios 
de La Propicia, la urbanización La Concordia, las villas de Petroecuador y el gran valle de San 
Rafael —barrio que empezó como un gran barrio que se subdividió en muchos barrios, ahora 
son algo más de 50 barrios que si se suman a la zona mencionada inicialmente, superan los 70 
barrios del sur de la ciudad—. Esta zona es de establecimiento relativamente reciente y se fue 
conformando gracias a varios factores, mayormente la poca disponibilidad de espacios cons-
tructivos en el centro de Esmeraldas. Las extensas tierras del sur de Esmeraldas también es-
taban en manos de pocos propietarios; eran en su mayoría haciendas agrícolas que sufrieron 
invasiones desde la década del 70. Tales aspectos impulsaron distintos flujos migratorios que 
condicionaron la evolución de cada uno de los barrios, algunos con servicios básicos (aun-
que no siempre de calidad) y otros creciendo en desorden y con mucha precariedad. Esta úl-
tima circunstancia motivó el surgimiento de organizaciones sociales en un número superior 
a otros sectores de la ciudad, cuyos objetivos eran principalmente luchar por la dotación de 
servicios básicos y por la propiedad de la tierra.

En el área contigua a los barrios del sur se encuentran las principales infraestructuras in-
dustriales de la ciudad: la Refinería Estatal y TermoEsmeraldas. Cuando se construyó la pri-
mera —en 1974 por el consorcio Sumitomo Chiyoda—, no existían habitantes en esa zona. En 
un principio, solo unos pocos trabajadores locales que desempeñaban las tareas más duras de 
construcción de la refinería se fueron instalando en las cercanías. Para 1977, cuando la refine-
ría entra en funcionamiento, varias familias ya estaban ubicadas en los alrededores, siendo los 
más antiguos los barrios de La Propicia 1, que se conformó en terrenos que eran propiedad de 
Delfina Torres de Concha, y el barrio Unidos Somos Más, conocido como codesa debido a la 
fábrica de contrachapados existente en el sector. Cuando TermoEsmeraldas empezó a cons-
truirse en 1982, ya la zona presentaba un rápido crecimiento demográfico. Otro afluente mi-
gratorio se dio a raíz del fenómeno del Niño de 1998, que produjo deslizamientos en el centro 
de la ciudad en barrios como el 13 de abril, el Gatazo y el Tercer Piso, obligando a cientos de 
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familias a reubicarse en la zona sur de la ciudad. El sur se fue configurando en condiciones de 
precariedad en el acceso a servicios básicos, mala calidad de las vías, inseguridad, paisaje ur-
bano desorganizado, ausencia de unidades de salud completas y, por otra parte, su población 
directamente expuesta a la contaminación de aire y suelos, en gran medida por la presencia 
de la refinería y TermoEsmeraldas, pero también por la incidencia de la procesadora de aceite, 
por codesa y el terminal terrestre.

La población de los barrios del sur en su gran mayoría está compuesta por trabajadores 
formales e informales, mientras que una minoría son servidores públicos. Esta población de 
trabajadores se emplea en trabajos ocasionales; las mujeres principalmente laboran en el sec-
tor de servicios, en la venta de alimentos preparados y como lavanderas, empleadas domés-
ticas, costureras, comercio menor, entre otros. Algunas mujeres han conformado microem-
presas y han instalado pequeños negocios en sus hogares. Existe también un alto porcentaje 
de desempleo que se vincula con el incremento de la violencia y por lo tanto de la inseguri-
dad, igualmente con el aumento del alcoholismo, la drogadicción y maternidad precoz. En 
estos lugares, y en particular donde vive la población de menos recursos, se organizan los 
barrios en comités promejoras que impulsan y fomentar mejoras en sus sectores: acceso inte-
gral a los servicios básicos, garantizar el goce del derecho a la salud, a un ambiente saludable, 
mayor seguridad. Para algunos de los barrios la preocupación fundamental de las directivas 
es lograr la propiedad de sus tierras, puesto que sin ésta, no pueden acceder a beneficios ni 
créditos en el sistema financiero.

En el caso del centro de la ciudad se realizó la investigación en el barrio del Kilombo, 
donde destaca el liderazgo femenino tanto en el barrio como en sus hogares. Este barrio se 
conformó con mujeres que salieron de barrios bajos a partir del fenómeno del Niño y por 
la violencia que experimentaban para conseguir una vida mejor para sus hijos y familia. La 
historia del barrio y de sus fundadoras es la historia de la lucha por los servicios públicos, y 
aunque aparece alguna conexión con el circuito petrolero al acceder a alcantarillado y agua 
ofrecidos por el municipio con recursos del ocp, la dotación no obstante es indirecta. Es más, 
a pesar de contar con tubería, no hay agua y los residentes de Kilombo se tienen que abaste-
cerse como varios otros barrios, con agua de tanqueros.

En el barrio viven las mujeres conocidas como «morocheras», quienes han emprendido un 
negocio que consiste en preparar y vender morocho —bebida dulce de maíz y leche— y empa-
nadas fritas de harina con queso. Las morocheras suelen situarse cerca de los hospitales y cen-
tros de salud, que son en el centro norte de la ciudad. La inversión en materia prima para un 
día de trabajo va de 20 a 50 dólares, y la utilidad es el doble de lo invertido. Las ventas de mo-
rocho suelen ser bastante buenas y en el negocio participa toda la familia en la preparación 
del producto. Además, en los puestos de ventas, las mujeres no están solas, sino que las acom-
pañan los hijos mayores, las hijas, los niños y en uno que otro caso los maridos. En general, la 
venta de morocho representa la única fuente de ingresos en el hogar, lo que da una visibilidad 
especial a la jefatura femenina de los hogares.

Respecto a las fuentes de trabajo creadas por las actividades de refinación en la ciudad, 
la empresa estatal siempre ha trabajado con empresas de servicios de fuera de la provincia; 
es decir, pocas utilidades —públicas o privadas— de las generadas al pertenecer al circuito 
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petrolero se quedaron en la ciudad tras treinta y ocho años de la inauguración de la refinería. 
La mayoría de trabajadores locales que han logrado entrar a la empresa estatal petrolera son 
hombres; las mujeres han participado como parte de las empresas prestadoras de servicios, o 
sea, marginalmente. Las mujeres del barrio Kilombo no tienen expectativas respecto a que la 
situación económica mejore y tener más oportunidades de empleo. El sector petrolero no les 
representa esperanza de progreso. Frente a esto, implementan una estrategia cultural, el «vivir 
el hoy» es una práctica casi obligada: hay que disfrutar el momento. Esta actitud las mueve 
frente a una realidad caótica y discriminadora en las que, además, se encuentran con la res-
ponsabilidad adicional de cuidar a la salud de sus familiares amenazada por la contaminación 
ambiental que produce la refinería. Está claro que la situación de las mujeres en Esmeraldas no 
se mejoró por la integración de su ciudad al circuito petrolero, sino que se precarizó aún más, 
cargándoles con trabajos marginados e informales y labores adicionales de cuidado.

MUJERES KICHWAS Y MESTIZAS EN LAS CIUDADES DEL MILENIO 

(EN EL NORORIENTE AMAZÓNICO)

En lugares de la Amazonía más recientemente integrados a la industria petrolera el gobierno 
de Alianza País ha publicitado la inversión y construcción de obras vinculadas a su política de 
inclusión social en zonas estratégicas para la exploración y explotación de recursos naturales 
no renovables. La denominada «Nueva Amazonía» se construiría con recursos de la renta pe-
trolera y minera para sacar de una histórica exclusión de las poblaciones amazónicas. Al 2014 
se habría invertido un total de usd 632,4 millones de dólares en 846 proyectos de desarrollo 
integral en las 6 provincias de la Amazonía; con una concentración mayor en las provincias de 
Sucumbíos y Orellana.11 Entre las obras emblemáticas se encuentran las Ciudades del Milenio 
(Informe de Rendición de Cuentas de ee, 2014).

En este acápite haremos mención a dos comunidades, Playas de Cuyabeno y Pañacocha, 
que se transformaron en Ciudades del Milenio en la provincia de Sucumbíos, en la Amazonía 
norte. La primera se localiza en la confluencia entre los ríos Aguarico y Cuyabeno y fue inau-
gurada como Ciudad del Milenio el 1.º de octubre de 2013; la segunda es un importante puerto 
a lo largo de la ribera del Napo por su situación en el eje fluvial Coca-Nuevo Rocafuerte y fue 
inaugurada como Cuidad del Milenio a principios del 2014. Andes del 2012, ambas eran co-
munidades predominantemente kichwas, no obstante, también conformadas por población 
mestiza.12 La construcción de las Ciudades del Milenio es el resultado de un proceso de nego-
ciación entre las dirigencias y las comunidades de Playas de Cuyabeno, Pañacocha y Pucapeña, 
insertas dentro del bloque 12 (Edén-Yuturi), que a la salida de Occidental (oxy), pasó a ser 
operado por Petroamazonas desde el 2007.

Cuando PetroAmazonas ingresó en el 2008 a Playas de Cuyabeno para socializar el proyecto 
extractivo, hubo resistencia principalmente por las negociaciones directas de la empresa con 
un grupo de familias de Santa Elena ubicada en el territorio de Playas, saltándose instancias 
organizativas. Intervinieron en las negociaciones para el inicio de actividades extractivas, el go-
bierno a través de la Secretaría Nacional de Planificación (senplades) y la Vicepresidencia de 
la República. Las comunidades tenían una serie de demandas para acceder a compensaciones 
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y planteaban no querer que se repitan las viejas políticas de relacionamiento empresas-comu-
nidades que se plasmaban en pequeños proyectos o entrega de ciertos materiales para escue-
las o viviendas. Buscaban una compensación más equitativa, acceso a servicios básicos, mejo-
ramiento de las condiciones de la infraestructura educativa hasta bachillerato y la generación 
de fuentes de empleo.13 Se convino con la dirigencia de estas comunidades la construcción de 
las Ciudades del Milenio y el acuerdo que se selló en 2010 mediante una ceremonia en la que 
se entregó a ambas comunidades un cheque simbólico por usd 22 millones.

En el 2012 Petroamazonas comenzó a operar el campo Pañacocha, y a la par que se realizaba 
la socialización de la construcción de las Ciudades del Milenio en ambas comunidades, se per-
foró el pozo Yana Urku en Pañacocha y se firmó un convenio con Petroamazonas para que la 
línea de flujo, que atraviesa el territorio de la Comuna Kichwa Pañacocha, llegue al Aguarico 
además de la realización de un nuevo estudio sísmico para determinar la presencia de pozos 
positivos en el territorio de la Comuna. Las ciudades con dotación de viviendas para las fami-
lias comenzaron a ser habitadas en el 2013. Cuentan con energía eléctrica, agua potable, acceso 
a internet y telefonía, computadores, cocinas de inducción, refrigerador; las ciudades están do-
tadas adicionalmente de una Unidad Educativa del Milenio igualmente equipadas con tecno-
logía, laboratorios, biblioteca. La parafernalia arquitectónica y de servicios materializa, a decir 
del gobierno, la inclusión social ofrecida, y el modelo podría replicarse en otras zonas más de 
la Amazonía donde tienen lugar actividades extractivas —está actualmente en construcción 
una tercera Ciudad del Milenio en la comunidad A’i Cofán de Dureno.

Además de la serie de transformaciones en el paisaje y ecosistemas —como el drenaje y re-
lleno de áreas de moretales en los antes pequeños centros poblados de las comunidades— se 
han dado una serie cambios en la cotidianidad de las familias con contrastes fuertes entre ge-
neraciones: los adultos mayores prefieren permanecer en las casas de las fincas en el territo-
rio comunitario, mientras los jóvenes prefieren pasar en las urbanizaciones nuevas. En lo que 
sigue, nos concentraremos en analizar las dinámicas que se han generado en torno al trabajo, 
en las relaciones de género y en la relación reproducción-producción con atención a la situa-
ción de las mujeres en las nuevas Ciudades del Milenio.

LA ATRACCIÓN HACIA FUENTES DE EMPLEO EN LA 

INDUSTRIA EXTRACTIVA: UNA ILUSIÓN PASAJERA

En general, antes del 2013 las familias kichwas y mestizas de Pañacocha y Playas de Cuyabeno se 
dedicaban a actividades vinculadas al manejo de fincas, con una economía de subsistencia ba-
sada en agricultura con producción de yuca, plátano, maíz que combinaba un patrón de subsis-
tencia familiar con venta para el mercado. Las familias de Playas de Cuyabeno vendían princi-
palmente maíz en Tarapoa, Rocafuerte y Lago Agrio. Algunas familias criaban también gallinas 
y pollos y complementaban su provisión alimentaria con cacería y pesca. La mayor producción 
se destinaba al consumo familiar y otra parte a su comercialización. En ambas comunidades, 
las mujeres siempre han sido las que han sustentado el aprovisionamiento familiar, ya que al-
gunos hombres se ausentaban de la comunidad por temporadas para realizar trabajos al jor-
nal en agricultura o trabajos en empresas petroleras en otros lugares de Sucumbíos. El proceso 
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muestra cómo la producción capitalista atada al extractivismo en su ampliación y expansión 
irrumpe y subordina a formas económicas de reproducción simple (Schmink y Wood, 1987).

En Playas de Cuyabeno, las familias también se insertaron desde décadas previas en acti-
vidades de turismo; cuando funcionaba el Flotel Orellana, los comunitarios proporcionaban 
servicios de guías, canoeros y remeros, y las mujeres se dedicaban a elaborar artesanías para 
la venta a los turistas. En el caso de Pañacocha, en tiempos anteriores a la construcción de 
la Ciudad del Milenio, las familias vivían en fincas de 50 hectáreas cada una localizada a lo 
largo de la ribera del Napo. El cambio a un patrón urbanizado con la construcción de la ciu-
dad, puso en juego una serie de estrategias en ambos lugares. Uno de los efectos fue la dismi-
nución de las prácticas agrícolas, por la vinculación de los comuneros, hombres en su mayoría, 
al trabajo en las empresas. Los comuneros entrevistados expresaron su preferencia por tener 
un empleo remunerado en las empresas que dedicarse a la agricultura, debido a que ésta su-
pone un ingreso variable. Esto generó el desplazamiento de la agricultura a una actividad se-
cundaria. En este encuadre, las mujeres se tornaron dependientes de los ingresos de sus cón-
yuges para la provisión de alimentos para sus grupos familiares. Esto, en la medida en que las 
Ciudades del Milenio tenían protocolos que no permitían a las mujeres criar animales ni tener 
cultivos contiguos a las viviendas. Así mismo, la nueva tecnología en sus casas no les permite 
preparar alimentos de forma tradicional (carne de monte asada, maitos), ni elaborar la chicha.

A continuación se presentan algunas estadísticas con base a los datos del Censo inec 2010 
que muestran la configuración de la pea por rama de actividad en las parroquias de Cuyabeno y 
de Pañacocha y la autoadscripción indígena o mestiza. A nivel de parroquia, Cuyabeno cuenta 
con un 87,8% de población indígena, 11,5% de mestiza. De la población autoadscrita indígena, 
62% es kichwa. De la población general en la parroquia de Cuyabeno, 48,5% es hombre indí-
gena, 39,3% es mujer indígena, 6,6% es hombre mestizo y 4,8% mujer mestiza (ver Tabla 2).

Conforme al cuadro con datos de la parroquia Cuyabeno se puede observar que los hom-
bres indígenas (en 26,1%) y mestizos (en 25%) tienen como principal rama de actividad econó-
mica la agricultura combinada con ganadería, silvicultura y pesca. En un rango menor cons-
tan actividades como enseñanza y transporte. En el caso de las mujeres indígenas, su rama de 
actividad es decididamente la agricultura, silvicultura y pesca (17,2%), mientras las mujeres 

Tabla 2. Rama de actividad por etnia (Parroquia Cuyabeno)

Fuente: Geovanny Castro (Proyecto Fda. Ecologías Políticas de la Diferencia) con base a inec (2010).

hombre mujer

actividad indígena mestizo/a indígena mestizo/a

Agricultura, ganadería,
silvicultura y pesca

26,1 25 17,2 8,3

Enseñanza 3,0 8,3 0,0 8,3
Construcción 0,0 8,3 0,0 0,0
Transporte y almacenamiento 1,5 0,0 0,0 0,0
Actividades de alojamiento y
servicio de comidas

0,0 0,0 0,0 16,7
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mestizas tienen una dedicación a actividades de servicio de comidas y alojamiento (16,7%) se-
guido de agricultura, ganadería y pesca y de enseñanza.

En cuanto a las categorías de ocupación (ver Tabla 3), los hombres indígenas en un 37,9% 
realizan actividades económicas (agrícola, pecuaria, silvicultura) por cuenta propia, lo mismo 
en el caso de las mujeres indígenas en un 30,3%. Los hombres mestizos en un 25% y muje-
res mestizas trabajan por cuenta propia en igual porcentaje. Los hombres indígenas trabajan 
como empleados del sector público en un 10,6%, como empleado obrero y privado en un 4,5% 
y como jornaleros en 2,3%. Las mujeres indígenas en 3% trabajan como empleadas de sector 
público. En contraste, los hombres mestizos en 25% trabajan como empleado de sector pú-
blico, como obreros privados y como jornaleros en porcentaje un tanto mayor a los hombres 
indígenas, en 8,3%. 16,7% de las mujeres mestizas trabajan como empleadas del sector público 
(inec, 2010). Mientras que la tasa de participación laboral global14 en el caso de hombres in-
dígenas es de 55,1%, mujeres indígenas de 45,2%, hombres mestizos en 40% y mujeres mesti-
zas en 35,7% (inec, 2010).

En lo que respecta a Pañacocha, el 77,8% de la población se autoidentifica como indígena, 
mientras 19,1% se identifica como mestiza. El 40,8% son mujeres indígenas, 36,9% es hom-
bre indígena; 6,9% son mujeres mestizas, 12,2% son hombres mestizos. En cuanto a rama de 
actividad, el 29,2% de hombres indígenas se dedican a la agricultura, ganadería, silvicultura 
y pesca; 22,4% de las mujeres indígenas se dedican a esta misma actividad. El 10,2% de hom-
bres mestizos se dedican a esta actividad (ver Tabla 4).

Conforme a la categoría de ocupación por etnias, el 29,2% de hombres indígenas traba-
jan por cuenta propia, como jornalero 3,2%; mientras que el 20,3% de mujeres indígenas tra-
bajan por cuenta propia, 0,3% como jornalera/peón. En el caso de hombre mestizos, traba-
jan por cuenta propia 9,8%, 1,9% como peón al jornal; las mujeres mestizas por cuenta propia 
se registra 0,3% (ver Tabla 5). En cuanto a tasa de participación laboral global, 69,9% corres-
ponde a hombres indígenas, 46,1% a mujeres indígenas; 77,6% a hombres mestizos y 14,7% a 
mujeres mestizas (inec, 2010).

Siguiendo con la argumentación previa, la generación de fuentes de empleo en la industria ex-
tractiva fue un interés de los pobladores en ambas comunidades, lo que llevó a que no se dimen-
sionen los efectos en el territorio, ni los posibles impactos ambientales. En el caso de Playas de 
Cuyabeno, desde el 2008, cuando empezaron las visitas de parte de Petroamazonas, se generó la 
expectativa del inicio de actividades petroleras y se produjo un repoblamiento de la comunidad, ya 
que algunos hijos de las familias vivían para entonces en Lago Agrio y otras ciudades amazónicas.

En el caso de Pañacocha ha sido un territorio con una larga data de intervención sísmica, 
desde la década de los setenta hasta el último estudio realizado en 2010. Varias empresas ex-
tranjeras han pasado por Pañacocha y por Edén. Solamente la empresa china bgp gestionó 
programas de indemnizaciones y compensaciones por los posibles impactos ambientales cau-
sados durante la realización de los estudios de sísmica. Tras la salida de los misioneros capu-
chinos en los setenta, la población se vinculó a las empresas extranjeras como mano de obra no 
calificada en la apertura de trochas, construcción, limpieza, entre otras actividades. Por tanto, 
los pobladores de Pañacocha, principalmente los hombres de la comunidad, ya habían tenido 
cierta relación de dependencia hacia las empresas petroleras en términos laborales antes del 
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inicio de actividades extractivas en su territorio. Además, Pañacocha comparte vecindad con 
el campo Edén-Yuturi —el campo de mayor producción en el nororiente ecuatoriano— ope-
rado por la Occidental desde la década de los noventa hasta el 2006, a la que también se vin-
cularon los pobladores de Pañacocha como mano de obra.

Con la reciente implementación de actividades de exploración sísmica y la instalación de pla-
taformas de extracción, se generaron puestos de empleo temporal para la población masculina 
tanto en Playas de Cuyabeno como en Pañacocha, como mano de obra no calificada y en activi-
dades de transporte fluvial. Esto en la medida en que, con las compensaciones recibidas por per-
mitir actividades de exploración sísmica, algunas familias adquirieron canoas y motores fuera de 
borda, en otros casos lanchas modernas y deslizadores para prestar servicios de transporte a ope-
rarios de la empresa Petroamazonas y a empresas contratistas. En el caso de los habitantes de Santa 
Elena, dentro del territorio de Playas pero más cercano a la extracción petrolera, la familia Vásquez 
compró lanchas y vehículos para transportar operarios por los caminos que conducen a los pozos.
En Playas de Cuyabeno, las mujeres participaron poco en estas actividades. A diferencia de 

Tabla 3. Categoría de ocupación (Parroquia Cuyabeno)

Tabla 4. Rama de actividad económica por etnia (Parroquia Pañacocha)

Tabla 5. Rama de actividad económica por etnia (Parroquia Pañacocha)

Fuente: Geovanny Castro (Proyecto Fda. Ecologías Políticas de la Diferencia) con base a inec (2010).

Fuente: Geovanny Castro (Proyecto Fda. Ecologías Políticas de la Diferencia) con base a inec (2010).

Fuente: Geovanny Castro (Proyecto Fda. Ecologías Políticas de la Diferencia) con base a inec (2010).

hombre mujer

categoría indígena mestizo/a indígena mestizo/a

Cuenta propia 37,9 25,0 30,3 25,0
Empleado/a del sector públic 10,0 8,3 3,0 16,7
Empleado/a privado 4,5 8,3 0,0 0,0
Jornalero/a o peón 2,3 8,3 0,0 0,0

hombre mujer

categoría indígena mestizo/a indígena mestizo/a

Cuenta propia 29,2 9,8 20,3 0,3
Se ignora 7,3 1,3 9,8 0,6
Jornalero/a o peón 3,2 1,9 0,3 0,0

hombre mujer

actividad indígena mestizo/a indígena mestizo/a

Agricultura, ganadería, silvicul-
tura y pesca

29,2 10,2 22,4 0,0

No declarado 12,4 1,6 8,4 0,6
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Pañacocha en donde tanto hombres como mujeres se insertaron en actividades de construc-
ción de la Ciudad del Milenio. Por lo tanto, las mujeres de Playas se sentían más dependien-
tes del ingreso de sus cónyuges y limitadas en su autonomía económica. Algunas habitantes 
de Playas instalaron comedores para proporcionar servicios a la gama de actores que se inser-
taron temporalmente en el territorio —operarios de Petroamazonas, empresas de servicios y 
personal de la empresa constructora cva—. En el caso de Pañacocha, en cambio, las muje-
res se insertaron en actividades de limpieza, lavado de ropa y el arreglo de habitaciones en el 
hotel15 que cobró dinamismo y se mantuvo en actividad durante la construcción de la Ciudad 
del Milenio, recibiendo a operarios de cva16.

Fue especialmente aguda la experiencia de las mujeres de Playas de Cuyabeno quienes 
vieron reducirse sus posibilidades de aprovisionamiento autónomo. Las jóvenes madres, con 
niños de escuela, se tornaron cada vez más dependientes de los hombres insertados en la eco-
nomía monetaria. Si antes las mujeres cuidaban animales y huertos cerca a sus casas y en sus 
fincas, su ocupación de las casas en la Ciudad del Milenio y la compra de comida procesada 
en tiendas significó para muchas de ellas el abandono de la chacra y una menor participación 
en la provisión de la alimentación familiar.

Tanto en Playas como en Pañacocha, las mujeres en sus nuevos espacios urbanos sintieron 
que sobre ellas descansaban expectativas en lo que se refiere al mantenimiento de la urbani-
dad que ahora debía permanecer adecuado a ciertos protocolos. Las Ciudades del Milenio in-
terrumpieron en la relación de las mujeres con las fincas y la selva; como se ha mencionado, 
principalmente las jóvenes tuvieron que permanecer más en sus casas para estar pendientes 
de sus hijos de edad escolar. Otras tuvieron que transitar entre sus casas en las Ciudades del 
Milenio y sus casas de finca. Quienes se alejaron más de la actividad del cultivo de chacras y 
crianza de animales vieron disminuida su autonomía alimentaria, con una mayor dependen-
cia de productos procesados. Esto se muestra como efecto de la desposesión. Se produjeron, 
asimismo, un aumento en las diferenciaciones económicas y generacionales al interior de la 
comunidad, basado en el acceso a dinero y consumo.

Las mujeres —sus hijas y sus hijos en la Ciudad del Milenio— han experimentado frac-
turas en los vínculos y la interdependencia con la naturaleza, principalmente los más jóve-
nes, que dejaron de participar de actividades agrícolas, de pesca y cacería, distanciándose de 
las fincas y de transitar por la selva. En las actividades cotidianas se ha producido cierto aleja-
miento en la transmisión de saberes vinculados a las prácticas de manejo, lo que no sólo nos 
habla de la pérdida del acceso a modos de producción y reproducción fundados sobre recur-
sos vitales, sino que implica transformaciones en las subjetividades sociales acordes con la 
continuidad del sistema capitalista. A lo que asistimos en la Amazonía ecuatoriana es a mu-
taciones en las relaciones articuladas entre la producción y la reproducción, y en las relacio-
nes humano-naturaleza. El confinamiento del trabajo de las mujeres a la reproducción social 
domesticada —a la esfera de sus nuevas viviendas en las Ciudades del Milenio— no solo ha 
afectado a su autonomía y poder social y económico, sino que también contrajo su participa-
ción en los ciclos de la regeneración de la vida social y de la naturaleza. El modelo urbanizado 
replica lo que Federici (2004) menciona que ocurre con la acumulación original del capital: 
ha derivado en el mayor encierro de las mujeres en el espacio doméstico, haciéndoles perder 
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control con respecto a sus vidas, forzando una ruptura respecto a la interdependencia y parti-
cipación que tenían en el sistema socioeconómico basado en actividades dirigidas a la repro-
ducción y el sostenimiento de la vida.

PASÓ LA EUFORIA: AUSENCIA DE FUENTES DE EMPLEO 

REMUNERADO (NO CALIFICADO) EN LA INDUSTRIA PETROLERA

En el 2014 había alrededor de diez socios de la comunidad de Playas de Cuyabeno que tenían 
trabajos específicos como guardianes o jardineros en la Ciudad del Milenio, o quienes eran 
ayudantes de operadores y motoristas. Solo un año después, en 2015, no llegan a más de tres 
las personas de Playas vinculadas contractualmente con Petroamazonas. Esto significa que la 
presencia de la compañía petrolera no ha significado una oferta estable de plazas de trabajo 
como fue el requerimiento de la población a la empresa cuando se iniciaron las exploraciones 
en el 2010. Una vez instaladas las plataformas y que continuaron las actividades de extracción 
de petróleo, la empresa dejó de contratar servicios y trabajadores de las comunidades. La ex-
pectativa de generación de fuentes de empleo se vería frustrada en el 2015. Algunas familias 
para complementar ingresos monetarios implementaron en la parte baja de sus casas del mi-
lenio, bazares, tiendas y cantinas. Esto también generó que nuevamente las familias en Playas 
de Cuyabeno y Pañacocha se tengan que volcar a su trabajo y actividades en las fincas.

Lo más complejo a todo este proceso es que las familias de ambas Ciudades del Milenio 
tendrán que solventar los gastos correspondientes al pago de servicios a los que han accedido. 
Si bien en primera instancia la empresa PetroAmazonas cubría gastos de tratamiento de agua, 
jardines, manejo de la basura, esto posteriormente tendrán que ser solventados por los gobier-
nos locales (juntas parroquiales), y el consumo de energía, agua potable, acceso a internet y 
telefonía cubierto por cada familia. Al no tener una fuente de empleo remunerado estable, la 
situación de las familias es frágil, en el sentido de que adquirieron nuevas necesidades, se in-
tegraron al consumo de ciertos servicios, pero no están plenamente integrados al mercado la-
boral, ni cuentan con ingresos económicos que les permita solventar lo accedido.

Las Ciudades del Milenio representan las experiencias de una inclusión al modelo de desa-
rrollo homogeneizador, que lleva a nuevas dependencias materiales y subjetivas que precarizan 
a las poblaciones ante la volatilidad de los precios del petróleo en el mercado global y la supe-
ditación al modelo primario-exportador. Las mujeres en este escenario no han sido integra-
das, sino a través de trabajos eventuales —lavado de ropa, preparación de alimentos para per-
soneros de PetroAmazonas, la constructora cva u otros operarios que han transitado por sus 
territorios—, y de ellas ha dependido el aprovisionamiento familiar, principalmente de aque-
llas que han permanecido más articuladas a sus fincas. Una vez que la euforia de las compen-
saciones y la incipiente oferta laboral se han desdibujado, las familias han tenido que volcarse 
nuevamente al trabajo en la producción de sus fincas. Las mujeres, principalmente las adultas 
y mayores, dan el soporte ante la pendulante economía local con su trabajo de cultivo en cha-
cra y con el cuidado de animales, asegurando el sustento de sus familias.
Dadas las dinámicas de trabajo y economía local que implican, se evidencia que los proyec-
tos de desarrollo de las Ciudades del Milenio encubren formas de despojo del territorio y de 
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la relación sociedad-naturaleza, bajo la aparente compensación e inclusión social de las po-
blaciones. La desposesión territorial hace parte de los mecanismos de la acumulación del ca-
pital, en sus continuas reediciones en el sur global. Éstas no se pueden entender solamente 
como parte de reconfiguraciones sociales, políticas y económicas. Federici (2004) demuestra 
las maneras en que la instauración del capitalismo depende de la escisión entre trabajo pro-
ductivo y reproductivo, así como del despojo del poder de la mujer tras la forzada expulsión 
de los campesinos de sus tierras; para el caso abordado, de la desposesión de territorios étnicos.

CONCLUSIONES

En el caso amazónico, el modelo petrolero genera reordenamientos territoriales basados en el 
control de recursos y poblaciones; irrumpiendo en dinámicas territoriales locales y de comu-
nidades indígenas, en sus propias formas de gestión del territorio en las que las mujeres han 
tenido un papel activo y autónomo en la provisión de recursos para la subsistencia.

En el caso de Esmeraldas, a pesar de la presencia por varias décadas de actividades de 
refinamiento de petróleo, los barrios de la ciudad cercanos a la refinería han permanecido 
relegados del acceso a fuentes de empleo vinculados a la actividad petrolera y excluidos 
de la participación en la planificación de las políticas de inclusión social, mientras conti-
núa su exposición a la contaminación y sufrimiento ambiental. Así mismo, existen muy li-
mitadas fuentes de empleo para la población relacionada con la industria del refinamiento 
petrolero; esto es más notorio en el caso de las mujeres, relegadas por falta de calificación 
técnica a trabajos informales y a subempleo en la ciudad. En un contexto de carencia en la 
provisión de servicios básicos, a pesar de los ingentes ingresos petroleros, las mujeres en-
sayan estrategias disímiles para el sustento de sus grupos familiares, de los cuales general-
mente ejercen jefatura.

En el nororiente de la Amazonía en la provincia de Sucumbíos, la transformación de co-
munidades en Ciudades del Milenio significó una acelerada incorporación de la población a la 
economía monetaria a través del estímulo del consumo de servicios, energía, tecnología, pro-
vocando transformaciones en las relaciones de género y rupturas intergeneracionales. Se han 
transformado los roles económico-productivos y reproductivos en la comunidad, las relacio-
nes con el territorio y la naturaleza y las formas de sostenimiento de las familias. Sobre todo, 
ha significado para las mujeres jóvenes principalmente perder la autonomía que antes tenían 
en el manejo de agroecosistemas en sus chacras y fincas, así como por la crianza de animales 
destinados a la subsistencia y en menor medida a la comercialización. En este sentido, su de-
pendencia hacia el trabajo remunerado de los hombres se ha incrementado, ya que la mano de 
obra masculina se empleó en la instalación de las actividades extractivas en servicios terciarios 
para PetroAmazonas; trabajos que, sin embargo, no se sostienen en el tiempo. En tiempos de 
crisis económica nacional y de la caída en los precios de los commodities, esto podría signi-
ficar una oportunidad para las mujeres al fortalecer su trabajo reproductivo, en pro de la fer-
tilidad y los comunes (Turner y Brownhill, 2006, p. 89). Tanto en los lugares de la Amazonía 
y de la Costa ecuatoriana que se encuentran integrados al circuito petrolero, las mujeres indí-
genas kichwas, mestizas y afrodescendientes siguen siendo el soporte del trabajo reproductivo, 
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de la gestión del cuidado y de formas de aprovisionamiento. El capital no obstante no recom-
pensa el costo de la reproducción.

NOTAS

1 	 El artículo ha sido elaborado con insumos de dos años de investigación (2014-2015) en el marco 
del Proyecto Ecologías Políticas de la Diferencia en lugares del circuito petrolero en Costa y Amazonía 
efectuado desde flacso, sede Ecuador. En la investigación de campo en los sitios en mención participa-
ron Angus Lyall, Nancy Carrión (Playas de Cuyabeno), Natalia Valdivieso (Pañacocha), Piedad Ortiz y 
Eduardo Morcillo (Esmeraldas).
2 	 En el siglo xx hubo varias crisis del petróleo derivadas del problema de la excesiva dependencia de 
un producto de exportación: en 1983 en un período de política económica neoliberal, coadyuvó a nivel 
local el Fenómeno del Niño, y a nivel latinoamericano la crisis de la deuda. En 1987 se produjo una 
nueva caída del precio del petróleo, atado a la crisis de deuda externa. La crisis económica nacional fue 
coadyuvada por el terremoto y rotura del oleoducto. En 1999 se presentó otra caída precio del petró-
leo, lo que se dio en un período de política económico neoliberal recesiva, a nivel internacional crisis 
mexicano, asiática y rusa, período en que hubo crisis de la deuda externa, Ecuador entró en moratoria 
y corrupción, a lo que se coligó el Fenómeno del Niño.
3 	 El aumento del volumen de exportaciones de commodities, según Lander, se ha dado en los últimos 
años también en países como Bolivia y Venezuela. En Ecuador, la participación de los productos prima-
rios en proporción del valor total de las exportaciones «varió entre 2005 con 90,4% al 2010 con 90,2%» 
(Lander, 2013, p. 14).
4 	 Este cambio se ha visto más en la inversión destinada a la implementación de grandes proyectos hi-
droeléctricos, con los cuales el país disminuiría su dependencia de recursos fósiles para la generación de 
energía, y potenciaría la venta de energía a países vecinos. El apoyo gubernamental a la diversificación 
económica, sin embargo, no se ha visto materializado.
5 	 Parte de dicha profundización refleja la decisión en agosto del 2013, tomada por el presidente Rafael 
Correa, de explotar el campo petrolero Ishpingo-Tambococha-Tiputini (ITT) en la Reserva de Biósfera 
Yasuní. Según los cálculos gubernamentales, dicha explotación «aportará cinco puntos de crecimiento 
al pib y ayudará a terminar con la pobreza en 2017» (Caria y Domínguez, 2014, p. 140).
6 	 El 28 de noviembre de 2012 se oficializó la xi Ronda de licitación petrolera, destinada a la explora-
ción y explotación de trece bloques petroleros en las provincias de Napo, Pastaza, Morona Santiago y 
Orellana, con incidencia en territorios de siete nacionalidades indígenas, con un traslape en algunos 
casos de 70% o 100% de sus territorios.
7 	 Conforme expresa Harvey (2014), una clase rentista —para nuestro caso empresas transnacionales 
petroleras y la estatal petrolera— ejercerían como titulares de derechos de propiedad sobre recursos del 
subsuelo; monopolizan los recursos con vistas a la extracción de rentas; esto requiere de una naturaleza 
tornada en mercancía y cosificada. Se explotan recursos energéticos con efectos ecológicos localizados, 
dejando un paisaje desigual tras de sí —vertederos de residuos tóxicos, ciudades abandonadas o empo-
brecidas—. Lo que ocurre a la par de la «colonización del mundo de la vida».
8 	 Con la repotenciación de la planta se ha pretendido procesar 110. 000 barriles de crudo al día. Por su 
antigüedad y continuas paradas no programadas, estuvo trabajando al 85% de su capacidad. La estima-
ción competa del costo era de usd 1380 millones, si bien estaba presupuestado en usd 980 millones de 
dólares. Recuperado de http://www.el comercio.com/actualidad/negocios/rehabilitacion-de-refineria-
esmeraldas-cuesta.html.
9 	 Conforme a datos de Ecuador Estratégico, en la Ciudad del Milenio en Playas de Cuyabeno hay 
59 beneficiarios (usd 75.905,76 por cada uno); en Pañacocha 129 beneficiarios con el mismo monto 
invertido por cada uno. La Ciudad del Milenio habría costado en Playas usd 20.275.468, mientras la de 
Pañacocha, usd 20.071.117 (Comunidades del Milenio (2013), folleto de PetroAmazonas epi).
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10 	 Entre las personas que no tienen ingresos se incluye a todas las personas que no reportan ingresos 
ni rentas de ningún tipo: básicamente estudiantes, amas de casa, ancianos que no reciben jubilación, 
personas discapacitadas, desempleadas o trabajadoras familiares sin remuneración.
11 	 De acuerdo al Informe de Rendición de Cuentas, Ecuador Estratégico (2014), se han invertido en 
millones de dólares: en la provincia de Sucumbíos 159,2; en Orellana 146,4; en Zamora Chinchipe 121,7; 
en Napo 102,2; en Morona Santiago 57; y en Pastaza 45,4.
12 	 El asentamiento de Playas de Cuyabeno tuvo lugar en la década del cincuenta. Desde un inicio tuvo 
una composición interétnica conformada por familias mestizas ribereñas y kichwas provenientes de la 
cuenca del río San Miguel, Putumayo, conforme describe Little (2001), si bien la zona era de ocupación 
originaria de sionas y siekóya pai del Cuyabeno. Conforme las narrativas kichwas, comenzaron a trasla-
darse por el área desde primeras décadas del xx cuando trabajaban con patrones colombianos durante el 
término del auge cauchero. En el caso de Pañacocha, el centro poblado pertenece a la parroquia Pañaco-
cha, creada en 1969 en el cantón Shushufindi. Sus primeros habitantes provinieron de una migración en 
la década del sesenta motivada por misioneros capuchinos que llevaron a familias kichwas de las riberas 
del río Payamino a trabajar en actividades de ganadería, agricultura y en la construcción de un orfanato. 
También la habitaron familias colonas provenientes de la Sierra. Actualmente, Playas se compone de 
familias kichwas en su mayoría, con matrimonios entre kichwas y mestizos de Esmeraldas, Guayaquil e 
inmigrantes de Colombia. Hay mujeres kichwas casadas con a´i cofán, aiekóya pai y siona del Cuyabeno.
13 	 Adicionalmente había el interés de ciertos dirigentes por participar en la economía petrolera y con-
formar una empresa indígena, Sacha Petrol, lo que no cuajó posteriormente.
14 	 La tasa de participación laboral global a nivel país es de 53%, y se calcula para las personas de 10 años 
de edad y más. Es el porcentaje que resulta del cociente entre la población económicamente activa (pea) 
y la población en edad de trabajar (pet).
15 	 Se trata de un hotel construido décadas antes por los misioneros capuchinos para el funcionamiento de 
un orfanato, que después fue adquirido para funcionar como hotel. Éste ha proporcionado por años aloja-
miento para personal de empresas petroleras que trabajan en zonas de Sucumbíos aledañas a Pañacocha.
16 	 Esto dio continuidad en cierta forma a experiencias previas cuando hombres y mujeres se emplea-
ron en actividades de mantenimiento del hotel —antes orfanato y luego adquirido por un empresario 
colombiano—, y que albergó a operarios petroleros. En éste, varios comuneros, hombres y mujeres, se 
empleaban en actividades de mantenimiento, limpieza y lavado de ropa.
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resumen  Este estudio tiene como propósito analizar el sector lechero de Chimborazo 
(Ecuador) y Galicia (España), donde la producción y el rendimiento son variables compa-
rativas. Se inicia con la revisión de la estructura agrícola de Europa y Latinoamérica, poste-
riormente se centra la atención en la actividad lechera de las zonas de influencia y cómo ésta 
confluye hacia factores socioeconómicos. El estudio de la producción lechera de estas dos re-
giones brinda información retrospectiva del sector ganadero, se logra identificar actores so-
ciales y económicos quienes a su vez presentan responsabilidad ante los desafíos de la pro-
ductividad y eficiencia ganadera. Las teorías económicas competitiva e institucional sirven 
de instrumento para analizar la convergencia entre los dos territorios.

palabras clave  Neoinstitucionalismo, ganadería intensiva y extensiva, cooperativismo y agro-
industria.

abstract  This study is intended to analyze the dairy sector in Chimborazo (Ecuador) and 
Galicia (Spain), where the production and performance are comparative variables. We begin 
with a revision of European and Latin American agricultural structures, then we focus on the 
dairy activity in the areas of impact and how this one converges into socioeconomic factors. 
The study of dairy production of these two regions shows retrospective information of the cattle 
sector, identifies social and economic agents, who, in turn, show responsibility towards the cha-
llenges of cattle productivity and efficiency. The competitive and institutional economic theo-
ries serve as an instrument to analyze the convergence between both territories.

keywords  Neo-institutionalism, intensive and extensive cattle industry, cooperativism and 
agro-industry.

jel codes  O13, L79, O34.

INTRODUCCIÓN

El sector agrario a nivel mundial viene enfrentando desde finales de los 80 una serie de pre-
siones en cuanto a precios, volúmenes, calidad, tiempos de entrega; tanto de fabricantes como 
de distribuidores —representados por las empresas trasnacionales, propietarias de la cadena 
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agroalimentaria—. Estas presiones estuvieron aún más al descubierto a partir de la creciente 
liberalización y adopción de medidas dispersas por cada mercado o territorio (Sineiro, Santiso, 
Calcedo, y Lorenzana, 2009); entre las que constan, ayudas económicas, cuotas de producción 
y preferencias arancelarias para exportación e importación, sean estas provenientes de bloques 
económicos, estados miembros o los propios gobiernos.

La consolidación de un modelo productivo agroindustrial dio lugar a la conformación de 
emporios empresariales (Rhon, 2014) representados esencialmente por el crecimiento agigan-
tado de las empresas transnacionales localizadas en países con economías fuertes y que en la 
última década del siglo xx apostaron por aquellas economías denominadas emergentes, utili-
zadas estas últimas como graneros abastecedores y en ciertos casos como potenciales consumi-
dores. Este modelo productivo basado en una intensiva y homogeneizada producción agrícola 
(León, 2014), articula diferentes empresas en los distintos eslabones de la cadena agroalimen-
taria, no limitándose solo al control de la producción y abastecimiento de insumos, sino tam-
bién de la distribución y comercialización. De esta forma, los patrones de producción, comer-
cialización y consumo de alimentos se vieron afectados, logrando así, ahondar la regresión de 
la agricultura campesina (Kay, 1995).

Latinoamérica ha sido históricamente un territorio paradigmático en la implementación de 
un modelo monopólico y extractivista —gracias al cúmulo de recursos renovables y no reno-
vables— que hizo que transnacionales agroalimentarias obtuvieran riqueza y poder, gracias al 
apoyo de los gobiernos tanto nacionales como extranjeros. Los países del norte conjuntamente 
con la Unión Europea (ue), Rusia y otros apostados en Latinoamérica, experimentaron una cre-
ciente producción de commodities tales como soya, maíz, trigo, arroz, cuyo multipropósito fue 
atender la demanda local e internacional y su destino final para el consumo humano o animal; 
en el caso animal, sirviendo como materia prima para los preparados de piensos y balanceados.

La agricultura continúa desempeñando un papel esencial en el devenir de la economía, más 
aún cuando en la Cumbre Mundial sobre la Alimentación (1996), las naciones comprometieron 
su accionar hasta el 2015 para la reducción de 400 millones de personas subnutridas (fao, 2002); 
asimismo, persisten cifras socioeconómicas alarmantes; por citar, la existencia de 900 millones 
de personas que habitan en zonas rurales de países en desarrollo, cuya principal actividad es la 
agricultura y que además subsisten con menos de usd 1 al día (Banco Mundial, 2007a); por otro 
lado, y en términos relativos, la agricultura contribuye con menos del 10% del pib, muy por de-
bajo de los aportes del sector primario-exportador minero y petrolero —aplicado a los estados de 
Ecuador, Perú y Bolivia; economías calificadas como emergentes y en desarrollo— (cepal, 2016).

La agricultura, además de aportar a la economía global y la dieta de los pequeños produc-
tores agrícolas, también presenta incidencia en la estructura de su subsistencia, según el Banco 
Mundial (2007b), las actividades a cumplirse por campesinos y agricultores son: i) producción 
de alimentos de origen agrícola y/o animal y ii) comercialización de productos agrarios, que 
genera ingresos monetarios para las familias son destinadas, al menos una parte, a la compra 
de otros alimentos para su consumo.

Desde principios del siglo xxi, la agricultura enfrenta una nueva revolución, biotecnológica 
(Holt-Giménez, 2009), donde los cultivos intensivos de soya y maíz transgénicos irrumpieron 
los mercados mundiales de commodities, reforzando el control monopólico de la producción 
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agrícola y de alimentos (León, 2014) por parte de las empresas transnacionales. Frente a ese 
modelo hegemónico, persiste un segundo modelo agrícola, defendido por los movimientos y 
organizaciones campesinas internacionales, cuyos principios están basados en el derecho, la 
seguridad y soberanía alimentaria y en la propia matriz productiva agroecológica (León, 2014); 
justificando su presencia frente a los 1500 millones de campesinos que cultivan al menos el 
70% de los alimentos del planeta (etc group, 2010).

Por otro lado, a pesar de la liberalización del comercio mundial para productos agrícolas —
década de los 90— los países desarrollados continúan aplicando en la actualidad políticas pú-
blicas basadas en fuertes subsidios que apoyan a sus agricultores y que también viabilizan la re-
gulación de los mercados; como caso ejemplificador se tiene a la Unión Europea, que mediante 
mecanismos implementados vía Política Agraria Común (pac),1 permiten la estabilización de los 
mercados y mantener precios artificialmente bajos, logrando también la mejora en las condicio-
nes de negociación (exportación) y las rentas de los agricultores y/o ganaderos (Malagón, 2012).

En cambio, países en desarrollado caracterizados por mantener un sistema de produc-
ción de monocultivos a gran escala, debieron subordinar sus aspiraciones a la dinámica de 
los mercados internacionales, donde gran parte de los productos agrarios —banano, flores, 
maíz, palma africana, en el caso de Ecuador— provienen del uso indiscriminado de insumos 
agroquímicos (McDougall, 2012) representados por las semillas comerciales, los plaguicidas y 
fertilizantes, la genética del ganado, y las farmacéutica veterinarias (etc group, 2013), bene-
ficiándose a las empresas transnacionales (Harcourt, 2008). De esta forma, la agricultura ex-
tensiva induce a que las economías, emergentes y en desarrollo, abastezcan su demanda local 
y la del mercado extranjero coartando el acceso a la tierra, los recursos productivos y la coe-
xistencia de otros cultivos y formas de producción (León, 2014; Long, 1996) bajo la iniciativa 
de la agricultura familiar.

El abordar las teorías económicas competitiva e institucional, concretamente el neoinstitu-
cionalismo, permitirá analizar las características de producción de leche tanto en la provincia 
de Chimborazo como de Galicia, así como la identificación de las variables que inciden en los 
rendimientos productivos de cada territorio. Los nuevos desafíos de la competitividad de las 
empresas y los territorios requieren de una articulación entre los procesos de abastecimiento 
de materias primas, manufactura, logística y comercialización (Porter, 1991). Por otro lado, esos 
mismos desafíos abren la posibilidad de basar la competitividad en una revalorización del ca-
pital endógeno, mediante la vinculación de las producciones agrarias con los territorios rura-
les (Tolón y Lastra 2009). En este sentido, los signos distintivos de calidad —denominados así 
por la Organización Mundial de Propiedad Intelectual (García-Bermejo, 2011)— constituyen 
la vía pragmática para que los productos agrarios adquieran características diferenciadoras.

TEORÍAS ECONÓMICAS COMPETITIVA E INSTITUCIONAL. 

INCIDENCIA EN EL FORTALECIMIENTO DE LA PRODUCCIÓN AGROALIMENTARIA

Michael Porter en la última década del siglo xx orientó sus estudios a la estructura pro-
ductiva y el comportamiento de las organizaciones.2 A partir de ello, definió la Teoría de la 
Competitividad aportando en gran medida a la concepción de una nueva propuesta de cadena 
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productiva, que al incorporar conceptos y actores externos como innovación+desarrollo (i+d), 
instituciones de carácter público, privado y un marco normativo, configurarían el nuevo pa-
radigma de cadenas de valor.3

Un concepto amplio y actualizado es ofrecido por Humphrey y Schmitz (2000); Kaplinsky y 
Readman (2001), quienes manifiestan que la competitividad son las capacidades con que cuen-
tan las empresas y que al sumar innovación, eficiencia y el mejoramiento de la productividad, 
generan valor agregado a los productos. Peres y Stumpo (2000), amparados en la teoría porte-
riana, abordan el concepto de competitividad aplicado a las pymes, luego de que la economía 
mundial adoptara un nuevo modelo económico (nme),4 resaltando las ventajas competitivas 
de las empresas a partir del uso intensivo del factor mano de obra. Por su parte, Pietrobelli y 
Rabellotti (2006) reconocen que las pymes, en especial las de América Latina, ante la falta de 
capacidades internas, limitan su participación efectiva en los mercados mundiales; a pesar de 
lo cual su potencial adaptativo les permite mejoras de la competitividad.

En este marco, la implementación de estrategias y políticas institucionales por parte de los 
agentes privados, conllevan a mejorar su presencia tanto en el mercado local como extran-
jero. Estas decisiones además de viabilizar la consolidación de los agentes pueden ser aplicadas 
bajo diferentes esquemas de organización productiva (clústeres, distritos industriales, cade-
nas de valor), constituyéndose en una alternativa de desarrollo para los territorios, concreta-
mente sobre aquellos localizados en zonas periféricas o rurales (Pietrobelli y Rabellotti, 2006).

Como aporte a la estructuración y funcionamiento de los agentes y actores económicos —
incluido el Estado, en calidad de órgano rector y regulador de las políticas, leyes y normativas 
para el desempeño efectivo de los mercados— surge la Teoría Institucional a comienzos del 
siglo xx, cuyo máximo exponente fue W. Hamilton; quien destaca el papel que juegan los in-
dividuos y los mercados dentro del contexto social, además de la importancia de las institu-
ciones y la calidad de la información (Hamilton, 1919) para el análisis de la conducta humana 
(Hodgson, 2000) en un entorno de negociación e intercambios.

A partir de la teoría institucional, y luego de que las Ciencias Sociales enfrentaran hechos 
históricos,5 surge el pensamiento económico neoinstitucional, el cual a partir de la Teoría de 
Mercado y la Estructura Organizacional Económica y el modelo de elección racional —prin-
cipio de la economía neoclásica— conllevan a consumidores y empresas a adquirir beneficios 
y utilidades respectivamente (De Alessi, 1983), incluso Simon (1957) destaca que lo propio es 
hablar de satisfacción en procesos de maximización de beneficios debido a que el comporta-
miento de los individuos responde a procesos mentales.

A partir de la teoría institucional surge la línea de pensamiento, Nuevo Institucionalismo 
Económico (nie), la misma que destaca a los factores derechos de propiedad6 y costes de transac-
ción,7 los cuales al ser incorporados y valorados por parte de las empresas o agentes económicos 
dan paso a la vigencia y suscripción de contratos (Alchian y Demsetz, 1972) entre diferentes tra-
bajadores, gerentes, propietarios, compradores y vendedores. De esta forma, el neoinstituciona-
lismo plantea que las relaciones de intercambio y la presencia de instituciones articuladoras apor-
tan a los incentivos con que cuentan los individuos para competir dentro del mercado (Compés, 
2003), viabilizando, así, la revalorización de los recursos endógenos disponibles en los territorios.
El nie identifica a la información como elemento clave en la coordinación entre agentes y 
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actores económicos dispuestos en los diferentes mercados; sin embargo, al ser una variable es-
tratégica de negociación, está expuesta a la manipulación ante las necesidades y logros de los 
objetivos de los agentes (Williamson, 1989), configurándose el supuesto de información asi-
métrica.8 Para dirimir estos factores de riesgo e incertidumbre (Castillo, et al., 2008), los agen-
tes están obligados a la identificación de información, fijación de salvaguardas, implementa-
ción de mecanismos de control y protección de los derechos de propiedad (Eggertsson, 1990); 
logrando, así, transparentar y legitimar los procesos de intercambio y transacción de bienes 
y servicios. De esta forma surgen los signos distintivos de calidad —elementos clave, prove-
nientes de la transferencia de los derechos de propiedad—, los que al estar amparados por el 
Sistema de Protección Industrial, viabilizan la trazabilidad de los productos —generalmente 
alimenticios (Dos Santos, 2003)—, propiciando, además, las prácticas culturales y ancestrales, 
la inclusión social, el cuidado y la protección ambiental en beneficio de los sectores produc-
tivos y las comunidades rurales.

Uno de los mecanismos o modo de producción que incorpora una visión conjunta entre los 
diferentes actores y agentes económicos —más aún cuando éstos responden a concentracio-
nes geográficas dispersas o estructuras con capacidades de capital social limitado o pequeño— 
son las cadenas productivas, cuyos objetivos o metas permiten que las decisiones de mercado 
sean participativas, capas de que los riesgos sean compartidos (Amanor-Boadu, 1999), al igual 
que los ingresos o las pérdidas incrementales.

Los encadenamientos productivos son iniciativas socioeconómicas dinamizadoras y adap-
tativas, cuyo propósito es apoyar a productores agrícolas y sociedades rurales que son el resul-
tado de la marginación y el capitalismo extractivista. El aplicar una estrategia de crecimiento 
basada en cadenas productivas —con enfoque al sector agropecuario— se convierte en un re-
curso intangible dentro de la economía doméstica o geográfica de los territorios, siempre y 
cuando derive su accionar en la potencialización de habilidades, conocimientos y destrezas 
acompañadas de estrategias colectivas (Tomta y Chiatcboua, 2009), beneficiando exponencial-
mente a productores y/o comunidades agrorurales.

La propuesta de implementar cadenas productivas modernas —a diferencia de una visión 
tradicional o supeditada a la consecución de procesos secuenciales— permitirán a los agentes 
económicos dispuestos en los diferentes eslabones de un mismo núcleo o sector productivo 
a adaptarse a las acciones y necesidades del actor principal (clientes o consumidores finales), 
procurando que los procesos sean ágiles, flexibles, sistemáticos y participativos, además que 
la información fluya bidireccionalmente, logrando inferir en la elaboración de productos con 
alto valor agregado (Tomta y Chiatcboua, 2009).

El fortalecimiento de toda cadena productiva esta supeditado a los espacios de diálogo, 
concertación y negociación entre actores partícipes, logrando así, articular procesos mul-
tiactor, además de la identificación y priorización de necesidades, expectativas y oportunida-
des del mercado. Esto permite la construcción de una identidad social y ambiental al interior 
de la cadena, beneficiando a sus agentes, productores y las organizaciones socioproductivas 
(Stoian y Gottret, 2011). Los encadenamientos se constituyen en vía rápida para el emprendi-
miento empresarial —por ejemplo, Mipyme, asociaciones y/o cooperativas agrícolas—, cuya 
propuesta es la producción y comercialización de productos agroalimentarios dentro y fuera 



170  Revista Economía | 106 | noviembre 2015

de las zonas geográficas de influencia, además su desarrollo económico y sostenible pudiese 
estar complementado con actividades, turísticas, gastronómicas o artesanales.

PRODUCCIÓN DE LECHE EN LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE GALICIA

El sector agroalimentario español experimentó cambios significativos en su marco de fun-
cionamiento a raíz de la adhesión de España a la Unión Europea (1986) y la consiguiente 
liberalización de los intercambios con los restantes países miembros; esto coincidió en el 
tiempo con otros dos procesos: i) liberalización del comercio mundial de productos agrarios, 
conllevando a una creciente apertura del mercado europeo a la competencia internacional9 
(década de los 90), y ii) sucesivas reformas que desde mediados de los 80 fuesen aprobadas 
vía pac —política agraria inherente al espacio de la Unión Europea—. También conforma 
como hecho transcendental, la implementación en 1984 de un sistema de cuotas para el sec-
tor lácteo, destinado a regular la producción y evitar los excedentes tal cual existían en dé-
cadas anteriores (López, 2000).

En ese contexto de creciente apertura y competencia exterior y de la existencia de un sis-
tema que limita la producción de leche y lácteos (sistema de cuotas), la cag se ha consolidado 
en las tres últimas décadas como la principal región lechera de toda España. Concretamente, 
en la campaña láctea 2011-201210 Galicia contaba con 11.545 explotaciones de leche —más de 
la mitad de las explotaciones españolas— registrando una producción de 2.334,6 miles de to-
neladas, algo más del 38% de toda la producción del país (Fundación Novacaixagalicia, 2012).

Por su parte, Langreo (1996) analiza la industria láctea del norte de España y reflexiona 
sobre el papel que en ella juegan las pequeñas y medianas empresas, manifestando que éstas 
operan bajo la figura de economía de red,11 por cuanto toda industria es el motor de desarro-
llo de una cadena productiva, viabilizando las explotaciones ganaderas a partir de la indus-
trialización de su materia prima. Esta autora identifica las variables que caracterizan la com-
petitividad de la cadena productora láctea en el norte de España: i) condiciones exigidas de 
la materia prima; ii) características de la empresa compradora; y iii) estrategias comerciales.

A partir del grado de fragmentación en el suministro de la materia prima, la flexibilidad 
de la cadena técnica-productiva y la importancia de las producciones intermedias, se confi-
guran las actividades complementarias y especializadas: acopio, soporte comercial, reutiliza-
ción de maquinaria, transferencia de tecnologia y costes compartidos. De ello se ha derivado 
la configuración de una red compleja de relaciones dentro de la cadena productiva láctea, que 
en todo el norte de España y concretamente en Galicia se ha organizado en parte a través de 
estructuras cooperativas para el suministro de insumos a las explotaciones ganaderas, la co-
mercialización en común de su producción y en ciertos casos también la transformación in-
dustrial de la leche, (Langreo, 1996).

Por otro lado, aparece como elemento configurador —de la nueva era productora— res-
pecto al sector lechero de la cag la incorporación de los atributos de calidad, relacionados con 
aspectos sensoriales, ambientales, seguridad alimentaria, culturalidad y practicas productivas 
(Sanz, 2008); sin embargo, los resultados no han sido visibles mayoritariamente por el mer-
cado de consumidores, precisamente por los efectos en la negociación del precio de la materia 
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prima diluidos por las cambiantes políticas y regulaciones de la pac, logrando apenas la exis-
tencia de contados productos derivados del sistema, esencialmente quesos, que responden a 
características enógenas de las provincias pertenecientes a la cag.

Estas marcas oficiales de calidad, al estar amparadas por el paradigma neoinstitucional y 
el propio Sistema de Propiedad Industrial, reciben el nombre de signos distintivos, entre los 
que resaltan denominaciones de origen, indicaciones geográficas, agricultura ecológica. En la 
práctica, estos signos apoyan a rescatar las actividades ancestrales y las propias prácticas de 
manufactura agroalimentaria de un territorio o zona específica, despertando cada vez inte-
rés a los consumidores, aportando a la fijación de precios diferenciados frente a los competi-
dores (Valceschini, 1999) e incrementando la renta de los pequeños productores (Sanz, 2007).

Para precisar la evolución del sector lechero de la cag durante el periodo 2001-2013, con-
sidérese el número de vacas ordeñadas (eje izquierdo de las ordenadas) de la zona objeto 
de estudio, que si bien presentó un comportamiento decreciente (una reducción promedio 
anual del 17%); en cambio, la producción de leche (eje derecho de las ordenadas) registró un 
crecimiento promedio anual del 2,02%; llegando a producirse en el año 2013 2,3 billones de 
litros o su equivalente 2,3 millones de toneladas de leche al año; estos hechos traducidos en 
términos de asimetría interpretan un comportamiento inversamente proporcional entre las 
dos variables (ver Figura 1).

En cambio, analícense las variables de producción anual de leche por cada una de las pro-
vincias de la cag respecto a los periodos 2001 y 2011 (eje izquierdo de las ordenadas) y también, 
el rendimiento que presentan las vacas ordeñadas (eje derecho de las ordenadas) por provincia 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del MAGRAMA (Ministerio de Agricultura y Medio Ambiente). Nota. La producción 

media de leche/día se calcula a partir de la relación entre la producción total y 360 días calendario.Fuente: Elaboración propia a par-

tir de datos del magrama (Ministerio de Agricultura y Medio Ambiente).

Figura 1. Evolución anual del número de vacas lecheras y la producción de leche en la cag 
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y periodo; esto permitió a los investigadores identificar que las provincias de A Coruña y Lugo 
generan la mayor producción de leche en la zona, un total del 87% o su equivalente 2,1 millo-
nes de toneladas de leche en el año 2011 (ver Figura 2). Además, como hecho importante y que 
marca el desarrollo de este sector en la industria agroalimentaria de la cag (durante el pri-
mer decenio del siglo xxi), es el incremento de la producción media de leche por vaca orde-
ñada, el cual paso de 11,44 a 20,41 litros (valor que incorpora la producción medio de las cua-
tro provincias), registrándose un incremento de la productividad en más del 75% (ver Figura 3).

Entre los posibles motores que incidieron para el cambio y crecimiento del sector lechero 
de la cag, se sitúan la mejora y sistematización de los procesos en la cadena, los métodos de 
investigación e innovación para la mejora de razas de ganado de leche, la concentración de ex-
plotaciones lecheras en zonas de abundante lluvia y pastizales, y la implementación de modelos 
intensivos de producción ganadera (Fernández-Lorenzo, Dagnac, González-Arráez, Valladares, 
Pereira-Crespo, y Flores, 2009; mapa, 2008).

PRODUCCIÓN DE LECHE EN LA PROVINCIA DE CHIMBORAZO

La industria agroalimentaria ecuatoriana inicia su camino de la competitividad mediante el 
uso de las cadenas de valor, luego de que diferentes proyectos de la cooperación internacional 
beneficiaran a los pequeños productores permitiéndoles acceder a los mercados globalizados 
(Martínez, 2011). Al igual que en otros países de América Latina, las cadenas productivas co-
adyuvaron a la integración de los territorios y apoyaron a las relaciones económicas, sociales 
y cooperadas a partir de las actividades agrícolas.

A pesar de estas experiencias, la persistencia de un modelo de agricultora por acumu-
lación,12 sumado a la estructura de la propiedad de la tierra —injusta y con alta concentra-
ción (oea, 1971)—, dieron lugar a comportamientos monopólicos, convirtiendo al campo 
en el espacio para la ganancia y acumulación (Rhon, 2014); esto tiene relación con los pro-
cesos industrializadores de la agricultura, donde la incorporación de tecnologías, maqui-
naria y equipo en grandes extensiones de tierra cultivable conllevaron a la instauración de 
emporios agrícolas.

El territorio latinoamericano —región del mundo con mayor concentración de la tierra 
(Kay, 2014)—, enfrenta en los últimos veinte años una nueva era agraria, donde las empresas 
transnacionales y los oligopolios de insumos controlan la producción de commodities (Kay, 
2014). Ecuador, desde su época republicana, ha enfrentado tres reformas agrarias; sin em-
bargo, su tercera reforma —medida a partir del Censo 2000— pone al descubierto la incor-
poración del sector agrícola al capitalismo neoliberal globalizado, donde las fuerzas de mer-
cado (oferta, demanda y competitividad) se convirtieron en los nuevos elementos nucleares de 
las políticas públicas agrarias, más aún cuando la mayor concentración de la tierra represen-
taba menos del 3% del total de las explotaciones (ver Tabla 1). Este fenómeno estuvo presente 
en «casi» todas las provincias de la Costa, a diferencia de la Sierra, donde se desencadenó el 
efecto minifundio, exceptuando las provincias de Cotopaxi, Tungurahua y Chimborazo, las 
cuales por varios años presentaron una activa concentración de la tierra en un número redu-
cido de Unidades de Producción Agrícola (upa).



Estudio comparativo entre la producción lechera de Chimborazo y Galicia  173

Por otro lado se sumaría el rol protagónico de las cadenas de supermercados, quienes basa-
das en políticas acaparadoras comercializarían aproximadamente el 40% de los bienes agrí-
colas para el consumo (Berdegué, Reardon, Barret y Timmer, 2003). La creciente concentra-
ción de poder por parte de estos agentes económicos dio lugar a la consolidación de cadenas 

tamaño
censo 1954 censo 1974 censo 2000

no. explotaciones % no. explotaciones % no. explotaciones %

Menos de 5 ha 251.686 71,1 346.877 66,8 535.309 63,5
De 5 a 20 ha 67.650 19,1 96.360 18,6 176.726 21,0
De 20 a 100 ha 27.742 7,8 64.813 12,5 111.290 13,2
Más de 100 ha 7.156 2,0 11.091 2,1 19.557 2,3
Total 354.234 100,0 519.141 100,0 842.882 100,0

tamaño

censo 1954 censo 1974 censo 2000
capacidad 

explotaciones % capacidad 
explotaciones % capacidad 

explotaciones %

Menos de 5 ha 432.200 7,2 538.700 6,8 774.225 6,3
De 5 a 20 ha 565.800 9,4 935.300 11,8 1.706.794 13,8
De 20 a 100 ha 1.138.700 19,0 2.664.700 33,5 4.614.436 37,4
Más de 100 ha 3.863.000 64,4 3.810.800 47,9 5.260.375 42,6
Total 5.999.700 100,0 7.949.500 100,0 12.355.830 100,0
Fuente: Fuente: Elaboración propia a partir de García (2006).

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del magrama (Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente).

Tabla 1. Evolución de las estructuras agrarias en el Ecuador

Figura 2. Producción y rendimiento de leche (litros/vaca/día) en las provincias de la cag (2001 y 
2011)
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agroalimentarias con amplio dominio en actividades agroindustriales e, incluso, una prolon-
gada incidencia en el comportamiento y los gustos alimentarios de la población.

Ecuador a principios del nuevo siglo xxi idealizaría una propuesta innovadora y participa-
tiva denominada «Proyecto de Desarrollo de los Pueblos Indígenas y Negros del Ecuador (pro-
depine)», convirtiéndose en el primer proyecto cultural del neoliberalismo y que estuvo patro-
cinado por el Banco Mundial luego de la Declaratoria de Naciones Unidas para la atención de 
los pueblos indígenas y campesinos promulgada al término de los años 90 (Bretón, 2007). pro-
depine no hubiese tenido cabida sin la antelación de hechos como el gran levantamiento indí-
gena en el año de 1994, las nuevas resoluciones del poder político, las constantes protestas socia-
les y la existencia de una reformulada Ley Agraria (1992); está última concediendo participación 

—limitada o controlada— de las comunidades campesinas en las decisiones de orden agrícola.
Estos acontecimientos se convertirían «en la puerta de entrada» para la inserción en la pa-

lestra política de nuevos actores sociales como los movimientos y las organizaciones indíge-
nas; quienes a su vez y de forma reiterativa elevaban sus propuestas —esencialmente la erra-
dicación del hambre y la pobreza y la puesta en marcha de mejores condiciones de trabajo en 
el campo—, despertando así el interés en ciertos organismos y agencias multilaterales para el 
desarrollo y de los propios gobiernos de corte neoliberal, luego del incesante fracaso del de-
sarrollismo estatal. De esta forma, el imperio capitalista del Norte, quien aprovechando la si-
tuación y desconcierto del país —que en ese entonces proyectaba un infundado vaticinio de 
progreso y desarrollo sostenido de la economía— surge el proyecto prodepine, en respuesta 
a las amenazas de los nuevos actores sociales, y cuyo contenido adoptó la condición de multi-
culturalismo neoliberal (Díaz-Polanco, 2006); el cual tuvo como aporte (vía crédito reembol-
sable) cerca de 40 millones de dólares para el condicionado desarrollo de las comunidades 
rurales; posteriormente este valor incrementaría la deuda externa del país (Uquillas, 2002).

El (supuesto) desarrollo del campesinado y de las propias familias que a diario mantienen 
una agricultura de subsistencia, pasaron en el corto plazo a los sometimientos, las condicio-
nes y exigencias por parte de las transnacionales agroalimentarias —incluso de aquellas gran-
des empresas domiciliadas en Latinoamérica y que adoptaron el calificativo de multilatinas 
(Kay, 2014)—; e incluso despertarían nuevos intereses por quienes ejercían control y predo-
minio en los niveles parciales de producción;13 frente a esto el pequeño productor vería afectada 
su renta, provocando abandono de las tierras cultivables y decisiones migratorias, desencade-
nándose una desorganización y desintegración del núcleo familiar y ahondando aún más la 
crisis de las poblaciones rurales.

Frente a lo expuesto anteriormente surge la necesidad de medir la evolución del sector agrí-
cola ecuatoriano —tomando como base las zonas o territorio donde concentran un alto por-
centaje de familias campesinas—. Para alcanzar este propósito se ha identificado a la provin-
cia de Chimborazo, cuna de la población indígena del Ecuador, o comunidades rurales cuyas 
actividades agrícolas ancestrales recaen en la crianza, el pastoreo y la producción de leche de 
bovino; además de otras actividades como siembra, cuidado y cosecha de gramineas, horta-
lizas, entre otros. Además, debe tomarse en consideración el número de vacas ordeñadas (eje 
izquierdo de las ordenadas) en el territorio chimboracense, describiendo un comportamiento 
incremental promedio del 4% por año; mientras que la evolución en la producción de leche (eje 



Estudio comparativo entre la producción lechera de Chimborazo y Galicia  175

derecho de las ordenadas) registró un crecimiento promedio del 6,24% por año, todo esto en 
el periodo 2001-2013. El año 2013 registró la producción de leche más importante en la provin-
cia de Chimborazo de todos los tiempos, alcanzando un nivel de 206 millones de litros (o su 
equivalente promedio de 573.035 litros por día); estos hechos traducidos en términos relativos 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del Sistema de Información Nacional (sin) del Ecuador.

Fuente: Elaboración a partir de datos del sin del Ecuador y la Encuesta de Superficie y Producción Agropecuaria.

Figura 3. Evolución anual del número de vacas lecheras y la producción de leche en Chimborazo 
(2001-2013)

Figura 4. Producción y rendimiento de leche (litros/vaca/día) en los cantones de Chimborazo (2001 
y 2011)
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de simetría interpretan un comportamiento directamente proporcional entre las dos variables. 
Asimismo, el análisis descriptivo induce a que la capacidad instalada —en cuanto a vacas or-
deñadas— registró un incremento aproximado del 60% entre los años 2001 y 2013 frente a un 
incremento de la producción de leche en 43,57% para el mismo periodo (ver Figura 3).

En otro apartado se analizan las variables referentes a la producción anual de leche en la 
provincia de Chimborazo y para los periodos 2001 y 2011 (eje izquierdo de las ordenadas) y 
el rendimiento por vaca ordeñada (eje derecho de las ordenadas) para cada cantón y periodo; 
esto permitió identificar a Guano, Riobamba, Alausí y Colta como territorios del endogenismo 
lechero, seguido de los cantones de Guamote, Alusí y Chambo, registrándose un total del 91%, 
o su equivalente 151 millones de litros de leche en el año 2011 en el 70% de los cantones perte-
necientes a la provincia de Chimborazo. También es conveniente precisar que durante el pri-
mer decenio del siglo xxi la media de litros producidos en los distintos cantones paso de 4,89 
a 6,51, o su equivalente en términos relativos, notándose un incremento del 33% (ver Figura 4), 
representando un aumento deficitario en el rendimiento y la producción frente al incremento 
significativo del 45% en el número de vacas ordeñadas (presentado en la figura 3).

Finalmente, se ilustra acerca del destino diario de la leche producida en la provincia, regis-
trándose que cerca del 75% está orientada a la venta en líquido del producto —que posterior-
mente será utilizado como materia prima en la industria láctea de la zona y de otras provin-
cias aledañas—, en cambio, el 24% está dedicado al consumo y procesamiento en las propias 
unidades de explotación agrícola, y apenas el 1% tiene otros fines distintos a los expuesto an-
teriormente. De los segmentos correspondientes a consumo y procesamiento en la upa cons-
tan aquellos valores destinados para alimento y cuidado de las crías (ver Figura 5).

RESULTADOS Y DISCUSIÓN

El presente trabajo en su fase inicial identificó a las teorías económicas Competitiva e 
Institucional, como aquellas teorías convergentes para la concertación de conceptos implíci-
tos a la producción lechera de dos territorios —cag y Chimborazo— que por sus condicio-
nes climáticas, culturales y ancestrales han hecho de la ganadería una fuente de subsistencia; 
entre los conceptos rescatados son: uso de recursos endógenos, productividad, rendimiento 
y eficiencia productiva. El estado del arte está enriquecido con experiencias vividas de los au-
tores tanto en la cag como en Chimborazo, además de los diferentes trabajos y publicaciones 
registradas en revistas de alto impacto.

La cag presentó un crecimiento vertiginoso de la industria lechera durante los años 90 e 
incluso la primera década del siglo xxi, gracias a las decisiones políticas y coyunturales de la 
Comunidad Europea vertidas en la pac y que incluyen ayudas directas a los productores agrí-
colas. Estas decisiones motivaron a la practicidad de actividades intensivas de producción, el 
uso de productos agroquímicos —originándose una (des)convivencia ambiental y de prácticas 
ancestrales agrícolas—; sin embargo, esto permitió consolidar al sector lácteo de España me-
diante la implementación de una cadena productiva estructurada, concentrando en cada es-
labón a los pequeños productores, fortaleciendo las decisiones cooperadas y asociadas, e im-
pulsando el desarrollo de las explotaciones ganaderas.
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Los procesos de i+d+i se convertirían en los vehículos de cambio, ya que la mejora genética de 
las razas ganaderas, la incorporación de sistemas intensivos de producción lechera, y sumado 
la renovación y adopción de nueva maquinaria y tecnología de trabajo, apoyarían a solucionar 
los problemas de productividad y competitividad presentados en las explotaciones ganaderas de 
la cag en el antes y durante el primer periodo de adhesión de España a la Unión Europea. Este 
trabajo continúo replicándose en las distintas comunidades autónomas, garantizando mayor 
eficiencia productiva, tal cual lo muestran las Figuras 1 y 2, evidenciando un crecimiento pro-
ductivo a pesar de la reducción del número de vacas en ordeño y también las restricciones im-
puestas por los organismos de control afines a la convivencia comunitaria de toda Europa.

La provincia de Chimborazo mantienen un sistema productivo lechero atomizado, que si 
bien está identificado —parcialmente— a los preceptos de la agricultura familiar, su mayor 
peso productivo lo genera un reducido número de explotaciones agrícolas, lo que convierte a 
Chimborazo en la provincia andina con mayor concentración de tierra para uso agropecuario 
(mipro, 2011). Entre las actividades ganaderas básicas a cumplirse en finca, están el cuidado y 
el ordeño, en cambio la alimentación (piensos y balanceados) y el tratamiento de enfermedades, 
catalogadas como actividades complementarias (en uso y responsabilidad), son efectivizadas por 
empresas trasnacionales o multilatinas «agroindustriales». El modelo comúnmente utilizado en 
la zona es producción extensiva, el cual hace que los crecimientos sean marginales en términos 
de productividad (a pesar de existir incrementos significativos en el número de vacas ordeña-
das), o también que la producción se ha visto reducida en términos relativos del crecimiento.
La falta de innovación tecnológica e investigación especializada en los últimos veinte años ha 
provocado un estancamiento de la producción agropecuaria —en términos de producción le-
chera—; que si bien existe un incremento de la producción el número de vacas de ordeño, 40% 
y 60% respectivamente, el rendimiento apenas estuvo en el orden del 20%; conllevándonos a 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del sin del Ecuador.

Figura 5. Destinos de la producción de leche en la provincia de Chimborazo
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la interpretación de que el sector ganadero no ha enfrentado cambios importantes en térmi-
nos de i+d+i en los últimos diez años, registrándose mismos procedimientos, mismos recur-
sos, mismos actores (sean estos de carácter público, social e inclusive político y económico) 
para cada uno de los eslabones o segmentos de la cadena.

CONCLUSIONES

Los territorios rurales, al representar al eslabón inicial de todo tejido agroproductivo mues-
tra la vulnerabilidad al que están expuestos sus actores (indígenas y campesinos), donde las 
relaciones rural-urbano y las propias fuerzas del sistema capitalista dan paso a la coexistencia 
de rasgos de pobreza y alta regresión social; para esto, es promisorio la identificación e imple-
mentación de modos de producción, que ayuden a la revalorización de los recursos endóge-
nos, incluso desde la fase productiva. Es así el caso de los encadenamientos productivos, mo-
delo organizacional de la producción lechera en Galicia, el cual viabilizó la inserción de los 
diferentes actores y agentes económicos (más aún de los considerados vulnerables), el cual 
además, permitió mejorar las condiciones de vida de los ganaderos, guardando correlación 
con el sistema agroindustrial (local y nacional) configurado a partir de normas y disposiciones 
legales que trazaron los objetivos y principios de soberanía y sostenibilidad agroalimentaria.

El modelo productivo agroindustrial consolidado en la cag durante los años 90 y primera 
década del siglo xxi permitió a la cadena productiva lechera instrumentar decisiones de in-
novación tecnológica y genética en las diferentes unidades de explotación agropecuaria; ha-
ciendo de éstas verdaderas empresas productivas y competitivas bajo la figura de cooperativas 
agroindustriales. Este fenómeno de asociacionismo empresarial se disiparía por toda Europa, 
convirtiendo al trabajo de agricultores y ganaderos en factores productivos relevantes dentro 
de la economía y el desarrollo de los territorios. El modelo agroindustrial español tuvo reco-
nocido impacto en la economía local, gracias al impulso que los gobiernos comunitarios hi-
cieran a los signos distintivos de calidad, trasladándose de verosímil aspectos jurídicos y pro-
teccionistas de marcas hacia verdaderas estrategias de desarrollo territorial, donde pequeños 
productores rescatarían prácticas productivas ancestrales para la elaboración de productos lác-
teos –específicamente quesos–, haciendo de éstos, competitivos y atractivos por parte de los 
consumidores, mejorando así la renta y nivel de vida de las familias campesinas.

Ecuador, especialmente Chimborazo, por varias décadas sumido en el modelo de agricul-
tura por acumulación, siempre a la espera de las decisiones parsimoniosas por parte del estado 
y demás instituciones contraloras del agro, hicieron de los campesinos, presa de los cambios 
globales en aspectos de productividad y competitividad —a causa de las propias multinacio-
nales o latinas— inclusive acarrearían hasta la presente fecha consecuencias social y ambien-
talmente regresivas en las distintas comunidades rurales.

Por otro lado, la falta de innovación tecnológica y políticas públicas conducentes a la trans-
formación de la matriz productiva, revertieron en la incipiente generación de renta del sector 
agropecuario, incluso contrayendo los niveles de producción y destino de la materia prima —
como es el caso del sector lechero de Chimborazo— vistos a partir del crecimiento limitado 
del rendimiento productivo en apenas 20,44% vs la alcanzada por la cag, que ascendió al 75% 
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entre los periodos 2001 y 2011. Sin lugar a dudas, la falta de políticas públicas orientadas a sal-
vaguardar las estructuras y los principios agrarios se ha convertido en el mayor problema de 
subdesarrollo en Latinoamérica, especialmente en Ecuador y sus territorios rurales, a dife-
rencia de Europa donde sus estados motivados en principios de desarrollo comunitario, ins-
trumentaron una serie de normas y políticas encaminadas a la defensa y protección del sector 
agrario, además de estandarizar fórmulas cooperadas para la producción e industrialización 
de productos agroalimentarios para uso y beneficio de los consumidores.

Finalmente, este documento puede ser en medio de consulta y guía para el fortalecimiento 
de la producción agrícola (refiérase al sector lechero), cuyos estrategias empleadas, inducen al 
uso de marcas oficiales de calidad, la mejora e innovación de los procesos productivos y la in-
serción de nuevos conocimientos investigativos y tecnológicos, capas de permitir la consoli-
dación del sistema productivo lácteo en comunidades y territorios rurales del Ecuador.

NOTAS

1 	 Estrategia Europa 2020 prevista en la Agenda 2000 destaca como segundo pilar de la pac (1999) 
la formulación de una política de desarrollo rural, cristalizándose una nueva propuesta de modelo de 
agricultura sostenible basada esencialmente en las prácticas agroambientales y la multifuncionalidad y 
calidad de las producciones agrícolas (Navarro, 2007). Por otro lado, si bien la pac no considera ayudas 
económicas vía sostenimiento de precios, sin embargo, prevé las transferencias públicas en calidad de 
ayudas directas a los productores agropecuarios.
2 	 Economista norteamericano que, apalancado en la visión shumpeteriana, construyó la teoría de la 
competitividad que en el año 1990 daría a conocer en su obra La ventaja competitiva de las Naciones. 
Incorporó elementos de orden nacional, regional e incluso en el contexto de la economía mundial para 
representar la competitividad de las empresas (McCormick, 2005).
3 	 En la década de 1980, el término competitividad aplicado a los negocios internacionales tuvo como 
connotación el desarrollo sostenible de los territorios, siendo éste el grado en el cual un país es capaz de 
sostener y expandir su participación en los mercados internacionales al tiempo que eleva la calidad de 
vida de su población (Fajnzylber, 1988). La competitividad es determinada por la productividad con que 
una nación, región o clúster utiliza sus recursos naturales, humanos y de capital (Porter, 1991).
4 	 A mitad de la década de 1980, surge el Nuevo Modelo Económico (nme) basado en una economía de 
libre mercado, promoviendo así la eliminación del proteccionismo comercial, la liberalización del sistema 
financiero, la privatización de las empresas estatales y una mayor flexibilidad del mercado laboral (bid, 1997).
5 	 Según Hodgson (1998), los hechos que reemplantearon la conducta y participación del individuo en 
una renovada sociedad son: i) la economía incorpora a la matemática y estadística como herramientas de 
análisis y pronóstico; ii) la depresión de los años 30 ante los trastornos económicos y sociales de la i y i i 
Guerra Mundial; y iii) la aparición de la psicología del comportamiento y el positivismo, paradigmas trans-
disciplinares en reemplazo del instinto psicológico y pragmatismo filosófico, pilares del institucionalismo.
6 	 Constituyen un paquete de facultades legales e intercambiables libremente, de las cuales depende la 
transformación de los activos negociables en capital. La injerencia o cambio en los derechos de propie-
dad se ven afectados por la asignación de los recursos, la composición de los bienes a producirse y la 
distribución de los ingresos (Burgos, 2002).
7 	 Incorporan a los costes de producción; a partir del neoinstitucionalismo se convierten en la forma 
más amplia de medir la eficiencia empresarial (Toboso y Compés, 2003).
8 	 Es cuando la información relativa acerca de los productos o los propios agentes económicos es 
incompleta e inclusive está distribuida de forma asimétrica (Castillo, Compés y Morales, 2008); esto 
conlleva a una mayor capacidad de decisión por parte de las empresas al momento de emprender una 
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transacción (Williamson, 1989). Por su parte, (Serra, 1993) manifiesta que la información asimétrica se 
presenta cuando el principal no puede observar —a priori y a posteriori— el esfuerzo realizado por los 
agentes, ya que el resultado final de la negociación dependerá de otros factores que no son controlables.
9 	 Los acuerdos de la Ronda de Uruguay gatt (1994), implementados en el periodo 1995-2000, obliga-
ron a la ue a abrir sus mercados a la competencia exterior, reducir las subvenciones a las exportaciones 
y disminuir o modificar las modalidades de apoyo interno a la agricultura (López, 2000).
10 	 La campaña láctea en la ue, a efectos del sistema de cuotas, comprenden entre abril y marzo. Por lo 
tanto, estos datos corresponden al período abril 2011 a marzo 2012.
11 	 Las cadenas productivas no actúan de manera autónoma, sino más bien incorporan una gran canti-
dad de puntos de encuentro y áreas de confluencia con agentes económicos pertenecientes a un mismo 
sistema de producción o a su vez a otros sectores de la economía.
12 	 Profundizar el estudio de Larrea (2004 y 2006); Maiguashca y North (1991).
13 	 Entendiéndose a la gobernanza ejercida por parte de ciertas empresas multinacionales o multilatinas 
en los diferentes eslabones de la cadena agroalimentaria.
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Bajo el título de Trabajo y empleo: nuevos 
análisis, el número 94 de Ecuador Debate 
nos presenta un dossier de seis artículos que 
abordan, desde distintos enfoques y sobre 
diversas geografías, las principales mutacio-
nes de ese aspecto tan descuidado durante 
las últimas décadas por las ciencias sociales 
en el mundo: el trabajo. El dossier es acom-
pañado por un par de textos de coyuntura: 
el infaltable análisis de la «conflictividad so-
ciopolítica», en esta ocasión a cargo de los 
jóvenes sociólogos Paola Sánchez y Patricio 
Pilca, y un abordaje sobre el proceso de re-
formas laborales bajo el gobierno de Correa, 
realizado por Verónica Montúfar, coordina-
dora de la isp en Ecuador. También integran 
la revista el artículo de María Rosa Yumbla 
sobre la fuerza de trabajo femenina en la 
brocoleras de Cotopaxi, otro de Teodoro 
Bustamante sobre los debates en torno a la 
soberanía energética en el Ecuador; un breve 
comentario sobre el Grupo Comuna boli-
viano por Christian Kanahuaty, así como una 

reseña del último libro (Alternativas virtua-
les vs. Cambios reales) del recientemente fa-
llecido y exdirector de esta misma revista José 
Sánchez Parga, escrito por el profesor de la 
Flacso, Víctor Bretón; además de un comen-
tario al libro de Marco Navas (Lo público in-
surgente: crisis y construcción de la política en 
la esfera pública), a manos de Julio Echeverría. 
Por cuestiones de tiempo, mi intervención se 
centrará en torno a los artículos del dossier.

Tal vez el texto que recoge los aspectos 
más generales del debate en cuestión es el 
del sociólogo brasileño Ricardo Antunes, 
«Los modos de ser de la informalidad: ¿hacia 
una nueva era de precarización estructural 
del trabajo?». Allí, Antunes se propone re-
levar una fenomenología de lo que consi-
dera un aspecto novedoso del capitalismo 
contemporáneo: la tendencia masiva, de ca-
rácter planetario, pero agudizada en las pe-
riferias del mundo, hacia formas precarias 
de explotación del trabajo por el capital, el 
que «más que cualquier otro modo de pro-
ducción, derrocha seres humanos, desper-
dicia carne y sangre, dilapida nervios y ce-
rebros» (p. 70). El autor postula la tesis del 
tránsito histórico entre la forma predomi-
nante que adoptó la relación salarial durante 
buena parte del siglo xx, al menos en los 
países del centro (trabajo contratado y re-
glamentado) a una nueva modalidad que, si 
bien tiene una larga historia, en la actuali-
dad está alcanzando dimensiones no conoci-
das: la informalidad y la precarización, de la 
cuales nos brinda algunos ejemplos que ilus-
tran su diversidad —extensión de la jornada 
de trabajo mucho más allá de los estándares 
internacionales en el Tercer Mundo; obreros 
encapsulados en Japón que duermen en sus 
espacios de trabajo—.

Para Antunes, la informalización del tra-
bajo propia de nuestros tiempos se ha vuelto 
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«una característica constitutiva y creciente 
de la acumulación del capital» (p. 71). Y lo 
es por la doble tendencia de la reestructura-
ción global en la producción de mercancías 
asociada a los «nuevos» métodos de organi-
zación del proceso de trabajo (liofilización 
organizativa, toyotismo, etc.), pero también 
por la ofensiva general del capital mundial 
contra el trabajo que comenzó desde finales 
de la década de los 70, y que va más allá de 
la esfera de la producción, conculcando de-
rechos adquiridos por el trabajo en la esfera 
del mercado laboral. En este marco, el autor 
recoge los aportes de un trabajo anterior de 
Alves y Tavares, en donde se sugiere la exis-
tencia de tres modalidades de la informali-
dad en el presente: i) una primera, de los in-
formales «tradicionales», con empleos más 
o menos permanentes (costureras, albañiles, 
jardineros, vendedores ambulantes); moda-
lidad que también incluye otra de trabajado-
res «más inestables» con empleos temporales 
y frecuentemente con pago a «destajo» (car-
gadores, carroceros, personal de limpieza), 
aquellos cuyo trabajo «contribuye para que 
se haga efectiva la circulación y el consumo 
de mercancías producidas por las empresas 
capitalistas» (p. 72); ii) una segunda que in-
cluiría a los «trabajadores informales asa-
lariados sin registro»; aquellos que, pese a 
recibir un salario, quedan por fuera de la to-
talidad o de parte de los derechos labora-
les consagrados (al salario mínimo, jornada 
máxima, a la organización sindical, seguri-
dad social). En este contingente se inclui-
ría una parte de los «trabajadores en casa» 
contratados o, más frecuentemente, subcon-
tratados por grandes empresas para «el en-
samblaje de bienes, producción de servicios, 
distribución de bienes en el comercio calle-
jero»; y iii) por último, tenemos a los traba-
jadores informales autónomos que pueden ir 

desde los simples productores de mercan-
cías, que cuentan con su propia fuerza de 
trabajo o la de sus familiares, hasta aque-
llos que también contratan de forma nor-
malmente precaria a otros trabajadores por 
fuera del círculo familiar. Acá también es-
tarían los y las trabajadoras de cooperativas 
o «falsas cooperativas» las que, a contrapelo 
de lo que suele sostener el discurso hegemó-
nico sobre la economía «popular y solidaria», 
en no pocas ocasiones fungen como «instru-
mentos importantes para empobrecer aún 
más las condiciones de remuneración de la 
fuerza de trabajo, aumentando los niveles de 
explotación y erosionando aún más los dere-
chos del trabajo» (p. 73). Esta aproximación 
a la heterogeneidad que prima al interior 
de la clase trabajadora es coincidente con 
lo planteado por las investigadoras argenti-
nas en asuntos laborales Ortiz, Della Corte 
y García, quienes sostienen que «los trabaja-
dores del presente latinoamericano no suelen 
representar los estereotipos que la historio-
grafía marxista instaló como proletariado».

Finalmente, otro aspecto interesante del 
texto de Antunes sobre el cual no es posible 
profundizar, pero que vale la pena anotar, es 
su entendimiento sobre lo que, siguiendo a su 
maestro Istvan Mészáros, denomina fase de 
intensificación de la tasa de utilización decre-
ciente del valor de uso de las mercancías, que 
no es otra cosa sino la obsolescencia progra-
mada a la que tienden cada vez más ramas de 
la producción capitalista, para reducir la vida 
útil de los productos, aumentar la velocidad 
de rotación del capital, con la única finalidad 
de incrementar las ganancias. Así, el mentado 
discurso y prácticas de la «calidad total» no 
sería sino un cascarón que oculta «un me-
canismo productivo que genera lo desecha-
ble y lo superfluo, un verdadero obstáculo a 
la creación de una sociedad efectivamente 
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autosostenida» (p. 74). Este aspecto también 
es parte de la nueva era de precarización es-
tructural del trabajo en el mundo.
Muy en sintonía con el planteamiento de 
Antunes se encuentra el texto del también 
brasileño Giovanni Alves, quien nos presenta 
una radiografía de la precarización salarian 
en Brasil, bajo los gobiernos caracterizados 
como «neodesarrollistas» de Lula y Dilma. El 
grueso de su trabajo se concentra en presen-
tar los números de la tercerización, que han 
alcanzado en aquel país proporciones gigan-
tescas: cinco mil empresas que subarriendan 
fuerza de trabajo (principalmente de muje-
res, negros, jóvenes, inmigrantes); alrededor 
de ¼ parte de los trabajadores en el mercado 
«formal» son tercerizados, quienes tienen en 
promedio niveles mucho más altos de rota-
ción laboral y accidentes de trabajo; y signifi-
cativamente menores de salarios y prestacio-
nes. Un dato revelador es que, pese a lo que 
podría suponerse, poco más de la mitad de 
esos tercerizados laboran en empresas gran-
des, de más de cien empleados, por lo que 
más que una salida para los capitales peri-
féricos, la tercerización vendría a ser una de 
las estrategias nodales del gran capital. Pero 
lo que es más grave es que dicho mecanismo 
no sería sino la «punta del iceberg» de un una 
reorganización capitalista de mayores alcan-
ces que se despliega en múltiples dimensiones 
de la existencia social. En palabras del autor: 
«De un lado tenemos a una sociedad política 
hegemonizada bajo los intereses empresaria-
les; del otro lado, una sociedad civil mediá-
ticamente manipulada y hegemonizada bajo 
los principios liberales de la libre iniciativa, 
manteniéndose, así, apática y alienada al de-
rrumbamiento de la ciudadanía salarial, de-
rivada de la legalización de la tercerización 
como estrategia de flexibilización de las rela-
ciones de trabajo en Brasil» (pp. 108-109). En 

suma, el nuevo momento del capitalismo (de-
pendiente) brasileño sería una expresión de 
una tendencia global signada por la «degra-
dación civilizatoria» que apunta a homoge-
neizar (a la alza) las tasas de explotación del 
trabajo por el capital.

Pasando a los textos que abordan la pro-
blemática en nuestro país, destacamos en 
primer lugar el aporte de Raúl Harari, quien 
hace un repaso a las condiciones de seguri-
dad y salud en el trabajo que se realiza en 
las empresas chinas que han invertido en 
proyectos hidroeléctricos y petroleros en 
el Ecuador. Tomando como punto de par-
tida las diferencias que existen entre en el 
Consenso de Washington y el Consenso 
de Pekín, y tomando distancia de aque-
llas caracterizaciones hoy tan en boga en el 
Ecuador, sobre el supuesto imperialismo de 
China en América Latina, el autor no deja de 
señalar algunas contradicciones que existen 
entre un discurso pretendidamente desarro-
llista y la cruda realidad de las condiciones 
que priman en torno a los grandes proyec-
tos de inversión de las empresas de aque-
lla potencia en nuestra región; contradic-
ciones que bien podrían ser caracterizadas 
como las propias de una «interdependencia 
asimétrica» más que de relaciones propia-
mente imperiales, ya que el contexto en que 
operan las inversiones «no se circunscribe 
al concepto muy frecuentemente difundido 
de que todo el accionar de China se reduce 
a asociarse a otros países en busca de mano 
de obra barata y legislaciones laborales y am-
bientales débiles» (p. 118).

Después de abordar a grandes rasgos la 
evolución de las legislación laboral china y 
de presentar algunos datos espeluznantes 
sobre los altos costos humanos que ha te-
nido el proceso de industrialización/urba-
nización salvaje del gigante asiático durante 
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las últimas décadas, Harari pasa revista a la 
novedosa composición de la fuerza de tra-
bajo bajo control de las empresas públi-
cas y mixtas chinas que operan en el país, 
que está conformada tanto por nacionales 
como por trabajadores «importados» de 
aquel país, quienes son «alojados y aisla-
dos en campamentos precarios, alimenta-
dos según las normas de la empresa, y pasan 
todo el tiempo entre trabajo y descanso con 
jornadas agotadoras […], no tienen sindi-
catos, tienen contratos de trabajo consigna-
dos en China y no se conoce cuánto ganan 
realmente, no se conoce claramente cuáles 
son sus reglas de seguridad industrial y de 
salud en el trabajo» (p. 122). Pero la preca-
ria situación laboral no es padecida exclusi-
vamente por los trabajadores chinos; Harari 
también nos recuerda que durante los últi-
mos años obreros ecuatorianos han sido pro-
tagonistas de diversas movilizaciones para 
reclamar mejores condiciones de trabajo, el 
no pago de utilidades, así como diversos as-
pectos relativos a la seguridad y salud labo-
ral: alimentación, ropa de trabajo, equipos 
de seguridad, servicios médico, alojamiento, 
higiene; movilizaciones que han tenido un 
desigual nivel de receptividad entre las au-
toridades del Ministerio del Trabajo, por lo 
que, concluye el artículo, los responsables 
«deberían establecer las más severas sancio-
nes que la ley permita a fin de imponer es-
tándares laborales adecuados»; pero funda-
mentalmente dichas experiencias «deberían 
ser recogidas por las organizaciones sindi-
cales del Ecuador para reflexionar respecto 
a la necesidad de exigir cambios que ayu-
den a prevenir los accidentes y enfermeda-
des del trabajo, así como abrirse a la pers-
pectiva de compartir con el movimiento 
sindical latinoamericano, una visión y res-
puesta a la presencia de China en relación a 

las condiciones de trabajo, seguridad y salud 
laboral» (p. 127).

Por su parte, el aporte de Miriam Moya, 
de la organización care, pone el acento 
sobre un enorme contingente usualmente 
pasado por alto por los estudios (y las políti-
cas) laborales: aquel integrado por las traba-
jadoras remuneradas del hogar, comúnmente 
conocidas como «empleadas domésticas». 
Partiendo del histórico Convenio 189 y la 
Recomendación 201 emitidas por la oit en 
junio de 2011, que reconoce ese tipo de tra-
bajo reproductivo con los mismos derechos 
que el resto de los trabajos considerados 
«productivos», la autora organiza su artículo 
en torno a tres momentos: i) una aproxima-
ción teórica —desde una vertiente cercana 
al feminismo marxista— sobre el trabajo re-
productivo; ii) una radiografía del contexto 
internacional —con atención al caso ecua-
toriano— de ese tipo de trabajo; iii) el im-
portante papel que ha jugado en la lucha por 
su reconocimiento la movilización social de 
la Asociación de Trabajadoras Remuneradas 
del Hogar del Guayas. Comentaremos bre-
vemente los dos últimos puntos. En el país, 
poco más de 3% de la población ocupada 
realiza trabajo doméstico remunerado, tra-
bajo abrumadoramente realizado por muje-
res (91% del total). Según datos de la ene-
mdu de 2013, ese porcentaje representa a 
casi 175.000 mujeres y hombres que reali-
zan trabajo doméstico pagado. Respecto a 
las condiciones salariales y de seguridad so-
cial el texto recoge los siguientes datos: ac-
tualmente la afiliación de esa rama alcanza 
al 45,4% de la fuerza laboral, mientras que 
el salario básico pasó durante la última dé-
cada de 68 dólares mensuales a 364 dólares; 
al menos eso en el papel, pues «no existen 
los controles y sanciones necesarios para 
quienes no cumplen con la ley» (p. 90). Eso, 
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sin mencionar «cómo el pasado colonial 
ha dejado como herencia prácticas de ser-
vidumbre que perviven hoy en día. En las 
mismas, se registra una homologación de 
la diferencia étnico-racial con la de género» 
(p. 92). Baste mencionar, sólo a manera de 
anécdota, cómo durante la recientes movi-
lizaciones anticorreístas, algunas damas de 
la alta sociedad hacían escarnio verbal con-
tra las plebeyas y morenas señoras que esta-
ban en la manifestación contraria, arengán-
doles: «Ven a trabajar conmigo, cholita, yo te 
pagaré más de lo que te pagan los de pais por 
salir a la calle».

Respecto a los aspectos político-normati-
vos en el país, Moya destaca que pese a los 
enormes retos que aún enfrenta en Ecuador 
en la materia, no se pueden desconocer al-
gunos importantes avances, como el Art. 333 
constitucional que reconoce expresamente 
el trabajo no remunerado como labor pro-
ductiva y el derecho a la protección social de 
quienes lo ejercen, además de «la equipara-
ción de la remuneración de las trabajadoras 
del hogar al salario mínimo vital, la obliga-
toriedad de su afiliación al sistema de segu-
ridad a corto y largo plazo, la protección a la 
maternidad y el acceso al seguro de enfer-
medad, invalidez, muerte y cesantía» (p. 94). 
Por otro lado, la autora pasa una rápida re-
vista a la génesis y evolución de la Asociación 
de Trabajadoras Remuneradas del Hogar del 
Guayas, que desde 1998 se convirtió en uno 
de los actores fundamentales en la lucha por 
el reconocimiento de los derechos de esas 
cientos de miles de mujeres ecuatorianas, 
mediante estrategias múltiples para incidir 
en las políticas públicas: campañas de afilia-
ción, organización y movilización de las afi-
liadas, lobby, entre otras.

Lo presentado en el texto de Moya, como 
lo que muestra el último de los artículos que 

comentaremos, apunta en un sentido simi-
lar a lo recientemente anotado por el presi-
dente del Parlamento Laboral Ecuatoriano: 
«Durante los ocho años del gobierno de la 
Revolución Ciudadana, la legislación laboral 
ha sufrido suertes diversas y contradictorias» 
(Ibarra, 2015). Justamente esas contradiccio-
nes se ponen de manifiesto en el artículo de 
Magali Marega sobre la reconfiguración de 
la relación Estado-sindicalismo petrolero 
bajo el actual gobierno. Apoyándose en los 
aportes teóricos de Gramsci, Thompson y 
Roseberry, la investigadora dibuja un sem-
blante del sindicalismo público petrolero du-
rante las últimas tres décadas, relevando su 
protagonismo como uno de los principales 
sujetos políticos del ciclo de protesta anti-
neoliberal en el Ecuador. Marega sostiene la 
tesis de que tal protagonismo comenzó a de-
clinar a partir de las reformas instituciona-
les al sector petrolero impulsadas por el go-
bierno de Correa, un paradójico escenario 
de recuperación de la soberanía del Estado 
sobre los recursos naturales, que fue acom-
pañada de políticas encaminadas a restarle 
poder al otrora poderoso sindicalismo de la 
Fetrapec. Sin compartir plenamente la tesis 
planteada —ya que a mi entender la crisis de 
Fetrapec en realidad comenzó durante el go-
bierno de Lucio Gutiérrez, quien persiguió, 
hostigó y hasta cierto punto logró debilitar a 
su dirigencia sindical—, considero muy rele-
vante la identificación de los tres mecanismos 
señalados por la autora mediante los cuales 
se terminó de producir el desmonte de ese 
sindicalismo petrolero durante los últimos 
años: i) reconfiguración de la institucionali-
dad del sistema laboral y gestión de la fuerza 
de trabajo; ii) transformaciones en la gestión 
del gobierno del sector petrolero; iii) modifi-
caciones en el sistema de representación po-
lítica de los trabajadores; mecanismos que, a 
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decir de Magali, han dado paso a la emergen-
cia de un nuevo tipo de sindicalismo «parti-
cipacionista» colaborador del modelo oficial 
en el sector, del cual la cut sería una de sus 
principales expresiones.

Finalmente, no queda sino reconocer el 
encomiable trabajo de quienes hacen Ecuador 
Debate y del Grupo de Estudios sobre el 
Trabajo de la Flacso, quienes nos invitan a no 
dejar morir unas ciencias sociales que pien-
sen críticamente al trabajo, y a los y las traba-
jadoras; a sus penas y a sus luchas.

Miguel Ruiz Acosta
Universidad Central del Ecuador
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ROSTROS RURALES Y DESARROLLO LOCAL

DIANA CABRERA

Fotógrafa de Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca del Ecuador

L os trescientos sesenta y cinco días del año, lejos de la ciudad, hombres y mujeres rura-
les empiezan el día con el cuidado y mantenimiento de sus fincas. Simultáneamente, 
lejos de aquellos campos, miles de personas desfilan ante las perchas de los grandes 

supermercados para comprar alimentos: aumenta la brecha entre la ciudad y el campo, los ci-
tadinos van perdiendo el interés de detenerse a pensar de dónde viene su comida y quiénes la 
producen. Este registro gráfico de Píntag (Ecuador) y Arequipa (Perú), 2012-2015, busca mos-
trar la semejanza de los rostros rurales que confluyen en similares historias de trabajo, lucha y 
autonomía para vivir con dignidad. Detrás de cada alimento producido se encuentra el rostro 
de una familia campesina; y tras ésta se encuentra su finca, de ello resulta el trabajo agrícola 
familiar. La familia campesina es propietaria y trabajadora de su finca, es proveedora de ali-
mentos sanos, generadora de autoempleo, es parte activa de la economía en sus comunidades; 
además, son saberes y prácticas ancestrales en la producción, cosecha, poscosecha y procesa-
miento artesanal de alimentos, así como en el cuidado de la Madre Tierra. El trabajo de la fa-
milia campesina es ejemplo de soberanía económica, sus fincas se fortalecen y se diversifican 
a medida que la sociedad asuma un rol activo al comprar alimentos provenientes de éstas en 
una suerte de invitación a la reflexión sobre los beneficios económicos, sociales y ambientales 
de esta actividad. Los mercados campesinos son espacios de encuentro directo entre produc-
tores y consumidores en condiciones equitativas para ambas partes, el lugar en donde se esta-
blecen relaciones que superan la compra-venta y se valora la importancia del trabajo familiar 
campesino así como el rol del consumidor.
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LA PESCA, FAENA DE LA MAR

MARÍA CAMILA CARRILLO

Fotógrafa independiente

T odavía hoy, tanto en los dominios de la cotidianidad como en el contexto estricto de la creación 
del artista, la fotografía aparece como una tecnología al servicio de la verdad, según el maes-
tro fotógrafo e historiador J. Fontcuberta. La pesca no solo es aquella acción de extraer de su 

medio natural diversas especies que en su momento serán consumidos o comercializados, también es 
un ejercicio cultural: la pesca artesanal es un oficio tradicional que permite a muchos jóvenes aprender 
el valor y sacrificio del trabajo en el mar, conocer sus secretos y amar a la belleza de su biodiversidad; el 
pescador artesanal continúa utilizando técnicas tradicionales; nombres y colores llamativos engalanan 
sus botes en un canto de alegría a la vida; madruga, deja a su familia, amigos y tierra firme para hacerse 
a la mar en busca del alimento y el sustento para los suyos, que dependen de su habilidad y del mar para 
vivir; suelen asociarse en pequeños grupos formados por amigos y familiares cercanos en donde los ma-
yores enseñan el arte de la pesca a los más jóvenes; los pescadores se aventuran en marea baja y en la so-
ledad expanden sus redes como tela de araña a la captura de la riqueza marina. El mar está de fiesta y sus 
protagonistas son aquellos hombres de coraje que viven al son de las olas y al va y ven de las corrientes. 
Como espiando la verdad a través de la lente, se muestra la vida, pues hablar de pesca es hablar de vida: 
días buenos, días malos, corrientes tranquilas, corrientes fuertes, así es la vida, así es la verdad fotográfica.
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POLÍTICA EDITORIAL

La Revista Economía es una publicación de carácter semestral del Instituto Superior de 
Investigación y Posgrado (isip) de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Central 
del Ecuador. Constituye un espacio de reflexión crítica de la realidad socioeconómica y am-
biental contemporánea, especialmente del Ecuador y de América Latina. La Revista Economía 
persigue un pensamiento plural y diverso en la economía y en las ciencias sociales para res-
ponder con voces alternativas y críticas a los problemas y retos de la sociedad latinoamericana.

SECCIONES

Cada edición de la Revista Economía tiene una temática central (sección Dossier), la cual es 
gestionada por un coordinador especialista en ese campo. El tema del dossier es público en 
convocatorias abiertas difundidas por medios electrónicos. La Revista Economía recibe du-
rante todo el año trabajos para su sección Estudios Socioeconómicos, que incluye trabajos no 
relacionados con el dossier, pero sí con las ciencias económicas. La Revista Economía también 
publica en cada número reseñas de obras científicas de relevancia.

SELECCIÓN DE LOS ARTÍCULOS

Los artículos sometidos a revisión serán evaluados por un sistema de doble ciego (double blind 
peer review). Cada artículo será evaluado según criterios de pertinencia, calidad, claridad de 
expresión, originalidad y relevancia por parte de al menos dos lectores. Además de los crite-
rios de contenido, los artículos deben ajustarse a la política editorial y las normas de publica-
ción (ver siguiente página).

REQUISITO DE ORIGINALIDAD

Los artículos presentados deben ser inéditos y representar un esfuerzo científico original. Los 
trabajos que se considerarán para su publicación en la Revista Economía deben tomar en 
cuenta estas normas de publicación.

NORMAS DE PUBLICACIÓN

Los trabajos que se considerarán para su publicación en la Revista Economía deben tomar en 
cuenta estas normas de publicación.

sobre el cuerpo textual

1.	 En la portada, las colaboraciones deben hacer constar, en este orden: i) título del artículo, 
ii) nombre del autor o autora acompañado del grado académico, iii) adscripción institu-
cional u organizacional, iv) dirección electrónica, y v) fecha de envío. Los títulos no deben 
exceder de 20 palabras.
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2.	 En la siguiente página, toda colaboración —menos las reseñas— debe tener un resumen 
ejecutivo (abstract) de entre 80 y 100 palabras en castellano y en inglés. Bajo los dos resú-
menes se pone entre tres y cinco palabras clave, seleccionadas entre los códigos de clasifi-
cación temática jel (ver v. gr. http://ru.iiec.unam.mx/view/subjects/).

3.	 Todo el texto principal —incluso la primera hoja, las notas al final, la bibliografía— tendrá 
una interlínea de 1,5 y se usará la tipografía Times New Roman, tamaño 12.

4.	  La bibliografía citada en el texto principal se colocará al final del trabajo con sangría 
francesa.

5.	 La primera vez que aparezcan siglas deberá escribirse su significado completo, luego sola-
mente las siglas.

6.	 La cantidad de figuras y tablas se limita a máximo tres elementos. El editor de la revista se 
reserva el derecho de eliminar los demás cuando sean usados de manera excesiva.

7.	 Los títulos de figuras y tablas deben ser concisos, sin que superen las 20 palabras. 

sobre la extensión

8.	 La extensión de los textos puede medirse con «caracteres con espacios» (cce) o «caracte-
res sin espacios» (cse). En ambos casos, la extensión se mide sin la bibliografía. La exten-
sión de los artículos variará según las secciones de la revista.

·· De 30 000 a 40 000 cce para artículos de la sección Dossier
·· De 15 000 a 20 000 cce para la sección Estudios Socioeconómicos
·· De 10 000 a 15 000 cce para la sección Reseñas

·· De 25 000 a 35 000 cse para artículos de la sección Dossier
·· De 12 000 a 17 000 cse para la sección Estudios Socioeconómicos
·· De 8 000 a 13 000 cse para la sección Reseñas

referencias bibliográficas

9.	 El estándar de las referencias bibliográficas al que se acoge y rige la Revista Economía es el 
estilo apa en su sexta edición (2009). A manera de guía para las citas y la bibliografía, se 
detalla a continuación los casos más comunes.

citas

10.	La cita corta, que es de menos de cuarenta palabras, va dentro del cuerpo textual (párrafo). 
Se la puede manejar de dos maneras:

·· Con énfasis en el autor, cuya secuencia esquemática es: Apellido, (año), «cita», (página), 
punto. Ejemplo:

Morales (2009) afirma: «Morbi dolor sapiens» (p. 68).
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·· Con énfasis en el texto, cuya secuencia esquemática es: «cita», (Apellido, año, página), 
punto. Ejemplo:

«Morbi dolor sapien» (Morales, 2009, p. 68).

11.	La cita larga, que es de más de cuarenta palabras, va en párrafo aparte, sin cursiva ni comi-
llas y con sangría. Se la puede manejar —al igual que con las citas cortas— de dos maneras:

·· Con énfasis en el autor, cuya secuencia esquemática es: en párrafo precedente Apellido, 
(año), cita en párrafo independiente, punto, (página). Ejemplo:

Morales (2009) afirma:

Quisque purus mauris, ullamcorper quis varius eu, placerat a felis. Aliquam consequat bi-
bendum neque eu efficitur. Vivamus scelerisque, purus et vestibulum efficitur, leo quam 
blandit neque, nec rutrum urna urna in nunc. Sed diam nunc, porta vitae aliquet sed, dapi-
bus at metus. Vestibulum at ex imperdiet, luctus nisi eget, interdum purus. (p. 68)

··  Con énfasis en el texto, cuya secuencia esquemática es: cita en párrafo independiente, 
punto, (Apellido, año, página). Ejemplo:

Quisque purus mauris, ullamcorper quis varius eu, placerat a felis. Aliquam consequat 
bibendum neque eu eftae aliquet sed, dapibus at metus. Vestibulum at ex imperdiet, luc-
tus nisi eget, interdum purus. (Morales, 2009, p. 68)

sobre la disposición textual interior

12.	 Se pueden manejar hasta dos niveles de subtítulos, que deberán ir corridos al margen 
izquierdo y enumerados con números arábigos. Ejemplo:

1  Título 1	 1.1  Subítulo 1	 1.2  Subtítulo 2
2  Título 2	 2.1  Subítulo 1	 2.2  Subtítulo 2

notas finales

13.	La Revista Economía no utiliza pie de páginas. Todas las aclaraciones complementarias 
deben ser puestas al final del documento como notas finales.

tablas y figuras

14.	En el texto principal no se incluirán tablas ni figuras —con figuras entiéndase gráficos, 
mapas, fotografías—. Solamente debe escribirse entre paréntesis el verbo ver y el número 
de tabla o figura a la que se hace referencia. Ejemplo:

Lorem ipsum dolor sit amet, consectetur adipiscing elit. Aliquam consequat bibendum neque eu effi-
citur (ver Tabla 3). Morbi dolor sapien, venenatis bibendum vestibulum a, laoreet eget orci. Quisque 
purus mauris, ullamcorper quis varius eu, placerat a felis.
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15.	Las tablas o figuras se deben eliminar del texto principal y enviar en un archivo separado 
(Excel, por ejemplo). Toda la información contenida en columnas y filas, fuentes, etc. debe 
ser traducido al castellano («ee. uu.» en lugar de «usa»).

16.	Las tablas deben tener en la parte superior la palabra Tabla, un número secuencial y un tí-
tulo; en la parte inferior una Nota y la Fuente, si aplica. Ejemplo:

Tabla 1. Lorem ipsum dolor sit amet, consectetur adipiscing elit
Categoría Categoría Categoría Categoría
Variable
Variable

Nota: Morbi dolor sapien, venenatis bibendum vestibulum. Fuente: Morales (1995, p. 3).

Nota: Morbi dolor sapien, venenatis bibendum vestibulum. Fuente: Morales (1995, p. 3).

·· Las notas informan y ofrecen explicaciones relacionadas con la tabla. La cita de la fuente 
—sea, libro, revista, página web, etc.— solo se la hace si la tabla no es de propia autoría y si-
guiendo las normas de referencia expuestas.

17.	Las figuras deben tener en la parte superior la palabra Figura, un número secuencial y un 
título; en la parte inferior una Nota, si aplica, y —obligatoriamente— la Fuente. Ejemplo:

Figura 1. Lorem ipsum dolor sit amet, consectetur adipiscing elit

Nota: Morbi dolor sapien, venenatis bibendum vestibulum. Fuente: Morales (1995, p. 3).

·· Las notas informan y ofrecen explicaciones relacionadas con la figura. La cita de la fuente 
—sea, libro, revista, página web, etc.— solo se la hace si la figura no es de propia autoría y 
siguiendo las normas de referencia expuestas.

·· Las figuras se deben enviar en archivo adjunto en alta resolución de al menos 300 pixeles 
por pulgada, o en formato vectorial.

18.	Las figuras deben enviarse obligatoriamente con los datos numéricos correspondientes.
19.	La Revista Economía se reserva el derecho de poner determinados tablas y figuras a todo 

color cuando las necesidades explicativas e interpretativas lo exijan.

aspectos generales

20.	Cualquier situación no prevista en estas normas de publicación será resuelta por el edi-
tor general.





Esta revista fue impresa en Quito
con un tiraje de 300 ejemplares.
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